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-Concurrieron, los senadores señores Juan Antonio Coloma, Andrés Chadwick y Hernán Larraín.


-Asistieron, además, los ministros de la Vivienda .y Urbanismo, señor Jaime Ravinet; de la Secretaría General de Gobierno, señor Francisco Vidal;a de la Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Huenchumilla, y Director de la Oficina de Planificación 
Nacional, señor Andrés Palma.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 16.07 horas.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El acta de la sesión 23ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 24ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Se va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
INTEGRACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE PROCESOS Y LICITACIÓN PARA EL TRATAMIENTO DE LA BASURA.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Propongo a la Sala integrar la Comisión investigadora encargada de analizar las denuncias sobre los procesos y la licitación para el tratamiento de la basura con los siguientes diputados: señora Lily Pérez y señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Fidel Espinoza, Patricio Hales, 
Nicolás Monckeberg, Alejandro García-Huidobro, Darío Molina, Carlos Olivares, Edgardo Riveros, Alberto Robles, Gonzalo Uriarte y Mario Varela.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. OBJETO DE LA SESIÓN

ALCANCES DE LAS MODIFICACIONES DEL CONSEJO REGIONAL AL PLANO REGULADOR METROPOLITANO DE SANTIAGO.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- A continuación, corresponde “discutir y analizar los alcances de la modificación aprobada por el Consejo Regional al plano regulador Metropolitano de Santiago, que obedece a una política especial del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y Bienes Nacionales para crear lo que se ha denominado zonas de desarrollo urbano condicionado y la influencia que dicha expansión pudiere generar en las demás regiones del país”.


El tiempo previo de 15 minutos corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado Jaime 
Quintana.


El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, haré uso de la palabra no sólo como miembro de la bancada del Partido por la Democracia, sino, además, como presidente de la Comisión de Agricultura, la cual estaba mandatada para solicitar esta sesión especial con el objeto de discutir la expansión de Santiago y otros aspectos de la planificación urbana.


Valoro la presencia de los ministros que nos acompañan, en particular la del señor Jaime Ravinet, puesto que al tratarse de un asunto que provoca un impacto muy grande en el ámbito territorial, es sumamente necesario que este debate no sólo se lleve a cabo por la vía administrativa, sino que también se desarrolle en otras instancias, en este caso, en el Congreso Nacional.


Tal vez sería conveniente que en el futuro, a través de algún proyecto de ley, se legislara sobre muchos de los aspectos que el Ministerio de Vivienda impulsa mediante los proyectos de zonas de desarrollo urbano condicionado, Zoduc. No dudo de la buena intención que existe; sin embargo, como es normal, tenemos algunas diferencias.


Uno de los grandes argumentos que han sostenido representantes del Ministerio de Vivienda para impulsar la creación de las zonas de desarrollo urbano condicionado, dice relación, fundamentalmente, con las proyecciones de crecimiento de la población de la Región Metropolitana, como lo demuestra el censo de 2002. Se calcula que, de aquí al 2025, esa región podría tener, aproximadamente, 1 millón 900 mil habitantes adicionales.


Esa proyección puede ser discutible. Sin embargo, si consideramos algunos aspectos positivos del plan, por ejemplo, que el cuarenta por ciento de la superficie de cada proyecto se destinará a viviendas sociales, quiere decir que, según la densificación aceptada por el Ministerio de Vivienda, en una hectárea se construirían cuarenta viviendas. Ahora, si consideramos, en promedio, cuatro habitantes por vivienda, totalizamos ciento sesenta habitantes por hectárea, y en una proyección a diez mil hectáreas, tenemos l millón 600 mil habitantes. O sea, se trata de una cifra muy cercana a aquella en la cual el Ministerio de Vivienda estima que podría crecer la Región Metropolitana. 


Ese ejercicio es discutible porque sólo está referido a viviendas sociales y no considera el crecimiento y la construcción en altura, uno de los temas que también ha planteado el Ministerio. Asimismo, no se considera algo que nadie discute -incluso, en la Comisión de Agricultura, hace una semana, se hizo presente, en presencia de la subsecretaria de Vivienda y del jefe de la División de Desarrollo Urbano-, en el sentido de que hay disponible cerca de diez mil hectáreas para proyectos inmobiliarios.



¿Qué es lo preocupante? Que de aquí al 2025, de acuerdo con esta lógica de crecimiento vegetativo, debemos generar incentivos para que la gente se quede en las regiones o se radique en ellas. Las inversiones que podrían originar las zonas de desarrollo urbano condicionado en once comunas -que es lo que establece la iniciativa que finalmente fue enviada al Consejo Regional Metropolitano- significarán, inevitablemente, que la oferta inmobiliaria sea ocupada para la construcción de viviendas sociales o de otro estándar. Por lo tanto, a poco andar, la proyección de crecimiento de la población a lo mejor no será de dos millones de personas, sino que, incluso, puede alcanzar una cifra mayor, con todos los costos que ello puede significar para la calidad de vida de los habitantes de la Región Metropolitana y de otras zonas. Además, pueden quedar muchas hectáreas desafectadas, descartadas para la agricultura, sin que en ellas se 
desarrollen proyectos inmobiliarios.


La experiencia del Plan de Desarrollo Chacabuco, que el Ministerio ha tenido como antecedente, como lo señalaron los representantes del ministro respectivo en la Comisión de Agricultura, resulta muy discutible. De hecho, hay algunos aspectos que no han sido precisamente exitosos en esa iniciativa.


Resulta curioso que a los privados se les exija construir viviendas sociales en circunstancias de que no se ha resuelto el tema de las aguas lluvia en la Región Metropolitana. Cuando llueve en el campo, el agua se filtra. Cuando llueve en la ciudad, en cambio, el agua escurre, lo que provoca los anegamientos que todos los años los habitantes de la Región Metropolitana y de otros lugares deben sufrir.


La población de la Región Metropolitana aumentó cinco veces en medio siglo. Su extensión geográfica, en tanto, superó el aumento de la población, pues se incrementó seis veces en los últimos cincuenta años.



Dicho crecimiento ha venido acompañado de algunos problemas que han afectado a miles de personas que viven en estrechas viviendas sociales o en poblaciones en la periferia de la ciudad, con deficiencias en materia de infraestructura y de crecimiento, pues carecen de servicios básicos, como salud, educación, transporte, áreas verdes, sistemas de evacuación de aguas lluvia, etcétera.


Actualmente, la densidad establecida por el Plan Regulador Metropolitano de Santiago es de ciento cincuenta habitantes por hectárea y, según mis cálculos aproximados, de ciento sesenta viviendas sociales. En la actualidad, esa cifra alcanza cerca de 105 habitantes por hectárea; es decir, todavía tenemos un margen, una densificación que no es de las más altas.


Por otro lado, el crecimiento de Santiago en forma de “mancha de aceite”, como algunos la han calificado, se ha traducido en congestión vehicular y en un deficiente sistema de transporte público, que obliga a muchos santiaguinos a destinar varias hora al día para desplazarse, lo cual afecta el tiempo destinado a la vida familiar, a la recreación y a otras actividades.


La falta de una planificación urbana coherente y las condiciones geográficas de la cuenca explican la persistente contaminación atmosférica que cada invierno afecta la salud de miles de niños, adultos y ancianos, lo que demanda recursos públicos y familiares para combatirla.


El abandono y deterioro del casco histórico de la ciudad ha dado lugar a una aguda segregación urbana, lo que se ha traducido en la formación de comunas ricas y pobres, hecho que estimula conductas violentas, sensación de inseguridad de las personas, estrés y otras enfermedades mentales. Lo anterior, unido a los escasos lugares de recreación y esparcimiento, se traduce en un deterioro generalizado de la calidad de vida. Explica, asimismo, que algunas encuestas indiquen que un alto porcentaje de los santiaguinos quiera irse de la ciudad o de la Región Metropolitana.


La creación de nuevas zonas urbanas posterga la solución de los problemas históricos que enfrenta la Región Metropolitana y reduce sus posibilidades de mejorar su posición estratégica respecto de otras ciudades de América Latina. En la ciudad de Santiago, incluso en los lugares más centrales, existen miles de hectáreas con sitios eriazos, playas de estacionamiento o espacios subutilizados. Hay algunos que los han denominado terrenos “en engorda”, ubicados dentro del perímetro urbano de la Región Metropolitana. Sus propietarios especulan con esos terrenos subutilizados. En efecto, gracias a grandes inversiones urbanas en pavimentación efectuadas por el Ministerio de Vivienda, a la construcción de nuevas líneas del Metro y de redes de agua potable, así como de energía, alcantarillado, infraestructura en salud, educación y otras áreas -obras que han sido financiadas por todos los chilenos-, se ha elevado significativamente el valor de esos terrenos, que pagan un impuesto que no tiene relación con el valor que la inversión pública les ha asignado.


El Estado y los contribuyentes tienen derecho a exigir que quienes pretenden especular a costa de inversiones que han financiado todos los chilenos, paguen mayores impuestos, y, con ello, compensen el beneficio de que disfrutan gracias al esfuerzo ajeno.


A lo anterior deben agregarse otras miles de hectáreas, pertenecientes a barrios envejecidos o a sectores de la ciudad en franco deterioro y sin valor arquitectónico, que cuentan con una importante dotación de servicios e infraestructura urbana. Un ejemplo de ello fue la renovación de Santiago poniente. 


En consecuencia, la simple lógica económica nos indica que antes de pensar en crear nuevos centros urbanos, tenemos la obligación de recuperar, de reciclar y de renovar vastos sectores de la ciudad, muchos de los cuales están próximos al centro de la capital.


Los terrenos eventualmente urbanizables a través de los proyectos Zoduc fueron adquiridos a un precio acorde con la clasificación de suelos de uso silvoagropecuario. En consecuencia, el Estado y sus propietarios deben promover en ellos proyectos agrícolas, ganaderos y forestales. 


No corresponde que mediante una simple decisión administrativa se permita a pocas personas, en forma instantánea, multiplicar en varias veces su inversión, ni menos que el Estado, como decía, con recursos de todos los chilenos, realice grandes inversiones en obras públicas para facilitar y mejorar el negocio de pocos, pues con ello se postergan importantes inversiones que año a año deben diferirse en las regiones.


En el ámbito estrictamente silvoagropecuario -materia que nos correspondió analizar en la Comisión de Agricultura-, pensamos que, en materia de ordenamiento territorial, por existir muchos elementos involucrados relativos al suelo, éste debía ser objeto de una regulación amplia, en la que ni Vivienda, ni Agricultura, ni Obras Públicas, ni Bienes Nacionales, entre otros, ejerzan hegemonía en cuanto a su regulación y planificación. 


Aquí hay un tema sensible: la seguridad alimentaria. 


Estas comunas -las once- cuyos terrenos se pretende desafectar en gran parte, abastecen a la Vega Central y, en materia de hortalizas, a gran parte del país. Son terrenos de alta productividad agrícola, y sus suelos, de la más alta calidad. 


Algunos ejemplos: provincia de Chacabuco, zona norte; comunas de Colina, Lampa y Tiltil, hortaliceras por excelencia. Además, encontramos allí producción de olivos, de tunas y algunas viñas.


Provincia de Maipo: comunas de San Bernardo y Calera de Tango. En ellas encontramos frutales mayores y algunas viñas. 


Provincia de Cordillera: comunas de San José de Maipo, Pirque y Puente Alto. Allí encontramos frutales mayores. Entendemos por tales las manzanas, los duraznos, los nectarines y los nogales, todos productos con gran potencial por su volumen exportador. 


También en la Región Metropolitana se están presentando las primeras experiencias con caprinos, alpacas y llamas, especialmente en las comunas que he mencionado. 


Hago presente, también, que toda la producción de cultivo bajo plástico está en esos sectores. 


En cuanto a la producción híbrida, cabe destacar que también en esas comunas se dan berries y frutillas. 


Lo más preocupante -y que podría significar un despilfarro de muchos recursos- radica en que cualquiera de las regiones que viven de la agricultura quisiera tener las obras de infraestructura de riego de esas comunas de la Región Metropolitana. 


Creo que hay dos formas de llevar a cabo la iniciativa propuesta por el Ministerio de Vivienda.


En primer lugar -y en lo que ha insistido el ministro señor Ravinet-, a través de la modificación del plano regulador, apegándose a la ley. Sin embargo, la resolución ha sido objeto de rechazo por parte de la Contraloría General. Entiendo que se espera un nuevo pronunciamiento. 


Quiero citar un párrafo del oficio del Contralor General de la República enviado al intendente de Santiago, ante la insistencia de que el órgano contralor tomara razón de este proyecto. Dice textualmente: “Asimismo, corresponde anotar que la resolución del rubro fue devuelta por esta entidad de control por estimar que ella no se ajustaba a derecho, atendido a que en lo sustancial infringía el sistema de definición legal de áreas urbanas y rurales establecido en los artículos 52 y siguientes de la ley general de Urbanismo y Construcciones, preceptiva que no permite la creación de núcleos urbanos en zonas rurales como ocurría en la especie”.


La otra alternativa -la más adecuada-, sería postergar este debate -no el de hoy, sino el que intenta imponer medidas administrativas- y modificar, primero, la ley de Urbanismo y Construcciones para establecer las áreas preferentemente agrícolas, las que no podrían por ninguna circunstancia ser utilizadas para otras finalidades.


Además, hay que considerar las opiniones de diversos colegios profesionales. En el Colegio de Arquitectos está menos dividida la posición frente a este tema, pero, claramente, los colegios de geógrafos, de agrónomos, de médicos, de ecólogos y de paisajistas no han sido escuchados por los organismos pertinentes. Tampoco se ha considerado la opinión de muchos alcaldes, que ven en esta iniciativa del Ministerio de Vivienda una amenaza al desarrollo local.


Hay algunas iniciativas alentadoras del Gobierno en torno de una reforma regional verdadera. Precisamente hoy, la Comisión de Gobierno Interior debe pronunciarse sobre la creación de cuatro comunas en regiones, que necesitarán de grandes inversiones, porque cuando se crece en forma horizontal hay que hacer grandes inversiones de macroinfraestructura, lo que no está garantizado en estos proyectos de la zona de desarrollo urbano condicionado. Éste no es el mejor homenaje a los diez años de la ley de gobiernos regionales, y, en consecuencia, es imprescindible un debate mucho más profundo.


Debido al desordenado crecimiento de Santiago en las últimas décadas, se ha debido postergar muchas obras de infraestructura en regiones.


Si llevamos a cabo este proyecto, en el futuro habrá que pensar en otras obras de mitigación, tal como hoy se piensa financiar los colectores de aguas lluvia.


Es probable que en algún momento presentemos algún proyecto de acuerdo para resolver el tema que nos interesa.


He dicho.



El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el señor Jaime Ravinet, ministro de Vivienda y Urbanismo.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Urbanismo).- Señor Presidente, agradezco a la Corporación y en especial a los diputados que así lo solicitaron, realizar esta sesión especial para discutir sobre la modificación del plan regulador metropolitano de Santiago.


Ésta es una importante discusión y ojalá que muchos mitos y prejuicios sean desvirtuados durante la misma.


Es lamentable que un tema tan serio haya sido caricaturizado, y que se haya atribuido a la propuesta del Ejecutivo -no del Ministerio de Vivienda, sino del gobierno del Presidente Lagos, a través de este ministerio y de la Intendencia de la Región Metropolitana- objetivos que no tiene.


En primer lugar, es necesario entender que se trata de modificar un plan intercomunal, no la ley general de Urbanismo y Construcciones, materia que será planteada a fin de mes a la Cámara de Diputados, como forma de modernizar el concepto de planificación territorial urbana.


En las próximas semanas enviaremos un proyecto que modifica conceptualmente los instrumentos de planificación territorial, establece una forma de desarrollo urbano condicionado flotante o fija -según la definan los planes reguladores- e incorpora las más modernas tecnologías e instrumentos de planificación urbanos al permitir la extensión urbana sólo cuando se cumplan condicionamientos que disminuyen los impactos ambientales, viales y urbanos. Cada uno de estos proyectos tendrá compensaciones según su tamaño o superficie. No es correcto confundir la modificación de un plan regulador, que es materia esencial, de acuerdo 



con la ley de gobiernos regionales y la normativa del respectivo consejo regional, con la discusión de un proyecto de ley que será oportunamente sometido a consideración del Congreso Nacional.


El segundo mito es que esta modificación favorecería una expansión indebida de 
Santiago. Aquí se suman, con mucha razón, muchos parlamentarios de regiones que ven con inquietud cómo Santiago ha ido creciendo, en especial en su significación económica. Poco se repara en que Santiago, durante las últimas décadas, ha crecido en 1.200 hectáreas al año, con límite urbano y sin él.


Pero existe otra forma de crecimiento que aun es peor y que no ha sido considerada por quienes tanto se preocupan del campo chileno: las llamadas parcelas de agrado, que ocupan 15 mil hectáreas de la superficie de la Región Metropolitana, es decir, un cuarto de su superficie actual. En efecto, la tierra agrícola se subdivide sin ningún tipo de urbanización, alcantarillado, caminos ni nada. Eso no ha sido materia de análisis por quienes tanto se preocupan por defender el campo.


Santiago ha venido creciendo, pero lo ha hecho en menor proporción que el resto del país. El último censo muestra que la población del país creció en 13,2 por ciento; la provincia de Santiago lo hizo en 8,3 por ciento, mientras que comunidades rurales como Talagante, Melipilla y otras aumentaron en 15,2 por ciento. Por lo tanto, el núcleo central de Santiago ha crecido menos que el porcentaje de la población.


Otra falacia que suele usarse es que 
Santiago es una ciudad poco densa. Los indicadores del mundo muestran que a mayor superficie y disponibilidad de espacio, se tiene mejor calidad de vida. He preparado un cuadro -oportunamente pediré que se anexe al boletín de esta sesión- que demuestra que ciudades con muy buena calidad de vida, como Londres, Sidney y Berlín, tienen una densidad bruta de entre 40 y 43 personas por hectárea, y que en Roma, Madrid y París dicha densidad alcanza entre 71 y 77 personas por hectárea. Santiago, según el último censo, tiene 101 personas por hectárea. Sólo nos superan Ciudad de México, que no es ningún modelo a imitar, con 155 personas por hectárea, y Calcula, con 220 personas por hectárea; Teherán, con 337 personas por hectárea; El Cairo, con 375 personas por hectárea. Me imagino que nadie estará propiciando que nos acerquemos a ese tipo de modelos de ciudades, sino, por el contrario, a otras, con mejor calidad de vida.


Es cierto que Santiago ha crecido; pero lo ha hecho en forma segregada, lo que ha dado origen a algunas comunas y barrios del primer mundo, y a otros, claramente, del tercer mundo. Santiago ha crecido no sólo en forma segregada, sino sin equipamiento y sin la infraestructura necesaria. No hay preocupación ni por la educación, ni por la salud, ni por el deporte, ni por la cultura. Y lo más serio es que el desarrollo de Santiago ha sido financiado en el terreno por las inmobiliarias, pero la infraestructura se ha hecho con recursos generales de la nación, porque el Estado ha financiado el escaso equipamiento de algunas comunas populares.


Asumo la responsabilidad de nuestro Ministerio respecto de eso, ya que, preocupado por la necesidad de resolver el déficit habitacional, que era una de las tres prioridades más importantes de los chilenos en 1990, ha debido construir sin los equipamientos adecuados, con lo cual se han consolidado comunas periféricas. En gran medida hemos logrado superar el déficit habitacional, pero no hemos alcanzado el régimen de equipamiento que mejore la calidad de vida.


Por eso, el Gobierno, contrariamente a lo que se afirma, está limitando el crecimiento de Santiago; pero lo está haciendo a través de políticas públicas y de mercado. En el fondo, lo que se está haciendo es que los santiaguinos paguemos los costos de vivir en Santiago; que Santiago sea más caro que el resto del país, como los es Nueva York respecto de Estados Unidos, París, de Francia, o Londres, de Inglaterra.


El Metro está duplicando su cobertura, de 40 a 80 kilómetros; los santiaguinos pagaremos la inversión del Metro en la tarifa. Se cuenta con una cobertura del 75 por ciento para el tratamiento de las aguas servidas; los santiaguinos pagaremos por el tratamiento de esas aguas. El proyecto que regula el sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvia, que esta semana discutirá la Cámara, establece que cada ciudad pagará por el tratamiento de sus aguas lluvias. El proyecto Transantiago, que es una revolución del transporte en nuestra ciudad, pues obliga a cambiar los buses y establece corredores exclusivos, será financiado por las tarifas que pagarán los santiaguinos. También existe un vasto plan para tarificar carreteras, llámense Costanera Norte, Carretera Central, “Jorge Alessandri” o “Eduardo Frei”. Quien las use deberá pagar. 


Lo que estamos haciendo con todo lo anterior es sincerar los costos de Santiago y limitar su desarrollo y crecimiento a través de políticas públicas y de claras señales de mercado que encarezcan su operación. 


El proyecto en debate viene a sincerar los costos y a poner fin a subsidios ocultos que tiene el desarrollo inmobiliario de Santiago. Además, ordena y permite el acceso al crecimiento, para que esas 168 mil familias de Santiago que están inscritas en el Serviu y que esperan tener acceso a la vivienda social, puedan cumplir sus sueños en forma rápida. 


Los conceptos de zona de desarrollo urbano condicionado, Zoduc, y área urbana de desarrollo prioritaria, Audp, ya están incorporados en el plan regulador de Santiago. En 1997, el Core y el gobierno de entonces aprobaron el plan Chacabuco. Hoy existen más de diez proyectos en ejecución, tanto en vialidad como en carreteras y en pasos sobre nivel, que superan los 75 millones de dólares, y todo con financiamiento privado.


A diferencia de la modificación del plan Chacabuco, esta propuesta no prefija la ubicación de esta Zoduc, sino, al revés, permite que las posibilidades de expandirlo compitan en forma transparente y ecuánime, en la medida en que se cumplan las condiciones prefijadas. 


Otro mito es decir que una ciudad crece hacia afuera o hacia adentro. La verdad es que todas las ciudades crecen hacia afuera y también hacia adentro. Nadie podría argumentar que el ministro que habla no se la ha jugado por el crecimiento de Santiago hacia adentro. El subsidio de renovación urbana fue creado desde nuestra alcaldía en 1990, con el beneplácito del ministro de la época, a fin de generar las condiciones para repoblar y reconstruir los centros históricos. 


El proyecto de subsidio de rehabilitación patrimonial, que busca salvar las casas antiguas, lo generamos desde que estoy en el Ministerio. Está en pleno desarrollo el proyecto de reconversión del Portal Bicentenario, que abarca 250 hectáreas en pleno Santiago, el cual se convertirá en un nuevo barrio de clase media. Está en pleno proceso de licitación la recuperación del anillo central, el antiguo “camino cintura”, de Vicuña Mackenna, que permite incorporar o regenerar alrededor de 230 hectáreas, con terrenos de Ferrocarriles del Estado correspondiente a las maestranzas San Eugenio y Yungay. 


Pensamos que es necesario impulsar políticas públicas que densifiquen y generen un mejor uso de los terrenos de Santiago; pero no podemos poner una suerte de cinturón de hierro al crecimiento de una ciudad, porque ocurre lo que ha venido sucediéndole a Santiago, que crece en forma desordenada, segregada y sin los equipamientos adecuados.


El artículo 34 de la ley general de Urbanismo y Construcciones señala que la planificación urbana intercomunal es aquella que regula el desarrollo físico de las áreas urbanas y rurales de diversas comunas que, por sus relaciones, integran una unidad urbana. El plan intercomunal está integrado por normas y acciones. Lo que estamos modificando no son las normas, sino las acciones que hacen y generan procedimientos transparentes. 


La modificación aprobada por el Core no expande Santiago, sino que fija un procedimiento objetivo para evaluar los proyectos que se le presenten y que requieren determinados informes. Algún señor diputado podrá negarlo; pero pido que lean la resolución del respectivo acuerdo, porque uno de los problemas es que ella no se ha leído. Podrán decir que no, pero al menos lean el texto del proyecto de la modificación, porque, para su sorpresa, se darán cuenta de varias cuestiones, entre otros: 


Primero, que se requiere el acuerdo previo del seremi de Agricultura. Esto es, el representante del ministro de Agricultura tiene que dar su visto bueno. Además, se establece que no se podrá afectar el suelo de alta prioridad agrícola y se obliga a compensar los suelos afectados de calidad 1, 2 y 3 en una proporción de 1 a 1,5; es decir, por cada hectárea que pudiera ser afectada, el desarrollador tiene que recuperar 1,5 hectáreas con calidad agrícola o de utilidad silvoagropecuaria. ¡Qué distinto habría sido la situación si esta norma hubiese estado vigente durante los últimos diez años! En este período, Santiago ha crecido 12 mil hectáreas a costa de tierras agropecuarias. Si esta norma hubiese estado vigente, hoy tendríamos 18 mil hectáreas de nuevas tierras agrícolas.


Segundo, además del informe favorable del seremi de Agricultura, el aspecto más importante de esta propuesta también es algo inédito, que muchas veces los gobiernos se niegan a reconocer: el municipio afectado no sólo es consultado, sino que tiene que estar de acuerdo. El alcalde y el concejo municipal, con asesoría urbana, tienen que dar su aprobación. Hasta el momento, cada vez que se modifica un plan regulador intercomunal se consulta al municipio, pero esa opinión no es vinculante. Hoy, en virtud de esta disposición, que corresponde a una autorregulación motivada por el afán descentralizador, esa decisión pasa a ser vinculante. Si el municipio de Pirque, el de San Bernardo o el de Calera de Tango, por ejemplo, no está de acuerdo en la generación de una Zoduc, basta que así lo plantee, y esa decisión es vinculante. ¡Qué manera de proteger verdaderamente los intereses de la comuna!


Tercero, se solicita un informe del seremi de Vivienda, que requiere un estudio de impacto ambiental -no la declaración-, con las compensaciones que exige el plan de descontaminación de la Región Metropolitana, con consulta a todos los servicios y con participación de la comunidad.


También requiere un estudio de impacto urbano. Según su tamaño, será obligatorio el equipamiento en salud, que va desde consultorios a hospitales; en educación, en seguridad, en deportes, en bomberos y en espacios para la cultura. Se afirma que esta situación significará más viajes. Al respecto, pido que los señores diputados lean la encuesta de “origen y destino” del año pasado, en relación con los viajes de los santiaguinos, ya que eso les permitirá darse cuenta de que el 60 por ciento de los viajes se realizan por razones de estudio, salud u otras diligencias y sólo el 40 por ciento se debe a trabajo. Esto significa que, en la medida en que estas nuevas zonas tengan equipamiento en educación, en salud, en deporte y en cultura, estaremos reduciendo el impacto de los viajes.


Asimismo, se exige que estos proyectos tengan estudios de capacidad vial, de transporte, de evacuación de aguas lluvia -tema al que aquí se refirieron-, así como de medición de los riesgos de la naturaleza.


Además, se exige que estas áreas urbanas sean integradas. El 40 por ciento de las viviendas que se construyan deben ser objeto de subsidio, y el 30 por ciento de ellas, esto es, el 12 por ciento en términos netos, tienen que ser sociales, es decir, bajo 450 unidades de fomento. ¡Esto es crecer en forma integrada y sin segregación! Igualmente, se obliga a estas Zduc a destinar el 5 por ciento de su área a actividades productivas que generen fuerza de trabajo. 


Sólo -esto es muy importante- una vez que se tiene el informe favorable de Agricultura, el acuerdo del municipio, el análisis de impacto ambiental y los estudios viales y urbanos, el tema va al Core. Éste, finalmente, sanciona, es decir, aprueba o rechaza, la incorporación de esta área urbana.


¡Qué ganas de haber contado con este instrumento durante los últimos 30 años, porque el destino de Santiago no habría sido el de ciudad segregada y con mal equipamiento que hoy tenemos! Por lo tanto, insisto, es el Core el que aprueba o rechaza la iniciativa. Es importante saber que sólo en ese momento se perfecciona la modificación del plan regulador. Todo el resto que he mencionado son procedimientos y sistemas que buscan generar transparencia en las decisiones públicas.


Otro mito es que en este proyecto no ha habido discusión y que se ha hecho en secreto.


Heredé la iniciativa cuando asumí la cartera, en diciembre de 2000. Durante un año y medio la analicé con el resto de los servicios involucrados, particularmente con el ministro de Agricultura, hasta que obtuve su aprobación. Al respecto, discutimos en foros, en seminarios de todo tipo. El presidente de la Comisión de Agricultura daba cuenta de que el tema se ha debatido, porque hay opiniones favorables y en contra, como él muy bien lo decía.


El proyecto fue aprobado por la Comisión Regional del Medio Ambiente el 25 de noviembre de 2002 por 16 votos a favor, ¡incluido el del seremi de Agricultura! Dos consejeros regionales se abstuvieron y uno votó en contra. Fue aprobado en el Core, en sesión pública, el 29 de enero de 2003, por 14 votos a favor, 4 en contra y 2 abstenciones. ¡Clara mayoría!


La Contraloría hizo observaciones con respecto al rol del Core, en el sentido de sostener que éste debía aprobar o rechazar. En la resolución original aparecía que el consejo regional debía ratificar una vez cumplidas todas las condiciones. Nos allanamos a la observación y por eso se volvió a votar, no la idea completa, sino el reemplazo de la palabra “ratificar” por “aprobar”. Éste fue aprobado el 12 de noviembre pasado, por 16 votos a favor, 6 en contra y dos abstenciones.


Me he extendido en mis explicaciones para demostrar a las señoras diputadas y a los señores diputados que la propuesta no sólo no expande ilimitadamente a Santiago, sino que, por el contrario, genera condiciones para que su expansión eventual sea regulada, condicionada y amigable con la calidad de vida y el medio ambiente. Será una propuesta que en cada oportunidad, superados los informes favorables, deberá ser aprobada por el consejo regional de la Región Metropolitana.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, la semana pasada, cuando comenzamos analizar el tema en la Comisión de Agricultura, el diputado señor Sánchez mostró unos mapas. Me gustaría, si lo tiene a bien el señor Presidente, que el diputado Sánchez los pudiera exhibir, para tener una visión más clara de lo que significa el aumento de área urbana de Santiago.


Ahora, con respecto a lo último que señalaba el ministro, no negamos que el Core tenga la facultad para votar y resolver en el tema; pero eso no significa que, como diputados y como Cámara, no podamos analizar el asunto. Tenemos derecho a hacerlo, y es por eso que estamos aquí esta tarde.


Soy contrario a la expansión propuesta, por una razón muy sencilla. El área urbana de Santiago ocupa 65 mil hectáreas, de las cuales 10 mil están desocupadas. Que sus propietarios no las vendan, es otro cuento. A lo mejor, no les han ofrecido el precio que corresponde. A ellas se agregan 20 mil hectáreas sin uso de la provincia de Chacabuco, que también están anexadas al límite urbano de Santiago. Me cuesta entender que necesitemos 90 mil hectáreas más para aumentar el área urbana de Santiago. Ello significará que vamos a tener 120 mil hectáreas desocupadas.


¿Por qué no ocupamos esas 30 mil hectáreas si se construyen 1.200 hectáreas anuales? Es bastante terreno. El ministro dijo, al pasar, que se construyen 1.200 hectáreas, como si se tratara de poco terreno. Es una gran cantidad; cualquier agricultor quisiera tener un campo de esas dimensiones. Si se construyen 1.200 hectáreas anualmente y existen 30 mil que están desocupadas, tenemos terreno para construir durante veinte años en la zona urbana de Santiago, sin necesidad de anexar más terrenos de primera calidad, como se advierte en los mapas exhibidos por el diputado señor Sánchez.


Otra razón para no estar de acuerdo con la modificación del plano regulador metropolitano de Santiago es que nuestro país se está centralizando más.


Por su intermedio, señor Presidente, pido al diputado señor Sánchez que exhiba los mapas de Santiago en los cuales se muestra lo que he señalado.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, eso no está permitido en la Sala.


Continúa con el uso de la palabra el diputado señor Urrutia.


El señor URRUTIA.- El centralismo que se produce al agregar más hectáreas a Santiago es muy grande. Como señalé en la Comisión de Agricultura, de aquí a diez años se eliminarán las regiones Cuarta, Quinta y Sexta, y su territorio pasará a ser parte de la Región Metropolitana. Al final, todas las inversiones estarán centradas en Santiago. Cuando pidamos que se invierta en las regiones, ¿de dónde sacaremos un peso para ello? No contaremos con recursos, porque habrá que extender el Metro y construir carreteras, puentes y hospitales en la Región Metropolitana.

Lo que debemos hacer, de una vez por todas, es lo contrario: descentralizar.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, está terminando el tiempo que su bancada le asignó.


El señor URRUTIA.- Termino mi intervención. Otros diputados se explayarán más sobre el particular.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, tengo la impresión de que esta discusión tiene algunas premisas equivocadas, que parten de la base de no considerar que Santiago ha crecido, está creciendo y seguirá creciendo de manera inevitable.

La pregunta que cabe hacerse, entonces, es cómo ha crecido la Región Metropolitana. Cuando uno analiza la ley, establece claramente una diferencia: quienes construyen, lotean y subdividen al interior del límite urbano, pagan las obras; tienen un plan regulador y un ordenamiento. Ahora, a quienes lo hacen fuera de él, nadie los controla y hacen lo que quieren. Es una verdadera ley de la selva.


En segundo lugar, de acuerdo con lo establecido en el decreto ley N° 3.516, las personas pueden construir la casa del dueño y la del cuidador. En definitiva, se genera una presión hacia el Estado, para que pague todas las obras de urbanización, como el agua potable y el alcantarillado, y finalmente éste termina construyendo los retenes, las calles, las obras de urbanización macro, las vías estructurantes, etcétera. Es decir, cuando se construye fuera del límite urbano, las obras de urbanización las paga “Moya”.


En consecuencia, en esta discusión es importante tener en consideración lo que ha ocurrido en Santiago. Los verdaderos cuellos de botella que se forman en los caminos se producen por la gran cantidad de gente que se desplaza para ir a trabajar al centro. El ministro dijo que el 40 por ciento de las personas viaja por trabajo, y el Estado debe gastar recursos para hacerse cargo de esta situación.


¿Queremos seguir creciendo de manera inorgánica, desordenada, costosa para el Estado, o, de una vez por todas, asumimos este tema tan importante y costoso mediante la búsqueda de una regulación? ¿Cómo proteger los suelos agrícolas que hoy han sido invadidos con obras urbanas?


En resumen, los asuntos de fondo son cómo queremos crecer y cómo protegemos los suelos agrícolas. Respecto del primero, es muy importante saber si el Estado o el loteador pagarán las externalidades negativas que se generan.


Hoy el ministro dio cifras francamente desastrosas. Santiago ha crecido en 1.200 hectáreas al año, y quince mil hectáreas están cubiertas por parcelas de agrado. Esa es la realidad y no lo que a uno le gustaría que fuera la Región Metropolitana.


Cuando se habla de un promedio de 150 personas por hectárea, algunos dicen que prefieren crecer por densificación hacia adentro, porque ahí están las obras, como las calles, los pavimentos, la urbanización, el agua potable, el alcantarillado, las plazas, los retenes, etcétera. Pero con la medida propuesta nadie está diciendo que no crezcamos por densificación. El ministro ha dicho que hay subsidios de renovación urbana y grandes obras de infraestructura para crecer por densificación, como los anillos viales.


Ahora, ¿qué hacemos con aquellos que quieren crecer por extensión? Ello no lo podemos evitar, y ocurre no solamente en Chile, sino también en Roma, Londres, 
Madrid y en todas partes del mundo. Es muy importante, entonces, buscar una fórmula para saber quién construirá el equipamiento comunitario, las plazas, las áreas verdes, etcétera, porque las personas necesitan no tan sólo viviendas.


Es necesario unir las políticas públicas con las de mercado, de manera que el costo de desarrollo de estas obras lo pague, de una vez por todas, quien construye. Eso es lo que incentiva el anuncio hecho por el Gobierno, ratificado por el Core de Santiago y por las distintas instancias que han participado en esta discusión.


Si hay que invertir más en infraestructura vial para unir a estos sectores, las personas que la utilizarán la tendrán que pagar a través de peajes y de tarifas, a fin de que no siga pagando “Moya”, como ocurre hoy. En ese sentido, esto va a sincerar los costos que hoy paga, casi exclusivamente, el Estado.


Debo destacar, también, el tema de la integración social. Hoy existen 188 mil familias que están a la espera de su vivienda. A través de la prensa me he informado de que los dueños de parcelas de agrado se oponen al emplazamiento de poblaciones de gente modesta, y le piden al SAG o al Ministerio de Vivienda que no accedan al cambio de uso de suelo, regulado en el artículo 55 de la ley general de Urbanismo y Construcciones. A partir de ahora, se exigirá un 12 por ciento de viviendas sociales en los proyectos que se desarrollen. Eso es integración social, para dejar de lado la política del gueto y de la segregación.


Se habla de proteger los suelos agrícolas. Está claro que no se ha hecho, porque las cifras son dramáticas. Ahora, por cada hectárea afectada se deberá recuperar 1,5 hectáreas. Otro gallo cantaría si esta política la hubiésemos implementado hace 10 ó 20 años. No debemos olvidar que el decreto ley N° 3.516, que regula la subdivisión de los predios rústicos, es de 1980.


Algunos dicen que la propuesta es muy autoritaria, que hay demasiado dirigismo de parte del Estado, que no se considera la opinión de la gente y de las comunas en las que tales medidas serán implementadas. Pero si el proyecto permite la participación de los gobiernos comunales. ¡Qué más descentralización que ésta! Las comunas tendrán que emitir una opinión favorable para que haya desarrollo urbano al interior de ellas.


Creo que no debemos temer a la creación de nuevos subcentros urbanos con autonomía. El ministro decía que el 40 por ciento de la gente viaja por trabajo. En auscencia, el 60 por ciento restante lo hace por necesidades de educación, salud u otras razones. Es necesario, entonces, que a estos centros urbanos se les exija la construcción de establecimientos de salud y de educación, y que cuenten con un 5 por ciento de áreas productivas.


En consecuencia, hago un llamado a analizar el tema sin ideologismos ni dogmatismos, para ver la realidad y estudiarla a fondo. Claramente, el problema existe, y este instrumento ayudará a encontrar su solución, pero con mayor transparencia, con mayor protección de los suelos agrícolas, con un crecimiento más ordenado y con integración social, de manera que las externalidades negativas las pague quien las genere.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Arturo Longton.


El señor LONGTON.- Señor Presidente, después de escuchar al ministro señor Ravinet, me he percatado de que todo lo que señala apunta en sentido contrario. Se dice algo determinado, pero se hace todo lo contrario, o sea, es como un sofisma. Esto lo hemos visto en forma permanente. Dijo que esto no lleva al crecimiento de la ciudad. En verdad, hay crecimiento, pero horizontal, no vertical, como es la tendencia mundial, especialmente en las ciudades que él nombró. Sin embargo, con esto se está incentivando lo contrario; es decir, la Región Metropolitana tiene el privilegio de crecer en forma horizontal, pero los que vivimos en regiones debemos hacerlo verticalmente, hacia arriba, porque no tenemos más espacio y tampoco hay más dinero. Esa es la primera contradicción.

Me gustaría ver todas esas maravillas en regiones, porque, al menos en la Quinta, cada vez que se ha necesitado una obra importante, grande, de envergadura, ha habido que esperar por lo menos 20 ó 30 años, como en los casos de El Barón, de la cuarta etapa de la avenida España o del troncal sur. Enhorabuena por tener esas obras; pero para concretarlas hemos debido esperar 30 ó 40 años. Santiago, en cambio, ya cuenta con varias líneas del Metro.


El ministro ha dicho -lo que me llama la atención- que cada vez que se decreten estos crecimientos se exigirá un estudio de impacto ambiental, porque así lo establece la ley. Pero quiero hacer notar al ministro que los entes colegiados, como la Corema y la 
Conama, no tienen autonomía. Cabe recordar lo ocurrido en el caso de la quema de pet coke, que fue rechazada por la Corema de la Quinta Región, y, finalmente, por orden del ministro, cesó en sus funciones el director de la Corema, por hacer lo contrario de lo que el ministro quería.


No quiero ser irónico, pero cuando se plantea que se efectuarán todos los estudios y que se evitará el deterioro del medio ambiente, al final la autoridad política hace todo lo contrario. Es preferible tener resguardos de carácter legal, es decir, ninguna autorización de crecimiento inorgánico, como hoy se pretende, y dar autoridad a las municipalidades. Ahora estamos haciendo lo contrario: vamos a liberar 90 mil hectáreas, aunque se diga que no es así, y después daremos autorización para que los municipios puedan tomar alguna decisión al respecto. 


El crecimiento de Santiago sigue adelante. Lo digo sin resentimientos, como un chileno que siempre ha vivido en la región de Valparaíso. Con mucha pena vemos que la gente se va a Santiago, porque allí hay más posibilidades de trabajo, más dinero y más obras, y las regiones siguen empobreciéndose. Entonces, lo que queremos es una política de Estado. No se trata de más incentivos ni de mayor crecimiento de Santiago, sino de desincentivos, o sea, que resulte más caro y difícil vivir allí, y más fácil y rentable hacerlo en regiones. El Estado debe incentivar que la gente se quede en su lugar de origen, de manera de no aumentar -como lo señaló el ministro- las más de 168 mil familias que necesitan viviendas sociales. 


El diputado señor Patricio Walker preguntó sobre quién pagará ese crecimiento en infraestructura, en educación y en salud. Eso lo paga el Estado, con el dinero de todos los chilenos.


No se ha tocado un punto sumamente importante: la contaminación. Santiago es una de las ciudades más contaminadas del mundo, y este plan no contribuye en nada a detenerla, sino que la amplía hacia las otras regiones. Es decir, en vez de paralizar el mayor número de industrias y de tránsito vehicular, estamos haciendo crecer la contaminación, lo que significa aplicar planes de Gobierno, que le cuestan dinero al Estado y, por lo tanto, a todos los chilenos. 


Entregaré un dato adicional: la construcción del Metro y de la Costanera Norte demandará millones de dólares, aunque digan que se hace mediante un crédito directo a la Región Metropolitana, es decir, que ella pagará.


Señor Presidente, por su intermedio, quiero decir al ministro que sería bueno revisar estas profundas diferencias. Del total de obras que se proyectan para el Bicentenario -no tengo la cantidad exacta, pero sí el porcentaje-, más de dos tercios van destinadas a la Región Metropolitana y sólo un tercio a las demás regiones. Si eso no es discriminación, ¿qué es? No voy a considerar los colectores de aguas lluvia que se deben construir en Santiago, puesto que se inunda todos los años. 


Entonces, creo que éste es un camino equivocado, contrario a las políticas que debe seguir el Estado para ir acotando las ciudades, especialmente la Región Metropolitana, que está creciendo a costa de las demás regiones.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, hoy tenemos una ocasión muy especial para discutir una materia que, sin duda, para una mayoría constituye un elemento de relevancia, pero, para otros, debido a un dejo de desinformación, tiene ribetes complejos. Estoy entre quienes forman parte del primer grupo, sobre todo después de escuchar los argumentos dados por el ministro y por el diputado señor Patricio Walker. En sus intervenciones, tanto uno como otro hicieron mención a la realidad del plano regulador metropolitano de Santiago y a la estructuración de zonas de desarrollo urbano condicionado. Me quedo con lo planteado por el diputado señor Walker, en el sentido de que hoy existe una verdadera ley de la selva en esta materia, pues quienes viven fuera del límite urbano, luego de construir sus viviendas, ejercen una fuerte presión a fin de que el Estado concurra con su aporte en materia de urbanización, salud y educación. En esos casos, el que termina por pagar es el Estado.


Cuando hablamos del plano regulador de Santiago no nos estamos refiriendo a un plan que extienda el límite de la ciudad, como algunos han querido dar a entender, sino de uno que, desde nuestro punto de vista, genera ciertas condiciones de crecimiento. Es decir, se hará crecer la ciudad en la medida en que se necesite, para lo cual deberá darse cumplimiento a una serie de condiciones en materia de equipamiento, vialidad urbana, recuperación de suelos, etcétera.


Lo importante es que el responsable de ese crecimiento ahora será el sector privado. En la actualidad, la construcción de obras de infraestructura y de equipamiento son de responsabilidad de los municipios y, en general, del Estado. A partir de ahora, serán los privados quienes materializarán las obras en salud -donde hay una alta demanda-, en escuelas, en parques, etcétera. Con este plan, se libera de una serie de responsabilidades al Estado, se evita que sectores ubicados fuera del límite urbano se conviertan en verdaderos guetos, de los cuales sólo participan algunos sectores de la población, y se establece que deberá haber cierto porcentaje de viviendas sociales, es decir, de aquellas cuyo valor es inferior a 450 unidades de fomento, en esos lugares.


Por lo tanto, se crea un sistema real de manejo del crecimiento urbano, se fijan normas objetivas y transparentes para la ampliación progresiva del suelo urbano y se limita -lo que es muy importante- la tendencia a ampliar dicho límite sin planificación detallada, sin certeza del desarrollo e inversiones, y sin justificación de demanda. Además, se establece un conjunto de reglas claras que permiten incorporar, de manera sustentable y progresiva, nuevas áreas urbanas de calidad en Santiago, según la demanda de sus habitantes.


Por eso, independientemente de las posiciones disímiles que pueda haber, esta iniciativa es muy interesante y sería bueno conocerla en profundidad para tener una opinión que se condiga con la realidad.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, estoy contento de que se haya tomado la decisión de limitar y ordenar el crecimiento de la ciudad de Santiago. Ojalá el resto de las ciudades de Chile tuvieran la oportuni​dad de contar con un plan estratégico de ocupación territorial y con una norma sobre la manera en que van a crecer en el tiempo. Lo importante no es determinar si una ciu​dad crece o no, sino cómo lo hace. Esa es la gravedad de la situación que nos ha tocado vivir en el caso de Santiago, cuyo creci​miento ha sido inorgánico e inadecuado, lo que ha provocado los desastres que la gente conoce. Eso empezará a ocurrir en todas partes; así que ojalá se diseñen normas de este tipo para las regiones. 


Me alegro de que se haya decidido no correr el límite urbano, que es la otra forma de expansión. A veces, en la prensa, quizás para producir entusiasmo se ha dicho, que éste se amplió; pero no ha sido así. Se decidió conservarlo, aun cuando la ciudad ha ido creciendo igual en 1.200 hectáreas anuales. 


¿Y cómo crece la ciudad? Por el sur, sobre la base de villorrios dispersos, con grupos de viviendas de 100, 200 ó 300 personas, autorizados a como dé lugar, porque, por ser sectores rurales tienen esa necesidad. Pero con ello no se les soluciona el problema social. Los sectores rurales no tienen solución definitiva de vivienda. Con esto sólo se consigue una forma de ciudad dispersa, inorgánica. Cuando se junta toda la agrupación, termina siendo ciudad a como dé lugar. 


Por el norte de Santiago ocurre lo mismo, pero el nivel social es distinto. Es una depredación del suelo por un desorden en la ocupación, en un caso, con viviendas para los pobres, y en el otro, con viviendas para la gente de más plata, para quienes tienen parcelas de agrado. 


Existe una tercera forma de depredar la ciudad, que consiste en efectuar una petición de autorización. Para conseguirla, se abre un camino non sancto, por ventanilla extraña, por pasillo. Entonces, al final, el suelo se depreda de todas maneras, en una cantidad de 1.200 hectáreas anuales. 


Celebro que el ministro haya desarrollado, no un invento solitario en su cabeza, sino una materia que durante muchos años se ha venido incubando en el conjunto de los urbanistas y que se inspira en las new towns inglesas, comunidades que han crecido en todas partes del mundo. Cuando una ciudad empieza a crecer con un “efecto piraña”, a mordiscos, a pedazos, con pequeñas agrupaciones habitacionales, uno hace especulación del suelo y, como inmobiliario, no se hace cargo ni del equipamiento, ni del comercio, ni de la escuela, ni de Bomberos, ni de la vialidad, salvo que el mercado se lo exija porque se está inundando, porque no se puede llegar al sector o porque no se puede vender, pero no porque tenga sentido de ciudad. 


En cambio, si en vez de crecer a pedacitos se ofrece que el que quiera crecer lo haga en gran tamaño, ese sí se tiene que hacer responsable de un conjunto de decisiones y condiciones que se le fijan. Por eso se habla de 300 hectáreas, de manera que si ese inversionista logra esa cantidad, debe hacerse cargo del conjunto de obligaciones que se han señalado. 


Así se hace diseño urbano. Porque si la ciudad se hace crecer juntando los pedacitos dispersos de acuerdo con lo que la vida produzca, termina sin diseño de ciudad; no es la ciudad que quieren las personas y la autoridad, sino la que resulta del desorden de la creación depredatoria del suelo. 


Ahora se hace un desarrollo de la ciudad donde se adquiere un compromiso. Primero, con un territorio tan grande, necesariamente se tiene que hacer un diseño y un proyecto de ciudad; segundo, ese diseño se debe presentar en la Dirección de Obras Municipales; tercero, hay que someter la materia al conocimiento de los seremis de Vivienda y de Agricultura, y del gobierno regional. 


Por último, felizmente se ha tomado una decisión respecto de cómo deben crecer las ciudades. Si en algún momento esto va en detrimento de un territorio agrícola, los distintos organismos por los cuales debe pasar la decisión -entre ellos Agricultura-, rechazarán el proyecto.


He dicho.


EL señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, ha sido muy interesante la discusión respecto de la expansión urbana y la regulación de los predios agrícolas.


Obviamente, es mejor que exista regulación a que no exista. Sin embargo, me llama la atención que si en la Región Metropolitana y en el resto del país hay tantas falencias y tantos problemas pendientes, no nos aboquemos a tratar de resolverlos dentro de las mismas ciudades. Por ejemplo, están los problemas de las comunidades que carecen de infraestructura educacional, de salud, de seguridad y de recreación.


¿Por qué tratar de expandir la ciudad y no ordenar lo que ya existe?



Durante muchos años -no voy a culpar de ello a la actual administración- se crearon poblaciones en barrios periféricos, sin la infraestructura adecuada. Obviamente, ahí había una carencia de organización de las políticas sociales, especialmente en lo que hoy corresponde al Mideplán. Pero, posteriormente, tampoco ha habido una reestructuración y programación de dichas políticas, a fin de que las viviendas sociales se construyan con todos los servicios necesarios.


Se ha insistido mucho en que el desarrollo urbano, especialmente de los sectores más acomodados, constituye una recarga para el Estado, por la infraestructura que demanda. Ello es bastante relativo, porque en la comuna de Peñalolén, por ejemplo, donde ha habido una enorme expansión urbana, se han construido colegios, plazas, parques, y se ha pavimentado, sin cargo a los recursos del fisco. Además, esas nuevas viviendas pagan contribuciones, con lo cual el Estado dispone de más recursos.


En general, en las ciudades hay barrios en los que se ubican los sectores más pobres y en los que no se han construido casas, sino mediaguas, que se encuentran totalmente deterioradas. Esos terrenos podrían ser aprovechados para producir un impacto social. En ellos habría que levantar, sobre todo, edificios de altura, porque ya cuentan con la infraestructura necesaria. No entiendo por qué la ciudad se sigue expandiendo con la construcción de más casas, porque, evidentemente, se necesita más terreno. Tampoco entiendo por qué el Ministerio de Vivienda no implementa una política para que, por ejemplo, cuando se queme un grupo de viviendas -lo que, desgraciadamente, es una situación recurrente-, se construya un edificio en esos terrenos para dar cabida tanto a las familias afectadas como a otras. Se debería aprovechar esos espacios como una forma de corregir lo que ya existe. No considero que crear nuevos villorrios, nuevos asentamientos humanos, solucione el problema.


Me llamó la atención que el ministro, sorprendido, haya dicho que Santiago es una de las comunas con mayor densidad poblacional. Él habló de 101 habitantes por hectárea; sin embargo, en la comuna de Peñalolén -que represento en esta Corporación y en la que hay un situación compleja por la posible erradicación de campamentos-, se ha propuesto la ocupación de unos terrenos, con lo cual la densidad poblacional subiría de 50 a 350 personas por hectárea; o sea, lejos, mucho más de la densidad que, con alarma, ha informado el ministro que existe en 
Santiago, y que ya es más alta que la de la mayoría de las ciudades del mundo.


También considero que hacer un ordenamiento de la expansión urbana afecta las atribuciones de las municipalidades. Cuando me desempeñé como alcaldesa, solíamos decir que había dos alcaldes: el ministro de Vivienda y el alcalde de la comuna. Ahora, sólo queda uno: el ministro de Vivienda, porque las municipalidades cada vez tienen menos atribuciones en materia de ordenamiento comunal. Es algo que debemos corregir. Ojalá este plan así lo considere.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada Eliana Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señor Presidente, comparto lo señalado por el ministro y el diputado Walker. En lo grueso, se trata de cómo crecer, asumiendo los costos reales que ese crecimiento genera. Sin embargo, es preciso analizar por qué este crecimiento es connatural al funcionamiento urbano y reconocer los costos que significa vivir y producir en la ciudad.


La competencia a la que la inserción internacional del país nos obliga, exige como condición alcanzar una alta eficiencia urbana, la que estamos lejos de alcanzar. Nuestras concentraciones urbanas deben tener productividades globales, no sólo para sustentar el mejoramiento de la calidad de vida por la que todos claman, sino, sobre todo, para generar excedentes transables al nivel de lo que logran los países de la 
Comunidad Europea, los Estados Unidos de América, Corea, etcétera, con los que intentamos complementarnos comercialmente.


El esfuerzo necesario queda de manifiesto si consideramos que hemos establecido tratados de libre comercio con países con una incidencia urbana en la generación del producto interno bruto de, al menos, un 86 por ciento, análoga a la nuestra, en circunstancias de que en los próximos años nuestro producto per cápita difícilmente podrá llegar a los 5 mil dólares, con una muy deficiente distribución social. (Cabe señalar que los países a los que nos referimos ostentan productos per cápita próximos o superiores a los 50 mil dólares, es decir, diez veces mayor que el nuestro). Si nada hacemos para levantar nuestra productividad urbana, no podremos aumentar la calidad de vida de las ciudades, y el comercio con esos países no se dará en términos competitivos, sino de subordinación a los más fuertes y poderosos.


Hoy, nuestra realidad urbana refleja que dos tercios de la inversión física sobre el territorio se localiza en el sistema urbano; el 84 por ciento del empleo y el 86 por ciento del producto interno bruto también son generados por el sistema urbano, y el 85 por ciento de las inversiones urbanas son de decisión privada. El funcionamiento económico de escala, los encadenamientos productivos y la distribución y el consumo de las múltiples actividades urbanas que se verifican en las ciudades, permiten a éstas generar cada vez mayores beneficios a su población en la medida en que ésta y dichas actividades crecen. Este hecho explica el actual crecimiento de las ciudades. Unas cuantas familias en el campo son capaces de generar entre ellas beneficios muy moderados en relación con los que obtendrían al habitar en una ciudad pequeña, la que en la medida en que crece, será capaz de generar beneficios aun mayores a sus habitantes.


Lograr ese óptimo urbano y mantenerlo es el objetivo del urbanismo moderno. Ello se alcanza mediante regulaciones económicas que obliguen a cada sujeto urbano a internalizar la totalidad de los costos correspondientes a los beneficios -bienes y servicios- que obtiene, sea como productor, demandante o consumidor de éstos. A nadie, en su sano juicio, se le ocurriría no optar por ese óptimo, agrandar o achicar el tamaño de la población y de sus actividades urbanas o alterar la configuración de una ciudad, como el paroxismo iluminista del Despotismo Ilustrado llevado adelante por Napoleón III y Catalina la Grande. Si mediante estas regulaciones cada ciudad del sistema urbano del país alcanzara y mantuviera su óptimo, se lograría una situación de equilibrio territorial, donde el tamaño de cada ciudad sería insostenible, correspondiente a su hinterland local, regional o nacional. Si no se tiene una visión actual sobre el desarrollo urbano, compartida mediante consensos, que el país aún no ha alcanzado, sobre su propia realidad urbana, se seguirán enfrentando las respectivas paranoias en torno del crecimiento de Santiago versus el crecimiento del resto de las ciudades del país. Este tipo de enfrentamientos no conduce a ninguna parte. Sí es conducente tomar conciencia de que la ciudad debe crecer para mantenerse viva, no sólo por el crecimiento demográfico, sino por ser un ente económico que necesita una dinámica de crecimiento, de modo que lo que la ciudad produzca sea competitivo en relación con lo que producen otras ciudades y países. Cuando las ciudades decaen en sus ritmos de crecimiento se entra en un terreno artificial, en subsidios y políticas que no son conducentes al objetivo natural del conglomerado urbano.


Quiero referirme muy brevemente a la planificación urbana y a la forma de encarar la situación actual. 


La forma de crear y sostener un orden en un sistema económico de mercado no es mediante la planificación, sino usando las regulaciones de su funcionamiento, socialmente consensuadas para garantizar la competencia que éste supone, de manera que genere efectivamente beneficios a toda la población, los cuales hoy no llegan ni siquiera al 20 por ciento de las personas afectadas por la pobreza. Por eso, las ideas de justicia y equidad social ameritan esas regulaciones. 


La equidad no debe ser entendida como la simple igualdad para competir en el mercado, idea que los neoliberales nos han estado vendiendo con demasiado éxito, sino como la obligación del Estado de concurrir con las prestaciones requeridas para superar la marginalidad social que conlleva la situación de pobreza. 


Las regulaciones urbanas ya enumeradas y las modificaciones del plano regulador metropolitano de Santiago y de la ordenanza general de Urbanismo y Construcciones, obedecen a estos conceptos que he intentado señalar. Obviamente, éstas no son debatibles si no existe un mínimo consenso respecto de sus objetivos. 


Si consideramos que, de acuerdo al 
Censo de 2002, durante los últimos diez años Santiago tuvo un crecimiento bruto de 800 mil 322 habitantes, lo que da un promedio anual de 80 mil 33 habitantes, según la densidad propuesta por el plano regulador metropolitano de Santiago, que es de 150 habitantes por hectárea, requeriríamos de 533 hectáreas por año para ubicar a esos 80 mil 33 habitantes, que corresponden al crecimiento vegetativo bruto, más las migraciones. 


¿Cuál debería ser la oferta bruta anual de suelos, de acuerdo a una hipótesis competitiva? Densificar áreas urbanizadas consolidadas, es decir, de renovación urbana. Supongamos que pudiéramos ubicar a un cuarto de esa mayor población, 20 mil habitantes, en esas áreas urbanizadas, que tienen 300 habitantes por hectárea como norma, eso demandaría 66,6 hectáreas al año. Si utilizáramos áreas urbanizadas ociosas, eriazas -mencionadas por algunos parlamentarios- para ubicar a otros 20 mil habitantes, considerando un promedio de 200 habitantes por hectárea, requeriríamos 100 de esas hectáreas ociosas al año. Por último, si construyéramos para otros 20 mil habitantes en áreas urbanizables o de expansión urbana que hoy existen al interior del límite urbano, con un promedio de 150 habitantes por hectárea, que es lo que determina el plan regulador, necesitaríamos otras 133 hectáreas al año. Aun así, con cargo a esas áreas de desarrollo urbano condicionado, para ubicar a los 20 mil restantes, con un promedio de 85 habitantes por hectárea, necesitaríamos 235 hectáreas al año, completando de esa forma las 533 que, teóricamente, requeriríamos urbanizar anualmente para satisfacer la demanda bruta. 


¿Cuál es la disponibilidad potencial de suelo en la Región Metropolitana? En sitios eriazos hay, aproximadamente, 6 mil hectáreas. Si las dividiéramos por las 100 hectáreas al año que necesitaríamos para ubicar a ese porcentaje de habitantes, necesitaríamos 60 años para ocuparlas en su totalidad. 


En expansión urbana tenemos, más o menos, 10 mil 519 hectáreas. A 133 hectáreas por año, nos demandaría más de 70 años terminar de ocuparlas con 20 mil habitantes. Por su parte, la Zoduc, que comprende aproximadamente 80 mil hectáreas, con 235 hectáreas por año, necesitaría un número superior a los 200 años para ser ocupada completamente. Esto indica que no hay que espantarse con la idea de ir incorporando suelo urbano. Es una nueva manera de ocupar la ciudad que permite, efectivamente, asumir todos los costos y, además, mantener la necesaria heterogeneidad social, porque una vez que ésta se quiebra se produce lo que hoy está sucediendo en la ciudad: cuando queremos integrar a quienes antes hemos desintegrado, es prácticamente imposible y generamos una guerra. Tratemos de construir una ciudad armónica. Lo que propone el Ministerio de Vivienda es exactamente la solución.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la honorable diputada Lily Pérez.


La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, considerando que hemos sido convocados para discutir la modificación del plano regulador metropolitano de Santiago, quiero decir algunas cosas.


El diagnóstico escuchado en la Sala por todos los colegas es que el área urbana de Santiago ha crecido a una tasa promedio superior a las 1.200 hectáreas por año, sin considerar las correspondientes a parcelas de agrado y ocupaciones irregulares. Pero poco se ha dicho todavía en cuanto a que esta expansión ha sido caótica, poco transparente, oscura y absolutamente discrecional. 


Por eso, aun cuando podemos tener muchas diferencias, sobre todo en algunas políticas en materia de vivienda social, tengo que estar de acuerdo con el ministro de Vivienda, por varias razones. Primero, el hecho de que tal expansión haya sido caótica, irregular, oscura, poco transparente y discrecional ha sido la causa, entre otras, de que nuestra ciudad haya crecido inversamente, es decir, sin generar la infraestructura necesaria. Segundo, esto ha tenido un impacto negativo en las redes de transporte público. Tercero, se han formado verdaderos guetos de personas de escasos recursos que se han instalado en terrenos periféricos, con lo cual se ha creado un efecto contrario a lo que queremos como política de Estado, que es la integración social. Cuarto, se ha producido un alza artificial en los precios del suelo. Es así como cada cierto tiempo vemos cómo algunos inescrupulosos crean falsas expectativas respecto de la especulación que se podría hacer con esos terrenos destinados a uso urbano. Por último, las personas han emigrado del centro de la capital a las comunas periféricas, lo que ha imposibilitado que lleguen nuevos inversionistas a esas comunas para solucionar definitivamente su problema de pobreza. 


La ley general de Urbanismo y Construcciones permite realizar la planificación intercomunal y la modificación de los límites urbanos, por lo cual fija “normas y acciones para orientar y regular el desarrollo físico del área correspondiente”. ¿Qué se nos plantea hoy? Más que una serie de cambios y modificaciones, aplicar criterios y fijar políticas claras, de manera que estas condiciones y acciones previas sirvan para aprobar cambios en los límites urbanos y crear nuevas áreas urbanas conforme a la ley.


Esta propuesta contiene una serie de aspectos, entre los cuales quisiera destacar los siguientes: se establecen reglas que permiten incorporar a la Región Metropolitana nuevas áreas urbanas de calidad; se termina con la discrecionalidad y la falta de transparencia en los cambios de uso de suelo, para lo cual se fijan condiciones para aprobar las nuevas zonas gestionadas por privados; se crea un sistema de manejo del crecimiento urbano y se fija una norma objetiva y transparente por la ampliación del suelo urbano. Finalmente 
-es uno de los puntos más importantes en el cual quiero poner énfasis-, se incorpora a los alcaldes y a los concejos a la aprobación previa de las nuevas áreas, que, posteriormente, deberán ser aprobadas por el Core. Hoy los municipios sólo pueden emitir sus opiniones, pero ellas no son vinculantes. De manera que para quienes creemos que los municipios deben tener una voz decisoria al respecto -somos una gran mayoría-, nos parece relevante que su opinión sea vinculante.


Otra materia a la cual quiero referirme, mencionada por la diputada Caraball y por el diputado Hales, dice relación con la integración de las viviendas con subsidio. El ministro ha dicho que entre un 30 y un 40 por ciento de estas viviendas se incorporarán en las modificaciones del plano regulador. También sería deseable, por cierto, que se fijara un porcentaje para las áreas verdes. Este es un punto en el cual debiéramos avanzar en algún minuto, de modo que quede establecido por la norma.


Lo que hemos visto esta tarde está relacionado con un tema muy de fondo: ¿Pueden crecer ciudades como las nuestras? Definitivamente, sí. Lo importante es que crezcan sin que sus habitantes resulten perjudicados; pero a estas alturas de la discusión ya se habla, por ejemplo, de contaminación. Ésta dependerá de si se construye con alta o baja densidad. Cuando existe alta densidad, por cierto, las vías de acceso y de salida están mucho más atochadas y, por ende, mucho más contaminadas. Por tanto, cuando hablamos de expansión, debemos saber a qué nos estamos refiriendo: si a una expansión horizontal o a una densidad vertical.


No es casualidad que quienes integramos la Comisión de Vivienda -con esto concluyo: se me quedaron varias cosas en el tintero, pero el señor Presidente me está indicando que debo terminar- estemos por aprobar estas modificaciones al plano regulador de la Región Metropolitana, siempre que existan formalidades, procedimientos claros y normas específicas que permitan que exista un rayado de cancha claro, tanto para los usuarios como para quienes invierten en las zonas de expansión urbana.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por tres minutos y medio, el diputado Leopoldo Sánchez.



El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, tengo una serie de documentos, y lamento que no se haya podido proyectar el plano regulador metropolitano para que los colegas se dieran cuenta de qué estamos hablando, porque muchas veces se escucha echando a volar la imaginación.


Hace algunos días, la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Agricultura de la Cámara, de diversas tendencias políticas, envió un oficio al intendente metropolitano, a fin de hacerle presente su oposición a la referida expansión urbana.


No quiero mezclar las cosas; pero no puedo dejar de vincular esta modificación al plano regulador metropolitano de Santiago, que tiene que ver con la urbanización condicionada, con las modificaciones a la ley general de Urbanismo y Construcción, que se relaciona, precisamente, con su artículo 55, que fija, en cierto modo, la política urbana rural y los límites urbanos. Por lo tanto, creo que son cosas distintas, pero que están íntimamente relacionadas.


Aquí tengo una carta del ministro de Agricultura, de fecha 12 de noviembre, en la cual, a través del ministro Secretario General de la Presidencia, le plantea su extrañeza al ministro de Vivienda, porque la forma en que debería abordarse el tema del suelo en Chile no se ajusta a lo consensuado. Dice que se recibe una nueva versión, lo que, inexplicablemente y en forma inconsulta, se aparta en la materia de interés por esa secretaría de Estado -me refiero al Ministerio de Agricultura, por supuesto-, de la versión consensuada. Los aspectos de la nueva versión que difieren de la anterior y le merecen reparos a ese ministerio son los siguientes, etcétera. Hay una serie de aspectos que merecen reparos, pero quiero detenerme en uno: la visión que sobre planificación territorial tiene el Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo, que es absolutamente urbanísti



ca -perdonen el juego de palabras- y no de planificación del territorio.


El ministro de Agricultura le plantea al ministro de Vivienda que, para abordarlo en forma equilibrada, el tema debe ser analizado en forma multisectoral, y no simplemente con criterios de Agricultura o de Vivienda. Posteriormente, se analiza una serie de cuestiones. Pero vuelvo al tema relacionado con el polémico intento de expandir Santiago y con la forma en que se ha llevado a cabo: sin respetar la ley N° 19.300, sobre bases generales del Medio Ambiente. El Ministerio de Vivienda ingresa a la Conama una simple declaración de impacto ambiental...


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
¿Me permite, señor diputado? Le queda medio minuto.


El señor SÁNCHEZ.- ... y no, como debería ser, un estudio de impacto ambiental. Cuando hablamos de las 88 mil hectáreas que involucran este proyecto, no podemos ser tan descuidados.


Tenía cosas muy importantes que decir, pero no podré hacerlo por falta de tiempo.


En 450 años, Santiago ha crecido 65 mil hectáreas, y de una plumada se le quieren agregar 88 mil hectáreas más. Se puede decir que habrá un equipamiento especial, que los privados asumirán los costos; pero cuando tenemos una mancha como la que aparece en este mapa y un pequeño villorrio...


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Diputado Sánchez, ha sobrepasado con creces su tiempo. 


El señor SÁNCHEZ.- Perdóneme, señor Presidente, pero quisiera que tuviera la misma tolerancia que con todos los que han intervenido. A mí ni siquiera se me ha permitido exhibir un mapa aquí.



El señor SILVA (Vicepresidente).- 
A todos les he señalado el tiempo que les corresponde, señor diputado.


El señor SÁNCHEZ.- Termino en un minuto, señor Presidente.


Inevitablemente, se producirá una conurbación entre un villorrio y una ciudad grande como Santiago, porque se creará la necesidad de invertir en infraestructura, en carreteras y en un montón de otras cosas que no hará el privado. Recordemos lo que pasó en Chacabuco con Colina, Lampa y Tiltil, y no comulguemos con ruedas de carreta.


Felicito al ministro Ravinet por la remodelación urbana y otras medidas que ha tomado. Las considero estupendas, muy buenas; pero, en esa misma lógica, no entiendo esta propuesta, que va en la dirección contraria.


Termino parafraseando al jefe indio 
Seatlle en la carta que mandó a Franklin Pierce, Presidente de Estados Unidos, en el siglo XIX: como soy salvaje, no puedo entender lo que trata de hacer.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, acostumbro señalar al inicio de cada intervención de cuánto tiempo dispone quien interviene, y, con a lo menos medio minuto de anticipación, le digo cuándo debe terminar. El tiempo lo asignan las distintas bancadas y no la Mesa.


Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este debate ha resultado revelador e importante, porque la transversalidad en el apoyo que ha recibido la propuesta del ministro es amplia y clara. No sé si se debe a los méritos personales del señor Ravinet, quien, sin duda, desarrolló una gran tarea en la muni



cipalidad de Santiago y ahora en el Ministerio de Vivienda, o porque existe un convencimiento cabal al respecto.


La diputada Caraball dice que el crecimiento de Santiago es connatural; los diputados Walker y Hales y la diputada Lily Pérez piensan que Santiago puede crecer. Sí, puede crecer; pero ¿estamos en condiciones de afirmar tan livianamente, en mi opinión, que Santiago puede seguir creciendo y expandiéndose horizontalmente?


Dos comisiones investigadoras del plan de contaminación de Santiago -que me correspondió dirigir en mi calidad de presidente de la Comisión de Medio Ambiente- que contaron con la participación de representantes de las universidades Católica y de Chile y de otros sectores, concluyeron que Santiago está saturado y que se debería congelar definitivamente su crecimiento, no sólo por el grado de contaminación existente, sino, además, porque vamos a tener una megaciudad que día a día se hará más invivible. 


A estas alturas, no se pueden detener los errores en que se ha incurrido en esta materia en Ciudad de México, pero sí se pueden evitar en Santiago, para lo cual antes cabe preguntarse si se generará una política de suelo, de crecimiento urbano, que no existe.


En un oficio que tengo en mis manos, el ministro de Agricultura se expresa en forma muy dura y fuerte, no sobre la reforma y el Core, sino sobre el proyecto que modifica la ley de Urbanismo y Construcción. Su posición difiere en 180 grados de la del ministro de Vivienda. El ministro Campos no sólo rechaza determinantemente la propuesta del ministro de Vivienda, quien asigna grandes poderes a esa cartera, por sobre los del Ministerio de Agricultura, sino que determina que, en la práctica, el Ministerio de Vivienda estará regulando el uso de todo el territorio nacional y sin contrapeso alguno. Además, señala claramente que le han cambiado las reglas del juego, porque el proyecto, que no conozco, permite, en definitiva, el crecimiento irracional de la ciudad hacia terrenos agrícolas, con una amplia capacidad de decisión del Ministerio de Vivienda.


En esta sesión de interpelación -es así-, en verdad, no estamos discutiendo un proyecto de ley, porque no tenemos capacidad para cambiar el estado de las cosas. Estamos tratando de hacer un debate, a posteriori, como siempre, para decirle al Presidente de la República que la Cámara de Diputados opina en tal o cual sentido. 


Ha habido poca seriedad en esto, porque el Partido Socialista no ha discutido este tema. Las opiniones que se han vertido aquí, como la mía, han sido más bien a título personal. El PPD sólo lo discutió en su comisión política, y entiendo que ésa es la opinión oficial del partido. No sé si la opinión del diputado Walker y de la diputada Caraball obedecen a decisiones de la Democracia Cristiana.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Le queda medio minuto, diputado Navarro.


El señor NAVARRO.- En verdad, no veo la necesidad urgente de llevar adelante un programa como éste sin que antes se modifique la ley general de Urbanismo y Construcción para generar una política de uso de suelo urbano de extensión de Santiago.


Los diputados de regiones no deben tener un doble discurso. Deben salvaguardar el crecimiento de las regiones e impedir la expansión de Santiago. Realmente, lo lamento por aquellos que estén por su crecimiento.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, por seis minutos, el diputado señor Andrés Egaña.

El señor EGAÑA.- Señor Presidente, han sido muy ilustrativos los antecedentes aportados por el ministro de Vivienda y Bienes Nacionales y por otros colegas respecto de las medidas adoptadas frente al tema. Sin embargo, debemos destacar qué sucede en nuestro país.


Mucho se habla de la regionalización y del combate al centralismo. No obstante, las medidas que se adoptan apuntan en sentido absolutamente contrario.


Los antecedentes han sido muy bien explicados. Podemos estar o no de acuerdo con ellos, pero debemos preguntarnos qué está pasando en nuestro país.


El 40 por ciento del total de habitantes del país vive en la Región Metropolitana, que representa una superficie equivalente al 2 por ciento del espacio físico de aquel. Ése es el problema, que trae consigo una serie de otras dificultades.


Cuesta vivir en Santiago. No es una ciudad amigable. Tiene problemas de contaminación, de congestión y de delincuencia. Son muchos los problemas, y las señales que se dan no van en la dirección correcta.


Días atrás recibí una comunicación de la corporación para la regionalización del Biobío, conformada por personas que desde hace años están preocupadas de la regionalización y la descentralización. En la nota, Claudio Lapostol cita algunos ejemplos concretos que ilustran cómo en el país no se impulsan la descentralización ni la regionalización. Entre ellos está la expansión irracional de Santiago, que ha sido fuertemente impulsada por el ministro de Vivienda y Bienes Nacionales a pesar de la oposición de los especialistas en la materia.


Según los antecedentes, dos tercios de los recursos del Programa Bicentenario se gastan en Santiago. ¿Tiene eso algún sentido? ¿No sería mucho más razonable focalizarlos en educación, salud, seguridad ciudadana, capacitación y en apoyar el desarrollo de las regiones extremas e Isla de Pascua?


El Portal del Bicentenario pretende crear una ciudad en los terrenos que hoy ocupa el aeropuerto de Cerrillos, lo que obligaría a construir otro aeropuerto alternativo -se señala que sería en Buin-. Sin embargo, ello no resiste análisis alguno frente a las reales necesidades del país.


Además, la nota agrega que se han gastado más de 2 mil millones de dólares en la construcción de líneas del Metro, con la agravante de que si se cobrara el costo real por pasaje, éste debería ascender a una cifra de aproximadamente entre 1,5 y 2 dólares. La opinión de la mayor parte de los expertos y la experiencia de ciudades como Curitiba y Bogotá demuestran que existen otras alternativas.


Asimismo, señala que el Gobierno ha sostenido que la inversión en infraestructura vial de Santiago, por más de 2 mil millones de dólares, deberá ser financiada por los usuarios, a través del pago de peajes, lo que parece no ser realista.


Por ejemplo, la inversión en la Costanera Norte es de aproximadamente 480 millones de dólares, de los cuales el Estado bonificará 120 millones de dólares, es decir, el 25 por ciento de la inversión.


¿Qué quiero decir con esto? Que se está dando un paso importante para revertir la situación de anarquía que se ha producido en Santiago, debido a su expansión a niveles increíbles. De hecho, hace algunos años escuché que la ciudad de Nueva York cabía nueve veces en la superficie de Santiago, debido a la expansión irracional de nuestra capital.


Las correcciones efectuadas no arreglan el problema de fondo: un país con una cabeza gigantesca, la Región Metropolitana, en perjuicio de las regiones.


Las grandes inversiones que se efectúan para dar movilidad al gran monstruo que es Santiago, en definitiva, las terminan pagando las regiones. Por más que se diga que corresponden a la actividad privada, se sigue creando centralismo, porque todo el mundo se quiere venir a la gran ciudad. ¡Si está todo centralizado!


Una situación irracional: en el cierre de los informativos de la televisión se presentan los dígitos de las patentes de los vehículos que no podrán circular al día siguiente. Son sólo para la Región Metropolitana, pero los muestran a todo Chile.


Indudablemente, se está dando un paso ordenador. Está bien, y felicito al señor ministro por las medidas en ese sentido. Sin embargo, no hay señales claras de que en las regiones se vayan a hacer inversiones del Estado. Como bien han dicho algunos diputados, las grandes inversiones viales están en Santiago, y el Metro ha consumido cifras inmensas.


Por lo tanto, reconozco que se está ordenando la expansión de Santiago, pero la señal que se da a las regiones no es adecuada. Mucho se habla de descentralización y regionalismo, pero las medidas que se toman van en sentido contrario.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Maximiano Errázuriz por cuatro minutos.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, en esta oportunidad, hemos sido convocados para tratar la expansión urbana de Santiago.


Soy uno de los cuatro diputados de Renovación Nacional que representa a la Región Metropolitana, y me preocupa la expansión urbana de Santiago. Si dependiera de mí, la paralizaría, pero debemos opinar sobre los hechos y no contra los hechos.


Es un hecho que Santiago crece y seguirá creciendo; es un hecho que, hasta ahora, los alcaldes no pueden oponerse a que los suelos agrícolas de sus comunas se conviertan en terrenos de construcción de viviendas; es un hecho que ahora, para ampliar Santiago, se requerirá el acuerdo no sólo del alcalde, sino también de la mayoría del concejo comunal.


En Pirque, el laborioso y ejemplar empresario Jorge Fontaine Aldunate vendió, hace algunos años, a un importante grupo económico malasio, algunas hectáreas en el sector de El Principal para desarrollar un gran proyecto urbano. El proyecto se paralizó y la inversión quedó en statu quo; permanece así por años. ¿Qué confianza podrán tener inversionistas extranjeros en estas condiciones?


En La Pintana hay trescientas hectáreas agrícolas de propiedad del Inia y trescientas hectáreas de propiedad de la Universidad de Chile. Tiempo atrás, un ex ministro llegó a promover el desarrollo de un proyecto inmobiliario. El municipio se opuso, pero estuvo a punto de llevarse a cabo, aun a espaldas de la voluntad municipal, porque los municipios no tenían facultad para oponerse.


Santiago crecerá de todas maneras, nos guste o no. Todos los días le digo a mi hijo José Tomás, de cinco años, que no crezca más, porque después no voy a poder seguir regalonéandolo; pero eso no impide que siga creciendo.


Frente al crecimiento de Santiago, tenemos dos alternativas: o asumimos con decisión y coraje la dirección de ese crecimiento, participando activamente en él y orientándolo en la dirección que deseamos, o bien nos transformamos en meros espectadores de ese crecimiento y dejamos que la ciudad crezca en forma incoherente y desordenada. Entre ambas alternativas, prefiero estar en la cancha y jugar el partido, no quedarme en la galería observando, como un mero espectador, el crecimiento de Santiago.


Por lo tanto, apoyo al Gobierno en esta materia, para que Santiago no se transforme en un monstruo deforme e incontrolable.


No me preocupa quiénes son los dueños de los terrenos que se beneficiarán con la expansión urbana de Santiago, sino participar en la orientación del desarrollo de los proyectos inmobiliarios.


Aquí está muy claro que aprobar la propuesta del Gobierno significa entregar al municipio y al alcalde la facultad de aprobar o de rechazar la expansión urbana de Santiago. Votar a favor significa permitir que el alcalde y la municipalidad participen en las decisiones que se tomen sobre la materia.


Si queremos ayudar a las regiones, de una vez por todas las empresas que laboran en ellas deben tributar en las mismas y no en Santiago, porque la producción procede de las regiones, pero los impuestos se pagan en Santiago. En esa forma se ayuda a las regiones, y no votando en contra un proyecto como éste.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto me produce sentimientos encontrados. Felicito al Ministerio por ordenar la casa y el crecimiento de la Región Metropolitana; pero, asimismo, llamo la atención al Gobierno, porque el mismo interés para ordenar a la Región Metropolitana, no lo pone en dar equidad al crecimiento de las regiones.


Para un inversionista no es indiferente invertir en Santiago respecto de hacerlo en cualquier otra región. El Gobierno y el Ministerio de Hacienda están en deuda con las regiones, en cuanto a presentar un proyecto de ordenamiento de inversiones. Desde ese punto de vista, a todos los parlamentarios nos parece adecuado que el Ministerio ordene la casa, Santiago, para que crezca en forma planificada; pero ello también significa un costo país que pagan las regiones. Por eso -reitero- llamo la atención al Gobierno, porque no pone el mismo empeño en las regiones. En la medida en que se sigan atrayendo inversiones productivas, se construyan más líneas del Metro en Santiago, etcétera, las regiones se mantendrán sin posibilidades de desarrollo y de competencia.


Hago un llamado al Gobierno en orden a otorgar equidad en el desarrollo, en el crecimiento y en la presentación de iniciativas que permitan también el surgimiento de las regiones.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado Patricio Melero.


El señor MELERO.- Señor Presidente, no puedo dejar de mencionar -porque en ocasiones no se entiende así- que la Región Metropolitana es una más de Chile. A veces, cuando se habla de regiones, pareciera que se alude a lugares distintos de una región como la nuestra, que congrega al 40 por ciento de los habitantes del país, es pilar importante del desarrollo y su capital presenta las externalidades positivas y negativas propias de una ciudad que crece a razón de ciento cincuenta mil personas por año.


Me tocó vivir directamente la experiencia de la anexión de la provincia de Chacabuco al plano intercomunal de Santiago y de desarrollar las zonas condicionadas en ese lugar. De esa experiencia, sin duda, surgieron aspectos positivos y negativos, algunos de los cuales mencionaron la diputada Lily Pérez y otros parlamentarios. A mi juicio, ahí surgió la evidencia empírica acerca de la necesidad de generar un mejor ordenamiento. En ese sentido, el instrumento que hoy se plantea apunta en la dirección correcta. De esa experiencia surgen algunos planteamientos que es preciso mencionar.


Hay algunas propuestas en favor de detener el crecimiento de la Región Metropolitana. Creo que la solución no va por prohibir el crecimiento, sino por encauzarlo y solucionar los problemas que se derivan de él. No podemos tapar el sol con la mano: la ciudad crece; los nacimientos aumentan. Además, las necesidades de transporte y de oportunidades de trabajo y la contaminación no las podemos controlar o congelar en el tiempo. Insisto en que este instrumento apunta en la dirección adecuada, porque tiene la virtud de hacerse cargo de esos problemas y de buscar la forma adecuada para encauzarlos, de común acuerdo con los municipios.

Recuerdo que uno de los puntos que más se discutió en el Consejo Regional era cómo dar facultades para que los alcaldes aprobaran las zonas de desarrollo urbano condicionado. En adelante, los alcaldes y concejales tendrán un rol muy importante, por cuanto deberán aprobar o rechazar muchos aspectos relacionados con dichas zonas. Fíjense en el concepto de “zona de desarrollo urbano condicionado”. Es muy importante, porque no significa, por ejemplo, que se liberen 90 mil hectáreas para que cualquiera haga lo que desea. Quienes en algún momento deseen generar una utilidad fácil, o “hacerse una pasada” como se dice en el ambiente económico, no podrán hacerlo tan cómodamente, por cuanto deberán cumplir con determinadas condiciones. Al respecto, justamente varias de esas condiciones nos preocupan, como que la zona debe ser autosustentable, generar las mitigaciones necesarias, etcétera. He podido ver en Chacabuco los aportes que ha debido hacer el sector privado en materia de infraestructura, de carreteras, etcétera. Se trata de inversiones importantes, de varios millones de dólares, para generar accesos y salidas en una zona muy concentrada y con dificultades. El cumplimiento de esas condiciones, entre las cuales figura el aspecto social en relación con la entrega de alternativas habitacionales a quienes no las tienen, permitirá que el desarrollo inarmónico, poco transparente y no bien planificado que se ha hecho en el pasado en Santiago, se haga en el futuro en buena forma.


Entonces, ¿a qué nos oponemos? ¿A un instrumento de regulación que debe cumplir con una serie de condiciones y decimos: “Congelemos”? Esa no es la realidad. La presión de la demanda es la que generará la oferta; pero es importante que dicha oferta se realice de manera adecuada.


Se habla de centralización y de descentralización; de señales inadecuadas. ¡Por favor! ¡Si la Región Metropolitana, con su propio crecimiento demográfico natural, ya tiene hartos problemas! No seamos ingenuos: los incentivos en beneficio de las regiones no se dan a través de una política urbana, sino de beneficios tributarios, de generación de empleos, de fortalecimiento de la educación -y de desarrollo rural, para el 15 por ciento de los chilenos que vive en esos sectores-. No porque su ciudad se expanda va a dejar de venirse gente a la Región Metropolitana; no puede decirse que ello sea una política de descentralización. Déjennos en nuestra región, que también podrá solucionar sus problemas y hacer las inversiones que el país necesita. Critican los mil millones de dólares para el Metro. ¿Qué quieren? ¿Que nuestra gente siga demorando cuatro o cinco horas en trasladarse de un lugar a otro? Entonces, esta visión centralizada de algunos, en cuanto a que aquí no se hace lo mismo que en regiones, a mi modo de ver obedece a un aaspecto más amplio que el hecho de que esta decisión condicionada va a permitir la expansión de la ciudad. Soy ferviente partidario de ella, porque, además, a los sectores más desposeídos les conviene. Nos toca vivir diariamente el drama de miles de familias. Hasta hace poco, teníamos muchos campamentos en la Región Metropolitana. Sin embargo, gracias a los programas Chile Barrio o de erradicación de familias de campamentos, hemos podido entregar soluciones habitacionales, como lo ocurrido en Lampa, en Colina, en Maipú, en zonas que antes no tenían alternativas. A esa gente hay que darle y, obviamente, eso es parte de lo que esta medida permitirá. Dicen: “No, no hay que crecer más; es como una mancha de aceite. Crezcamos hacia adentro”. ¿Saben lo que pasa cuando se crece hacia adentro? Se encarece el valor del suelo y cada vez es más difícil para los sectores más pobres y medios acceder a una vivienda. 


Dicen que esto traerá más contaminación. Mayor contaminación se produce cuando hay más tacos y los vehículos están detenidos en funcionamiento por más tiempo, no cuando éstos se desplazan hacia las ciudades.


Creo que este instrumento de planificación tiene la gracia de que impedirá, por ejemplo, la repetición de los errores que se cometieron en el plan Chacabuco. Asimismo, permitirá ordenar y condicionar ese desarrollo, y fortalecer las facultades de los alcaldes y concejales para disponer la aplicación de las mitigaciones y acciones que antaño no se exigían a los inversionistas.


En mi opinión, todos esos elementos son prioritarios y deben generar mejores condiciones de vida.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, acá nadie quiere presentar una visión maniquea.


Escuché con atención al ministro Ravinet y es cierto que hay que decirle varios sí, tanto por el plan de densificación de Santiago como por el subsidio de renovación urbana y la recuperación de viviendas en mal estado. Sin embargo -como bien decían los diputados de la Comisión de Agricultura-, genera desconfianza -no en las personas, menos en el ministro- el hecho de que en estos planes condicionados hablemos de noventa mil hectáreas.


La experiencia comparada, aunque hoy hemos escuchado todo tipo de interpretaciones, demuestra que los países desarrollados avanzan en otras direcciones, por ejemplo, hacia cinturones verdes, densificación o redes de ciudades satélites. Cuando el ministro dijo que la ciudad de Santiago había crecido poco, pero que el resto de la Región Metropolitana lo habría hecho por sobre el promedio nacional, le retruqué su argumentación y le dije que ello era bueno, porque significaba que en algo estaban funcionando los instrumentos de planificación. Si Buin, Paine, Melipilla, 
Til Til o Talagante crecen por sobre el promedio de Santiago, eso habla bien, porque es la lógica de constructo. En nuestra región padecimos un constructo del Ministerio de Vivienda. A mediados de los 90, a dicho Ministerio se le ocurrió que había que hacer aldeas para la vivienda rural. Construyó una en Codegua, al lado de la carretera, con todo el equipamiento necesario, en vez de aprovechar el crecimiento del pueblo, con iglesias, plazas, espacios públicos, escuelas, consultorios, y generar, de manera adecuada, el fortalecimiento de una red de ciudades, pueblos o villorrios, como alguien dijo casi despectivamente hace un momento.


Para la propia Región Metropolitana, como dice el diputado Melero, es distinto abordar un proyecto razonable, como recuperar el tren a Melipilla o a Til Til, y crecer moderadamente. Se dice que no conviene un crecimiento moderado, porque puede encarecer la vivienda social; pero aquí nuevamente estamos aplicando mal los instrumentos, porque está claro, no sólo en el Gran Santiago, sino en todo el país, que, por no asumir una política estatal, en el sentido de buscar prioridades y financiamientos para invertir más en calidad de suelos urbanizados, para la vivienda social, cerca de centros urbanos, hemos generado villorrios rurales o poblaciones desconectadas de las zonas consolidadas, que son las que han provocado daños ambientales severos.


Por tanto, para que esto no sea un diálogo de sordos, habría que pedir que el Gobierno evaluara la forma de moderar el procedimiento. Si se habla de mil hectáreas al año, por qué no generar una autoridad urbana categórica entre el alcalde, el Consejo Regional y el Ministerio de Vivienda, instancias que han tenido encuentros y desencuentros. Como no somos reformistas y Santiago es la única ciudad de América Latina que no tiene un alcalde mayor, un gobierno metropolitano electo -hasta el Partido Revolucionario Institucional, Pri, lo permitió en México-, porque no hemos querido, por qué no generamos una autoridad ambiental que asegure crecimientos moderados en esta red de ciudades en torno de Santiago, de manera de contar con una oferta razonable en urbe a escala humana. No queremos que Santiago sea como Los Ángeles: una red de segregación, de carreteras, etcétera. Aquí se dice que habría integración, por el 40 por ciento de viviendas subsidiadas; pero, como ya lo estamos viendo, siempre podemos terminar con una ciudad copada, por ejemplo, por todos los costados de la carretera hasta el túnel Zapata o hasta Buin. No es el tipo de ciudad que quiere el país ni tampoco la que desean los santiaguinos.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Robles.


El señor ROBLES.- Señora Presidenta, la modificación del plan regulador metropolitano de Santiago para crear zonas de desarrollo urbano condicionado, por parte del Ministerio de Vivienda, tiene como objetivo fundamental avanzar en la solución de un problema que hoy tiene esa ciudad. Su población aumenta en doscientas mil personas cada año, cien mil como consecuencia del aumento vegetativo de su población y otras cien mil que provienen de territorios rurales o de otras regiones. Evidentemente, Santiago está creciendo desarmónicamente. La actual ley permite modificar los límites urbanos y entrega al seremi de la Vivienda autorización para proponer los cambios de dichos límites al Consejo Regional Metropolitano. Por lo tanto, dicho Consejo, en cualquier momento, puede entregar su autorización para que 
Santiago crezca sin ningún tipo de control. Por lo tanto, cuando se ve el crecimiento desarmónico, de la ciudad capital del país, uno se pregunta si detrás de ello hay una política a fin de buscar solución a este problema. 

Me de alegro de que el Ministerio de Vivienda comience, en forma efectiva, a plantear una propuesta con un objetivo de política urbana y pública en Santiago, que me gustaría que se expandiera al resto del país. Cuando se observan las políticas que se introducen con el objetivo de solucionar el problema, se destacan varios puntos. 


Primero, planificación condicionada; es decir, vamos a planificar la ciudad, pero condicionaremos este crecimiento a factores técnicos que impidan que crezca desarmónicamente, para que se cree ciudad en forma global: con vialidad, con evaluación ambiental, con centros de apoyo al ciudadano en cuanto a colegios, infraestructura sanitaria, etcétera. Se trata de implementar una política que incluya transparencia normativa, para que la gente sepa lo que va a ocurrir en el futuro, en Santiago, en cuanto a crecimiento urbano, y para que las condiciones se conozcan de antemano.


Además, se debe incluir al sector privado en la responsabilidad de ejecutar las acciones financieras para desarrollar ciudad y que no siga siendo el Estado el que financie los proyectos urbanos de los privados. Si se entregan recursos para financiar vialidad y equipamiento a nuevos desarrollos urbanos, estamos haciendo inversión del Estado, del resto del país, que debiera beneficiar a todos los chilenos, para potenciar un área de desarrollo en Santiago. 


Cuando se observa que los objetivos de la política urbana del Ministerio de Vivienda van en el camino correcto, se tiende a decir, evidentemente, que se debe apoyar este tipo de planteamientos.


Por otro lado, en este sentido, ¿qué se exige ahora a las empresas que quieran financiarse? Primero, se les exige que hagan estudios de evaluación de impacto ambiental. Hoy sólo basta una declaración. Se les va a pedir que efectúen estudios de evaluación de impacto y que hagan planes maestros urbanos en los cuales se incorpore todo lo que significa desarrollo urbano: establecimientos escolares, vías alternativas de evacuación de la gente, lugares para entregar atención de salud pública, comercio, etcétera. En resumen, lo que se les pide es que desarrollen compromisos de mitigación en áreas específicas para la agricultura; es decir, se les pide y exige que cumplan una serie de requisitos antes de presentar el 
proyecto.


¿Qué no ocurre? Cuando estudié este proyecto pensaba que Santiago se expandía. Pero en verdad no es así. Lo único que se señala es que, para poder aumentar el límite urbano actual de Santiago, se requieren ciertas premisas y condiciones que ha incorporado el Ministerio. No aumentarán las hectáreas para Santiago, porque no se modifica el límite urbano, y no se busca beneficiar a ningún propietario de suelo particular, porque las condiciones del emprendimiento privado están fijadas de antemano.


Por lo tanto, se percibe que este proyecto va en el camino adecuado. Me gustaría que esto no solamente quedara en resoluciones que pudieran ser modificadas por el Core de Santiago, sino que, ojalá, implicara un cambio en la ley general de Urbanismo y Construcciones, que efectivamente incorporara esta política a todo el país.


El 42 por ciento de la población chilena vive en el 2 por ciento del territorio nacional. Los gastos de inversión que se deben hacer con ese porcentaje de chilenos son altísimos. La construcción de la línea del Metro que va desde Plaza Italia a Puente Alto implica mil millones de dólares, con los cuales podrían crearse grandes obras en el resto del país, para mejorar la calidad de vida de los demás ciudadanos de Chile. 


Para aumentar el desarrollo de las regiones debemos crear incentivos para fomentar la inversión fuera de Santiago y de la Región Metropolitana y para disminuir su concentración poblacional, los que podrían ser pecuniarios, que generaran mejor calidad de vida para la gente que se vaya a las regiones. Estos incentivos deben apuntar en la dirección correcta, en el sentido de que las regiones puedan desarrollar sus inversiones, pero sin limitar el desarrollo urbano de otras ciudades. 


He dicho. 


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para empalmar esta sesión con la que sigue a las 18.30, pues, por un lado, el ministro tiene atención preferente y ocupará su tiempo para hablar y, por el otro, al diputado señor Barros le quedan cuatro minutos.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, pido la palabra.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra su señoría.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, son dos sesiones con temas diferentes.


Ahora, lo que se puede hacer para solucionar esta situación es solicitar la unanimidad de la Sala para que la próxima sesión comience media hora más tarde de lo previsto. Yo, personalmente, no voy a dar la unanimidad para empalmar las dos sesiones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo de la Sala para que la próxima sesión comience a las 18.45 horas?


Acordado.


Tiene la palabra el señor ministro.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Urbanismo).- Señora Presidenta, no tengo ningún problema en que el diputado Barros haga uso de la palabra antes que yo.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado señor Barros.


El señor BARROS.- Señora Presidenta, valoro el hecho de que se pretenda ordenar la expansión de Santiago, pues creo que ello es importante. Pero eso no es todo. Los diputados que representamos a regiones con número vemos con angustia cómo la Región Metropolitana nuevamente se va a expandir y que, realmente, el centralismo nos está ahogando.


Los comités de vivienda de regiones saben que las autoridades se demoran años en autorizarles un plan de uso del suelo, lo que les impide cumplir con su anhelo de seguir trabajando en la construcción de sus casas. En cambio, ahora, con una facilidad increíble, se otorgan miles de hectáreas a una nueva expansión, lo que nos deja totalmente perplejos. Por lo tanto, aquí hay un problema de fondo.


Este centralismo, al cual vemos como un embudo en detrimento de las regiones, no puede seguir así, y creo que, de una vez por todas, debe existir la voluntad política de implementar sistemas de incentivos tributarios para que las empresas se instalen en aquellas y, así, evitar esta demanda, que aunque legítima, está vinculada a este centralismo y a la tendencia de las empresas por instalarse solamente en Santiago.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor 
ministro.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Urbanismo).- Señora Presidenta, esta tarde hemos tenido la ocasión de presenciar un debate extraordinariamente interesante, ilustrado y con buenos argumentos. Quiero recalcar cómo un hecho de esta naturaleza ha sido capaz de romper el alineamiento Gobierno y Oposición y centrar la discusión más bien en su mérito.


En primer lugar, quiero destacar el hecho de que en esta Cámara haya habido un debate en la forma como se ha suscitado. Sin embargo, pareciera que algunos argumentos aducidos en la resolución que ha aprobado el gobierno regional de la Región Metropolitana son, para los señores diputados, simples palabras y no los valorizan. No puedo más que lamentar que aquí se pretenda plantear el centralismo versus el crecimiento de Santiago.


Hemos dicho que, gracias a políticas públicas, el vivir en Santiago se está encareciendo, esto es, haciendo más competitiva la radicación en regiones. Quizás no sea suficiente, pero la señal es importante: que el Metro cargue su expansión a sus tarifas; que las carreteras sean solventadas por peajes; que el tratamiento de las aguas servidas sea pagado por los santiaguinos y no con financiamiento de la ley de Presupuestos, y que el tratamiento de las aguas lluvia sea pagado por los usuarios; todo apunta a poner fin a una política de centralismo.


Por último, lo que debería importar más a los señores diputados es que el suelo se valorizará gracias al condicionamiento del desarrollo urbano. Cuando haya que invertir en vialidad; cuando haya que evaluar los impactos urbanos; cuando haya que construir colegios, hospitales o espacios para la cultura y el deporte, el precio del suelo de 



Santiago se trasladará al de la vivienda. Eso hace que sea más caro. Esta política no busca centralizar, sino ordenar el crecimiento de Santiago. Hemos dicho hasta el cansancio que no se busca la expansión de Santiago. Lo que se ha creado es un procedimiento transparente para que el Core, en cada oportunidad en que le sea requerido, se pronuncie a favor o en contra de dicha expansión.


Por eso, no puede sino molestarme que en el proyecto de acuerdo se diga que esto se está haciendo sólo por la vía administrativa. Perdónenme, señores diputados: se está haciendo por la vía legal. Fue una iniciativa que se sometió a evaluación de impacto ambiental, que fue votada favorablemente por el seremi de Agricultura -por instrucciones de su ministro- y que fue analizada dos veces por el Core. Por su parte, la Contraloría General cursó, conforme a derecho, esta modificación al plan regulador metropolitano, haciendo el alcance de que en cada ocasión el proyecto debe ser aprobado por el Core. La resolución de la Contraloría dice: “La Contraloría ha dado curso regular al documento señalado en el rubro, que aprueba una modificación al plan regulador metropolitano, en el sentido de incorporar a su ordenanza un nuevo artículo, denominado Proyectos con Desarrollo Urbano Condicionado, pero ha estimado pertinente dejar establecido que la aprobación de dichos proyectos por parte del consejo regional, en carácter de ulteriores modificaciones al plan regulador, incluirán la pertinente ampliación del límite urbano a que se hace referencia en la letra b) del instrumento en examen. Bajo ninguna circunstancia se limitará la facultad del Core”.


La modificación al plan regulador metropolitano fue cursada por la Contraloría General; por lo tanto, está en condiciones de ser publicada en el Diario Oficial. Sin embargo, hay un tema muy de fondo. Aquí se ha discutido sobre centralismo versus crecimiento de Santiago, y se ha planteado la necesidad de que el Congreso Nacional discuta el concepto de desarrollo urbano condicionado. Eso lo haremos durante la discusión del proyecto de ley que se enviará en este mes y que busca establecer para todo el país el concepto de desarrollo urbano condicionado.


Me llama la atención que muchos señores diputados que han manifestado su oposición a la modificación al plano regulador metropolitano de Santiago, Prms, no se acuerden de que a fines de enero, en esta Sala, votaron favorablemente el artículo 55, originado en una moción parlamentaria, cuyo objeto era extender y construir viviendas en las zonas rurales. La diferencia es que el artículo 55 no establece condiciones, y esta modalidad que estamos impulsando sí las establece. Dicho artículo fue votado por 79 señores diputados, muchos de los cuales, ahora, han hablado en contra. Les pido consecuencia.


Quiero aclarar que esta modificación del plano regulador -como lo han reconocido muchos señores diputados- no amplía el límite de Santiago. Lo que hace es fijar un procedimiento objetivo y transparente para su evaluación. En ese sentido, requiere de evaluación de impacto ambiental y del acuerdo del municipio. Nunca antes el Gobierno se había autolimitado para entregar a los municipios una función dirimente en esta materia. Eso es descentralización.


Quiero terminar haciendo un llamado a los señores diputados. El proyecto de ley será enviado a fines de este mes. Los documentos que el ministro de Agricultura ha enviado son privados y dicen relación no con la modificación del Prms, cuyo representante ante el Corema lo aprobó, sino con una discusión muy de fondo y legítima que todavía está sin definición al interior del Gobierno. Por lo tanto, no es ético sacar a relucir documentos internos en una prediscusión como si fueran argumentos definitivos, pues el Gobierno no ha tomado una resolución al respecto. 


Como señalaron algunos diputados, la regulación del Prms ordena, regula, limita y encarece el crecimiento de Santiago, lo cual es muy importante para aquellos que se la juegan por la descentralización, posición que compartimos.


He dicho.


-Aplausos.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- A continuación, el señor Secretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Proyecto de acuerdo N° 355, de los señores Sánchez, Quintana, Delmastro, Palma, 
Longton, Jeame Barrueto, Galilea, don José Antonio, y Pérez, don Ramón, y de las señoras Muñoz, doña Adriana, y Soto, doña Laura.

“La Cámara de Diputados acuerda:

a)
Rechazar el intento de emplear la sola vía administrativa como procedimiento para lograr una modificación del plano regulador metropolitano, que afectará 88 mil hectáreas, mayoritariamente de alto valor agrícola, la que mediante el expediente de la connurbación permitirá ampliar la superficie de la ciudad de Santiago, con las externalidades negativas que ello supone, entre ellas:

1)
Aumento de la contaminación atmosférica.
2)
Aumento de la congestión vehicular y consiguiente saturación de vías.

3)
Obligación de efectuar nuevas inversiones viales de cargo del Estado.

4)
Aumento de los gastos públicos en equipamiento y servicios, incluyendo redes sanitarias, de energía, servicios médicos y educacionales.

5)
Empeoramiento de la calidad de vida de los actuales habitantes de la capital y drástica alteración de las formas de sociabilidad en las zonas rurales afectadas, y
6)
Agravamiento de las condiciones de inseguridad ciudadana, fruto del aumento de la población.


b)
Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República que instruya al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que:

1)
Suspenda las acciones y gestiones realizadas hasta el momento con la finalidad de obtener la modificación del plano regulador metropolitano.

2)
Convoque a una discusión amplia, democrática e intersectorial sobre los dispositivos institucionales y jurídicos más idóneos para generar cambios de gran envergadura en la configuración de las ciudades, y sobre el uso y administración del recurso suelo, garantizando el potenciamiento de los procesos de descentralización política, administrativa y económico-productiva del país”.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El señor Secretario va a dar a conocer los pareos.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Se encuentran pareadas las diputadas señoras Rosa González e Isabel Allende.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 35 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 7 abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros, Bauer, Becker, Bustos, 
Delmastro, Díaz, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Girardi, González (don 
Rodrigo), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), 



Jeame Barrueto, Kast, Letelier (don Felipe), Martínez, Masferrer, Montes, Muñoz (doña Adriana), Navarro, Palma, Pérez (don 
Aníbal), Pérez (don Ramón), Prieto, 
Quintana, Sánchez, Soto (doña Laura), 
Tarud, Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Varela y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Araya, Bayo, 
Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Escalona, 
Espinoza, Hales, Kuschel, Leay, Luksic, Melero, Meza, Molina, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Riveros, 



Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Vargas, Venegas, 
Villouta y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Egaña, García-Huidobro, Leal, 
Norambuena, Paya, Tohá (doña Carolina) y Vidal (doña Ximena).


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 18.34 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (boletín Nº 3224-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.525 que regula sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias. (boletín Nº 3264-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre bonos de descontaminación. (boletín Nº 3290-12).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que regula el lobby. (boletín Nº 3407-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4629, de fecha 13 de noviembre de 2003, tengo a bien manifes​tar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre fomento a la música chilena. (Boletín Nº 2287-04).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4656, de fecha 20 de noviembre de 2003, tengo a bien manifestar a V.E. que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal en materia de delitos de pornografía infantil. (Boletín Nº 2906-07).


En consecuencia, devuelvo a V.E. el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitu​cional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio del Senado.

“Nº 23.212


Valparaíso, 3 de diciembre de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación a la modificación que introdujo esa honorable Cámara al proyecto de ley que modifica el artículo 101 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, relativo al aumento de feriado de funcionarios que se desempeñan en determinadas zonas del país, correspondiente al boletín Nº 3210-13.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4636, de 13 de 
noviembre de 2003.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

8.
Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley de protección del honor y la intimidad de las personas. (boletín 
N° 2370-07-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción del diputado señor Juan Bustos Ramírez y copatrocinada por los diputados señora Isabel Allende Bussi y señores Sergio Águiló Melo, Patricio Hales Dib, Juan Pablo Letelier Morel y Aníbal Pérez Lobos y por los ex diputados señora Fanny Pollarolo Villa y señores Aldo Cornejo González, Sergio Elgueta Barrientos y Enrique Krauss Rusque.

ANTECEDENTES


Dado el tiempo transcurrido desde la fecha de emisión del primer informe -17 de abril de 2001- y la presentación por parte del Ejecutivo de una indicación substitutiva total -1 de julio de 2003- la Comisión acordó, a la luz de la citada indicación substitutiva, recibir las opiniones de los representantes del Ejecutivo, de la Federación de Medios de Comunicación Social y de especialistas sobre la materia.


En tal sentido, recibió a las siguientes personas:


-Don Francisco Vidal Salinas, Ministro Secretario General de Gobierno.


-Don Ernesto Galaz Cañas, Jefe de la Unidad Jurídica del Ministerio señalado.


-Don Alexis Yáñez Alvarado, asesor del Ministro.


-Doña Bernardita Aguirre, abogada, asesor jurídico del 

Ministerio.


-Don Carlos Peña González, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales y profesor de Derecho Civil en la Universidad de Chile.


-Don Pablo Ruiz -Tagle Vial, profesor de Introducción al Derecho y de Derecho Constitucional en la Universidad de Chile.


-Don Luis Hermosilla Osorio, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Andrés Bello.


-Doña Ángela Vivanco Martínez, abogada, asesora de la Federación de Medios de Comunicación Social.


-Don Carlos Schaerer Jiménez, Presidente de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), Secretario General de El Mercurio S.A.P.


-Don César Molfino Mendoza, Presidente de la Asociación de Radiodifusoras de Chile (Archi).


Por último, la Comisión recibió también un análisis por escrito del proyecto de parte del abogado señor Luis Ortiz Quiroga.

FUNDAMENTOS DE LA INDICACIÓN SUBSTITUTIVA

TOTAL DEL EJECUTIVO


La indicación considera como derechos que deben protegerse la privacidad, la estimación que cada uno tiene de si mismo y la imagen que ha logrado generalizar en los demás, los que considera fundamentales y muy vinculados con la dignidad humana. Cada persona tiene derecho, en principio, a decidir qué aspectos de su vida deben ser conocidos de los otros o sometidos a su juicio crítico, derecho que al igual que el honor o la honra, merecen ser protegidos.


Pero esta protección no puede significar un respeto irrestricto y absoluto a la privacidad, sin consideración a ningún otro principio, porque ello impediría el control de las funciones públicas y del poder y deterioraría la búsqueda y transmisión de la información sobre que reposa el debate libre que es la base de una democracia. De ahí, entonces, que junto al respeto a la privacidad, deba velarse escrupulosamente por el respeto a la libertad de expresión y de información.


No obstante, la normativa nacional es deficiente en este aspecto: la privacidad carece, en rigor, de protección en materia civil; existe una regulación penal de las hipótesis de intromisión, particularmente física; subsiste el desacato y la sedición impropia y la práctica de los tribunales tiende a dar primacía, a veces absoluta, a la privacidad, lo que suele gravar en exceso la libertad para buscar y divulgar la información.


Agrega el Mensaje que la finalidad de la indicación substitutiva es, precisamente, regular la relación entre la protección civil de la privacidad y el ejercicio de la actividad de buscar y difundir la información. Añade que, de acuerdo a la experiencia que se tiene al respecto, resulta imposible efectuar esta regulación sobre la base de una jerarquía abstracta de derechos o de principios, sino que es un problema que debe resolverse ponderando las características de las diversas situaciones que se presentan. La indicación tendería, entonces, a proveer de pautas a los jueces para orientar su discernimiento hasta donde sea posible.


Para lo anterior, buscando el Mensaje proteger o reparar a quienes sean objeto de intromisiones ilegítimas, establece los criterios que inspiran la indicación, señalando, en primer lugar, el establecimiento de una responsabilidad subjetiva con la descripción de casos típicos, es decir, a fin de aliviar el peso excesivo que supone la prueba en el sistema subjetivo al demandante, por cuanto sólo hay reparación si en la ejecución del hecho lesivo hubo culpa o dolo, se efectúa, siempre dentro del sistema subjetivo, una definición general seguida de situaciones típicas o características que configuran una intromisión, de tal manera que acreditada su ocurrencia, será el demandado quien deberá demostrar que obró con la debida diligencia.


En segundo lugar, se regula, especialmente, la reparación del daño moral, por cuanto lo normal es que las intromisiones ilegítimas, sean falsas o verdaderas, causen, en estos casos, un daño moral, no pecuniario. Por ello, para evitar la fijación de reparaciones excesivas, que alienten especialmente la proliferación de litigios, se efectúa esta regulación, en la convicción que una apreciación ambigua del daño moral afecta la libertad de expresión.


En tercer lugar, el proyecto se basa en el principio de que la protección de la privacidad debe ser tanto más intensa cuanto menos se encuentre comprometido el interés público o los intereses de terceros. Es decir, en la esfera de los asuntos en que no hay interés público, no hay motivos que legitimen una intervención y la protección de la privacidad debe ser más plena. En todo caso, esta mayor plenitud, no significa que la protección deba ser absoluta, comprensiva de sensibilidades excesivas o extremas, porque ello gravaría en forma exagerada la búsqueda y la divulgación de la información.


En cuarto lugar, se establece que la protección que corresponde a las personas que ejercen cargos públicos o que gozan de relevancia pública, debe ser menos intensa. Lo anterior, que no significa que estas personas carezcan de privacidad, obedece a la existencia de un interés público y, por lo mismo, el escrutinio ciudadano de las actividades de quienes ejercen cargos públicos u ostentan posiciones relevantes, en lo relativo a las expectativas ligadas a esas funciones o posición, son imprescindibles en un sistema democrático.


En quinto lugar, se describen los casos en que se entiende haber intromisión ilegítima y aquellos en que no debe estimarse la existencia de ilegitimidad, técnica que resulta indispensable para reducir las zonas de incertidumbre que puedan producirse al respecto, contando con que las situaciones que se proponen se encuadren dentro de los usos sociales y sean compatibles con las prácticas más relevantes de búsqueda de la información.


En sexto lugar, siguiendo las prácticas legal y jurisprudencial de las sociedades abiertas, no se atiende al lugar para definir lo público o lo privado, es decir, los actos realizados en lugares públicos, si están acompañados de una razonable expectativa de privacidad, deben protegerse; por lo contrario, los actos ejecutados en esferas íntimas o de lo propio, no puede alegarse privacidad en su favor, si comprometen intereses públicos o derechos de terceros.


En séptimo lugar, se busca evitar la proliferación inmoderada de litigios en esta materia. Para lo anterior, se orienta la regulación de criterios para la fijación del daño moral y la condenación en costas, aplicando el principio de que la indemnización de perjuicios debe ser estrictamente reparadora. Con ello se pretende evitar el surgimiento de una industria de litigios que termine por transformarse en un gravamen intolerable, especialmente para la búsqueda y divulgación de la información.


En octavo lugar, partiendo de la base que las cautelas que se establecen en materia de costas y la aplicación del principio de la reparación estricta del daño, harán que las demandas de perjuicios que se entablen sean, generalmente, plausibles, se busca simplificar el procedimiento, sometiendo estos asuntos al juicio sumario, aplicando el principio de la sana crítica para la apreciación de la prueba y concediendo la apelación de la sentencia definitiva en el sólo efecto devolutivo.


En noveno lugar, se busca proteger también el honor y la honra, pero incentivando la utilización de la vía civil para obtener la reparación, cuando ha mediado dolo o descuido grave en las expresiones lesivas, salvando así el problema actual que contempla una amplia protección penal para estos bienes jurídicos pero un deficiente amparo civil.


Por último, la indicación pretende construir una práctica de equilibrio razonable entre los derechos comprometidos, puesto que al establecer una protección civil, busca evitar una excesiva penalización en la materia, y al introducir una regla de ponderación, trata de evitar una preeminencia abstracta de uno sólo de los derechos en juego.

OPINIONES DE LAS PERSONAS INVITADAS A EXPONER

a)
Don Carlos Peña González, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales y profesor de Derecho Civil en la Universidad de Chile.


Señaló que el derecho a la privacidad tiene amplio reconocimiento en el derecho comparado. Aparece recogido tanto en la tradición legal angloamericana, o sea en el derecho de los Estados Unidos de América y en el derecho inglés, como en la Europa continental y por extensión también aparece reconocido en algunos países de Latinoamérica.


El derecho a la privacidad contiene dos dimensiones. De una parte incluye el derecho o la facultad que asiste al titular para decidir por sí mismo y sin ingerencia de un tercero, qué aspectos de su vida personal o familiar han de ser conocidos de los otros. Es lo que podría denominarse derecho al secreto.


De otra parte, alude a la posibilidad que asiste al titular del derecho en cuestión para decidir por sí mismo aspectos relevantes de su vida. Es una dimensión de autonomía que supone la privacidad. 


De esas dos dimensiones, el proyecto se refiere a la primera, es decir, intenta amparar o dotar de protección civil a lo que se puede denominar el derecho al secreto. Este derecho se ve amenazado cuando un sujeto se entromete, se inmiscuye en la vida personal de otro sin que medie consentimiento. También se configura una lesión del derecho a la privacidad cuando, sin haber intromisión, se difunden o se divulgan informaciones atingentes a la vida personal de otro sin que medie autorización. Es lo que podría llamarse indiscreción.


A lo anterior se agregan dos hipótesis ampliamente admitidas en el derecho comparado, relativas no a la privacidad en sentido estricto, sino que a lo que se denomina derecho a la imagen. Se trata, por una parte, de aquel caso que se configura cuando, sin que medie consentimiento, se dispone, para fines comerciales, de la imagen de una persona o cuando se altera deliberadamente la imagen de un sujeto.


Este conjunto de figuras lesivas de la privacidad, entendidas como secreto, carecen hoy día de protección en el ordenamiento jurídico chileno, puesto que lo que contiene nuestro ordenamiento es un amplio tratamiento de las hipótesis que podrían denominarse como difamación. Estos son los casos de injuria y calumnia, tanto en el Código Penal como en la ley sobre el ejercicio del periodismo o de las libertades de opinar y de informar y en la ley de protección de la vida privada.


La indicación del Ejecutivo contempla la acción de indemnización de perjuicios para aquella persona cuya privacidad ha sido vulnerada de alguna de las formas que describió anteriormente. 


Esta acción indemnizatoria está encaminada habitualmente a la reparación de daños morales. En el derecho comparado ha resultado evidente que la consagración muy amplia del derecho a reparación moral, puede dar lugar o crear incentivos para el surgimiento de una verdadera industria de litigación en esta área que pudiera llegar a inhibir la búsqueda libre de información. Por lo mismo, el proyecto, si bien contempla una acción indemnizatoria en el sentido descrito, restringe, sin embargo, hasta donde es posible y sensato, tanto la titularidad de la acción como la posibilidad del juez de fijar la reparación de daños morales, de manera de alcanzar un equilibrio entre la protección de la privacidad y la libertad de informar y, junto con ello, evitar que la legislación cree un entorno de restricciones demasiado fuerte para la libertad de información. Sobre esa base el proyecto se estructura de la siguiente manera:


Su artículo 5° define lo que ha de entenderse por intromisión ilegítima. Su artículo 6° declara en qué casos debe estimarse por parte del juez que existe intromisión ilegítima, en un sistema de tipos, de descripciones típicas, o sea de conductas que se estiman lesivas de la privacidad, probadas las cuales el juez debe conceder la indemnización.


Por su parte, el artículo 7° lista otro conjunto de conductas típicas en las que se estima que no hay lesión a la privacidad, quedando, en consecuencia, un espacio de inmunidad para la búsqueda libre de información. El criterio fundamental de las leyes es que la protección de la privacidad exige el consentimiento del titular del derecho cuando se trata de divulgar aspectos relativos a su vida personal, con la sola excepción, sin embargo, de que medie un interés público en la divulgación. La ley distingue en los hechos la protección de la privacidad entre las personas comunes y corrientes y aquellas personas que, en cambio, realizan o ejercen funciones públicas, entendiendo, en este segundo caso, que por haber un interés público comprometido, el umbral de protección de la privacidad debe ser levemente más bajo que cuando se trata de proteger la privacidad de personas comunes y corrientes.


A lo anterior se agrega el hecho de que la indicación contempla una acción de indemnización de perjuicios para los casos de injuria y de calumnia, lo que constituye un caso de difamación civil. El objetivo que tiene esta regla, contenida en el artículo 10, es crear incentivos para que las personas que sienten lesionada su honra o su honor por expresiones proferidas por otro sujeto, puedan optar por la vía meramente civil, abandonando la vía penal para alcanzar la protección. Hoy día, lo que ocurre en la práctica jurisprudencial y forense, es que la privacidad es protegida, en las hipótesis distintas a la difamación, mediante el recurso de protección, es decir, utilizando la jurisdicción constitucional. Cuando se trata de hipótesis de difamación, esto es lesivas de la honra y del honor, se recurre a la acción penal. Lo que este proyecto hace en su conjunto, es alentar a que las personas que eventualmente sientan lesionadas su privacidad, su honra o su honor, recurran estrictamente a la vía civil.


Existen razones de amplio alcance para desalentar el uso de la vía constitucional en materia de privacidad. La amplia utilización del recurso de protección en Chile con fines de protección de la privacidad, no sólo debe estimarse defectuoso desde el punto de vista del diseño institucional si no que, además, ha conducido a que en la práctica jurisprudencial, las Cortes de Apelaciones, cuando conocen de recursos de protección donde está involucrada la privacidad y ella entra en conflicto con la libertad de expresión o de información, suelen, de manera abstracta, conceder ventajas a la privacidad lesionando con ello la libertad de expresión. Este proyecto de ley, en cambio, crea un conjunto de reglas que encaminan la deliberación judicial hacia una protección más bien equilibrada de la privacidad, puesto que el principio que subyace a la indicación, es que el juez deberá conceder una amplia protección a la privacidad si en el caso de que se trate no está comprometido el interés público, pero conforme el interés público comprometido sea más intenso, el umbral de protección deberá rebajarse.


Se trata de un proyecto de ley que si se juzga a la luz del derecho comparado es bastante prudente y moderado. No sigue la línea del derecho americano que rebaja el umbral de protección cuando se trata de figuras públicas, pero introduce el concepto de interés público a fin de que los jueces, luego del debate jurisdiccional del caso, puedan moderar la protección dependiendo del interés público comprometido.


Ante la observación de lo abierta y difusas que son algunas expresiones que describen las conductas, recordó que, ante todo, este es un proyecto de protección civil de la privacidad y no de protección penal. En consecuencia, la técnica legislativa es distinta. En materia penal es imprescindible, por razones de garantía, exigir del legislador una descripción de los hechos que se reprochan lo más detallada y precisa posible, estrechando la discreción o el discernimiento judicial, en razón del principio de tipicidad.


La técnica civil es radicalmente distinta e inevitablemente supone echar mano a un lenguaje más vago, que enuncia parámetros de conducta, más que descripciones típicas en el sentido jurídico penal de la expresión. Todo el título XXXV del libro IV del Código Civil, que regula la responsabilidad extracontractual, se estructura sobre el enunciado de que todo daño que se deba a culpa o descuido de una persona, debe ser reparado por ésta. Frente a la pregunta de qué se entiende por culpa, el párrafo V del Título Preliminar, define, entre otras cosas, la culpa leve que consiste en no comportarse como lo haría un buen padre de familia. No hay mayor vaguedad que construir un modelo de comportamiento sobre la base de ese concepto, de esa idea. De esta manera, la técnica civil, inevitablemente, en el derecho occidental echa mano a figuras lingüísticas algo evocadoras, parámetros de conducta vagos, que la práctica y el debate jurisdiccional debe ir construyendo.


Conforme a lo anterior, la indicación sustitutiva apela al interés público en dos momentos. Por una parte, contiene una formulación general del interés público cuando señala lo que debe entenderse por intromisión ilegítima en el artículo 5°. Cuando pasa a establecer en qué casos hay intromisión ilegítima o cuando no la hay. La técnica de este proyecto de ley es una técnica de tipos, es decir, de descripciones de hechos que una vez acreditados obligan al legislador a declarar la indemnización. Si se recurre a esa descripción se encuentra para los casos más relevantes una definición de lo que se entiende por interés público. Por ejemplo, cuando se divulgan hechos pertenecientes en principio a la privacidad de una persona que ejerce una función pública hay intromisión ilegítima, salvo que los hechos divulgados se relacionen con los deberes del cargo; cuando se relacionan estos hechos con la competencia para llevar a cabo los deberes públicos que el sujeto ejecuta o ejerce y, finalmente, cuando los hechos, en principio privados, se relacionan con las expectativas que el funcionario o la autoridad pública generó consistentemente en el ejercicio de su cargo. Sostiene que aquí no hay una vaguedad, más bien, hay que ver cuánta precisión se puede esperar de la técnica civil en esa descripción. No es posible mayor precisión.


Cuando se habla de una persona de sensibilidad ordinaria, a lo que se está aludiendo es a una persona de una sensibilidad media, a una sensibilidad común y corriente. Evidentemente, el derecho no puede proteger sensibilidades excesivas. Si a una persona, por razón de una peculiar personalidad, le parece lesivo que su imagen aparezca fugazmente en un noticiario de televisión, lógicamente el derecho no puede proteger ese tipo de sensibilidades. El derecho debe proteger una sensibilidad media. Esa es la vieja técnica que incluso utiliza el derecho penal en materia de delitos culposos, donde el parámetro con el cual el juez juzga si hubo o no hubo delito es el de un sujeto medio. Todos los deberes de previsibilidad que establece el ordenamiento jurídico se juzgan sobre la base de conductas ordinarias o medias.


Por otra parte, si alguien se preguntara que es lo que protege el proyecto en rigor, habría que decir que protege la privacidad, entendida como derecho al secreto. La persona tiene derecho a mantener aspectos de su vida que escapen a la mirada de los demás y aunque se divulguen hechos verdaderos respecto de la vida personal de alguien, la persona tendría derecho a quejarse, porque lo que se reprocha no es divulgar hechos falsos, sino el mero hecho de la divulgación. Por otro lado, el proyecto protege la imagen física. Si alguna empresa comercial captura la imagen de alguna persona y la usa con fines comerciales, existe derecho a la reparación, ya no por motivos de privacidad sino que, incluso, por motivos de propiedad.


Hay otros dos ámbitos de protección del proyecto de ley. Por un lado, la honra, que es el crédito, la imagen que cada uno, como consecuencia de su vida cotidiana y profesional, ha logrado generalizar en el conjunto de la opinión pública. Esa imagen que cada uno ha logrado construir ante los ojos de los demás, fidedigna o no, merece protección. Un estado de derecho democrático, razonable, tolera que las personas construyan imágenes con las cuales interactúan con los demás. Aclaró que lo anterior, no se aplica a las autoridades en lo que atinge a los deberes de su cargo. La honra tiene una dimensión económica porque permite mantener relaciones de confianza.


Agregó que el honor, tal cual lo entiende este proyecto, es simplemente aludir al mínimo de dignidad que todos los miembros de una sociedad democrática tienen por igual y el Estado no puede tolerar que ese mínimo de dignidad se lesione gratuitamente. Esto es lo que permitiría, por ejemplo, perseguir indemnización de perjuicios frente a expresiones lingüísticas que amparándose en la libertad de expresión, constituyen discursos de odio contra ciertas personas. Si alguien, por ejemplo, dice que tal persona, en razón de su origen étnico, es inevitablemente estúpido, tonto o excesivamente torpe, está lesionando su dignidad y debe reparar eso. No tiene derecho a expresar aquello en una sociedad democrática, en el tráfico de ideas que hace a una sociedad democrática.


En Chile, cuando dos derechos fundamentales han entrado en conflicto, como ocurrió en el caso Martorell en que, por una parte se esgrimía el derecho a la libertad de expresión y, por otra parte, la honra y el honor, la Corte Suprema dijo que la privacidad tenía primacía abstracta sobre la libertad de expresión en razón, simplemente, de la enumeración con que esos derechos aparecían en el artículo 19 de la Constitución Política de la República. Creía un deber del legislador construir instrumentos legales que moderen ese tipo de decisiones.


Ante una nueva consulta acerca de los alcances de la expresión expectativas, que emplea la letra a) del artículo 7° , sostuvo que la norma considera que no existe intromisión ilegítima cuando se divulgan hechos relacionados con las expectativas que respecto del propio comportamiento generó quien ejerce el cargo público o desempeña la función. Esto se refiere simplemente al hecho que cuando las personas acceden a un cargo público, por ejemplo de elección popular, no sólo suelen esgrimir ideas para seducir la voluntad del electorado sino que, además, dan una cierta idea de su propio comportamiento. La cuestión que cabe preguntarse es si el conjunto de la ciudadanía tiene derecho a enterarse de aspectos de la vida privada de quien ejerce un cargo público que él, sin embargo, se esmeró pacientemente en disfrazar y en ocultar cuando solicitó la adhesión ciudadana. La respuesta es que si tiene derecho. Si alguien se presentó para obtener el favor popular como un padre de familia ejemplar, un sujeto a quien indignaba la infidelidad y que proclamaba que su matrimonio era irreprochable e invitaba al conjunto de los ciudadanos a seguir su ejemplo, la ciudadanía tiene derecho a indagar si ello es verdad.


En lo que se refiere a los posibles problemas jurisprudenciales a que podría dar lugar la diferenciación entre honor y honra que hace el proyecto, diferenciación que ha ido desapareciendo del ámbito penal, creía que ello no tendría por qué darse, toda vez que la enumeración de derechos del artículo 1° podría desparecer de la ley y ella permanecería incólume, porque, en rigor, lo que hace es describir conductas con mayor o menor generalidad y que son las que dan lugar a reparación. Nadie podría, con la sola definición abstracta de los derechos protegidos, derivar desde allí un deber de protección. La diferencia entre honor y honra puede mantenerse en el derecho civil porque la honra tiene un mayor contenido patrimonial que el honor, el que es, básicamente, una protección de la dignidad.


Reiteró que se trataría, desde el punto de vista de los propósitos perseguidos por el proyecto de ley, que es la protección, de una cuestión de índole menor que no tiene mayor incidencia y podría perfectamente corregirse si con ello se aligerara la técnica de la ley.


En cuanto a la irrenunciabilidad que establece el artículo 1°, indicó que se trataría de una regla habitual. El proyecto prohíbe la renuncia abstracta y por anticipado a la protección.


Respecto a una eventual derogación de los delitos de injuria y calumnia, sostuvo que no habrían razones de política criminal para mantener el delito de injuria y sería sólo una decisión de política legislativa. Lo que habría hecho la indicación sería crear incentivos para que las personas puestas en la necesidad de escoger la vía penal o la civil, escojan la civil.


Ante una nueva consulta, precisó que las autoridades, a su parecer, mejorarían su situación con esta normativa y que, en todo caso, las expresiones “interés público” aluden básicamente a dos cuestiones. Una al interés institucional y la otra a la protección de derechos de terceros. Por ejemplo, si un sacerdote que ocupa algún cargo en la jerarquía de la Iglesia Católica, tiene conductas homosexuales que lesionan derechos de terceros, por supuesto que hay interés público en conocerlo. Si un diputado tiene una preferencia homosexual en su vida sexual y él nunca hizo de sus preferencias sexuales o de una supuesta heterosexualidad una oferta pública, evidentemente que no habría interés público en conocerlo. Señaló creer que, al respecto, sería bueno establecer una norma que precisara los alcances de los términos señalados.


En lo que se refiere a la letra f) del artículo 7 que no considera intromisión ilegítima la búsqueda y divulgación de hechos que presenten caracteres de delito o de la participación en ellos, sostuvo que tal letra alude a una conducta de alguien que divulga hechos de otro, sin que medie consentimiento, en razón de que esos hechos presentan caracteres de delito. El parámetro esperado acá es que si un sujeto medio, puesto en la situación del caso, habría razonablemente considerado que eso que ahora se está divulgando, tenía caracteres de delito, entonces la conducta sería correcta, pero si ese mismo sujeto, puesto en la misma situación, no habría llegado a tal estimación, entonces la actuación sería incorrecta. En esta situación se estaría utilizando un estándar habitual de culpa leve, que es el que existe en todos los delitos culposos. Esta norma es, por lo demás, protectora de la labor de los personajes públicos que orientan su quehacer a la divulgación de hechos que presentan caracteres de delito.

Por último, en lo que se refiere a la impresión que los medios de comunicación tienen respecto de la iniciativa, señaló que pensaba que esa impresión, en general, era favorable, por cuanto dichos medios considerarían que se trataría de una legislación inevitable y estarían conscientes de que resulta imprescindible en nuestra legislación, establecer mecanismos de protección civil a la intimidad y que la actual situación, que les es muy favorable, sería insostenible en el mediano plazo. Todo ello, sin perjuicio de las observaciones que puedan tener acerca de cada descripción típica y de que consideren demasiado desfavorables para sus intereses las reglas procesales.

b)
Doña Ángela Vivanco Martínez, abogada, asesora de la Federación de Medios de Comunicación Social.


Empezó su intervención señalando que legislar sobre la protección civil a la honra e intimidad de las personas significaba un verdadero desafío en cuanto, por una parte, se busca proteger la esfera de los derechos de las personas y salvaguardar la libertad informativa y, por el otro, asegurar un procedimiento adecuado y no ilusorio y desincentivar la industria de la litigación. Además de lo anterior, se trataría, en una legislación de este tipo, de combinar adecuadamente ciertos elementos de contenido ético y jurídico, tales como la responsabilidad de los medios, la privacidad y honra de los afectados, la transparencia e información y el interés público.


Se refirió, en seguida, a la génesis de la indicación, señalando que se había gestado en más de diez reuniones de trabajo, con la participación de los abogados de la Dirección Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno y de las tres ramas de la Federación, precisando que el texto propuesto contenía tres errores de transcripción que era necesario corregir y que identificó en los artículos 2°, inciso tercero y 5°, incisos primero y tercero.


En lo que se refiere al contenido mismo de la indicación, señaló que se distinguían como derechos diversos, aunque relacionados entre si, susceptibles de protección, la privacidad, el honor, la honra y la propia imagen, aun cuando pensaba que la mención al honor debería suprimirse por cuanto se trataba de un concepto dual que, normalmente, era objeto de interpretaciones desafortunadas. En todo caso, la protección a estos derechos no era absoluta, sino que tenía límites, los que calificó de positivos y negativos, según se tratare de hechos que caben dentro de la protección legal o quedan fuera de ella. En el primer caso estaría la existencia de una razonable expectativa de privacidad, sin atender al lugar y la falta de relevancia pública o de interés privado relevante del hecho o información de que se tratare. En el segundo caso, figurarían los aspectos de la vida de la persona que, de acuerdo a sus propios actos o a los usos sociales, no deben entenderse reservados; las informaciones de interés histórico, científico, político o cultural relevante, y la autorización legal expresa o judicial.


Especial comentario le mereció el hecho de que el proyecto no relacionara privacidad con lugar cerrado o reservado de acceso al público, sino que más bien, lo refiriera a la expectativa que el lugar cerrado o abierto importa a un sujeto medio, característica que condice con la tendencia del derecho comparado sobre el particular.


En cuanto a la información misma sobre un determinado hecho, señaló que ello, como límite a la privacidad, no se condicionaba sólo a la existencia de un interés público sino que también a la concurrencia de intereses privados relevantes, vinculados, no obstante, a que fueran legítimos, al tipo de funciones que la persona realiza y a la connotación de los actos que se difundan, y a la comisión de ilícitos, estimando muy positivo que el proyecto, en relación a las divulgaciones justificadas, no se limitara solamente a los cargos o al interés públicos.


Se refirió luego a la exigencia del proyecto en cuanto a que para que haya intromisión ilegítima, ésta debe realizarse sin autorización del afectado, pudiendo el consentimiento ser expreso o tácito, ser siempre revocable pero indemnizándose el daño emergente que pueda causarse, y, si se tratare de menores o incapaces, se aplicarían las reglas de la capacidad, prevaleciendo, en todo caso, la oposición del menor.


Respecto al consentimiento como requisito validante de la intromisión, estimó de toda lógica que el proyecto considerara como un elemento de juicio para determinar si se ha transgredido o no la privacidad, las conductas observadas por el individuo.


Trató, luego, los casos de intromisión ilegítima que propone el proyecto, señalando que podían darse mediante la divulgación o información no autorizada sobre hechos de la vida familiar o privada de una persona sin que exista un interés público o privado legítimo, obtenida mediante aparatos destinados a captar, grabar, interceptar o reproducir conversaciones o comunicaciones de carácter privado; la revelación o publicación de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo o la revelación de datos privados de una persona o de su familia, conocidos por medio de la actividad profesional u oficial de quien los revela.


Asimismo, no constituirían intromisiones ilegítimas las divulgaciones de hechos pertenecientes, en principio, a la esfera de la privacidad de quienes ejercen cargos públicos o desempeñan funciones de relevancia pública, cuando los hechos divulgados se relacionan con los deberes del cargo o función, con la competencia para llevarlos a cabo o con las expectativas que, respecto de su propio comportamiento, generó quien ejerce el cargo o desarrolla la función. Esta disposición, tratada en el artículo 7° de la indicación, constituiría, a su juicio, un doble aporte por cuanto implica un lineamiento para el juez de la causa y clarifica ciertos casos que han sido motivo de debate entre el interés público y los límites de la privacidad de quienes ejercen cargos públicos.


Refiriéndose, luego, a las modificaciones al artículo 161 del Código Penal, indicó que las figuras penales aparecen circunscritas y más consistentes con la realidad, señalando que cumplían importantes objetivos al delimitar las prohibiciones de ingreso a recintos privados; al construir las figuras en torno a la captación, recepción de imágenes y sonidos compatibles con las figuras de intromisión ilegítima y al hacer hincapié en las penas de carácter pecuniario.


Otra característica del proyecto sería la preeminencia que se da a la acción civil sobre la penal, al facilitar procesalmente la primera, pero al respecto observó que debiera establecerse con claridad que cuando no sea procedente la acción civil tampoco lo será la penal, como también que toda intromisión ilegítima a la privacidad debiera traducirse en un delito de acción privada, no entendiendo por qué se dejaba fuera, en este caso, la figura que contempla el artículo 161 A del Código Penal.


En lo que se refiere al procedimiento que se establece, lo consideró ágil y substantivo, pero creía necesario explicitar -y no sugerir como parece indicarlo el proyecto- que la indemnización que se fijara debería ser solamente reparadora.


Finalizó su intervención insistiendo en la necesidad de efectuar las correcciones a los artículos 2° y 5°, ya mencionadas, a fin de compatibilizar la indicación con el texto concordado con la Federación de Medios de Comunicación Social; destacó y apoyó su carácter moderno y la consideración de conceptos y fórmulas del derecho comparado que han permitido en países desarrollados compatibilizar la libertad de información con la protección de los derechos de privacidad; estimó positiva la voluntad de tratar la materia en el ámbito civil, dejando las cuestiones más graves en manos de la judicatura penal, como también el carácter reparador y no punitivo que se propone dar a las indemnizaciones, evitando la proliferación de juicios inútiles, todo ello sin perjuicio de creer que los complementos señalados en su exposición podrían contribuir a precisar mejor la normativa que se propone.


Formuló, por último, la esperanza de que se derogue el delito de desacato y el inciso segundo del artículo 19 N° 4 de la Constitución, como una forma de contar con una panorámica actual, justa y equilibrada de la responsabilidad civil y penal de los medios de comunicación, frente a los atentados cometidos contra el derecho a la honra, a la privacidad y a la propia imagen de las personas.

c.
Don Pablo Ruiz-Tagle Vial, profesor de Introducción al Derecho y de Derecho Constitucional en la Universidad de Chile.


Inició su intervención señalando que existe una diversidad de regímenes jurídicos que confluyen en la materia y que deben tenerse presente para los efectos de avizorar que se pretende conseguir con el proyecto. En efecto, están relacionadas con la materia diversas disposiciones constitucionales como el artículo 1° de la Carta Política que señala que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos; el N° 4 del artículo 19 que incluye entre las garantías constitucionales el respeto y protección de la vida privada y pública y a la honra de las personas y su familia, el N° 5 que garantiza la inviolabilidad del hogar y toda forma de comunicación privada y el N° 12 que consagra la libertad de emitir opinión y de informar, sin censura previa, en cualquier forma, por cualquier medio, sin perjuicio de responder por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley. En lo referente a la protección de la imagen, el proyecto se relaciona con el derecho de propiedad intelectual que consagra el N° 25 del citado artículo 19. Como contrapartida de los derechos al honor, honra, intimidad e imagen está el derecho a la libertad de expresión y de información, el que puede ser restringido en el caso de la declaración del estado de asamblea de que trata el artículo 41 de la misma Carta Política. Por otra parte, la jurisprudencia constitucional ha considerado diversos casos en que se afecta la honra, la intimidad e incluso la imagen de personas públicas y privadas (caso Martorell y Ultima Tentación de Cristo), llegando a soluciones muy diversas e, incluso, contradictorias, pero nunca ha determinado la existencia de una reparación, sino que ha utilizado como tal la censura o a resuelto que una vez terminada la afectación del derecho, finaliza el conflicto.


Igualmente, también se han utilizado para la resolución de conflictos que afectan la honra, la intimidad o la imagen de las personas, diversas normas penales, de carácter general o especial, como la Ley de Seguridad del Estado o la Ley de Abusos de Publicidad ( casos Gubler y Libro Negro de la Justicia Chilena) o disposiciones procesales o substantivas relacionadas, como es el caso de la facultad del juez para adoptar determinadas medidas cautelares al inicio del juicio o las normas sobre secreto profesional, bancario o tributario.


Agregó, en seguida, que sobre la base de este cúmulo de disposiciones aplicables, cabía analizar el proyecto para determinar cual era su verdadero aporte al tema. Sobre el particular, consideraba que al no afectar la existencia de las figuras del desacato y de la sedición impropia resultaba incompleto, toda vez que para asegurar la libertad de expresión era necesario eliminar esas figuras y toda otra forma penal que excediera los tipos de la injuria y de la calumnia.


Asimismo, en lo que respecta al propósito de regular las relaciones entre la protección civil de la privacidad y la actividad de buscar y difundir la información, propósito que estimó bien definido, sostuvo que el proyecto parecía querer reemplazar la evolución que habían experimentado la jurisprudencia constitucional y penal al respecto, pero que al criticar la precedencia entre los derechos fundamentales, la que estaría condicionada a las características que revisten los casos de que se trate, no hacía otra cosa mas que seguir la misma lógica de la jurisprudencia constitucional, por lo que no veía cual era el aporte que efectuaba.


Consideró dificultoso el mecanismo que preconiza el proyecto para evitar un sistema objetivo de responsabilidad, por cuanto al exigirse un patrón subjetivo, el juez deberá reproducir el criterio utilizado por el medio de prensa o el periodista involucrado en la intromisión ilegítima, lo que además de difícil significaría entrometerse en los detalles de la función periodística, razón que lo llevó a recomendar un conjunto de tipos de responsabilidad estricta referida a los casos que se pueden deducir de la aplicación de disposiciones en vigor como la protección del secreto profesional, bancario o tributario, o que se refieran a la violación, intercepción o registro de papeles o lugares privados sin permiso del dueño o que utilicen la imagen de una persona sin su autorización. En todos estos casos debería exigirse, en forma objetiva, que exista difusión en los medios de comunicación social, que no haya autorización, que tampoco exista un interés público y que se produzca daño el que debidamente acreditado por la persona afectada.


En lo que se refiere a la proposición del proyecto, en el sentido de que la existencia de interés público o de terceros disminuye la protección de la privacidad, estimó necesario precisar que la existencia de intereses de terceros no puede ser causal de justificación de una intromisión ilegítima en los mismos términos que la existencia de un interés público, citando al efecto la obligación de reserva que la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado impone a los funcionarios públicos, respecto de determinados antecedentes sobre los que los interesados han solicitado discreción. Según el proyecto, el interés de terceros justificaría la intromisión ilegítima, razón que lo llevó a resaltar una contradicción con la legislación señalada.


En cuanto a la idea de proteger con menos intensidad el honor, honra, intimidad e imagen de quienes ejercen cargos públicos, estimó que se trata de un noble propósito, pero el hecho de mantenerse las figuras del desacato y de la sedición impropia contradicen tal finalidad por cuanto la responsabilidad penal y la civil correrían por cuerda separada.


Estimó que la prescindencia del lugar para definir los límites entre lo público y lo privado, no puede ser absoluta, porque ello contradiría la jurisprudencia que ha distinguido formas de afectación de la garantía constitucional de la inviolabilidad del hogar atendiendo al lugar físico, ni armonizaría tampoco con normas constitucionales como el artículo 58 que establece la inviolabilidad parlamentaria por las opiniones que emitan en sesiones de sala o comisión. Por ello, sin considerar el lugar como un factor determinante, no puede excluírselo totalmente en particular respecto de la morada o domicilio de las personas y aquellos lugares donde habitualmente, por disposición legal, se realizan acciones vinculadas a secretos profesionales, bancarios, tributarios o funcionarios.


Refiriéndose, en seguida, a las distintas disposiciones del proyecto, señaló que en el caso del artículo 6°, letra a), para que hubiera intromisión ilegítima, debería exigirse, además, la difusión en medios de prensa que produjera daño, no siendo suficiente la simple utilización de un aparato de grabación de una conversación privada. Señaló que lo lógico era evitar que la norma se transformara en algo inaplicable, por cuanto en reuniones de grupos familiares o de colegio este tipo de grabaciones se efectúa habitualmente. La exigencia de difusión y de daño permitiría configurar una hipótesis más restrictiva deaplicación de la responsabilidad civil. Podría, asimismo, exigirse para los efectos de configurar la intromisión, el actuar sin autorización.

Agregó que para no dificultar el trabajo de periodismo investigativo, sería bueno no establecer responsabilidades civiles para quién grabe cuestiones inconvenientes o cosas que afecten la honra de una persona, con tal que no se difundan.

Expresó que un defecto del sistema chileno es que, en términos reales, los medios de prensa son irresponsables civilmente. Dijo ser partidario de acercarse a una responsabilidad más objetiva, de establecer una tipología clara. Estimó que exigirle a un juez chileno que se introduzca en los vericuetos complejos de un periodista, en una empresa que se dedica a los medios de comunicación social, es una tarea prácticamente imposible. Nunca habrá condenas.


Explicó que en Chile, durante el siglo pasado, existieron jurados en las causas de imprenta. Entonces, cuando se habla del “hombre medio”, se debe disponer de los mecanismos procesales que lo identifiquen. Preguntó sí existe disposición para tener jurados en las causas de imprenta, si se quiere reflejar la opinión del ciudadano común respecto a la violación subjetiva de los estándares periodísticos o se dejará que sean los propios periodistas quienes informen a los jueces cuando violaron los estándares de ética periodística. Por tal razón dijo ser partidario de explorar casos de responsabilidad estricta calificada, la que existe, de acuerdo a lo expresado por el profesor Enrique Barros, cuando se considera que el daño proviene de un vicio, defecto o falta objetiva de la cosa entregada o del servicio, como ocurre en materia de productos defectuosos. Con relación a este proyecto piensa en ciertos estándares claros en los cuales se considere que hay violación o intromisión ilegítima, que sean más claros. Por ello cree si se establece un estándar que haga responsable civilmente a los medios de prensa, se debe exigir difusión, daño y algo que ellos hicieron mal y que pueda identificarse con claridad.


Recordó que en Chile todo el sistema de responsabilidad por accidentes de tránsito funciona con una lógica de responsabilidad estricta calificada y con seguro obligatorio y voluntario. También se podría pensar en un sistema de seguros para los medios de prensa que tengan por objeto disminuir el efecto económico que significa para la libertad de expresión el tener que indemnizar en estos casos. También hay responsabilidad calificada en materia de seguro de accidentes laborales. Entonces hay áreas del derecho en que existen estos estándares que no son subjetivos. 


Refiriéndose a una pregunta acerca del artículo 7, dice que el problema se da precisamente porque hay demasiadas excepciones y muy pocos casos de intromisión ilegítima. Lo que interesa es que sean muy claros los casos de intromisión ilegítima y quizás mantener las excepciones porque se trata de que la responsabilidad civil sea excepcional, cuando haya un daño y cuando se afecte la imagen, pero ya el proyecto está desbalanceado.


Agregó que si la letra a) del artículo 6° se hace muy amplia será inaplicable y caerá en todos los casos del artículo 7°.


Refiriéndose al secreto profesional, señaló que le agregaría la palabra reservada, conocida a través de la actividad profesional o que amerite reserva, porque a los profesionales les interesa que muchas cosas de lo que ellos hacen sean difundidas.


Añadió que cuando habla de responsabilidad estricta calificada pensaría en un tipo que tenga que ver con las obligaciones de secreto que ya establece la ley. Reserva a la ley de bases, reserva de los secretos profesionales, periodísticos, jurídicos, médicos, reserva bancaria, tributaria. Eso ya está en la ley, entonces si un medio de prensa viola un secreto bancario, tributario, periodístico, jurídico o médico y lo difunde y produce daño, se estará ante una hipótesis de responsabilidad estricta calificada, sin entrar a la subjetividad del periodista. 


Por tal razón, sostuvo que la idea de intromisión ilegítima debe vincularse no a la actividad profesional como un todo, sino que a esa parte de la actividad profesional que es reservada o secreta.


Con relación al artículo 8°, estimó que no es el lugar solamente sino que es el lugar y el tipo de captación, grabación o filmación y que hay algunas formas que aunque se hagan en lugares públicos producen daño y serán objeto de afectación del derecho a la imagen. Recordó al efecto el caso de una actriz que estaba sentada y la filmaron en un lugar público de una manera que no corresponde.


Al referirse al procedimiento, serñaló que en general lo que ha estudiado respecto de la protección de bienes jurídicos en los casos de injuria, la calumnia y las formas de responsabilidad civil que se establecen respecto a ellos, el procedimiento está lleno de trucos para desincentivar y dificultar la posibilidad efectiva de conseguir la responsabilidad. Creía que se podían establecer hipótesis claras y procedimiento rápidos y difíciles, de manera que, por ejemplo, si alguien se siente ofendido, pero después cambia de opinión, rápidamente esa causa se archive y no dure eternamente.


Señaló que dicho procedimiento tiene esa carga en contra del ofendido, por lo que se requiere definir bien que es la intromisión ilegítima para que, cuando exista un caso real, la persona dedicada pueda llegar hasta el final y establecer la responsabilidad. 


Afirmó percibir un contrasentido con la Ley de Prensa que hace necesario un trabajo de concordancia con la ley penal. Curiosamente, si se aprueba este proyecto, podrá haber una ley en que habrá menos hipótesis de responsabilidad civil que los casos en que se puede terminar con alguien en prisión, lo cual es un contrasentido de la legislación chilena.


Dijo no ser contrario al periodismo investigativo pero éste debe hacerse con respeto y sin dañar a las personas. Por ejemplo, estima que el montaje que se le hizo a una conocida psiquiatra es inaceptable. En el caso de la pedofilia la situación fue distinta ya que se entrevistó a una serie de personas.


Sostuvo que esta ley, por estar referida a materias del artículo 19, N° 12, de la Constitución Política de la República, debe ser de quórum calificado. Además, creía que hay cuestiones que claramente son de interpretación constitucional. Por la vía de este proyecto se trata de atacar algo que ha sido muy dañino y que es esta idea numerológica. La tesis de que los derechos en la Constitución tienen importancia según el orden numérico que se le ha dado. Estimó que el proyecto debería redactarse con cláusulas más cerradas para que la ley tenga efecto. No le parecía lógico que pudieran darse en el país situaciones como la provocada por el Diario Austral, que acusó injustificadamente a una persona de tener sida, causándole graves perjuicios.


Debería buscarse la fórmula para que mediante la legislación civil que se adopte, pueda afirmarse una jurisprudencia que vaya en esta línea, que no destruya, no dificulte la tarea del periodismo pero que permita que las personas normales recuperen, a lo menos, monetariamente el daño que han recibido. 


Reconoció que resulta riesgoso para un funcionario público y para un congresal, el contar con la misma protección de las personas comunes ya que están mayormente expuestos. Al respecto, haría la distinción si esa vida privada, en la cual se entromete el medio de prensa, es una vida privada que tiene que ver con las opciones públicas que ha hecho la persona que tiene el alto cargo. Imaginaba que se seguiría la lógica general de la intimidad y de la protección a la imagen que, desgraciadamente, será menor para una persona que tiene exposición pública con la limitante, que no tiene el proyecto, de que no pueda ser filmado en lugares y sitios públicos de cualquier manera, porque habrá formas denigratorias a las cuales una persona pública se puede exponer y que sería bueno que el proyecto buscara alguna manera de restringirla.


Agregó que era importante la responsabilidad civil, entre otras razones, por el caso citado en orden a que una persona aparece en un medio público y de inmediato queda en manos de todos los demás. La idea es que las personas puedan controlar cómo pasan de un medio de difusión al otro, porque no debiera poder reproducirse sin su autorización.


Recordó un caso en la legislación del trabajo en que una inspectora del trabajo estaba cometiendo un delito, apareció en Televisión Nacional y el canal fue demandado. El medio de comunicación se excusó alegando que los hechos presentaban carácter de delito y que incluso la persona había sido condenada. El problema debiera ser procesal, es decir, determinar cuándo se puede publicitar. Creía que antes del proceso no porque hay normas en el derecho chileno que disponen que los que tienen el monopolio de la investigación policial son los organismos policiales o el Ministerio Público y, por ello, la Dirección del Trabajo ha prohibido en las empresas que se usen métodos de investigación policial de los bolsos o casilleros de los trabajadores , ya que eso lo puede hacer solamente la policía.


Manifestó que la distinción entre honor, honra, e intimidad es importante, pero existe un problema de coordinación ya que la Constitución no contempla el concepto de honor. Aquí se está distinguiendo entre el honor y la honra. El honor es la dignidad de toda persona como ciudadano y la honra es la reputación que adquiere por sus acciones. Creía que a través de la noción de dignidad es posible construir un concepto de honor, que es distinto al de honra.


Concordó con la idea de no se debe confundir la responsabilidad estricta calificada con la tipificación penal. Por eso, sería bueno establecer las multas y avanzar hacía una forma de definir la responsabilidad civil distinta a la penal, pero vinculada a ella.


Señaló haber varias razones para una ley como ésta. Una de ellas sería la agregación de este derecho que deriva de la personalidad pero que no estaba reconocido y que es el derecho a la imagen, como también que se defina la intimidad. 


En cuanto a las reglas de responsabilidad, creía que podría haber una simple disposición pero le parecía mejor, para la seguridad de los medios de prensa y para que las personas comunes conozcan su derecho, que se establezcan hipótesis de responsabilidad estricta calificada. Citó el caso de una persona sordomuda y deficiente mental que trabajaba en una escuela y que abusó de unos niños. Esa escuela era municipalizada y los padres demandaron al municipio para hacer efectiva la responsabilidad civil. Como el Código Civil no tiene ninguna hipótesis directa, el juez usó la norma que establece responsable al amo por el servidor directo. Los conceptos del Código Civil se pueden ampliar, pero es más claro cuando hay una legislación específica.

A su juicio debería revisarse el concepto de los terceros interesados por las contradicciones que hay en la legislación. El sentido de la libertad de expresión no es la auto expresión, no es la autonomía de las personas para decir cualquier cosa. El sentido de la protección a la libertad de expresión en un país civilizado es tener un debate público, democrático, robusto y fuerte. Su única solución es hacer que el medio responda, que es lo que señala la Constitución Política de la República.

d.
Don Luis Hermosilla Osorio, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Andrés Bello.


Señaló que el título de la indicación sustitutiva parecía proteger la garantía del artículo 19, número 4, de la Constitución, la que consagra el respeto y la protección a la vida privada, pública y el respeto a la honra de la persona y de su familia. Sin embargo, si se lee su contenido, resulta sorprendente comprobar que lo que se fortalece es la garantía del artículo 19, número 12, es decir, de la libertad de opinión y de información, garantía y derecho fundamental en un sistema democrático y que es partidario de ampliar, pero le parecía equívoco que a través de una indicación que, aparentemente, pretende fortalecer una garantía, en definitiva, producto de la lógica y natural tensión que hay entre estas dos normas del artículo 19, se privilegie la del número 12.


La norma del número 12, que consagra la libertad de emitir opinión y de informar sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder por los delitos, así definida en la Constitución, concepto, a su vez, ampliado en la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información, el que, en un mismo sentido, ya venía ampliado en la norma anterior, es decir, la ley sobre abusos de publicidad.


De acuerdo al artículo 1° de la ley 19.733, se entiende que la libertad del artículo 19, número 12, incluye, entre otras cosas, el buscar y recibir informaciones y difundirlas. La norma anterior hablaba de investigar.


Dijo entender que el inciso primero del artículo 1° de la indicación admite una doble lectura. En efecto, esa norma indica que “Serán protegidos civilmente de todo género de intromisiones ilegítimas los derechos a la honra, al honor, a la privacidad y a la propia imagen. El daño efectivo que de ello resultare será reparado.”. La primera acepción es que podría pensarse que se está refiriendo sólo a la protección civil, sin perjuicio de otro tipo de protecciones, pero, a su entender, por la forma en que está redactado, podría entenderse asertivamente que tales derechos van a ser protegidas exclusivamente en forma civil.


Señaló que el artículo 1° expresa que habrá protección de la “intromisión “. En consecuencia, no hay garantía de cualquier agresión. El diccionario de la Real Academia señala que “intromisión” quiere decir “acción o efecto de entremeter o entremeterse”. A su vez, entremeter quiere decir “meterse donde no lo llaman, inmiscuirse en lo que no le toca”. De lo anterior, desprendió que la protección que brinda la indicación sustitutiva dice relación sólo con uno de los derechos que se invoca, que es el de la vida privada. Respeto de ésta puede haber un acto de intromisión, pero respecto del derecho a la honra o al honor, normalmente no hay intromisiones. Pueden haber agresiones, lesiones, debilitamientos, pero es muy raro que se entrometan en la honra de alguien.


Este hecho corresponde al sustento de la indicación y en definitiva la tensión que está regulando es entre dos derechos, el derecho a la vida privada, que es uno solo de los derechos que reconoce el artículo 19, número 4, de la Constitución Política, versus el que consagra el número 12, pero también entendido en uno de los aspectos a los cuales dice relación, por cuanto la libertad o el derecho consagrado en esta última norma es una garantía amplia que se reconoce respecto de todos los ciudadanos, no sólo respecto de los medios de comunicación. Evidentemente, ellos tienen dentro de la esencia de su actividad el ejercicio de esta garantía, pero no son los únicos titulares de esa garantía. Recordó que en materia de medios de comunicación hay una industria económica.


Expuso que a lo largo de toda la indicación hay una preocupación justamente por regular la expresión de los medios de comunicación en el ejercicio del artículo 19, numero 12, versus uno de los derechos del artículo 19, número 4, que es la protección a la vida privada. Al respecto dijo creer que de aprobarse la indicación sustitutiva habrá un proceso de debilitamiento del artículo 19, número 4 de la Carta Fundamental.


Agregó que en el artículo 5°, al definirse la intromisión ilegítima, de las tres conductas que engloba el artículo 19, número 12, sólo se considera que puede ser constitutiva de intromisión ilegítima la divulgación o extensión de información y empieza a quedar de lado todo lo relativo a la búsqueda de información. Por la vía legal se podría lesionar la garantía del artículo 19, número 4 de la Constitución.


Sostuvo que los periodistas no tienen licencia para decir lo que quieran, citando al efecto el caso de un diario en que a un diputado se le hace una afirmación respecto de conductas que estaban conforme a derecho y se introducen afirmaciones respecto a su vida privada en las cuales se genera daño personal. Incluso en el mismo medio se hace una referencia al abogado que lo defiende -el mismo- , dándole el trato de fáctico. Al respecto, señaló no reconocerle derecho a ningún periodista que, por el hecho de haber estudiado esa profesión, pueda hacer referencia a su persona, entre otras cosas, porque la lógica del medio de comunicación no es neutral. 


Expresó que el proyecto contiene un artículo clave, el 4°, que establece que “Ningún precepto de esta ley se interpretará de una manera que obstaculice el ejercicio del derecho a buscar, recibir y difundir informaciones y opiniones”. Al juez se le está dando un criterio de interpretación tremendamente poderoso, se le dice que nunca puede resolver el conflicto en perjuicio del ejercicio del derecho a buscar, recibir y difundir informaciones. Esta norma obliga a que la discusión de esta iniciativa sea con mayor profundidad, extensión y convocatoria, más amplia en el plano académico, intelectual y de la discusión pública. Porque pareciera ser que los actores relevantes de esta discusión son, precisamente, quienes representan a la industria de los medios de comunicación que hacen una actividad lucrativa y cuyo interés es ampliar ciertos campos. No están presentes los débiles, no están presentes las personas. Aquí se debe proteger a los débiles de aquellos que tienen mayor poder.


Señaló que normalmente la garantía de la protección a la vida privada, no tiene un carácter social en el sentido de que el sujeto activo, el beneficiado, sea un conglomerado, sino que es normalmente una persona, es un derecho que se radica en tanto cuántas personas haya. La vida privada de cada persona tiene una expresión propia, está constituida por actos propios y por circunstancias propias y, en consecuencia, lo que interesa es que esa garantía, respecto de cada uno, esté suficientemente asegurada. Y se viola respecto de una persona y no respecto de un conglomerado. En el caso del artículo 19, número 12, normalmente, la agresión a esa garantía afectará a un conglomerado. Cuando un tribunal dictaba una prohibición de informar, afectaba a todos pero sí a él lo tratan de fáctico es él quien entiende que lo están menoscabando y es él quien tiene derecho a invocar esa garantía que el conjunto de la sociedad chilena reconoce respecto de todos. Basta con que a una persona se le lesione en el ejercicio de su derecho del artículo 19, número 4, para que se amague y se afecte la garantía completa.


Le pareció positiva la idea de proteger esta garantía con el establecimiento de sanciones civiles fuertes, eficaces y reales. Estimó que ello está mejor reflejado en el proyecto aprobado por esta Comisión y no en la indicación sustitutiva porque en esta última existen indemnizaciones civiles timoratas, restringidas y con reglas que atemorizan al juez. Calificó de “deliciosas” las indemnizaciones simbólicas las que no entendía que eran.


Refiriéndose a los artículos 6° y 7°, señaló que en ellos se profundizan los problemas que aparecen en la definición del artículo 5°, porque qué pasa si alguien pone un micrófono en la casa de una persona que ha expuesto permanentemente su vida privada a la opinión pública, ¿ habrá o no habrá intromisión ilegítima?.


Sostuvo que la letra b) del artículo 7° es muy grave porque al margen de las imprecisiones en el lenguaje utilizado, establece un derecho absoluto que afecta un derecho constitucional. Creía que, a lo menos, debería haber protección frente al error en la “búsqueda” de la información periodística.


Insistió en sentirse más cercano al proyecto original. En esta materia se debe ir legislando con prudencia e ir modificando tradiciones y conductas en forma paulatina. El imponer sanciones civiles es un paso importante, pero, adicionalmente, es necesario que tales sanciones sean reales y constituyan un factor de disuasión. Debe haber procedimientos simples y expeditos.


Afirmó que se deben explorar campos de mayor creación para ver contrapesos, tales como la posibilidad de que las personas afectadas tengan la acceso a una especie de auditoria en que se verifique la información del periodista, ya sea por un tribunal de honor o por otro medio.


Refiriéndose al artículo 11, inciso segundo, el cual dispone que “el juez procurará que la indemnización sea estrictamente reparadora y no se constituya en ocasión de enriquecimiento ni para el afectado ni para quien efectuó la intromisión.”, señaló que la indemnización de perjuicios normalmente es reparadora, no es generadora de un lucro adicional, nadie se enriquece con las indemnizaciones. Hizo presente que se trata de un área en la cual las agresiones al derecho constitucional protegido, siempre provocan un daño que con posterioridad podrá ser mitigado o compensado, pero nunca eliminado. Al respecto, no comparte que se hable de impedir una eventual “industria de litigación” porque con ese criterio podría haber exceso de demandas en todos los ámbitos y no sólo en este.


Tampoco comparte que las autoridades tengan que verse obligadas a publicitar su vida privada, ya que eso supone la existencia de ciudadanos modelos y que sólo ellos podrían legislar.


Abundando sobre el tema, señaló que la situación de las personas que optan a cargos públicos es complicada pero, al menos, en esos casos hay una decisión personal. Más preocupante es la situación de los particulares, sobre todo si se considera la propuesta de la letra c) del artículo 7° cuando indica que “c) La búsqueda o divulgación de informaciones que, aunque pertenecientes en principio a la esfera de privacidad de una persona, se relacionen con el ejercicio de alguna profesión, oficio o actividad relevante para la comunidad y cuyo conocimiento poseyere interés público real.”. Es decir, cabrían casi todas las personas, dependiendo del criterio que se utilice.


Señaló que en el proyecto original, aprobado por esta Comisión, se establece una norma muy importante que resuelve gran parte de estos problemas. En efecto el artículo 6, letra b) dispone que se considerarán intromisiones ilegítimas: “b) La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo”. Por ello, reitera su preferencia por dicho proyecto, tanto porque sus normas son más precisas como porque responde a la forma en que se ha legislado en el país sobre la materia.


Criticó que la indicación sustitutiva pretenda poner en la ley una norma como la señalada en la letra a) del artículo 7°, que indica que no constituirá intromisión ilegítima “a) La divulgación de hechos pertenecientes, en principio, a la esfera de la privacidad de quienes ejerzan cargos públicos o desempeñen funciones de relevancia pública, cuando los hechos divulgados se relacionen con los deberes del cargo o de la función, con la competencia para llevarlos a cabo, o con las expectativas que, respecto del propio comportamiento, generó quien ejerce el cargo público o desempeña la función del caso”. Al respecto, no entendía que se necesite una ley para que un periodista tenga un respaldo, un derecho legal, para revisar respecto de las autoridades si están satisfaciendo las expectativas que generaron cuando hicieron la campaña. Creía que se trataba de algo absolutamente innecesario como que tampoco sería materia de ley. Su lógica sería totalitaria, porque buscaría un hombre perfecto.


Indicó que el rol del periodismo de investigación tiene que ver con el poder, más que con las personas. Le parecía más democrática una sociedad cuando el poder es mejor contrapesado, particularmente mirado desde las minorías


Dijo percibir un fenómeno nuevo que se encuentra en una zona gris y que se refiere a las investigaciones que realiza la prensa acerca de hechos que tienen caracteres de delito. Creía que los juicios paralelos son extremadamente peligrosos porque muchas veces la prensa trata algunas situaciones que no son delitos como si lo fueran. Recordó que el único que puede establecer la existencia de delitos en una sociedad democrática es un tribunal. En esta materia se debe avanzar con mucho cuidado porque no basta la apariencia de la comisión de un delito.


Reiteró que respecto de las autoridades sólo es público aquello referido al ejercicio de su cargo, pero si cuenta una anécdota de su vida personal no puede después reprochar a nadie que la repita.


Terminó señalando que el derecho constitucional no sólo ampara la búsqueda de información sino que también la recepción, que es una conducta pasiva, no de indagación, es simplemente una actitud de secretaría.

INFORME DE LA COMISIÓN


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 11ª., de 3 de julio de 2001, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, las que constan en la hoja de tramitación preparada por la Secretaría de la Corporación, más las formuladas en el seno de la Comisión.


Cabe hacer presente, en todo caso, que en el seno de la Comisión se formalizaron, además de diversas indicaciones parlamentarias, dos indicaciones substitutivas totales, propuestas por el Ejecutivo y los diputados señores Burgos y Bustos, respectivamente, pronunciándose, en definitiva, la Comisión por la de los parlamentarios.


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.
De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.


Ninguna disposición se encuentra en esta situación.

2.
De las disposiciones que tienen rango de ley orgánica constitucional o que deben aprobarse con quórum calificado.


La Comisión acordó, por unanimidad, que el artículo 10 en cuanto entrega competencia para conocer de las acciones civiles a los jueces de letras en lo civil del domicilio del afectado, establece una nueva regla al respecto que se aparta de la norma general, circunstancia que le da rango de ley orgánica constitucional, de conformidad a lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política.

3.
De las disposiciones suprimidas.


En esta situación se encuentran únicamente los artículos 11 y 13 del proyecto aprobado por la Comisión en su primer informe, por cuanto las ideas que contienen no fueron consideradas en la indicación substitutiva total que, en definitiva, se aprobó.

4.
De las disposiciones modificadas.


Todos los artículos del texto propuesto por la Comisión en su primer informe, salvo el artículo 2° y la letra c) del artículo 8°(pasó a ser 7°), fueron objeto de modificaciones.


A continuación, se efectúa una reseña del debate que dio origen a las modificaciones que se tratan en este capítulo:

a) Artículo 1°.-


Esta disposición, ubicada en el Título I sobre las Normas Generales, establece que los derechos relativos al respeto y a la protección de la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia, a la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada, serán protegidos civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas, de acuerdo con esta ley.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“Los derechos inherentes a la personalidad relativos al respeto a la protección de la vida privada y pública, a la honra y al derecho a la propia imagen de la persona y su familia, a la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada, serán protegidos civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley.”.


La indicación incorpora al texto original la protección de la propia imagen y da a los derechos que describe el carácter de inherentes a la personalidad, fórmula jurídica, a juicio del diputado señor Burgos, que recogería la forma en que los tratadistas se refieren a los derechos más importantes que se garantizan a las personas.


Se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.

b) Artículo 3°.-


Señala que la protección civil que se confiere respecto de los derechos indicados en el artículo 1°, deberá entenderse delimitada por las leyes y por los usos sociales, atendiendo a lo que cada persona considera que está reservado para si misma o para su familia, según sus propios actos o pautas de comportamiento.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“La protección civil que esta ley confiere respecto de los derechos indicados en el artículo 1°, se entenderá delimitada por las leyes y por los usos sociales, atendiendo a lo que cada persona considera que está reservado para si misma o para su familia, según sus propios actos.”.


La indicación, casi idéntica al texto original propuesto por la Comisión, toda vez que se limita a suprimir la frase final “ y pautas de comportamiento”, por considerarla innecesaria, se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.


Con posterioridad a la aprobación de esta norma, surgió un debate acerca de la limitación que debiera imponerse a las intromisiones ilegítimas atendiendo al interés público, discutiéndose en lo referente al sentido y alcance de tal limitación, a si debieran considerarse determinados ejemplos que definieran este interés y, por último, acerca de la conveniencia de ubicar la mención de esta limitante en el marco general del proyecto que es, precisamente, el que representa este artículo.


La Comisión, luego de un arduo debate, coincidió con la opinión del diputado señor Bustos en cuanto a lo apropiado de expresar este límite en este artículo, toda vez que constituyendo el marco dentro del que se encuadra la protección civil que se acuerda respecto de los derechos que se confieren en el artículo 1°, tendría, al igual que las otras limitantes que se señalan, vale decir, las leyes y los usos sociales, un carácter general.


En consecuencia, este artículo, aprobado por unanimidad, quedó como sigue:


“La protección civil que esta ley confiere respecto de los derechos indicados en el artículo 1°, se entenderá delimitada por las leyes, por el interés público y por los usos sociales, atendiendo a lo que cada persona considera que está reservado para si misma o para su familia, según sus propios actos.”.

c) Artículo 4°.-


Señala que no se entenderá que existe intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviese expresamente autorizada por la ley, cuando se tratare de actuaciones autorizadas por juez competente o cuando el titular del derecho hubiese otorgado al efecto su consentimiento.


Su inciso segundo añade que el consentimiento a que se refiere el inciso anterior será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse, en su caso, los daños y perjuicios que con ello se causen.


Su inciso tercero previene que el consentimiento de los menores e incapaces se sujetará a las reglas generales de la legislación civil. No obstante la oposición de cualquiera de ellos prevalecerá siempre.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una nueva indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“No se entenderá que existe intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando se tratare de actuaciones expresamente autorizadas por juez competente o cuando el titular del derecho hubiere otorgado expresamente su consentimiento.


Dicho consentimiento será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse los daños y perjuicios efectivos que con ello se causen.


El consentimiento de los menores e incapaces se sujetará a las reglas generales de la legislación civil . No obstante, la oposición de cualquiera de ellos prevalecerá siempre.”.


Los autores de la indicación señalaron que se había suprimido del inciso primero la referencia a la intromisión autorizada por la ley, por ser innecesaria, como también que se mantenía la revocación del consentimiento en cualquier momento, a que alude el inciso segundo, porque ello permitía al afectado poner término a algo que con posterioridad a su anuencia, podría resultar inapropiado. En todo caso, la revocación produciría efectos sólo hacia lo futuro, no afectando lo ya hecho, por lo que no parecía necesario, como lo insinuaban los representantes del Ejecutivo, fijar un plazo al interesado para que pudiera hacer efectiva la revocación.


Finalmente, la frase final del inciso tercero se justificaba en las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, las que establecen que el menor siempre debe ser escuchado y su opinión prevalece. 


La Comisión procedió a aprobar la indicación por unanimidad, sin otra modificación que la de referir la posibilidad de oposición a que se refiere el inciso final, únicamente al menor incapaz relativo.

d) Artículo 5°.-


Dispone que la acción indemnizatoria de perjuicios que establece esta ley, es personalísima y, por consiguiente, no puede cederse ni transferirse a título alguno por acto entre vivos. No obstante, es transmisible al cónyuge, a los descendientes, ascendientes y hermanos por consanguinidad de la persona afectada, que viviesen al tiempo de su fallecimiento, o en su defecto, a la persona designada en su testamento.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“La acción indemnizatoria de perjuicios prevista en esta ley es personalísima y consiguientemente no puede cederse ni transferirse a ningún título por acto entre vivos. No obstante, es transmisible al cónyuge, a los ascendientes, descendientes y hermanos por consanguinidad de la persona afectada que viviesen al tiempo de su fallecimiento o en su defecto, a la persona designada en su testamento.


La acción indemnizatoria prescribe en el lapso de un año desde que el directamente afectado pudo ejercerla.”.


La indicación, que solamente agrega un inciso segundo al texto original para reglar la prescripción de la acción indemnizatoria, fue objeto de las siguientes observaciones:


En el inciso primero, los mismos autores de la indicación, propusieron suprimir la frase “ que viviesen al tiempo de su fallecimiento” por razones de obviedad, como también sujetar la transmisibilidad de la acción indemnizatoria a las normas generales del derecho sucesorio, substituyendo la oración que sigue al punto seguido, por la siguiente: “No obstante, es transmisible a los herederos de la persona afectada. 


La Comisión acordó, además, como una forma de precisar la fecha en que debe comenzar a correr la prescripción, substituir el inciso segundo por el siguiente:


“La acción indemnizatoria prescribe en el lapso de un año desde que el directamente afectado o sus herederos, en su caso, tomaron conocimiento del hecho que la motiva”.


Se aprobaron por unanimidad.

e)
La indicación substitutiva de los diputados señores Burgos y Bustos propuso reemplazar el epígrafe del Título II por el siguiente:


“De la protección civil de la privacidad, honor y propia imagen.”., la que fue rechazada por unanimidad, manteniéndose el texto original de la Comisión.

f)
Artículo 6°.-


Señala que se considerarán intromisiones ilegítimas los seis casos que enumera, todos los que la Comisión acordó tratar separadamente:

Letra a).


Considera como tal el emplazamiento o utilización en cualquier lugar, de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de cualquier otro medio destinado a captar, interceptar, grabar o reproducir conversaciones o comunicaciones de carácter privado; o a fotografiar, fotocopiar o reproducir documentos o instrumentos del mismo carácter; o a captar, grabar, filmar o fotografiar imágenes o hechos de carácter privado.


La indicación substitutiva presentada por los diputados señores Burgos y Bustos, difería únicamente en que no incluía la palabra “emplazamiento” al inicio de la letra.


El diputado señor Paya estimó indispensable agregar dicho vocablo por cuanto podría sostenerse que la instalación de un micrófono no constituiría una intromisión ilegítima, lo que parecía absurdo, porque si la instalación se efectúa en un lugar en el que no se tiene derecho a escuchar nada, es, precisamente, porque se quiere utilizar el aparato, opinión con la que coincidió el diputado señor Bustos quien estimó que si bien, la palabra utilización podría comprender todo, parecía más prudente precisar más, dado el empleo de términos técnicos en estas materias.


Finalmente, se acordó, por mayoría de votos (8 votos a favor y 1 en contra) acoger la indicación, anteponiéndole los términos “El emplazamiento o” y efectuando otras rectificaciones puramente formales.

Letra b).

Señala que constituyen intromisiones ilegítimas, la divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo.


Respecto de esta letra, y con ocasión de una indicación presentada por el Ejecutivo para establecer los límites a los casos que se consideran intromisiones ilegítimas de que trata este artículo, en la que se establecía que no se incurría en tales intromisiones cuando éstas decían relación con materias de interés público, la Comisión estimó extremadamente dificultoso establecer un concepto de dicha limitante y demasiado amplios los casos o ejemplos que se consideraban de interés público y, por tanto, que no se estimaban intromisión ilegítima, manifestándose favorable a efectuar una remisión al artículo 30 de la Ley de Prensa, la que si bien incluía ejemplos o casos semejantes a las que señalaba dicha indicación como hechos de interés público de una persona, se circunscribía al delito de injuria. No obstante lo anterior, luego de largo debate, se terminó por acoger una sugerencia de la diputada señora 
Guzmán en orden a incluir como norma de resguardo frente a la limitante del interés público, la idea contenida en el inciso final del citado artículo 30 de la Ley de Prensa, acordando, además, a sugerencia del diputado señor Luksic, incluir dicha idea al final de esta letra.


En tal sentido, se agregó a esta letra, aprobada por unanimidad, el siguiente párrafo 
segundo:


“Para los efectos de esta letra, se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito.”.

Letra c).-


Incluye entre las intromisiones ilegítimas, la revelación de datos privados de una persona o familia, conocidos a través de la actividad profesional u oficial de quien los revela.


A sugerencia de los representantes del Ejecutivo, los diputados señores Ceroni y Paya, presentaron una indicación para agregar al final, precedidas por una coma, las expresiones “ o de un tercero”, a fin de considerar también intromisión ilegítima las revelaciones de hechos íntimos conocidos por medio de un tercero.


Se aprobó la indicación, conjuntamente con la letra, por mayoría de votos.

Letra d).-


Señala que constituyen intromisión ilegítima, la captación, reproducción o publicación por fotografías, filme o cualquier otro procedimiento, de la imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el artículo 8°.


No fue objeto de indicaciones, manteniéndose el texto de la Comisión sin más variaciones que el cambio de la referencia al artículo 8° por 7°.

Letra e).-


Considera intromisión ilegítima la utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir esta letra por la siguiente:


“La captación, reproducción o publicación de la imagen de una persona para fines comerciales, publicitarios o de una índole semejante, salvo voluntad expresa de su titular en orden a disponer de ella.”.


Se aprobó sin mayor debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Letra nueva. (pasó a ser f).


A proposición del diputado señor Bustos, quien planteó la conveniencia de separar la utilización del nombre y la voz de una persona, de la utilización de la imagen, dada la estructura de la indicación substitutiva que propone junto con el diputado señor Burgos, se propuso la siguiente letra nueva:


“f) La utilización del nombre o de la voz de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga, salvo voluntad expresa de su titular en orden a disponer de ella.”.


Se aprobó por unanimidad.

Letra f).- (pasó a ser g).


Incluye la utilización de mecanismos, medios o procedimientos análogos a los anteriores.


La Comisión acordó, por unanimidad, aprobar esta letra, agregándole, después de la palabra “procedimientos” los términos “ o acciones”y dejando constancia que la enumeración de las causales de intromisión ilegítima contenidas en este artículo, sería taxativa, pero abierta a la posibilidad de otras situaciones análogas que pudieran enmarcarse en los límites que establece tal enumeración.

g) Artículo 7°.- ( pasó a ser 8°).


Esta norma señala que dará lugar también a la responsabilidad civil establecida en esta ley, toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“Toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, como asimismo, los abusos que con ocasión de aquéllas se cometieran en ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del N° 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, dará lugar a la responsabilidad civil establecida en esta ley.”.


La indicación, que incluye las acciones ilícitas cometidas con ocasión del ejercicio de la libertad de opinión y de información, fue objeto de una revisión a proposición del diputado señor Burgos, quien creyó necesario, por razones de mayor precisión, hacer referencia a las acciones indemnizatorias que se originarían de los hechos descritos.


La Comisión, por unanimidad, acogió la proposición del diputado, quedando este artículo como número 8° de acuerdo a la nueva estructura del proyecto determinada por la indicación substitutiva, y con el siguiente texto:


“Toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, como asimismo, los abusos que con ocasión de aquéllas se cometieran en ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del N° 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, dará lugar al ejercicio de la acción indemnizatoria para hacer efectiva la responsabilidad civil establecida en esta ley.”.

h) Artículo 8°.- (pasó a ser 7°).


Señala las limitaciones al derecho que se tiene sobre la propia imagen, indicando que ello no impedirá:

Letra a).-


Señala que el derecho a la propia imagen no impedirá la captación, reproducción o publicación, por cualquier medio, de imágenes gráficas cuando se trate de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto o en lugares abiertos al público.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir esta letra por la siguiente:


“a) La captación, reproducción o publicación, por cualquier medio, de imágenes gráficas cuando la imagen se capte durante un acto de interés público o en lugares abiertos al público, salvo que, atendidas las circunstancias, estén acompañados de una razonable expectativa de privacidad.”.


Fundamentaron los parlamentarios su indicación, en que ella se distinguía del texto original en cuanto a extender la excepción a todas las personas y no sólo a aquellas que ejercían un cargo o profesión de notoriedad, como también que se establecía una contraexcepción para los casos en que existiera una razonable expectativa de privacidad, toda vez que también en los lugares públicos puede haber privacidad o la posibilidad de que la haya.


El diputado señor Pérez Lobos discrepó de este último aserto por considerar que establecía una protección exagerada, toda vez que si una persona que goza de notoriedad concurre a un lugar público, no puede pretender o alimentar expectativas de privacidad.


Si bien en un principio, la Comisión se inclinó por acoger esta indicación, un segundo análisis del texto permitió concluir que lo que se buscaba, en realidad, era dar una mayor protección a la privacidad de una persona común y no a la de quien gozara, por un motivo u otro, de notoriedad, la cual debería estar más afecta al escrutinio público. No obstante, no se trataba tampoco de permitir un escrutinio ilimitado que, incluso, pudiera afectar la dignidad de la persona.


En atención a lo anterior, los diputados señora Soto y señores Bustos, Ceroni y Pérez Lobos, presentaron una indicación para mantener el texto original de la Comisión, agregándole al final, después de la palabra “público”, la oración “ salvo que en este último caso, se afecte la dignidad de la persona.”, proposición que se aprobó por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 2 abstenciones).


Por último, se estimó necesario, dada la estrecha relación que existe entre esta norma y la letra d) del artículo 6°, referida a uno de los tipos de intromisión ilegítima que afecta la imagen de una persona, uniformar los términos empleados en ambas disposiciones.


Asimismo, se acordó precisar que los actos a que se refiere esta letra son también de carácter público, respecto de los cuales rige igualmente la salvedad de no afectar la dignidad de la persona. 


En definitiva, el texto de esta letra quedó como sigue:


“a) La captación, reproducción o publicación por fotografías, filme o cualquier otro medio de la imagen de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto público o en lugares abiertos al público, salvo que se afecte la dignidad de la persona.”.

Letra b).-


Agrega que el derecho a la propia imagen no impedirá la utilización de la caricatura de dichas personas ( es decir, las que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública,) de acuerdo con el uso social.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir esta letra por la siguiente:


“La utilización de la caricatura de personas que ejerzan un cargo público o una profesión o actividad de notoriedad o proyección públicas, de acuerdo con el uso social.”.


Se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.

Letra c).-


Agrega como excepción la información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público, cuando la imagen de una persona determinada aparezca como meramente accesoria.


Se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.


El inciso segundo de este artículo establece que las excepciones contempladas en las letras a) y b) no serán aplicables respecto de las autoridades o personas que desempeñen funciones que por su naturaleza necesiten el anonimato del que las ejerza.


La Comisión, sin debate y por unanimidad, acordó suprimir este inciso.

Artículo 9°.- (pasó a ser 10).


Este artículo, primero del Título III que trata de la competencia y del procedimiento, señala que será competente para conocer de las causas que se promuevan por intromisiones ilegítimas, el juez de letras en lo civil del domicilio del afectado.


Su inciso segundo agrega que en los casos que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, se estará a lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


Será competente para conocer de las causas que se promuevan por concepto de violación de los derechos previstos en la presente ley, el juez de letras en lo civil del afectado y de la acción penal privada por los delitos señalados en la letra e) del artículo 55 del Código Procesal Penal, el juez de garantía correspondiente.


Su inciso segundo agrega que en los casos que el juez competente en sede civil corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, se estará a lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


El diputado señor Burgos, revisando la indicación, propuso reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Será competente para conocer de las acciones que se ejerzan con ocasión de la afectación de los derechos previstos en la presente ley, el juez de letras en lo civil del domicilio del afectado. y de la acción penal privada el juez de garantía competente de acuerdo con las normas del Código Procesal Penal.”.


Se aprobó la indicación con la nueva proposición para el inciso primero, sin debate, por unanimidad, pero suprimiendo la referencia a la norma de competencia para la acción penal privada por ser una aplicación de las normas generales. 

Artículo 10.- ( pasó a ser 11).


Señala el procedimiento aplicable al ejercicio de las acciones que emanan del proyecto, señalando que las causas se tramitarán conforme a las normas del procedimiento sumario, sin perjuicio de las modificaciones establecidas en esta ley.


Su inciso segundo agrega que una vez presentada la demanda, el tribunal citará a las partes a una audiencia de conciliación, contestación y prueba, dentro de cinco días, contados desde la notificación de la resolución respectiva, debiendo apreciarse la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Su inciso tercero señala que todo incidente que se plantee durante el proceso deberá resolverse de plano por el juez, sin dilatar el procedimiento, siendo inapelables las resoluciones que los resuelvan.


Su inciso cuarto agrega que la sentencia definitiva que acoja la acción, será apelable sólo en el efecto devolutivo.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“Las causas civiles se tramitarán conforme a las normas del procedimiento sumario establecidas en el Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las modificaciones establecidas en esta ley.


Presentada la demanda, el tribunal citará a las partes a una audiencia de conciliación y contestación dentro de diez días, contados desde la notificación de la resolución respectiva.


Vencido el término de prueba y dentro de los cinco días siguientes , las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Expirado este plazo, se haya o no presentado escrito y existan o no diligencias pendientes, el tribunal, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia. La prueba se apreciará según las reglas de la sana crítica.


Todo incidente que se plantee durante el proceso deberá resolverse de plano por el juez, en cuaderno separado y sin suspender el procedimiento especial. Las resoluciones que resuelvan incidentes serán inapelables, salvo que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


La sentencia definitiva que acoja la acción será apelable en el sólo efecto devolutivo.


La parte vencida podrá exigir que no se ejecute la sentencia mientras la parte vencedora no rinda caución suficiente a satisfacción del tribunal que haya dictado la sentencia recurrida.


Las causas criminales originadas por el ejercicio de la acción penal privada, se tramitarán conforme a las normas del Código Procesal Penal, con excepción de aquellas regiones del país en que aún no hubiere entrado en vigencia, en las cuales regirá el procedimiento penal anterior.


Se aprobó por unanimidad, sin otra modificación que la de unir los incisos cuarto y quinto y suprimir el inciso final por considerarlo una repetición innecesaria de las reglas generales.

Artículo 11.- ( se suprime)


Dispone que en cualquier estado del juicio, el juez podrá adoptar todas las medidas necesarias para poner fin a la intromisión ilegítima y restablecer al perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromisiones ulteriores.


Las ideas que contiene este artículo no fueron recogidas por la indicación substitutiva total presentada por los diputados señores Burgos y Bustos, de tal manera que debe entenderse suprimido.

Artículo 12.- (pasó a ser 9°).


Dispone que la indemnización comprenderá el daño emergente, el lucro cesante y se extenderá también al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o el medio a través del cual se haya producido. También se valorará el beneficio que haya obtenido el causante de la intromisión ilegítima como consecuencia de la misma.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“La indemnización comprenderá todo daño. El daño se valorará atendiendo a las circunstancias del caso, a la gravedad de la lesión efectivamente producida, al grado o intensidad del descuido en que hubiere incurrido el ejecutor del daño, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido y el beneficio obtenido por el causante de la intromisión.


El juez procurará que la indemnización no constituya ocasión de enriquecimiento, ni para el afectado ni para quien efectuó la intromisión.


La sentencia deberá fijar las costas efectivamente producidas en el juicio, las que deberán ser pagadas por quien pierda el juicio, a menos que el tribunal justifique que la pretensión solicitada, y no concedida, o la defensa alegada y desechada, no fuesen constitutivas de su pago.”.


Respecto de esta indicación, la Comisión acogió por unanimidad el inciso primero, pero por igual quórum desechó los incisos segundo y tercero por considerar que ellos no eran más que una aplicación de las reglas generales. 


Asimismo, a sugerencia de los representantes del Ejecutivo, quienes recordaron que durante el debate se había acordado establecer la responsabilidad solidaria de los medios de comunicación, la Comisión consideró necesario agregar un nuevo inciso que estableciera expresamente tal responsabilidad. Al respecto, el diputado señor Ceroni estimó innecesario tal agregado toda vez que el inciso segundo del N° 4 del artículo 19 de la Carta Política, se refería en su parte final a la responsabilidad solidaria que afectaba a los responsables de los medios de comunicación en lo relativo a las indemnizaciones que procedan, sosteniendo que la redacción en plural de tales términos comprendía no sólo la indemnización proveniente del ejercicio de la acción penal sino también la que emanara de la acción civil.


El diputado señor Burgos señaló, asimismo, que tal materia podría quedar sujeta, sin necesidad de disposición expresa, a las reglas generales las que permiten demandar perjuicios en tales casos.


Finalmente, la Comisión se inclinó por establecer expresamente la responsabilidad solidaria como una forma de evitar posibles interpretaciones y por estimar que la redacción del inciso segundo del N° 4 del artículo 19 de la Constitución, se refería únicamente a la indemnización civil emanada de un hecho delictuoso.


En tal entendido, los diputados señora Soto y señores Ascencio, Bustos, Ceroni, Luksic, Paya y Pérez Lobos, propusieron una indicación para agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


“Además, tratándose de medios de comunicación social, los propietarios, editores, directores y administradores serán solidariamente responsables del pago de las indemnizaciones que pudieren resultar del ejercicio de la acción civil establecida en esta ley.”.


Se aprobó por unanimidad.

Artículo 13.- (suprimido)


Establece que el importe de la indemnización corresponderá a los causahabientes y, en su defecto, a las personas designadas en el testamento, en la proporción en que la sentencia estime que han sido afectadas.


Las ideas que contiene este artículo no fueron consideradas en la indicación substitutiva, razón por la que debe entendérselo suprimido.

Artículo 14.- (pasó a ser inciso segundo del artículo 5°).


Dispone que las acciones que emanan de esta ley prescribirán transcurrido un año desde que los afectados pudieron ejercerlas.


Esta norma, con otra redacción y fijando con más precisión la época en que comenzará a correr la prescripción, pasó a ser inciso segundo del artículo 5°.

5.
De los artículos nuevos introducidos.


La Comisión introdujo un nuevo artículo, el que figura como final.

Artículo final.


Esta disposición introduce diversas modificaciones al Código Penal, las que se reseñan a continuación:

1)
El artículo 144 castiga con reclusión menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) o multa de seis a diez unidades tributarias mensuales al que entrare en morada ajena contra la voluntad de su morador.


Su inciso segundo agrega que si el hecho se ejecutare con violencia o intimidación, el tribunal podrá aplicar la reclusión menor hasta en su grado medio ( 61 días a 3 años) y elevar la multa hasta quince unidades tributarias mensuales.


Los diputados señores Burgos y Bustos y el Ejecutivo presentaron una indicación, del todo coincidente, para substituir este artículo por el siguiente:


“El que entrare o permaneciere en la morada de otro sin su consentimiento, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio ( 61 días a 3 años) y multa de diez a cincuenta ingresos mínimos.


Será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) o multa de diez a cincuenta ingresos mínimos, el que, infringiendo la prohibición de ingreso que le hubiere sido previamente impuesta por el tribunal competente, entrare o permaneciere en lugar abierto al público.”.


Explicaron su proposición los diputados señalando que ella agregaba la circunstancia de la permanencia en el tipo penal, pero, a la vez, concordaron en la necesidad de mantener el actual inciso segundo de este artículo, el que agrava la penalidad cuando el hecho se ejecuta con violencia o intimidación, dejando al juez la facultad de elevar la pena privativa de libertad y la multa.


Se consideró al respecto la posibilidad de ser obligatorio para el juez agravar la penalidad en el caso del inciso segundo, es decir, cuando hay empleo de violencia o intimidación, primando, en definitiva, el criterio de mantener el carácter facultativo de la norma, permitiendo al juez ponderar la situación.


Cerrado el debate, la Comisión procedió a aprobar por unanimidad la indicación, conjuntamente con la mantención del actual inciso segundo.

2)
El artículo 161-A castiga con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados ( 61 días a 5 años) y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales al que, en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público, sin autorización del afectado y por cualquier medio, capte, intercepte, grabe o reproduzca conversaciones o comunicaciones de carácter privado; sustraiga, fotografíe, fotocopie o reproduzca documentos o instrumentos de carácter privado; o capte, grabe, filme o fotografíe imágenes o hechos de carácter privado que se produzcan, realicen, ocurran o existan en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público.


Su inciso segundo agrega que igual pena se aplicará a quien difunda las conversaciones, comunicaciones, documentos, instrumentos, imágenes y hechos a que se refiere el inciso anterior.


Su inciso tercero señala que en caso de ser una misma la persona que los haya obtenido y divulgado, se aplicarán a ésta las penas de reclusión menor en su grado máximo ( 3 años y un día a 5 años) y multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales.


Su inciso cuarto añade que esta disposición no es aplicable a aquellas personas que, en virtud de ley o de autorización judicial, estén o sean autorizadas para ejecutar las acciones descritas.


Los diputados señores Burgos y Bustos y el Ejecutivo coincidieron en una nueva indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“El que sin el consentimiento del afectado utilizare instrumentos o artificios técnicos para ver hechos o escuchar conversaciones que se llevaren a cabo en los lugares indicados en el inciso primero del artículo 144, o para grabar las imágenes o registrar los sonidos de los mismos, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.”.


Respecto de esta indicación, el diputado señor Bustos, luego de una segunda revisión, propuso mantener el texto del actual artículo 161-A del Código Penal por razones de carácter práctico, destinadas a evitar posibles modificaciones de la tipicidad que podrían significar alguna ventaja para personas actualmente procesadas. Todo ello, sin perjuicio de suprimir en dicho artículo los incisos tercero y cuarto, pasando este último a figurar, a propuesta del diputado señor Ceroni, como un nuevo artículo a continuación de los que propone la indicación como 161-B, C y D, en razón de ser una norma de carácter general aplicable a todos ellos, los que serían complementarios al actual artículo 161-A.


La Comisión, acogió, por mayoría de votos, la proposición del diputado, procediendo a rechazar la indicación y a acordar, también por mayoría, redactar el número 2) de este artículo final en los siguientes términos:


“Suprímense los incisos tercero y cuarto del artículo 161-A.”.

3)
El artículo 161-B castiga con la pena de reclusión menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años) y multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales, al que pretenda obtener la entrega de dinero o bienes o la realización de cualquier conducta que no sea jurídicamente obligatoria, mediante cualquiera de los actos señalados en el artículo precedente. En el evento que se exija la ejecución de un acto o hecho que sea constitutivo de delito, la pena de reclusión se aplicará aumentada en un grado.


Los diputados señores Burgos y Bustos presentaron, coincidentemente con el Ejecutivo, una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“El que sin el consentimiento del afectado grabare imágenes de hechos personales ocurridos en cualquier lugar, lesionando con ello considerablemente la intimidad del afectado, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.


Con la misma pena será castigado el que utilizare instrumentos o artificios técnicos para escuchar o registrar las conversaciones privadas que se llevaren a cabo en lugares distintos al artículo anterior.”


La Comisión, ante una observación, expresó entender que el actuar sin consentimiento del ofendido equivalía a actuar en forma ilegítima, por lo que no parecía necesario incluir dicho término en la descripción de esta figura penal. Asimismo, precisó que la diferencia entre esta figura y la descrita en el artículo 161-A del Código, residía en la circunstancia del lugar en que podrían desarrollarse los hechos, puesto que este último se refería a recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público, en cambio ésta se remitía a cualquier lugar.


El diputado señor Bustos hizo presente una discordancia entre ambos incisos de la indicación, por cuanto refiriéndose el primero a la grabación de imágenes “en cualquier lugar”, la generalidad de tales expresiones comprendía también los lugares en que podría producirse la situación descrita en el segundo. En consecuencia propuso redactar dicho inciso en los siguientes términos:


“Con la misma pena será castigado el que, en cualquier lugar, utilizare instrumentos o artificios técnicos para escuchar o registrar las conversaciones privadas.”.


Se aprobó por mayoría de votos.


Asimismo, estimando complementarios del artículo 161-A del Código Penal, ésta y las demás indicaciones que se proponen a ese Código, la Comisión, a sugerencia del mismo diputado señor Bustos, acordó, basándose en la redacción del actual inciso segundo del citado artículo 161.-A, agregar un inciso tercero a este artículo del siguiente tenor:


“Igual pena se aplicará a quien difunda las palabras, conversaciones o imágenes a que se refieren los incisos anteriores.”.


Se aprobó por mayoría de votos

4)
Los diputados señores Burgos y Bustos, en coincidencia con el Ejecutivo, propusieron un nuevo artículo 161-C del siguiente tenor:


“El que sin el consentimiento del afectado registrare las palabras que le fueran dirigidas confidencialmente por aquel, o grabare las imágenes de acciones íntimas que aquel realizare privadamente en su presencia, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.


La misma pena se impondrá al que, habiendo grabado con el consentimiento de otro imágenes a que hace referencia el inciso anterior, divulgare el contenido de la grabación sin su autorización.”.


Sobre esta nueva norma se suscitó un debate acerca de la posible ilicitud de la simple grabación o registro de las palabras dirigidas por una persona a otra en un plano confidencial, sosteniendo los representantes del Ejecutivo que dada la redacción acordada para la letra a) del artículo 6°, tal hecho constituiría una intromisión ilegítima. En contrario, opinaban quienes sostenían ser necesaria la divulgación para constituir un ilícito.


Finalmente, luego de un largo debate, el diputado señor Bustos hizo presente que la figura descrita en esta norma, estaría comprendida en la que describe el artículo 161-A del Código, el que en su larga lista de verbos rectores, abarcaría las conductas que esta disposición incluye.


Cerrado el debate, la Comisión acordó, por mayoría de votos, rechazar esta parte de la indicación.

5)
Los diputados señores Burgos y Bustos, en coincidencia con el Ejecutivo, propusieron un nuevo artículo 161-D con el siguiente texto:


“El que habiendo participado en alguno de los hechos señalados en los artículos 161-A, 161-B y 161-C inciso primero, sin el consentimiento del afectado revelare los secretos o divulgare las conversaciones o hechos de la intimidad que hubiere descubierto ilegítimamente o divulgare o transmitiere las imágenes o sonidos ilegítimamente grabados o registrados, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de diez a cincuenta ingresos mínimos.


La pena establecida en el inciso anterior, será impuesta como pena única, salvo que de ello se siguiere una ventaja para el culpable, caso en el cual se estará a lo dispuesto en los artículos 74 ó 75 del Código Penal.


El que sin haber participado en la comisión de los hechos antes señalados, difundiere las grabaciones de imágenes o registros de sonido a que se refiere el inciso primero, sin el consentimiento del afectado, sabiendo de la ilegitimidad de su procedencia o no pudiendo menos que conocerla, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.”.


La Comisión llegó a la conclusión respecto de este artículo que, en razón de ser una propuesta complementaria a las anteriores, ya no cabía considerarla, porque, por una parte, estaría comprendida en los artículos anteriores y, por otra, habiéndose rechazado dos de las tres modificaciones propuestas en este artículo final y modificado la tercera, habría perdido sentido. No obstante, el inciso tercero sería una cosa distinta, por cuanto se refiere al tercero que sin participar en las conductas descritas en los artículos anteriores, difunde las grabaciones de imágenes o registros de sonidos, sin el consentimiento del afectado, razón por la que se justificaría que constituyera un artículo aparte.


Ante la objeción de la diputada señora Guzmán respecto de la circunstancia de poderse incurrir en el delito con dolo eventual, según se desprendía del hecho de no poder menos que conocer la ilegitimidad de la procedencia, lo que podría significar un verdadero escollo para la libertad de prensa, se señaló que no cabía otra forma toda vez que de exigirse sólo dolo directo, resultaría especialmente dificultoso acreditar su concurrencia.


En consecuencia, la Comisión procedió, por mayoría de votos, a rechazar los dos primeros incisos de esta proposición y a acoger el tercero, con adecuaciones formales. Figura como artículo 161-C.

6)
Los diputados señores Burgos y Bustos, en coincidencia también con el Ejecutivo, propusieron agregar al artículo 55 del Código Procesal Penal, una nueva letra e) para incluir dentro de las acciones que nacen de los delitos de acción privada, es decir, aquellas que solamente pueden ser ejercidas por la víctima, “ los delitos contemplados en los artículos 161-B, 161-C y 161-D del Código Penal”.


La Comisión, de acuerdo a la nueva estructura propuesta para los artículos que integran este artículo final, acogió esta proposición, por unanimidad, pero sólo referida a las normas signadas con las letras B y C.

6.
De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


No hay artículos que deban ser conocidos por esa Comisión.

7.
De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

1.
La indicación substitutiva total propuesta por el Ejecutivo, en la parte que se detalla a continuación.

"Título I

Normas generales

Artículo 1°.- Los derechos a la honra, al honor, a la privacidad y a la propia imagen serán protegidos civilmente de todo género de intromisiones ilegítimas. El daño efectivo que de ello resultare será reparado. 


Los derechos a la honra, al honor, a la privacidad y a la propia imagen son inherentes a la personalidad. La renuncia a la protección prevista en esta ley será nula, sin perjuicio de los supuestos de autorización o consentimiento a que se refiere el artículo siguiente.


Artículo 2°.- La protección prevista en esta ley no alcanza a aquellos aspectos de la vida de una persona que, atendidos sus propios actos o los usos sociales, no deben entenderse reservados. Tampoco se extiende la referida protección a aquellas informaciones que posean interés histórico, científico, político o cultural relevante. 


Cesa la protección cuando el titular del derecho consiente tácita o expresamente en la intromisión; cuando se trate de actuaciones autorizadas por el juez competente; y, en general, cuando se trate de actos que la ley autoriza expresamente. 


El consentimiento será siempre revocable antes de llevarse a efecto los actos que autorizaba; pero habrá de indemnizarse el daño emergente.


Artículo 3°.- El consentimiento de los menores e incapaces se sujetará a las reglas generales de la legislación civil. No obstante, la oposición de cualquiera de ellos prevalecerá siempre.


Artículo 4°.- Ningún precepto de esta ley se interpretará de una manera que obstaculice el ejercicio del derecho a buscar, recibir y difundir informaciones y opiniones. 

Título II

De las intromisiones ilegítimas

Artículo 5°.- Existe intromisión ilegítima en la esfera protegida por esta ley cuando se divulga o extiende entre el público, sin autorización, informaciones o alegaciones concernientes a hechos de la vida privada o familiar de otro, sin el propósito de servir un interés público o sin mediar un interés privado legítimo, dentro de límites razonables.


Así, se verifica una intromisión de esta índole si se divulga o extiende entre el público informaciones o alegaciones concernientes a la vida privada o familiar de otro que carecen de toda relevancia más allá de su círculo de relaciones o que no son atinentes a las funciones públicas que el sujeto realiza.


En general, no hay intromisión ilegítima si se divulgan informaciones que hieren la sensibilidad de una persona que un sujeto medio estimaría excesiva. Tampoco la hay tratándose de informaciones relativas a actos acaecidos o realizados en lugares que, a cualquier título, sean de libre acceso al público, salvo que, atendidas las circunstancias, estén acompañados de una razonable expectativa de privacidad. 


Así, no hay intromisión ilegítima si se divulgan informaciones que no lastimarían la sensibilidad ordinaria de las personas; si se divulga la permanencia de alguien en un lugar de acceso público; si se extiende entre el público información obtenida en un lugar de acceso público sin usar medios subrepticios, ni traicionar la confianza de aquel a quien concierne directamente la información que se divulga; y, en general, si se divulgan informaciones en cuyo conocimiento hay un plausible interés público.


Artículo 6°.- En especial, se considerarán intromisiones ilegítimas:

a)
La utilización, en cualquier lugar, de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de cualquier otro medio destinado a captar, interceptar, grabar o reproducir conversaciones o comunicaciones de carácter privado; o a fotografiar, fotocopiar o reproducir documentos o instrumentos del mismo carácter; o a captar, grabar, filmar o fotografiar imágenes o hechos de carácter privado;

b)
La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo;

c)
La revelación de datos privados de una persona o familia, conocidos a través de la actividad profesional u oficial de quien los revela.


Artículo 7°.- En especial, no se considerará intromisión ilegítima:

a)
La divulgación de hechos pertenecientes, en principio, a la esfera de la privacidad de quienes ejerzan cargos públicos o desempeñen funciones de relevancia pública, cuando los hechos divulgados se relacionen con los deberes del cargo o de la función, con la competencia para llevarlos a cabo, o con las expectativas que, respecto del propio comportamiento, generó quien ejerce el cargo público o desempeña la función del caso;
b)
Las actividades tendientes a la búsqueda de información relativa a quienes ejercen cargos públicos o funciones de relevancia pública, cuando, a la luz de los antecedentes disponibles, existen motivos razonables para pensar que existe un claro interés público en su divulgación;

c)
La búsqueda o divulgación de informaciones que, aunque pertenecientes en principio a la esfera de privacidad de una persona, se relacionen con el ejercicio de alguna profesión, oficio o actividad relevante para la comunidad y cuyo conocimiento poseyere interés público real.

d)
La búsqueda o divulgación de informaciones que, aunque pertenecientes en principio a la esfera de la privacidad, no lesionarían a una persona de sensibilidad ordinaria;

e)
La divulgación de informaciones o imágenes, obtenidas por medios no subrepticios, en lugares de acceso público, cuando, de acuerdo a las circunstancias, no exista una expectativa razonable de privacidad;

f)
La búsqueda y divulgación de hechos que presenten caracteres de delito o de la participación en ellos;

g)
En general, la divulgación de acontecimientos o manifestaciones que consten en registros o archivos públicos.


Artículo 8°.- La ley protege el derecho de toda persona de disponer de la propia imagen y decidir en qué momento puede ser ella captada, reproducida o publicada para fines comerciales, publicitarios o de una índole semejante. 


Con todo, el derecho a la propia imagen no impedirá:

a)
La captación, reproducción o publicación, por cualquier medio, de imágenes gráficas cuando la imagen se capte durante un acto o en lugares abiertos al público, y

b)
La utilización de la caricatura de personas que ejerzan un cargo público o una profesión o actividad de notoriedad o proyección públicas, de acuerdo a los usos sociales.


Artículo 9.- Darán lugar a la responsabilidad civil establecida en esta ley toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, mediando el propósito de afectar moralmente al ofendido o con grave descuido de la verdad de lo que se le atribuye.

Título III

De la acción indemnizatoria

Artículo 10°.- La acción indemnizatoria sólo corresponderá a los directamente afectados por la intromisión estimada ilegítima o a quienes les sucedan por causa de muerte. 


La acción indemnizatoria es intransferible y prescribirá en el lapso de un año desde que el directamente afectado pudo ejercerla.


El ejercicio de la acción indemnizatoria prevista en esta ley no obsta al ejercicio de la acción penal, si procediere, ni tampoco al ejercicio de los demás derechos establecidos en las leyes.


Artículo 11.- La indemnización comprenderá todo daño. Tratándose del daño moral, el juzgador, al tiempo de fijar la indemnización, atenderá a las circunstancias del caso; a la gravedad de la lesión efectivamente producida en la esfera de la personalidad; al grado o la intensidad del descuido en que hubiere incurrido el ejecutor del daño; y al beneficio obtenido por el causante de la intromisión ilegítima. 


El juez procurará que la indemnización sea estrictamente reparadora y no se constituya en ocasión de enriquecimiento ni para el afectado ni para quien efectuó la intromisión. En consecuencia, y atendidas las circunstancias, el juez podrá fijar una indemnización puramente simbólica.


La sentencia que conceda o no la indemnización deberá fijar las costas efectivamente producidas en el juicio. Quien pierda el juicio deberá pagar las costas efectivamente causadas, a menos que el tribunal justifique que la pretensión solicitada, y no concedida, o la defensa alegada y desechada, habrían sido solicitadas, o invocadas en su caso, por un sujeto razonable. 

Título IV

De la competencia y del procedimiento

Artículo 12.-Será competente para conocer de las causas que se promuevan por intromisiones ilegítimas el juez de letras en lo civil del domicilio del afectado.


En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, se estará a lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 13.- Las causas se tramitarán conforme a las normas del procedimiento sumario establecidas en el Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las modificaciones previstas en esta ley.


Presentada la demanda, el tribunal citará a las partes a una audiencia de conciliación y contestación, dentro de 10 días, contados desde la notificación de la resolución respectiva. 


Vencido el término de prueba y dentro de los cinco días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. 


Expirado este plazo, se haya o no presentado escrito y existan o no diligencias pendientes, el tribunal, de inmediato citará a las partes para oír sentencia. La prueba se apreciará según las reglas de la sana crítica.


Todo incidente que se plantee durante el proceso deberá resolverse de plano por el juez, en cuaderno separado y sin suspender el procedimiento principal. Las resoluciones que resuelvan incidentes serán inapelables, salvo que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


La sentencia definitiva que acoja la acción será apelable en el solo efecto devolutivo. 


La parte vencida podrá exigir que no se ejecute la sentencia mientras la parte vencedora no rinda caución suficiente a satisfacción del tribunal que haya dictado la sentencia recurrida.


Artículo final.- a) Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1.
Sustitúyese el artículo 161-A por el siguiente:


“Artículo 161-A.- El que sin el consentimiento del afectado utilizare instrumentos o artificios técnicos para ver hechos o escuchar conversaciones que se llevaren a cabo en los lugares indicados en el inciso primero del artículo 144, o para grabar las imágenes o registrar los sonidos de los mismos, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cincuenta a quinientas Unidades Tributarias Mensuales.”

2.
Incorpórese el siguiente artículo 161-C nuevo: 


Artículo 161-C.-El que sin el consentimiento del afectado registrare las palabras que le fueran dirigidas confidencialmente por aquel, o grabare las imágenes de acciones íntimas que aquel realizare privadamente en su presencia, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cincuenta a quinientas Unidades Tributarias Mensuales.


La misma pena se impondrá al que, habiendo grabado con el consentimiento de otro imágenes a que hace referencia el inciso anterior, divulgare el contenido de la grabación sin su autorización.

3.
Incorpórese el siguiente artículo 161-D nuevo:


“Artículo 161-D.- El que habiendo participado en la comisión de alguno de los hechos señalados en los artículos 161-A, 161-B y 161-C inciso primero, sin el consentimiento del afectado, revelare los secretos o divulgare las conversaciones o hechos de la intimidad que hubiere descubierto ilegítimamente o divulgare o transmitiere las imágenes o sonidos ilegítimamente grabados o registrados, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a cincuenta ingresos mínimos.


La pena establecida en el inciso anterior, será impuesta como pena única, salvo que de ello, se siguiere una ventaja para el culpable, caso en el cual se estará a lo dispuesto en los artículos 74 o 75 del Código Penal.

SE ACOGIÓ EL INCISO TERCERO.

2.
De los diputados señores Burgos y Bustos las mismas indicaciones anteriores para los artículos 161-A, 161-C y 161- D.

3.
De la diputada señora Guzmán:

1.
Para substituir los artículos 1°, 2° y 3° por el siguiente que pasa a ser 1°:


"Artículo 1°.- Sin perjuicio de las acciones y sanciones penales que sean legalmente procedentes, los atentados y las violaciones al honor y la privacidad serán protegidos civilmente de conformidad a las normas de la presente ley.


Se entiende por privacidad el entorno en el cual una persona desarrolla su vida diaria, mediante hechos y actos no destinados al conocimiento público y en recintos privados. Los hechos ocurridos y los actos cometidos en lugares públicos o de libre acceso público, cualquiera sea su naturaleza, pierden el carácter de privados.".

2.
Para trasladar el artículo 4° al título II.

3.
Para sustituir los artículos 5°, 9°, 10, 11, 12, 13 y 14 por los siguientes:


"Artículo 3°.- Las acciones que establece la presente ley, podrán ser ejercidas por:

a)
El directamente afectado por el atentado contra el honor o por la violación a su privacidad. Si son varios los afectados, se estará a lo establecido en el artículo 21 del Código de Procedimiento Civil;

b)
A falta o defecto del directamente afectado, su cónyuge, sus ascendientes, sus descendientes y hermanos. Iniciada la acción por cualquiera de ellos, se estará a lo dispuesto en el artículo 21 del Código de Procedimiento Civil; y

c)
El representante legal de la persona jurídica cuya reputación haya sido afectada por alguno de los actos que se establecen en el artículo....


El fallecimiento del afectado, no afecta el ejercicio de la acción por las personas señaladas en la letra b) y, de haberla ejercido en vida, cualquiera de ellos podrá continuarla con iguales facultades.


Artículo 4°.- Será competente para conocer de las acciones que establece la presente ley, el juez letrado en lo civil del domicilio del demandante. Estas se tramitarán conforme a las reglas del juicio sumario y la prueba se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica.


El juez tendrá la más amplia potestad cautelar para decretar, desde que se entable la demanda, todas las medidas de protección que estime necesarias para poner término a los atentados contra el honor como a las violaciones a la honra y privacidad del afectado, como también para impedir su repetición, incluyendo el derecho a réplica, de haberse cometido la infracción por algún medio de comunicación social.


La sentencia que acoja la demanda deberá fijar la indemnización de perjuicios por los daños morales y materiales que la infracción haya causado al afectado. Se entenderá que el daño moral existe siempre que se acoja la demanda y se determinará atendida la condición de la persona y el daño causado a su honra y reputación. Tratándose de personas jurídicas se estará al daño material y el daño moral será regulado prudencialmente por el juez
.


Estas acciones prescribirán en el plazo de dos años contados desde que el afectado tuvo conocimiento de la infracción y, si ésta fuere continua o reiterada en el tiempo, desde su última comisión.

4.
Para substituir el Título II por el siguiente:

"Título II

DE LAS INFRACCIONES CONTRA EL HONOR Y LA PRIVACIDAD

Artículo 5°.- Se considerarán como atentados, infracciones o violaciones al honor y a la privacidad de las personas, tanto naturales como jurídicas, las siguientes:

a)
El emplazamiento en recintos privados de cualquier medio destinado a captar, grabar, escuchar, filmar, fotografiar o reproducir por cualquier medio imágenes, sonidos y conversaciones, no destinadas a conocimiento público y realizadas en recintos privados.

b)
La sustracción, reproducción por cualquier medio, y distribución de originales, copias o facsímiles de cartas, documentos o escritos privados no destinados a la publicidad, que se mantengan o guarden en recintos privados.

c)
La divulgación de hechos o datos relativos a la vida privada de una persona o familia, sin autorización del o de los afectados, si fuere más de una persona.

d)
La captación, filmación, reproducción por cualquier medio, de la imagen de una persona en lugares privados, salvo lo establecido en el artículo 6°.

e)
La autorización del nombre de la voz o imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o de cualquier otra naturaleza, sin previa autorización escrita del afectado.

f)
La imputación, distorsión y manipulación de hechos o la manifestación de juicios de valor que, lesionen el honor, dignidad o prestigio de una persona.


Artículo 6°.- No constituyen infracción a las normas de esta ley, las actuaciones autorizadas o decretadas legítimamente por los tribunales de justicia. Tampoco aquellas que tengan una finalidad histórica, científica, cultural o social, siempre que ellas se ajusten a hechos verídicos y comprobados.


Artículo 7°.- El derecho a la propia imagen no impedirá su captación, reproducción, publicación o distribución por cualquier medio, en los siguientes casos:

a)
Se trate de personas que ejerzan un cargo público, gremial, artístico, científico o deportivo y la imagen se capte durante un acto o en lugares de libre acceso público.

b)
Los imputados por participación punible en crímenes o simples delitos.

c)
La caricatura de las personas indicadas en la letra a), siempre que ésta no importe el ridículo, el menosprecio o la burla respecto del caricaturizado.

d)
La aparición en una información captada por cualquier medio de reproducción de imágenes y sonidos, en un suceso o acontecimiento público.


Artículo 8°.- Se prohibe la captación, filmación, reproducción y distribución de la imagen de toda persona que, en razón de la función pública que realicen, requieran del anonimato, como ser agentes encubiertos.".

4.
Para agregar los siguientes artículos nuevos:


"Artículo ....-Modifícase el Código Penal de la siguiente manera.

1.
Agrégase el siguiente artículo 161-B, pasando el actual a ser artículo 161-C:


"Artículo 161-B.- La imputación de hechos determinados, relativos a la vida privada o familiar, difundido a través de algún medio de comunicación social, o sea aquellos aptos para transmitir, divulgar o propagar, en forma estable o periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualesquiera sea el soporte o instrumento utilizado, efectuado sin la autorización de ésta y que provocare a su respecto daño o algunas formas de descrédito, tales como la hostilidad, el menosprecio o el ridículo, será sancionado con pena de multa de diez a doscientos ingresos mínimos. En caso de reincidencia o reiteración en relación con una misma persona, se impondrá, además, la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.


En las mismas penas incurrirá el que grabare palabras o captare imágenes de otra persona, no destinada a la publicidad y, sin consentimiento de ella, las difundiere por alguno de los medios de comunicación social, y provocare las consecuencias señaladas en el inciso anterior.

Para los efectos de los incisos anteriores, no se consideran como hechos relativos a la vida privada o familiar de una persona los siguientes:

a)
Los referentes al desempeño de funciones públicas;

b)
los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento poseyere interés público real;

c)
Los que consistieren en actividades a las cuales haya libre acceso al público, a título gratuito u oneroso;

d)
Las actividades que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algún medio de comunicación;

e)
Los acontecimientos o manifestaciones en que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos, y

f)
Los consistentes en la ejecución de delitos de acción pública o participación culpable en los mismos.


Al inculpado de cometer el delito contemplado en el inciso primero de este artículo, se le admitirá prueba de verdad de la imputación en los siguientes casos:

a)
Si acreditare que el hecho verdadero imputado, aunque perteneciente a la vida privada, tiene real importancia respecto del desempeño correcto y eficaz de la función pública, o de la profesión u oficio del afectado, o de alguna actividad de significativa relevancia para la comunidad, o

b)
Si el ofendido exigiere prueba de verdad de la imputación contra él dirigida, y siempre que dicha prueba no afectare el honor o los legítimos secretos de terceros.


En los casos de las letras a) y b) del inciso anterior, probada la verdad de la imputación, el inculpado quedara exento de pena.


Se considerarán, en todo caso, pertenecientes a la vida privada los hechos relativos a la vida sexual, conyugal o doméstica de una persona, salvo que ello fuere constitutivo de delitos.

2.
Derógase el artículo 263.

3.
Suprímese el número 3 del artículo 264.

4.
Suprímese en el artículo 265, la expresión: "consiste en perturbar el orden, o".

5.
Agrégase en el inciso primero del artículo 418, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra "publicidad" la siguiente frase: "pero no a través de medios de comunicación social".

6.
Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 422:


"Toda injuria y calumnia realizada por medios de comunicación social se regirá por la ley N° 19.733, sobre libertades de expresión y opinión y del ejercicio del periodismo.".

7.
Sustitúyese el artículo 426 por el siguiente:


"Artículo 426.- La calumnia o injuria causada en juicio se regirá por las reglas de este título, sin necesidad de declaración previa del tribunal que conoce de la causa.".

8.
Derógase el artículo 429.".


Artículo... Sustitúyese el artículo 2331 del Código Civil, por el siguiente:


"Artículo 2331.- Las imputaciones injuriosas contra el honor o el crédito de una persona dan derecho para demandar una indemnización pecuniaria, salvo que se probare la verdad de la imputación.".

4.
 De ex diputado señor Elgueta

1.
 .Para agregar el siguiente inciso segundo al artículo 5°:


La renuncia a la protección prevista en esta ley, será nula, sin perjuicio de los supuestos de autorización a que se refiere el artículo anterior.".

2.
Para agregar el siguiente artículo 8° bis, nuevo:


"Artículo 8° bis.- Si el actor fuere funcionario público o de elección popular y demandare la indemnización prevista en esta ley fundado en ser afectado respecto de su conducta ministerial, deberá probar que las expresiones o actos ilegítimos descritos en ella, han sido formulados con conocimiento que eran falsos o con temeraria despreocupación acerca de su verdad o falsedad.".

5.
Del ex diputado señor Bartolucci para agregar el siguiente artículo nuevo: 


"Artículo... Derógase el artículo 2331 del Código Civil.".

6.
De los diputados señores Burgos y Paya para substituir la letra a) del artículo por la siguiente:


“La captación, reproducción o publicación, por cualquier medio, de imágenes gráficas cuando se trate de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto o en lugares abiertos al público, salvo que, en este último caso, atendidas las circunstancias, estén acompañadas de una razonable expectativa de privacidad.

8.
Texto de las disposiciones legales que el proyecto modifica o deroga.


El proyecto solamente modifica el artículo 161-A del Código Penal y substituye el artículo 161-B del mismo Código.

-o-


Por las razones expuestas y por las que expondrá el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al que además de las modificaciones introducidas se le han agregado otras de carácter formal, de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:

Título I

Normas generales

Artículo 1°.- Los derechos inherentes a la personalidad relativos al respeto a la protección de la vida privada y pública, a la honra y al derecho a la propia imagen de la persona y su familia, a la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada, serán protegidos civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley.


Artículo 2°.- El ejercicio de la acción indemnizatoria establecida en esta ley, no obsta a la interposición de la acción penal, si procediere, ni tampoco al ejercicio de los demás derechos establecidos en las leyes. 


Artículo 3°.- La protección civil que esta ley confiere respecto de los derechos indicados en el artículo 1°, se entenderá delimitada por las leyes, por el interés público y por los usos sociales, atendiendo a lo que cada persona considera que está reservado para sí misma o su familia, según sus propios actos. 


Artículo 4°.- No se entenderá que existe intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando se tratare de actuaciones expresamente autorizadas por juez competente o cuando el titular del derecho hubiere otorgado expresamente su consentimiento.


Dicho consentimiento será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse los daños y perjuicios efectivos que con ello se causen.


El consentimiento de los menores e incapaces se sujetará a las reglas generales de la legislación civil . No obstante, la oposición de un menor incapaz relativo prevalecerá siempre. 


Artículo 5°.- La acción indemnizatoria de perjuicios prevista en esta ley es personalísima y consiguientemente no puede cederse ni transferirse a ningún título por acto entre vivos. No obstante, es transmisible a los herederos de la persona afectada.


La acción indemnizatoria prescribe en el lapso de un año desde que el directamente afectado o sus herederos, en su caso, tomaron conocimiento del hecho que la motiva. 

Título II

De las intromisiones ilegítimas

Artículo 6°.- Se considerarán intromisiones ilegítimas:

a)
El emplazamiento o la utilización, en cualquier lugar, de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de cualquier otro medio apto para captar, interceptar, grabar o reproducir conversaciones o comunicaciones de carácter privado; o apto para fotografiar, fotocopiar o reproducir documentos o instrumentos del mismo carácter; o para captar, grabar, filmar o fotografiar imágenes o hechos de carácter privado; 

b)
La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo.


Para los efectos de esta letra, se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito.”.

c)
La revelación de datos privados de una persona o familia, conocidos a través de la actividad profesional u oficial de quien los revela, o de un tercero. 

d)
La captación, reproducción o publicación por fotografía, filme o cualquier otro medio, de la imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el artículo 7°.

e)
La captación, reproducción o publicación de la imagen de una persona para fines comerciales, publicitarios o de una índole semejante, salvo voluntad expresa de su titular en orden a disponer de ella. 

f)
La utilización del nombre o de la voz de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga, salvo voluntad expresa de su titular en orden a disponer de ella. 

g)
La utilización de mecanismos, medios, acciones o procedimientos análogos a los anteriores.


Artículo 7°.- El derecho a la propia imagen no impedirá: 

a)
La captación, reproducción o publicación, por fotocopia, filme o cualquier medio de la imagen de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto público o en lugares abiertos al público, salvo que se afecte la dignidad de la persona. 

b)
La utilización de la caricatura de las personas señaladas en la letra anterior, de acuerdo con el uso social. 

c)
La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público, cuando la imagen de una persona determinada aparezca como meramente accesoria. 


Artículo 8°.- Toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, como asimismo, los abusos que con ocasión de aquellas se cometieren en ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del N° 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, darán lugar al ejercicio de la acción indemnizatoria para hacer efectiva la responsabilidad civil establecida en esta ley. 

Título III

De la acción indemnizatoria

Artículo 9°.- La indemnización comprenderá todo daño. El daño se valorará atendiendo a las circunstancias del caso, a la gravedad de la lesión efectivamente producida, al grado o intensidad del descuido en que hubiere incurrido el ejecutor del daño, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido y el beneficio obtenido por el causante de la intromisión. 


Además, los propietarios, editores, directores y administradores del medio de comunicación social respectivo, serán solidariamente responsables de las indemnizaciones que procedan. 

Titulo IV

De la competencia y del procedimiento

Artículo 10-Será competente para conocer de las acciones que se ejerzan con ocasión de la afectación de los derechos previstos en la presente ley, el juez de letras en lo civil del domicilio del afectado. 


En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, se estará a lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 11 Las causas civiles se tramitarán conforme a las normas del procedimiento sumario establecidas en el Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las modificaciones establecidas en esta ley.


Presentada la demanda, el tribunal citará a las partes a una audiencia de conciliación y contestación, dentro de 10 días, contados desde la notificación de la resolución respectiva. 


Vencido el término de prueba y dentro de los cinco días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Expirado este plazo, se haya o no presentado escrito y existan o no diligencias pendientes, el tribunal, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia. La prueba se apreciará según las reglas de la sana crítica.


Todo incidente que se plantee durante el proceso deberá resolverse de plano por el juez, en cuaderno separado y sin suspender el procedimiento especial. Las resoluciones que resuelvan incidentes serán inapelables, salvo que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación. La sentencia definitiva que acoja la acción será apelable en el solo efecto devolutivo


La parte vencida podrá exigir que no se ejecute la sentencia mientras la parte vencedora no rinda caución suficiente a satisfacción del tribunal que haya dictado la sentencia recurrida.


Artículo final.- a) Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1.
Sustitúyese el artículo 144 por el siguiente:


Artículo 144.- El que entrare o permaneciere en la morada de otro, sin su consentimiento, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de trece a veinticinco unidades tributarias mensuales. 


Si el hecho se ejecutare con violencia o intimidación, el tribunal deberá aplicar la pena de reclusión menor en su grado medio y multa de veinticinco unidades tributarias mensuales


Será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de trece a veinticinco unidades tributarias mensuales, el que, infringiendo la prohibición de ingreso que le hubiere sido previamente impuesta por el tribunal competente, entrare o permaneciere en lugar abierto al público. 

2.
Suprímense los incisos tercero y cuarto del artículo 161-A.

3.
Sustitúyese el artículo 161-B por el siguiente:


“El que sin el consentimiento del afectado grabare imágenes de hechos personales ocurridos en cualquier lugar , lesionando con ello considerablemente la intimidad del afectado, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.


Con la misma pena será castigado el que utilizare instrumentos o artificios técnicos para escuchar o registrar las conversaciones privadas. 


Igual pena se aplicará a quien difunda las palabras, conversaciones o imágenes a que se refieren los inciso anteriores.

4.
Incorpórase el siguiente artículo 161-C nuevo:


“El que, sin haber participado en la comisión de los hechos señalados en los dos artículos anteriores, difundiere las grabaciones de imágenes o registros de sonido a que dichas normas se refieren, sin el consentimiento del afectado, sabiendo de la ilegitimidad de su procedencia o no pudiendo menos que conocerla, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.

5.
Agrégase el siguiente artículo 161-D:


“Las disposiciones señaladas en los artículos 161-A, 161-B y 161-C no serán aplicables a aquellas personas que, en virtud de ley o de autorización judicial, estén o sean autorizadas para ejecutar las acciones descritas en dichas normas.

b)
Incorpórase en el articulo 55 del Código Procesal Penal la siguiente letra e) nueva : 


“e) Los delitos contemplados en los artículos 161-B y 161-C del Código Penal.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 3 de diciembre de 2003.


Se mantuvo como diputado Informante el señor Juan Bustos Ramírez.


Acordado en sesiones de fechas 16, 29 y 30 de julio, 6 y 26 de agosto; 2 y 9 de septiembre; 14 y 28 de octubre , y 4, 18 y 19 de noviembre de 2003 con la asistencia de los diputados señores Guillermo Ceroni Fuentes ( Presidente), señoras Marcela Cubillos Sigall, María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Gabriel Ascencio Mancilla, Jorge Burgos Varela, Marcelo Forni Lobos, Zarko Luksic Sandoval, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos y Víctor Pérez Varela.


En reemplazo de la diputada señora Cubillos asistió el diputado señor Eduardo Díaz del Río y del diputado señor Paya el diputado señor Andrés Egaña Respaldiza.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

9.
Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato. (boletín N° 3048-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


Don Heraldo Muñoz Valenzuela, Ministro Secretario General de Gobierno. 





Don Ernesto Galaz Cañas, Jefe de la Unidad Jurídica del citado Ministerio.


Doña Paula Donoso Vergara, abogada, integrante de la Unidad mencionada.

OBJETO


La idea central del proyecto se orienta a modificar los Códigos Penal y de Justicia Militar para suprimir como causal de desacato, a las injurias, dejando la responsabilidad penal de quien las profiere sujeta a las reglas generales de común aplicación.


Asimismo, tiene también por objeto modificar el segundo Código mencionado, para suprimir la posibilidad de que los civiles puedan ser sujetos activos del delito de sedición impropia, sustrayéndolos así de la competencia de los tribunales militares.

ANTECEDENTES

1.
El Mensaje fundamenta esta iniciativa, haciendo presente que las libertades de expresión y pensamiento constituyen un eje central de toda sociedad democrática. Por ello figuran como un derecho fundamental en el sistema interamericano de derechos humanos y nuestra Constitución garantiza su ejercicio como algo digno de la máxima protección.


Añade el Mensaje que la consideración de la importancia que revisten estas libertades como parte integrante de la dignidad humana, conduce necesariamente al establecimiento de un sistema que garantice su más pleno ejercicio, sin perjuicio de la necesaria coordinación que debe existir con otros bienes jurídicos reconocidos y protegidos como fundamentales por el ordenamiento nacional.


Cita, a continuación, a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pacto internacional del que el país es parte, la que establece que el ejercicio de la libertad de expresión no puede estar sujeto a censura previa sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por ley y ser necesarias para asegurar el respeto a los derecho o la reputación de los demás o la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


Precisamente el marco descrito lleva al Mensaje a concluir que la figura del desacato, que sanciona penalmente al que insulta u ofende a un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, no constituye una restricción legitima al ejercicio de las libertades de pensamiento, opinión e información, tal como reiteradamente lo ha afirmado la relatoría para la libertad de expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


Agrega, en seguida, que la persistencia de estas normas ha derivado en un privilegio sin fundamentos a favor de determinadas personas, privilegio que no condice con el tenor del artículo 1° de la Carta Política, el que consagra la igualdad de las personas en dignidad y derechos. 


Refuta más adelante la justificación del desacato, señalando que nuestra legislación, que contiene las normas pertinentes sobre la materia entre aquellas disposiciones relativas al orden y la seguridad públicas, se funda en la mayor libertad que permite a los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, la protección que la ley les brinda frente a la crítica o la ofensa, como también en la protección del orden público frente al efecto desestabilizador que podrían ocasionar esas conductas. Considera el Mensaje que estando orientada la protección del orden público al respeto y cumplimiento de las normas elementales de la organización política y social y a la estabilidad del sistema político y de sus instituciones, no se ve cómo podría la expresión de simples opiniones vertidas acerca de un funcionario público, sin que medie peligro inminente alguno, afectar dichos bienes jurídicos.


Concluye el Mensaje señalando que no parece razonable que se otorgue a determinados funcionarios un derecho injustificado a la protección del que no gozan los demás miembros de la sociedad, especialmente si se considera que quienes desarrollan tareas de decisión y conducción política deben estar sujetos a un control ciudadano, el que podría verse inhibido como consecuencia de la mayor severidad con que se sanciona el desacato, circunstancia que impediría, además, el desarrollo del libre debate y el ejercicio de la libertad de investigación periodística. Agrega que las personas tienen derecho a estar informadas de las acciones de sus autoridades, en la medida que ello guarde relación con el ejercicio de la función que desempeñan. Si con esta información se traspasara el límite señalado, vulnerando el derecho a la privacidad o al honor de las autoridades, éstas igualmente dispondrían de las normas de aplicación general para reclamar de la justicia las necesarias medidas de reparación.


Agrega, asimismo, que el proyecto busca avanzar en la consagración efectiva del derecho a la libertad de expresión en el país, recordando que con la eliminación de la figura del desacato en la Ley de Seguridad del Estado se dio un gran paso en tal sentido, quedando, sin embargo, pendientes la modificación de los Códigos Penal y de Justicia Militar.


Refiriéndose, luego, al contenido del proyecto mismo, junto con señalar que elimina en el Código Penal las injurias y ofensas contra las autoridades como causal de desacato, declara que mantiene la sanción para las amenazas y la perturbación del orden por las vías de hecho, por constituir conductas de peligro que pueden atentar contra el orden y la seguridad públicas. 


En lo que respecta al Código de Justicia Militar, suprime también como causal de desacato las injurias y ofensas proferidas contra militares y carabineros y suprime la autoría de los civiles respecto del delito de sedición impropia, restringiendo, así, la competencia de los juzgados castrenses sólo al conocimiento de delitos cometidos por militares, siguiendo con ello la orientación dada por la ley de prensa y la tendencia internacional de limitar, como regla general, el ejercicio de la jurisdicción militar sobre civiles, jurisdicción que tendría un carácter excepcional, aplicable únicamente a determinados casos que corresponden a supuestos expresamente definidos por el ordenamiento jurídico, que afectan intereses militares y que dicen relación con la comisión de delitos o faltas de servicio puramente militares.

2.
El Código Penal.


El Título VI del Libro Segundo trata sobre los crímenes y simples delitos contra el orden y la seguridad públicos cometidos por particulares. El párrafo 1 de este Título se refiere a los atentados y desacatos contra la autoridad, comprendiendo los artículos 261 a 268 bis.


En lo que interesa a este informe, cabe señalar que:

a)
Su artículo 263 sanciona al que de hecho o de palabra injuriare gravemente al Presidente de la República, o a alguno de los cuerpos colegisladores o a las comisiones de éstos, sea en los actos públicos en que los representan, sea en el desempeño de sus atribuciones particulares, o a los tribunales superiores de justicia, con reclusión menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.

El inciso segundo agrega que si las injurias fueren leves, las penas serán reclusión menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o solamente multa.

b)
Su artículo 264 señala que cometen desacato contra la autoridad:

1°
Los que perturban gravemente el orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores y los que injurian o amenazan en los mismos actos a algún diputado o senador.

2°
Los que perturban gravemente el orden de las audiencias de los tribunales de justicia y los que injurian o amenazan en los mismos actos a un miembro de dichos tribunales.

3°
Los que injurian o amenazan:


Primero: A un senador o diputado por las opiniones manifestadas en el Congreso.


Segundo: A un miembro de un tribunal de justicia por los fallos que hubiere dado.


Tercero: A los ministros de Estado u otra autoridad en el ejercicio de sus cargos.


Cuarto: A un superior suyo con ocasión de sus funciones.


El inciso segundo agrega que en todos estos casos, la provocación a duelo, aunque sea privada o embozada, se reputará amenaza grave para los efectos del presente artículo.

c)
Su artículo 265 señala que si el desacato consiste en perturbar el orden, o la injuria o amenaza fuere grave, el delincuente sufrirá las penas de reclusión menor en cualquiera de sus grados ( 61 días a 5 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales. Cuando fuere leve, las penas serán reclusión menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales o solamente la multa.

3.
El Código de Justicia Militar.


El Título V del Libro III trata de los delitos contra el orden y seguridad del Ejército. El párrafo 1 se refiere a la sedición o motín, comprendiendo los artículos 272 a 280.


De acuerdo a las disposiciones que modifica el proyecto, cabe señalar que:

a)
Su artículo 275 señala que se considerará siempre como promotor del delito de sedición, al que, estando la tropa sobre las armas, o reunida para tomarlas, levante la voz en sentido subversivo, o de otro modo excite a cometer este delito.

b)
Su artículo 276 señala que fuera de los casos contemplados en el artículo anterior, el que induzca a cualquier alboroto o desorden, de palabra, por escrito o valiéndose de cualquier otro medio, o hiciere llegar a conocimiento de las tropas especies destinadas a causarles disgusto o tibieza en el servicio, o que se murmure de él, será castigado con la pena de reclusión militar mayor en su grado mínimo (5 años y un día a diez años) si fuere oficial, con la de reclusión militar menor en su grado máximo ( 3 años y un día a 5 años) si suboficial, y con la de reclusión militar menor en cualquiera de sus grados ( 61 días a 5 años) si cabo, soldado o individuo no militar.

c)
Su artículo 284, ubicado en el párrafo 2 del mismo Título, referido al ultraje a centinelas, a la bandera y al ejército, sanciona al que amenazare en los términos del artículo 296 del Código Penal ( delito de amenaza), ofendiere o injuriare de palabra o por escrito o por cualquier otro medio a las Fuerzas Armadas, sus unidades, reparticiones, armas, clases o cuerpos determinados, o a uno de sus integrantes con conocimiento de su calidad de miembro de esas instituciones, con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio ( 61 días a 3 años).


El Título II del Libro II trata sobre las disposiciones especiales aplicables a Carabineros de Chile.

d)
Su artículo 416 sanciona al que violentare o maltratare de obra a un carabinero en el ejercicio de sus funciones de guardadores del orden y seguridad públicos, con:


Presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años) a presidio perpetuo calificado, si le causare la muerte.


Presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio ( 3 años y un día a 15 años), si le causare lesiones graves, y


Presidio menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) o multa de once a veinte sueldos vitales si no le causare lesiones o si éstas fueren leves.

e)
Su artículo 417 pena al que amenazare en los términos del artículo 296 del Código Penal, ofendiere o injuriare de palabra, por escrito o por cualquier otro medio a Carabineros, a uno de sus integrantes con conocimiento de su calidad de miembro de esa institución, unidades o reparticiones, con presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años).

LEGISLACIÓN COMPARADA


De acuerdo a un trabajo de investigación, efectuado por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso, algunas de las experiencias extranjeras sobre desacato serían las siguientes:

1.
ESPAÑA.


El Código Penal de 1995 contempla en el Título XXII del Libro II, tres figuras que tipifica como desacato, las que se caracterizan por la comisión de acciones que implican resistencia o algún grado de violencia y no meras expresiones verbales, por más injuriosas que sean.


El artículo 550 sanciona como tal a los que acometen a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, o empleen de la fuerza contra ellos, los intimiden gravemente o les hagan resistencia activa grave, cuando se hallen ejecutando las funciones de sus cargos o con ocasión de ellas.


El artículo 554 sanciona al que maltratare de obra o hiciere resistencia activa grave a fuerza armada en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas.


El N° 2 de este artículo entiende por fuerza armada los militares que, vistiendo uniforme, presten un servicio que legalmente esté encomendado a las fuerzas armadas y les haya sido reglamentariamente ordenado.


El artículo 556 pena a los que sin estar comprendidos en el artículo 550, resistieren a la autoridad o sus agentes, o los desobedecieren gravemente, en el ejercicio de sus funciones, con prisión de seis meses a un año.

2.
FRANCIA.


El Código Penal regula el delito de desacato en el Libro IV, sección cuarta, consagrando al efecto las normas que se señalan a continuación, las que, contrariamente a la legislación española, admiten la comisión del delito por medio de expresiones verbales y no sólo mediante actos de fuerza o resistencia.


El artículo 435 - 5 señala que constituyen desacato y castiga con 50.000 francos de multa, las palabras, gestos o amenazas, escritos o imágenes de cualquier naturaleza que no se hayan hecho públicos, o el envió de objetos cualesquiera dirigidos a una persona encargada de una misión de servicio público, en el ejercicio o con ocasión del ejercicio de su misión y que puedan atentar contra la dignidad o el respeto debido a la función desempeñada.


En caso que el desacato vaya dirigido a una persona depositaria de la autoridad pública, además de la multa señalada, se aplican seis meses de prisión.


El artículo 434 - 24 señala que el desacato mediante palabras, gestos o amenazas, mediante escritos o imágenes de cualquier clase que no se hayan hecho públicos o mediante el envío de cualquier objeto dirigido a un magistrado, un jurado o cualquier otra persona integrante de un órgano jurisdiccional en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de este ejercicio y tendente a atentar contra su dignidad o contra el respeto debido a la función de la que esté investido, será castigado con un año de prisión y multa de cien mil francos.


Si el desacato tuviera lugar en la sala de audiencia de un juzgado, de un tribunal o de un órgano jurisdiccional, la pena se elevará a dos años de prisión y a doscientos mil francos de multa..


El artículo 434 - 25 sanciona el hecho de tratar de sembrar el descrédito, públicamente mediante actos, palabras, escritos o imágenes de cualquier clase, sobre un acto o una resolución jurisdiccional, en condiciones susceptibles de atentar contra la autoridad de la justicia o a su independencia, con seis meses de prisión y cincuenta mil francos de multa.


Las disposiciones del párrafo anterior no se aplicarán a los comentarios técnicos ni a los actos, palabras, escritos o imágenes de cualquier clase tendentes a la reforma, la casación o la revisión de una resolución.


Cuando la acción sea cometida a través de la prensa escrita o audiovisual, serán aplicables en lo referente a la determinación de las personas responsables, las disposiciones especiales de las leyes que regulan estas materias.


La acción prescribirá a los tres meses desde el día en que se haya cometido la infracción definida en este artículo, si en este intervalo no se hubiera realizado ningún acto de instrucción o de persecución.

3.
ARGENTINA.


El Código Penal sanciona el delito de desacato en los siguientes artículos:


El artículo 239 dispone que será reprimido con prisión de quince días a un año, el que resistiere o desobedeciere a un funcionario público en el ejercicio legítimo de sus funciones o a la persona que le prestare asistencia a requerimiento de aquel o en virtud de una obligación legal.


Respecto de este artículo, el tratadista señor David Dayenoff sostiene que el bien jurídico protegido es la Administración Pública, la que es protegida para asegurar su normal funcionamiento. En el delito, el autor se opone a que un funcionario, en el legítimo ejercicio de su cargo, cumpla con las facultades inherentes a éste. Se trataría de una acción coetánea con el inicio de la ejecución de la función. Bastará la intimidación para configurar el delito, sin perjuicio de otros actos que impliquen mayor fuerza.


El artículo 241 señala que será reprimido con prisión de quince días a seis meses.

1)
el que perturbare el orden de las sesiones de los cuerpos legislativos nacionales o provinciales, en las audiencias de los tribunales de justicia o donde quiera que una autoridad esté ejerciendo sus funciones.

2)
el que sin estar comprendido en el artículo 237 impidiere o estorbare a un funcionario público cumplir un acto propio de sus funciones.


Respecto del N° 2) transcrito, el mismo tratadista mencionado, señala que el impedimento o estorbo puede ser por cualquier medio comisivo, los que no se encuentran limitados, de tal manera que el medio podrían ser las expresiones verbales.


Por último, cabe señalar que la ley N° 24.198, de 1993, derogó el artículo 244 del Código Penal, disposición que sancionaba al que provocare a duelo, amenazare, injuriare o de cualquier modo, ofendiere en su dignidad o decoro a un funcionario público a causa del ejercicio de sus funciones o al tiempo de practicarlas, con prisión de quince días a seis meses. Si el ofendido fuera el Presidente de la Nación, un miembro del Congreso, un gobernador de provincia, un ministro nacional o provincial, un miembro de las legislaturas o un juez, la sanción sería de un mes a un año de prisión. 


La derogación habría sido el resultado de un acuerdo entre el gobierno argentino y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a raíz de un proceso seguido ante la citada Comisión por un periodista que había sido condenado por aplicación de dicha norma.

4.
ITALIA.


Los artículos 336 a 340 del Código Penal sancionan las acciones de violencia y amenaza a los funcionarios públicos, ya sea para compelerlos a realizar un acto contrario a su deber o bien para que omitan cumplir con sus obligaciones. También tipifican el delito de resistencia a un funcionario público, mediando violencia o amenaza.


Los artículos 341 a 344 sancionan las injurias de palabra proferidas contra la autoridad pública y a los órganos del Estado.


El artículo 341 establece que cualquiera que ofenda el honor o el prestigio de una autoridad pública, en su presencia y a causa del ejercicio de sus funciones, será sancionado con reclusión de seis meses a dos años. Igual pena se aplica a quien comete el hecho ofensivo mediante comunicación telegráfica o telefónica, o por escrito o dibujo.


La misma norma dispone que la pena será reclusión de uno a tres años si la ofensa consiste en la atribución de un hecho determinado. Si la ofensa ha sido cometida con violencia y amenaza o se efectúa en presencia de una o más personas, se aumenta la pena.


El artículo 342 dispone que cualquiera que ofenda el honor o el prestigio de un cuerpo político, administrativo o judicial, o de sus agencias o de un cuerpo de autoridad pública colegiada, en presencia del cuerpo, de la agencia o del cuerpo colegiado, será sancionado con reclusión de seis meses a tres años. Igual pena se aplica si el hecho se comete mediante comunicación telegráfica o por escrito o dibujo.


Si la ofensa consiste en la atribución de un hecho determinado, la pena será de reclusión de uno a cuatro años, aumentándose si es hecha con violencia y amenaza o cuando la ofensa se efectúa ante una o más personas.


El artículo 343 pena al que ofende el honor o el prestigio de un magistrado en audiencia con reclusión de uno a cuatro años. La pena será de uno a cinco años si la ofensa consiste en la atribución de un hecho determinado, aumentándose si, además, se comete con violencia o amenaza.


El artículo 344 hace aplicables las disposiciones del artículo 341 al caso en que la ofensa sea causada a un funcionario público que presta un servicio público, pero reduciéndose la pena en un tercio.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Y CONSTITUCIONALIDAD DE LAS MISMAS


La idea central del proyecto se orienta a modificar los Códigos Penal y de Justicia Militar para suprimir como causal de desacato, a las injurias, dejando la responsabilidad penal de quien las profiere sujeta a las reglas generales de común aplicación.


Asimismo, tiene también por objeto modificar el segundo Código mencionado, para suprimir la posibilidad de que los civiles puedan ser sujetos activos del delito de sedición impropia, sustrayéndolos así de la competencia de los tribunales militares.


Tales ideas, las que el proyecto concreta por medio de dos artículos que introducen las modificaciones señaladas, son propias de ley al tenor de lo establecido en el artículo 60 
N°s. 2 y 3 de la Constitución Política.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO

a)
Discusión en general.


Durante el debate acerca de la idea de legislar sobre la materia, la Comisión recibió una corta exposición del Ministro señor Heraldo Muñoz Valenzuela, quien explicó que a pesar de encontrarse claramente garantizadas en nuestra Constitución las libertades de expresión y de pensamiento, aún persistían algunas disposiciones que entrababan su libre ejercicio. Hizo presente que no obstante los pasos dados en el sentido de garantizar plenamente ese libre ejercicio, como lo fueron la Ley de Prensa y la modificación introducida a la letra b) del artículo 6° de la Ley de Seguridad del Estado, permanecían en los Códigos Penal y de Justicia Militar ciertas normas que no se compadecían con tales garantías.


Señaló que el proyecto buscaba evitar la existencia de privilegios que favorecieran exclusivamente a las autoridades, dejando a éstas en una situación similar a la del resto de la ciudadanía, en lo relativo a reclamar, de acuerdo a las reglas generales, por los posibles excesos de que pudieren ser objeto. Por ello, se derogaba el artículo 263 del Código Penal, norma que sanciona las injurias proferidas contra el Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados, las comisiones de ambos cuerpos legislativos y los Tribunales Superiores de Justicia; se modificaban los artículos 264 y 265 para eliminar de la figura del desacato, las ofensas e injurias contra las autoridades, pero manteniendo las amenazas y la perturbación del orden por vías de hecho, por cuanto tales ilícitos constituyen conductas de peligro que pueden atentar contra el orden y la seguridad públicos.


Igualmente, se modificaban los artículos 284 y 417 del Código de Justicia Militar, para dejar fuera del desacato a las ofensas e injurias en contra de miembros de las Fuerzas Armadas o de Carabineros, proferidas con conocimiento de su pertenencia a una de estas instituciones.


Agregó que, por otra parte, concordando con la regla incorporada por la Ley de Prensa, en el sentido de que la justicia ordinaria deberá ser siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles en el ejercicio de las libertades de opinión e información, suprimía la posibilidad de autoría por parte de civiles del delito de sedición impropia, sustrayéndolos así de la jurisdicción militar, modificación que recogía la tendencia internacional que busca establecer como regla general la restricción o prohibición de aplicar la normativa castrense a los civiles, normativa esta última que debiera tener un carácter excepcional, achacable sólo a situaciones expresamente definidas por el ordenamiento jurídico como relativas a intereses puramente militares.


La diputada señora Soto manifestó su acuerdo con la supresión de privilegios que resultaban irritantes, especialmente si la Constitución garantiza claramente la igualdad ante la ley, pero los últimos acontecimientos conocidos demostraban una desprotección total de los personeros públicos ante la prensa, razón que la llevaba a considerar la necesidad de establecer una correlación entre esta nueva legislación y la que establecía la protección del honor e intimidad de las personas. Estimaba que la sanción penal de las injurias resultaba inocua frente a este verdadero asedio, por lo que creía necesaria la tramitación paralela de ambas legislaciones de tal manera de establecer una protección de carácter civil que, al menos, buscara disuadir, en el aspecto económico, las agresiones al honor y honra de las personas.


La diputada señora Guzmán coincidió con la opinión anterior, señalando que la desinformación existente acerca de la actividad pública, impide a quienes ejercen esa actividad, toda posibilidad de defenderse en razón de la nula efectividad de las normas sobre injurias y calumnias, optando por el silencio para evitar mayor daño a su honra o familia. Se mostró plenamente de acuerdo con el escrutinio público sobre las actuaciones de la autoridad, pero no así con el verdadero escarnio a que es sometida, razón por la que estimaba indispensable la tramitación simultánea de este proyecto con el que establece normas para la protección de la honra e intimidad de las personas, toda vez que la aplicación de sanciones pecuniarias podría poner freno a los excesos.


Los diputados señores Bustos y Luksic, por su parte, expresaron similar coincidencia, mostrándose partidarios de suprimir el desacato como elemento limitante de la libertad de expresión y considerando positivo el control que pueden ejercer los medios de comunicación sobre las autoridades, pero la libertad de expresión también tendría límites, debiendo tenerse en consideración los derechos de los demás, por lo que estimaban fundamental resguardar debidamente, en forma simultánea, el respeto y la protección de la vida privada y el derecho a la honra de las personas y de sus familias, bienes jurídicos que la Constitución también garantiza.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la idea de legislar con el voto favorable de los diputados señora Soto y señores Bustos y Luksic y la abstención de la diputada señora Guzmán (3 votos a favor y 1 abstención) .

b)
Discusión en particular.


Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1°.-


Introduce tres modificaciones al Código Penal, todas las que la Comisión acordó tratar separadamente.

Número 1).


Deroga el artículo 263, disposición que sanciona al que de hecho o de palabra injuriare gravemente al Presidente de la República, o a alguno de los cuerpos colegisladores o a las comisiones de éstos, sea en los actos públicos en que los representan, sea en el desempeño de sus atribuciones particulares, o a los tribunales superiores de justicia, con reclusión menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.


El inciso segundo agrega que si las injurias fueren leves, las penas serán reclusión menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o solamente multa.


Respecto de este número, el diputado señor Paya, con el copatrocinio de los diputados señores Forni y Pérez Varela, presentó una indicación para substituir el artículo 263, de tal manera de mantener la sanción para quien injuriare gravemente al Presidente de la República, aduciendo que, sin perjuicio de participar de la lógica que inspira al proyecto, les parecía conveniente hacer una excepción respecto del Jefe del Estado por cuanto no resultaba indiferente que se pudiera injuriar a alguien de tal investidura. Creían razonable la existencia de normas especiales para la protección del buen ejercicio de su cargo, más aún existiendo un ambiente creciente de disminución del sentido de la autoridad, agregando que en el país no parecía haber un mayor riesgo de autoritarismo sino que, por lo contrario, de falta de autoridad. En consecuencia, no veían en esta disposición un privilegio sino una protección necesaria, por cuanto se trataba de alguien injuriado en razón del cargo que desempeña. Por otra parte, con la derogación que se proponía la injuria no desaparecería, sino sólo dejaba de ser desacato, por lo que la Sociedad Interamericana de Prensa seguiría considerándola una restricción a la libertad de opinión.


El representante del Ejecutivo manifestó que el propósito buscado con la derogación era abolir todo tipo de privilegios al respecto.


El diputado señor Burgos hizo presente que, a su parecer, la indicación estaría afectando el sentido del proyecto, toda vez que lo que se buscaba era suprimir la situación procesal de privilegio que beneficia a algunas personas en atención a su investidura o a la función que ejercen; luego, al mantener la situación especial respecto del Jefe del Estado, se estaría consagrando un amplio privilegio a favor de una sola persona, lo que sería contradictorio.


La diputada señora Soto fue partidaria de derogar derechamente la norma, por cuanto siguiendo la lógica que inspira la indicación, también habría que incluir en ella a .los parlamentarios quienes, al igual que el Jefe del Estado, gozan de protección especial en razón de su cargo e investidura.


Cerrado finalmente el debate, se rechazó la indicación por mayoría de votos (4 votos a favor y 5 en contra), aprobándose, en definitiva, la proposición del Ejecutivo, por unanimidad.

Número 2).


Introduce tres modificaciones al artículo 264, disposición que señala que cometen desacato contra la autoridad:

1°
Los que perturban gravemente el orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores y los que injurian o amenazan en los mismos actos a algún diputado o senador.

2°
Los que perturban gravemente el orden de las audiencias de los tribunales de justicia y los que injurian o amenazan en los mismos actos a un miembro de dichos tribunales.


El Ejecutivo propuso respecto de estos dos números, intercalar entre las palabras “perturban” y “gravemente”, los términos “ de hecho” y suprimir las expresiones “injurian o”.

3°
Los que injurian o amenazan:


Primero: A un senador o diputado por las opiniones manifestadas en el Congreso.


Segundo: A un miembro de un tribunal de justicia por los fallos que hubiere dado.


Tercero: A los ministros de Estado u otra autoridad en el ejercicio de sus cargos.


Cuarto: A un superior suyo con ocasión de sus funciones.


El Ejecutivo propuso suprimir en este número los términos “injurian o” y el punto Cuarto completo.


El inciso segundo agrega que en todos estos casos, la provocación a duelo, aunque sea privada o embozada, se reputará amenaza grave para los efectos del presente artículo.


En una primera parte del debate, los diputados señores Ascencio y Luksic se manifestaron partidarios de suprimir el artículo 264 por cuanto, por una parte, sanciona situaciones que ya están penadas en otras disposiciones y, por la otra, no parece haber tenido mayor aplicación como también que, si lo que se pretende es suprimir privilegios a favor de determinadas autoridades a fin de dar una señal clara en beneficio de la libertad de expresión, lo más apropiado que corresponde sería eliminar cualquier resabio de normas sobre desacato.


El diputado señor Paya manifestó, luego de un largo debate, su conformidad con la supresión de los términos “injurian o”, pero estimó que las expresiones “de hecho” que proponía el Ejecutivo intercalar en los dos primeros números, daban la idea de la realización de actos físicos que restringían el alcance de la norma al dejar fuera otra serie de hipótesis aptas para producir graves perturbaciones, sin necesidad de la realización de actos de tal naturaleza, como sería, por ejemplo, el alterar el sistema de votación en la Sala de la Cámara. En lo que respecta al N° 3 señaló no estar de acuerdo con la supresión del punto “Cuarto” completo, por cuanto no se refería a algo relacionado con la libertad de expresión u opinión sino sólo una medida de disciplina y no veía por qué debería suprimirse a ese respecto la amenaza.


El representante del Ejecutivo se avino a suprimir la proposición de intercalar los términos “ de hecho”, decisión que fue recogida en una indicación presentada por los diputados señora Cubillos y señor Paya, la que fue acogida por unanimidad.


El mismo representante del Ejecutivo, refiriéndose a la supresión del punto “Cuarto” del N° 3, señaló que en el artículo 264 se mantenía la amenaza como desacato, pero no así en su punto “Cuarto” del N° 3, por cuanto se entendía que la amenaza a un superior no podía revestir la misma gravedad que la hecha al Presidente de la República, a un ministro o a un parlamentario. En todo caso, recordó que los actos de indisciplina respecto de un superior jerárquico aparecían regulados en el Estatuto Administrativo, como también que el delito de amenazas siempre quedaba cubierto por la figura descrita en el artículo 296 del Código Penal.


El diputado señor Luksic, con el copatrocinio de los diputados señora Soto y señor Burgos, presentó una indicación para suprimir el N° 3 de este artículo, sosteniendo que tanto el Congreso como los tribunales tienen facultades para pedir el auxilio de la fuerza pública en caso de disturbios dentro de sus recintos, motivo por el que creía innecesario mantener esta parte de la disposición, indicación que fue rechazada por mayoría de votos.


Finalmente, el diputado señor Paya, conjuntamente con la diputada señora Cubillos, presentó una indicación complementaria a la primera parte de la proposición del Ejecutivo, para suprimir las expresiones “injurian o” en los tres números de este artículo y para eliminar, coincidiendo con otra indicación de los diputados señores Bustos, Burgos y Pérez Lobos, el inciso final de este artículo, las que se acogieron por unanimidad.


En consecuencia, se suprimieron del artículo 264 las expresiones “injurian o” y el inciso final, rechazándose la proposición del Ejecutivo en la parte correspondiente a la supresión del punto “Cuarto” del N° 3.

Número 3).


Substituye el artículo 265, disposición que señala que si el desacato consiste en perturbar el orden, o la injuria o amenaza fuere grave, el delincuente sufrirá las penas de reclusión menor en cualquiera de sus grados ( 61 días a 5 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales. Cuando fuere leve, las penas serán reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales o solamente la multa.


La modificación establece que si el desacato consiste en amenazar a las autoridades señaladas en el artículo anterior, vale decir, parlamentarios, jueces, ministros de estado y superiores, deberá imponerse la pena señalada en los artículos 296 y 297, (amenaza de causar un mal que sea delito o que no lo sea, respectivamente) aumentada en un grado.


El inciso segundo señala que si la pena consta de dos o más grados, el aumento deberá aplicarse una vez determinada la pena correspondiente, con prescindencia de la circunstancia de ser una autoridad pública la amenazada .


El inciso tercero agrega que en los demás casos, la pena será reclusión en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o sólo esta última.


La proposición del Ejecutivo, consecuente con las finalidades perseguidas por el proyecto, suprime la mención de la injuria y no considera la investidura pública del ofendido, limitándose a aplicar las penas del delito de amenaza, aumentadas en un grado.


Se aprobó sin debate, por mayoría de votos ( 6 votos a favor y 4 en contra).

Artículo 2°.-


Introduce cuatro modificaciones al Código de Justicia Militar, las que fueron tratadas por separado por la Comisión.


Antes de entrar al debate mismo,
el representante del Ejecutivo, refiriéndose en general a las modificaciones que se introducen a este Código, señaló que ellas decían relación con el propósito de sustraer de la jurisdicción castrense, a aquellas personas que no siendo militares, pudieran incurrir en alguno de los delitos contemplados en los artículos 276, 416 y 417. En lo que se refiere a la modificación que se quiere introducir al artículo 284, ella obedecería al mismo propósito observado respecto de las enmiendas ya aprobadas por la Comisión respecto al Código Penal, es decir, suprimir las injurias, dejando solamente las amenazas.


Número 1).


Modifica el artículo 276, el que señala que fuera de los casos contemplados en el artículo anterior, el que induzca a cualquier alboroto o desorden, de palabra, por escrito o valiéndose de cualquier otro medio, o hiciere llegar a conocimiento de las tropas especies destinadas a causarles disgusto o tibieza en el servicio, o que se murmure de él, será castigado con la pena de reclusión militar mayor en su grado mínimo (5 años y un día a diez años) si fuere oficial, con la de reclusión militar menor en su grado máximo ( 3 años y un día a 5 años) si suboficial, y con la de reclusión militar menor en cualquiera de sus grados ( 61 días a 5 años) si cabo, soldado o individuo no militar.


La modificación consiste en suprimir la frase final “o individuo no militar”.


El diputado señor Paya expresó inquietud ante esta modificación, por cuanto la figura sería un tipo residual del delito de sedición y lo que el Ejecutivo estaría proponiendo sería eliminar la sanción a un civil que incurre en tal conducta, lo que no le parecía apropiado. Estimó que el hecho de que un individuo no militar esté promoviendo alborotos en un recinto en que se encuentra gente que porta armas, podría tener consecuencias muy graves. Sostuvo que querer llevar esta figura al Código Penal, con lo que tampoco coincidía, era una cosa, pero otra muy distinta era suprimir simplemente la sanción, algo que le parecía un error.


Finalmente, la Comisión acordó, por unanimidad, conservar esta norma pero trasladarla al Código Penal como artículo 268 ter, con la siguiente redacción:


“El individuo no militar que, fuera del caso contemplado en el artículo 275 del Código de Justicia Militar, induzca a cualquier alboroto o desorden, de palabra, por escrito, o valiéndose de cualquier otro medio, o hiciere llegar a conocimiento de las tropas especies destinadas a causarles disgusto o tibieza en el servicio, o que se murmure de él, será castigado con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados.”.
Número 2).


Modifica el artículo 284, disposición que sanciona al que amenazare en los términos del artículo 296 del Código Penal, ofendiere o injuriare de palabra o por escrito o por cualquier otro medio a las Fuerzas Armadas, sus unidades, reparticiones, armas, clases o cuerpos determinados, o a uno de sus integrantes con conocimiento de su calidad de miembro de esas instituciones, con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio ( 61 días a 3 años).


La modificación consiste en suprimir las expresiones “ofendiere o injuriare de palabra o por escrito o por cualquier otro medio”


El diputado señor Ceroni explicó los objetivos de la modificación señalando que, al igual que en el caso anterior, se buscaba sustraer a los civiles de la justicia militar, en lo que se refiere, en esta oportunidad, a las ofensas o injurias que pudieren proferir en contra de las Fuerzas Armadas o sus miembros, dejando únicamente la amenaza. 


La Comisión, teniendo presente lo que establece el N° 1 del artículo 5° del Código de Justicia Militar, el que después de la modificación que le introdujera el artículo 2° N° 2, letra a) de la ley 19.047, refiriéndose a la jurisdicción de los tribunales castrenses, señala que ésta comprende las causas por delitos militares, entendiendo por tales los que contempla el Código, excepto aquellos a que dieren lugar los delitos cometidos por civiles previstos en los artículos 284 y 417, cuyo conocimiento corresponderá en todo caso a la justicia ordinaria, procedió a rechazar, sin mayor debate y por unanimidad, este número por ser innecesario, toda vez que en virtud de la ley señalada, ya se habrían alcanzado los fines que persigue.2
Número 3).


Modifica el artículo 416, norma que establece que el que violentare o maltratare de obra a un carabinero en el ejercicio de sus funciones de guardadores del orden y seguridad públicos, será castigado con:


Presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años) a presidio perpetuo calificado, si le causare la muerte.


Presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio (3 años y un día a 15 años), si le causare lesiones graves, y


Presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años), si le causare lesiones menos graves, y


Presidio menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) o multa de once a veinte sueldos vitales si no le causare lesiones o si éstas fueren leves.


En esta norma se intercalan en el encabezamiento los términos “ofendiere de palabra,” entre las expresiones “el que” y “violentare”.


El diputado señor Pérez Lobos dijo no compartir esta modificación por cuanto en la vida ordinaria resulta muy común discutir con un carabinero, lo que dada la redacción que se propone, podría estimarse ofensivo.


El diputado señor Ceroni señaló que debido a consideraciones relacionadas con la seguridad ciudadana, resultaba positivo apoyar a Carabineros para evitar que perdieran autoridad, motivo que lo inducía a aprobar se sancionaran las ofensas verbales.


Ante las dudas planteadas por el diputado señor Forni, quien consideró contradictorio que en esta norma se pretendiera agregar las ofensas de palabra, en circunstancias que en el artículo 417 se eliminaba tal posibilidad, el mismo diputado señor Ceroni señaló que en el primer caso se trataba de un carabinero en el ejercicio de sus funciones y, en el segundo, la modificación se ceñía a las ideas matrices del proyecto, en cuanto a suprimir cualquier privilegio tratándose de funcionarios que no estuvieran en el ejercicio de sus funciones propiamente tales.


El diputado señor Bustos hizo presente la incongruencia de esta modificación, toda vez que los distintos números de este artículo mencionaban resultados de lesiones y de muerte, lo que no es posible lograr con ofensas verbales.


Se mostró partidario de incorporar esta figura en el Código Penal, como un delito de acción pública, de competencia de la justicia civil, por no compartir la idea de que un civil sea llevado ante la justicia militar, opinión con la que coincidieron los diputados señores Paya y Pérez Varela.


La Comisión acogió tal proposición, pero enfrentada a la posibilidad de que el sujeto activo de este delito fuera otro uniformado, optó por agregar la mención de este artículo entre las excepciones contempladas en el ya citado N° 1 del artículo 5° del Código de Justicia Militar y por reproducir la norma en el Código Penal, a fin de aplicar al delincuente civil las mismas penas que corresponden al uniformado. Asimismo, por razones de uniformidad, se acordó expresar las multas en unidades tributarias mensuales en ambos Códigos.

Número 4).


Modifica el artículo 417, disposición que pena al que amenazare en los términos del artículo 296 del Código Penal, ofendiere o injuriare de palabra, por escrito o por cualquier otro medio a Carabineros, a uno de sus integrantes con conocimiento de su calidad de miembro de esa institución, unidades o reparticiones, con presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años).


La modificación suprime las expresiones “ ofendiere o injuriare de palabra o por escrito o por cualquier otro medio”. 


Al igual que en el caso del N° 2 de este informe, en lo referente al artículo 284 del Código de Justicia Militar, la Comisión, por las mismas razones señaladas y por unanimidad, acordó rechazar este número.

CONSTANCIA


Para los efectos de lo establecido en los N°s. 2°, 4°, 5° y 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1.
Que el proyecto no contiene disposiciones que tengan rango de ley orgánica constitucional o que deban aprobarse con quórum calificado.

2.
Que ninguna de las disposiciones del proyecto es de la competencia de la Comisión de Hacienda.

3.
Que el proyecto se aprobó, en general, por mayoría de votos.

4.
Que la Comisión rechazó las siguientes disposiciones:

a.
La segunda parte de la letra c) del número 2) del artículo 1°.

b.
Los números 2, 3 y 4 del artículo 2°.


Rechazó, asimismo, las siguientes indicaciones:

a)
La de los diputados señores Forni, Paya y Pérez Varela para substituir el número 1) del articulo 1° por el siguiente:


“Artículo 263.- El que injuriare gravemente al Presidente de la República en el ejercicio de sus funciones, será castigado con reclusión menor en sus grados medio a máximo, y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.


Cuando las injurias fueren leves, las penas serán reclusión menor en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o simplemente esta última.”.

b)
La de los diputados señora Soto y señores Burgos y Luksic para derogar el número 3° del artículo 264 del Código Penal.

-o-


Por las razones expuestas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

Derógase el artículo 263.


Modifícase el artículo 264 en los siguientes términos:

a)
Suprímense en los números 1°, 2° y 3° las expresiones “injurian o”, y

b)
Derógase el inciso segundo.


Substitúyese el artículo 265 por el siguiente:


“Artículo 265.- Si el desacato consiste en amenazar a las autoridades que se señalan en el artículo anterior, se impondrá la pena correspondiente a las figuras descritas en los artículos 296 y 297, aumentada en un grado.


Cuando la pena conste de dos o más grados, se aplicará el aumento una vez determinada la pena correspondiente, con prescindencia de la circunstancia de ser una autoridad pública la amenazada.


En los demás casos, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o sólo esta última.”.

4)
Agréganse los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 268 ter.- El individuo no militar que, fuera del caso contemplado en el artículo 275 del Código de Justicia Militar, induzca a cualquier alboroto o desorden, de palabra, por escrito, o valiéndose de cualquier otro medio, o hiciere llegar a conocimiento de las tropas especies destinadas a causarles disgusto o tibieza en el servicio, o que se murmure de él, será castigado con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados.


 Artículo 268 quáter.- El que violentare o maltratare de obra a un carabinero en el ejercicio de sus funciones de guardadores del orden y seguridad públicos, será castigado :

1°
Con la pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo calificado, si le causare la muerte;

2°
Con la de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio, si le causare lesiones graves;

3°
Con la de presidio menor en su grado mínimo a medio si le causare lesiones menos graves, y

4°
Con la de presidio menor en su grado mínimo o multa de seis a once unidades tributarias mensuales si no le causare lesiones o si éstas fueren leves.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

1)
En el N° 1 del artículo 5°, intercálase entre las palabras “artículos 284 “ y “ y 417”, precedida de una coma (,) la cifra “416”.

2)
En el artículo 276 substitúyese la coma (;) que antecede a la palabra “soldado” por una “o” y suprímese la frase “ o individuo no militar”.

3)
En el artículo 416 substitúyense en el número 4° las expresiones “once a veinte sueldos vitales” por las siguientes: “ seis a once unidades tributarias mensuales”.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 2 de diciembre de 2003.


Se designó diputado informante al señor Guillermo Ceroni Fuentes.


Acordado en sesiones de fechas 12 de diciembre de 2002 y 10 y 17 de junio, 1 de julio y 2 de diciembre de 2003, con la asistencia de los diputados señores Zarko Luksic Sandoval y Guillermo Ceroni Fuentes (Presidentes), señoras Marcela Cubillos Sigall, María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos y Víctor Pérez Varela. 


(Fdo:). EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”

10. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la supresión de visas para los portadores de pasaportes oficiales de la República de Chile y portadores de pasaportes de servicio de la Federación de 
Rusia”. (boletín No 3419-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa sobre el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la supresión de visas para los portadores de pasaportes oficiales de la República de Chile y portadores de pasaportes de servicio de la Federación de Rusia”, suscrito en Moscú, el 4 de octubre de 2002, y sometido a la consideración de la honorable Corporación en primer trámite constitucional, sin urgencia.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Por lo general este tipo de convenios se celebra para eximir del trámite de visa tanto a los pasaportes diplomáticos como a los oficiales, especiales o de servicio otorgados por las Partes Contratantes. Sin embargo, el sometido a la consideración de la H. Cámara se limita sólo a los pasaportes oficiales extendidos por Chile y a los pasaportes de servicio otorgados por la Federación de Rusia, ya que la supresión de visa para los pasaportes diplomáticos entregados por ambos países ha sido aprobada en el Convenio correspondiente, celebrado el año 1995, ya sancionado por el Congreso Nacional e incorporado al orden jurídico interno mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores 
N° 1.260, de 1996, publicado en el Diario Oficial del 13 de diciembre del mismo año.


En términos generales, cabe consignar que dichos pasaportes los Gobiernos los conceden a sus nacionales que desempeñan funciones en el exterior y la supresión del trámite de visa permite a sus portadores ingresar libremente al país con el cual Chile ha celebrado un Convenio como el que se ha propuesto aprobar.

2.
Conforme a la reglamentación vigente, establecida por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 428, de 1978, nuestro país sólo otorga pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales. Los pasaportes de servicio los otorgan algunos Gobiernos extranjeros a sus nacionales que viajan al exterior a prestar servicios menores en sus misiones diplomáticas y consulares.


En el plano interno, estos Acuerdos internacionales consagran excepciones especiales a la legislación de extranjería vigente en Chile, contenida en el decreto ley Nº 1094, de 1975, y en el decreto supremo Nº 597, de 1984, del Ministerio del Interior, que exige la visación de los pasaportes como requisito para que los extranjeros puedan ingresar al territorio nacional.


Por último, cabe consignar que, en los últimos años, Chile ha suscrito Acuerdos internacionales, con estos mismos propósitos, con Croacia, Costa Rica, El Salvador, Eslovenia, Filipinas, Francia, Guatemala, Israel, Nicaragua, Polonia, Reino de Tailandia, República Dominicana, República Helénica, Turquía, y, recientemente, Bulgaria.

II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO.

1.
Los titulares de pasaportes oficiales y de servicio, según los casos, estarán exentos del requisito de obtener visa para ingresar a la República de Chile o al territorio de la Federación de Rusia, pudiendo permanecer hasta el término de tres meses, prorrogables por el mismo período, con derecho a múltiples ingresos y salidas (artículos I y II).

2.
 Igualmente, los nacionales de ambos países que se desempeñen en las correspondientes Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, y que sean portadores de los mencionados pasaportes, así como los miembros de sus familias, podrán ingresar, permanecer y salir libremente del país receptor durante el período de su misión (Inciso primero del artículo III).

3.
Este tratado establece que la exención del requisito de visa no exime a los beneficiados de la observancia de las leyes y reglamentos en vigor relativos a la entrada, permanencia y salida de los respectivos países (artículo IV).

4.
Cada uno de los Gobiernos se reserva el derecho de impedir el ingreso, en forma discrecional, cuando consideren inconveniente la entrada al país de una persona determinada; lo mismo que el derecho de suspender, completa o parcialmente la ejecución del Convenio por motivos de orden público, seguridad o protección de la salud de la población (artículos V y VI).
5.
Las Partes Contratantes se comprometen a intercambiar por la vía diplomática modelos de los documentos de viaje que son motivo de este Convenio (artículo VII).

6.
El Convenio tendrá una duración de 5 años, entendiéndose, tácitamente renovado, por períodos iguales y sucesivos si ninguna de las Partes lo denunciare con a lo menos seis meses de antelación a la fecha en que expire el respectivo período (artículo VIII).

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

1)
Aprobación del Convenio.


La Comisión pudo constatar que este Convenio es del todo análogo y complementario con el Convenio celebrado entre Chile y la Federación de Rusia para suprimir de visas a los portadores de pasaportes diplomáticos, suscrito el 14 de febrero de 1995, y publicado en el Diario Oficial del 13 de noviembre de 1996; y compartió plenamente los propósitos que han llevado a los Gobiernos a celebrarlo de extender los lazos de amistad entre ambos países y de simplificar los procedimientos aplicables para los viajes mutuos contenido normativo, de manera que decidió, por unanimidad, recomendar a la H. Cámara que le preste su aprobación y sugerir que, para tal efecto, adopte el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje; es decir, en los siguientes:


"Artículo único.- Apruébase el "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre Supresión de Visas para los Portadores de Pasaportes Oficiales de la República de Chile y Portadores de Pasaportes de Servicio de la Federación de Rusia", suscrito en Moscú el 4 de octubre de 2002.".


Concurrieron a la unanimidad, los votos de los señores diputados Riveros, don Edgardo; Bayo, don Francisco; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Letelier, don Juan Pablo; Longton, don Arturo; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.

2)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó en el honorable diputado Longton, don Arturo.

3)
Menciones reglamentarias.


Este Convenio no contiene disposiciones que merezcan las menciones que señalan los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutido y despachado en sesión del día 2 de diciembre de 2003, con asistencia de los señores diputados Riveros, don Edgardo; Bayo, don Francisco; Jarpa, don Carlos Abel; 
Kuschel, don Carlos Ignacio; Letelier, don Juan Pablo; Longton, don Arturo; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 2 de diciembre de 2003. 


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA; Abogado Secretario de la Comisión”.

11. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.525, que reguló los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvia. (boletín N° 3264-09)

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que modifica la ley N° 19.525, que reguló los sistemas de evacuación y drenaje de las aguas lluvias. 


El proyecto tiene por objeto obtener financiamiento para la construcción, mantenimiento y reparación de obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias, así como permitir la participación del sector privado en tales obras, mediante la figura del contrato de concesión de obra pública, de lo cual deriva la regulación complementaria que la iniciativa legislativa formula.

-o-


La Comisión hace presente que, para mejor legislar sobre la materia en estudio, acordó realizar un seminario denominado “¿Quién debe pagar las aguas lluvias? ”, el que se llevó a efecto en la sede de la Cámara de Diputados en Santiago, el día 10 de noviembre de 2003, y al cual concurrieron a manifestar su opinión autoridades, académicos, profesionales, empresarios y representantes de la comunidad civil organizada.


La versión taquigráfica de dicho evento se encuentra a disposición de los interesados en la sala de la Comisión y en el sitio web de la Cámara de Diputados.

-o-


Para el estudio del proyecto, la Comisión contó con la colaboración y la asistencia del ministro de Obras Públicas, don Javier Etcheberry Celhay; del Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet de la Fuente; de su asesor señor Jaime Silva Arancibia; del Subsecretario de Obras Públicas don Clemente Pérez Errázuriz; de su Jefe de Gabinete, abogado señor Rodrigo Weissner Lazo; del Director Nacional de Obras Hidráulicas, don Tomás 
Rogers Maclean; de los asesores del Subsecretario de Obras Públicas, señor Sergio Arévalo Macías y señorita Catherine Cumming Melaj; del Subdirector de Cauces y Drenajes de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, señor Luis Valdés Rebolledo; del ingeniero de la Coordinación General de Concesiones, señor Luis Díaz; del Fiscal del MOP, señor Jorge Norambuena Hernández, y del asesor del Director de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señor Claudio Juárez Muñoz.


También concurrieron, invitadas por la Comisión las siguientes personas:


El Subdirector de Avaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, señor Ernesto Terán Moreno; la investigadora del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo señora María de la Luz Domper Rodríguez; el Gerente General de Aguas Andinas, señor Josep 
Bagué Prats; el Gerente Corporativo de Planificación y Desarrollo de esa empresa, señor Joaquín Marti; el Secretario General de la misma, señor Joaquín Villarino Herrera, y el Jefe de Comunicaciones, señor Camilo Pacheco Gallardo; el Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Fernando Echeverría Vial, acompañado del economista señor Slaven Razmilic; el Secretario Ejecutivo de la Fundación para la Superación de la Pobreza, señor Leonardo Moreno Núñez, acompañado de la Directora del Área de Desarrollo Estratégico de esa fundación, señora Patricia Jara Males; el Jefe de la División de Inversiones del Ministerio de Planificación y Cooperación, señor Juan Cavada; la Analista de Inversiones del Departamento de Inversiones de esa División señora Marcia Vallejos Ramos; el Encargado Nacional del Subsidio del Agua Potable, señor Francisco Socías Hernández; los ingenieros civiles de la Universidad de Santiago, señores Cristián Berríos Arredondo, Lucio Cuenca Berger y Alejandro Arrieta Sanhueza; el ingeniero civil de industrias de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Manuel Salas Guzmán; el representante de la agrupación “Defendamos la Ciudad”, señor Patricio Herman Pacheco, acompañado del arquitecto y académico de la Universidad de Santiago, señor Jonás Figueroa Salas, y el ingeniero miembro de las comisiones de Medio Ambiente y Especialidad Civil del Colegio de Ingenieros de Chile, señor Antonio García Varela.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Hasta fines de los años ochenta, el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, Sendos, era el responsable de los sistemas de aguas lluvias, agua potable y alcantarillado. Esta realidad cambió en 1988, a partir de la dictación de la ley General de Servicios Sanitarios, decreto con fuerza de ley Nº 382, la que dejó fuera del ámbito de las nuevas empresas sanitarias que se creaban el manejo de las aguas lluvias, sin asignar claramente la responsabilidad del tema a ningún organismo del Estado. La razón para ello fue de índole estrictamente económica: hacer más rentables las empresas que se iban a privatizar.


La solución del problema de falta de definición de los organismos responsables de la materia en el país se produjo sólo en el año 1997, con la aprobación de la ley Nº 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Esa ley le asignó al Ministerio de Obras Públicas la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, mientras que la red secundaria la dejó a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al que le corresponde, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.


Sin embargo, el principal aspecto no definido en esa ley tiene que ver con la forma en la cual se han de abordar las grandes necesidades de inversión requeridas para dar solución a la evacuación y drenaje de aguas lluvias en los centros urbanos afectados en forma recurrente por fenómenos de inundación o anegamiento.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


El mensaje plantea que es de público conocimiento que las principales ciudades del país, y en especial la de Santiago, se ven afectadas en forma recurrente por fenómenos pluviométricos que alteran sensiblemente su normal funcionamiento, provocando serios anegamientos que generan cuantiosos daños tanto a las personas, a las viviendas y a las redes de transporte como a la calidad de vida en general.


Agrega que, durante el año recién pasado, gran parte del territorio nacional resultó afectado por grandes inundaciones, situación que hizo evidente el desafío que enfrenta el país respecto del manejo de las aguas lluvia.


En tal contexto, el Gobierno se compromete a presentar una estrategia integral que, enmarcándose dentro de la realidad económica del país, proporcione una solución de largo plazo que evite los daños que actualmente causan las inundaciones.


La iniciativa está orientada a modificar el cuerpo legal sobre aguas lluvia, con el propósito de mejorar la eficiencia y la equidad en el funcionamiento de los sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias existentes en la actualidad y como se ha dicho, resolver las grandes necesidades de inversión.


Baste con señalar, a modo de ejemplo, que tan sólo en el Plan Maestro de Aguas Lluvias del Gran Santiago se ha estimado un requerimiento de inversión total en la red primaria, que es de responsabilidad del Ministerio de Obras Públicas, cercano a los 690 millones de dólares. De estas obras, una proporción importante, aproximadamente 200 millones de dólares, ya se está materializando con los recursos de la Dirección de Obras Hidráulicas y a través de las concesiones viales, puesto que, en mucho casos, estas obras cruzan por aquellos sectores más vulnerables a la acción de las aguas lluvias de la capital, como son sus sectores sur y norponiente. Sin lugar a dudas, estas inversiones, que se concretarán en un plazo inferior a tres años, atenuarán en forma muy importante las inundaciones de los sectores más críticos de Santiago. 


Indica el mensaje que esto es sólo parte de la tarea, la cual es de muy largo plazo, que se requiere para garantizar un funcionamiento normal de la ciudad frente a episodios frecuentes de lluvias. Por lo tanto, para lograr este objetivo, es necesario continuar invirtiendo en forma permanente. 


Finalmente, indica que es necesario considerar inversiones por 1.700 millones de dólares para establecer las redes primarias de los “planes maestros” de todo el país.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.


La idea matriz del proyecto se resume en mejorar la eficiencia y equidad en el funcionamiento de los sistemas de evacuación de aguas lluvias definido en la ley N° 19.525, mediante la definición de su financiamiento y la participación del sector privado en la solución del mismo mediante el sistema de concesiones.


Para llevar a la práctica la idea matriz, se propone, fundamentalmente, permitir la participación del sector privado en las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias, mediante la figura del contrato de concesión de obra pública, de lo cual deriva la regulación complementaria que el proyecto formula (usuarios que deberán pagar las obras, tarifa, facturación y cobranza, etcétera).


Con el fin de conseguir dichos objetivos, se plantea lo siguiente:

a)
Autorizar que la construcción de las obras de los colectores de aguas lluvias se ejecuten, se mantengan y se operen a través de dos modalidades. una, mediante el Ministerio de Obras Públicas y los Servicios de Vivienda y Urbanización, y otra, que se efectúen mediante el sistema de concesiones de obra pública fiscal. 

b)
Financiar la construcción de las obras colectoras de aguas lluvias mediante el pago de una tarifa, determinada en función del avalúo fiscal del predio, ubicado en la zona servida por el respectivo colector.

c)
Otorgar mérito ejecutivo a la boleta o factura que acredite la deuda, emitida por la sociedad concesionaria, para su cobro judicial, si no se pagare voluntariamente.

d) Otorgar un subsidio, a las mismas personas que tienen actualmente subsidio de agua potable y alcantarillado, para pagar la tarifa, en todo o en parte, por los colectores de aguas lluvias, y

e)
Imponer a los urbanizadores la obligación de construir colectores de aguas lluvias, según el “plan maestro” correspondiente al terreno que se urbanizará.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión determinó que el N° 2 del artículo 1° del proyecto, contienen normas de rango orgánico constitucional. 

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Los artículos 1°, N° 4, y transitorio del proyecto deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

VI. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

1.
De los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, 
Norambuena, Pérez y Salaberry, formularon una indicación para reemplazar el inciso segundo, del N° 2 del artículo 1° por el siguiente:


“La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de las redes primaria y secundaria de sistemas de evacuación de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. La Dirección de Obras Hidráulicas podrá contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley de acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa orgánica, pudiendo optar a tales contratos las empresas de servicios sanitarios. Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.”


La indicación fue declarada inadmisible, por tratarse de una materia de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República.

2.
Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para introducir las siguientes enmiendas en el inciso segundo del artículo 1° de la ley 
N° 19.525:

a)
Elimínase la frase: “construcción, reparación, mantención y mejoramiento”.

b)
Agrégase la conjunción “y” entre las palabras “estudio” y “proyección” y la frase “y de la red secundaria” a continuación de las palabras “red primaria”. 

c)
Elimínase la oración: “La red secundaria estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo a quien le corresponderá, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.”

d)
Elimínase la frase “y los Servicios de Vivienda y Urbanización”.

e)
Reemplázanse las palabras: “Dichas obras podrán” por la frase “La solución global al problema de aguas lluvias de una determinada cuenca podrá”.

f)
Agrégase, al final del inciso segundo, la siguiente oración: “En estos casos, las empresas interesadas presentarán planes de inversión que deberán satisfacer los estándares de servicio requeridos en las bases de licitación, pasando dicho plan a ser parte del contrato de concesión y siendo la tarifa promedio a pagar por los usuarios del servicio la principal variable de licitación”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

3.
Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para agregar al final del inciso tercero del N° 2 del artículo 1°, la siguiente oración: “sólo en aquellos casos en que las obras sean ejecutadas por el sistema de concesión de obra pública fiscal”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

4.
Los diputados señores Hales, Araya, Ceroni, Delmastro, Espinoza, Luksic y Meza, formularon una indicación para agregar en el inciso cuarto del N° 2 del artículo 1°, a continuación del punto y final (.), que pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo: “No obstante lo anterior, la tarifa podrá incorporar factores de aminoramiento basados en el tipo de edificación, el aporte a la escorrentía directa o la existencia de infraestructura privada con técnicas alternativas de evacuación u otros con los que se dé solución a la evacuación y drenaje de aguas lluvias al interior de los predios. Las fórmulas tarifarias, la metodología de cálculo, con los factores de aminoramiento mencionados y los mecanismos de reajustabilidad deberán ser fijados en un reglamento de tarifas para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias, el que deberá ser dictado por el Ministerio de Obras Públicas en forma previa a la licitación de la concesión o ejecución de las obras por dicho Ministerio, según corresponda.”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

5.
Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para reemplazar el inciso cuarto del N° 2 del artículo 1° por el siguiente:


“La tarifa correspondiente se calculará sobre la base de la superficie impermeabilizada por el inmueble respectivo, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias de la cuenca o área geográfica en que se encuentre el inmueble. La superficie impermeabilizada se calculará como un porcentaje del terreno en que se encuentre emplazada la propiedad, considerando el 100% para edificaciones no habitacionales, el 50% para viviendas unifamiliares y el 15% para terrenos agrícolas y sitios eriazos. En el caso de edificaciones colectivas de 3 o más pisos de altura y cuya propiedad esté sometida al régimen de copropiedad, la superficie impermeabilizada corresponderá al 75% del terreno en que se encuentre emplazada dicha edificación, y se cobrará a la comunidad como un todo, pagando cada copropietario de acuerdo a los metros cuadrados proporcionales del total edificado.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

6.
Los los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, para reemplazar el inciso quinto del N° 2 del artículo 1° por el siguiente:


“En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, su financiamiento deberá efectuarse con rentas generales de la Nación”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

7.
Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar el inciso séptimo del N° 2 del artículo 1°.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

8.
El Ejecutivo, presentó una indicación para sustituir, en el inciso décimo, nuevo, del 
artículo 1º de la ley Nº 19.525, que se propone agregar por el proyecto, la expresión “El plan” por la siguiente: “El plan de inversiones”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes.

9.
Los diputados señores Hales, Araya, Ceroni, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry, formularon una indicación para sustituir, en el inciso décimo, nuevo, que se incorpora en el N° 2 del artículo 1° la expresión “consulta al” por la expresión “aprobación del”.


Esta indicación fue declarada inadmisible, por tratarse de una materia de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República.

10. Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, 
Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry, formularon una indicación para agregar, en el inciso décimo, nuevo, que se incorpora en el N° 2 del artículo 1°, a continuación del punto y final (.), que pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo:


“El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, y previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible, por tratarse de una materia de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República.

11. Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, 
Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry, formularon una indicación para agregar en el número 2 del artículo 1°, el siguiente inciso undécimo, nuevo, a continuación del inciso décimo, pasando el inciso undécimo a ser duodécimo:


“Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del plan maestro o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, el conjunto de obras que formen parte del plan de inversiones antes señalado deberá ser evaluado de acuerdo a las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación.”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

12. Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para intercalar, en el inciso primero del artículo 2°, entre las palabras “artículo anterior,” y la expresión “el Ministerio de Obras Públicas”, las palabras “y sólo a título indicativo”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

13. Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar el inciso tercero del artículo 2°.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

14. Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar, en el artículo 3°, número 2, letra m), la frase: “construcción, reparación, mantención y mejoramiento”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

15. Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para agregar, en el artículo 3°, número 2, letra m), la palabra “y” entre las palabras “estudio” y “proyección” y las palabras “y de la red secundaria” a continuación de las palabras “red primaria”. 


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

16. Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar el artículo 4° de la ley N° 19.525.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


Al inicio de la discusión en general del proyecto, concurrieron los ministros de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo, quienes expusieron el parecer del Ejecutivo sobre el particular.


-El ministro de Obras Públicas, señor Javier Etcheberry Celhay, en su exposición se refirió en primer lugar a los fundamentos del proyecto de ley, dentro de los cuales destaca la existencia de inundaciones recurrentes, que alteran el normal funcionamiento de las principales ciudades, sobre todo de aquéllas que han ido creciendo en el último tiempo, pues las nuevas viviendas y calles han afectado el natural drenaje de la tierra.


En el invierno del año 2002, se registró el mayor evento de precipitación en más de un siglo, con un saldo de nueve personas muertas, más de 50.000 damnificados y daños avaluados en más de US$ 32 millones.


A raíz de ello, el Gobierno se comprometió a presentar una estrategia integral para dar una solución de largo plazo y definitiva para resolver el problema de las aguas lluvias, pero dentro de la realidad económica del país y de cada región.


Entre los antecedentes tenidos a la vista para legislar, explicó que, hasta fines de la década de los 80, el Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) era el responsable, en la práctica, de los sistemas de aguas lluvias.


En 1988, se dictó la ley General de Servicios Sanitarios (decreto con fuerza de ley 
N° 382), que creó la figura de las concesiones de servicios sanitarios. En esa ley, por razones de rentabilidad de las empresas concesionarias, no se incluyó la evacuación y drenaje de aguas lluvias dentro del objeto de esas concesionarias. Tampoco se asignó clara responsabilidad en el tema a ningún organismo del Estado.


Para corregir esa falencia, en 1997 se aprobó la ley N° 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Esa ley establece un plazo de cinco años para elaborar los “planes maestros” en las ciudades de más de 50.000 habitantes, compromiso que fue cumplido en noviembre de 2002. Sin embargo, la ley no aborda el financiamiento de las obras.


Habida consideración de lo anterior, el Ministerio de Obras Públicas, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, ha elaborado un proyecto de ley que modifica ley N° 19.525, con el exclusivo objeto de resolver el problema del financiamiento de las obras de aguas lluvias.


Puntualizó que las inversiones estimadas en la red primaria (ductos de más de 800 mm o de 600 mm) son US$ 1.704 millones en el país, correspondiendo a la Región Metropolitana US$ 690 millones. En cuanto a las inversiones estimadas en la red secundaria (ductos de menos de 800mm o de 600mm), son de US$ 800 millones en el país.


En seguida, presentó un cuadro que contiene las distintas ciudades y las cantidades que se deben invertir para resolver los problemas de la red primaria.

	Ciudad
	MMUS$

	Gran Santiago
	690

	Punta Arenas
	19

	Gran Viña del Mar
	24

	Concepción
	48

	Puerto Montt
	42

	Rancagua y Machalí
	49

	Temuco y Padre Las Casas
	21

	Gran Valparaíso
	20

	Talca
	36

	Valdivia
	19

	Osorno
	41

	Provincia Chacabuco - (R.M.)
	35

	Chillán y Chillán Viejo
	57

	Talcahuano, San Pedro y Chiguayante
	119

	Curicó
	41

	Linares
	16

	San Antonio - Cartagena
	17

	Quillota
	174

	Los Ángeles
	39

	Lota - Coronel
	34

	Penco - Tomé
	45

	Melipilla - Talagante
	118

	TOTAL
	1.704



Centrando su exposición en el contenido del proyecto de ley, aclaró que él propone que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través de dos modalidades:

a)
Directamente por el Servicio de Vivienda y Urbanización o la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.

b)
A través del sistema de concesiones de obra pública, que se rige por la ley de Concesiones de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 164, del MOP, cuyo texto definitivo fue fijado por el decreto supremo N° 900, de 1996, del mismo Ministerio.


En cuanto al rol de las empresas sanitarias, expresó que la iniciativa propone que las empresas sanitarias puedan participar en las licitaciones para concesionar obras, sin que sea necesario que la empresa sanitaria tenga su concesión en la misma ciudad en que se hace la licitación para la evacuación de aguas lluvias.

Además, la ley establece que las empresas sanitarias ejecuten funciones de facturación y cobranza.


También el proyecto propone que el costo de la inversión de los sistemas de drenaje y evacuación de aguas lluvias sea absorbido por todos los propietarios de los inmuebles ubicados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por el sistema.


Explicó que, para financiar los costos de inversión, mantención y operación del sistema, se sugiere una tarifa única, calculada sobre la base del avalúo fiscal de los inmuebles.


Indicó que en el mismo proyecto de ley se plantea un subsidio para todos los usuarios favorecidos con subsidio de agua potable, en igual proporción a este último.


Hizo presente que los planes y programas de obras -que deben sujetarse a los “planes maestros” que ya han sido publicados en el Diario Oficial- deberán ser aprobados por el Ministerio de Obras Públicas, con participación de los Gobiernos Regionales. Éstos han de pronunciarse sobre las distintas posibilidades de solución, pues las ejecuciones de obras más rápidas, que requieren de mayor inversión, harán subir antes la tarifa del agua potable a los habitantes de la ciudad. Por eso, lo mejor es preguntar a los habitantes de una cuenca hidrográfica, a través de los Gobiernos Regionales, si prefieren una solución rápida y pagar antes el costo respectivo, o hacer las inversiones en forma paulatina, para que la cuenta suba levemente.


En lo tocante a la facturación y cobranza, las obras ejecutadas por el la Dirección de Obras Hidráulicas del MOP o por el Servicio de Vivienda y Urbanización serán facturadas y cobradas por la empresa de servicios sanitarios que abastezca de agua a las viviendas de la cuenca hidrográfica respectiva.


En cambio, en las obras ejecutadas mediante el sistema de concesión de obra pública, la cuenta podrá ser cobrada directamente por la concesionaria o, mediante convenio entre ambas, por la empresa de servicios sanitarios respectiva. En ambos casos, la empresa de servicios sanitarios enviará una cuenta única e indivisible que incluya todos los servicios. Una vez recibida la cuenta, el usuario no puede pagar sólo la cuenta del agua potable y dejar sin pagar la tarifa asignada a la evacuación de aguas lluvias. Las tarifas que cobre la empresa sanitaria por los servicios de facturación y cobranza se fijarán en forma análoga a las del agua potable.


Añadió que el proyecto de ley confiere a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la facultad de requerir información a las sociedades concesionarias de aguas lluvias, con participación de las empresas sanitarias.


En cuanto a la separación de redes, el proyecto propone que las nuevas redes de aguas lluvias estén segregadas de las redes de alcantarillado de aguas servidas. La interconexión sólo se permitirá en casos de emergencia, previa autorización del Ministerio de Obras Públicas. Las obras de interconexión serán de cargo de las empresas sanitarias, sin cobro por el uso eventual de las redes de aguas lluvias.


Especificó que, en un artículo transitorio, se establecen obligaciones para el urbanizador. En efecto, mientras no se haya construido la red primaria o secundaria, según corresponda, el urbanizador no podrá evacuar mayores caudales a los producidos antes de urbanizar, para lo cual deberá emplear técnicas alternativas de evacuación de aguas lluvias (pozos de infiltración, lagunas de retención, etcétera).


Finalmente, explicó que las conclusiones del proyecto de ley son las siguientes:

a)
Permite dar solución al histórico problema de las inundaciones por causa de las lluvias en las principales ciudades.

b)
Posibilita un alto volumen de inversión entre los próximos cinco y diez años, con montos de US$ 1.700 y US$ 2.500 millones, en total.

c)
Admite el cobro diferido de tarifas, para evitar la superposición con el cobro del tratamiento de aguas servidas. Establece que el cobro se efectuará durante toda la vida útil de las obras a los habitantes de toda la cuenca hidrográfica. Por consiguiente, los mayores costos de la cuenta del agua potable, como producto de esta ley, son pequeños, pues se van a distribuir durante largos períodos. Incluso, autoriza empezar a cobrar en varios años más.

d)
Reconoce la participación regional en las decisiones de inversión. 

e)
Las tarifas son pagadas por los beneficiarios directos. Es decir, las obras de una ciudad son pagadas sólo por los habitantes de esa ciudad, sin que sean los habitantes de todo el país los que financien las obras de cada ciudad, pues hay ciudades y localidades que no tienen problemas con la evacuación de aguas lluvias.

f)
Considera un subsidio para los sectores de escasos recursos.

g)
Facilita la incorporación de capital y gestión privados en la provisión de infraestructura y servicios.

-o-


-El ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet de la Fuente, expresó que el proyecto de ley viene a llenar un vacío dejado por la ley N° 19.525, que estableció la obligación de las ciudades con más de 50.000 habitantes de contar con un Plan Maestro de Aguas Lluvias, e instituyó la responsabilidad del Ministerio de Obras Públicas en la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, así como dejó la red secundaria en manos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al que le corresponde, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.


Sin embargo, esa ley no contempló ningún financiamiento adicional ni ninguna obligación presupuestaria respecto de la estructuración de ese sistema.


Explicó que la ley N° 19.525 vino a cubrir un vacío inexplicable. En efecto, el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley General de Servicios Sanitarios, fue el responsable de que, durante nueve años, Chile no tuviera organismos responsables en materia de aguas lluvias.


La opción del proyecto de ley pasa por buscar soluciones en el nivel de cada ciudad, como concepto global solidario, es decir, sin discriminar dentro de la ciudad, pues en la práctica sucede que quienes no se inundan canalizan sus aguas hacia los sectores que se inundan. De ahí nace la idea de cobrar la tarifa según el valor del terreno. (Añade, como antecedente, que también se analizaron otras posibilidades de cobro, como hacerlo en función de la cuenta del agua potable, o del grado de impermeabilización del suelo, etcétera). El sistema propuesto es simple y solidario.


Hizo hincapié en que este proyecto de ley constituye un primer intento, en el nivel público, de que los habitantes de una ciudad paguen el costo efectivo del drenaje de aguas lluvias, sin subsidios ocultos interregionales. Si las obras para evacuación de aguas lluvias fueran hechas con fondos fiscales, los habitantes del Norte Grande estarían pagando las obras en las ciudades con más pluviosidad.


Destacó que el proyecto de ley faculta al Ministerio de Obras Públicas para que implemente el plan de construcción en forma directa o por vía de concesión, previa consulta al Gobierno Regional. La iniciativa no contempla mecanismos a través de los cuales el Gobierno Regional pueda hacer consultas a los municipios o a la comunidad. Al Gobierno le parece que las obras de evacuación de aguas lluvias exceden el ámbito municipal, pues en muchas ciudades importantes hay más de un municipio. Por eso, se establece la consulta en el nivel regional.


Otro aspecto importante lo constituye la posibilidad de diferir en el tiempo el programa de inversión contemplado en el “plan maestro”, como, asimismo, diferir el cobro de la tarifa, de modo que el impacto tarifario sea gradual.


Por último, indicó que el proyecto de ley es una contribución a la solución de un problema que perjudica a los habitantes más pobres de las ciudades del país, que no ha tenido solución por años y que, además, afecta la imagen pública y la competitividad de las ciudades del país. Por ende, la solución del problema diagnosticado es un imperativo ético y económico.

-o-


La Comisión acordó, además, invitar a las siguientes personas, para que expresaran su parecer respecto del proyecto en estudio:


La investigadora del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María de la Luz Domper Rodríguez, expresó la opinión de dicho instituto respecto de la iniciativa en estudio. Los puntos que abordó en su intervención son los siguientes:

Financiamiento de los colectores de aguas lluvia.

1.
Déficit de inversión.


Manifestó que los “planes maestros” muestran que se requieren 1.704 millones de dólares para construir los colectores primarios de aguas lluvias de las principales 22 ciudades del país.


El déficit de inversión en aguas lluvias alcanza a 690 millones de dólares en colectores primarios para el Gran Santiago. Todavía no se tiene información respecto de cuántas son las necesidades de inversión en los colectores secundarios.


Explicó que las estimaciones gruesas muestran que las necesidades de inversión para todo el país serían superiores a US$ 2.000 millones, si se consideran redes secundarias y primarias.


El Estado ha invertido en el nivel nacional, alrededor de 12 a 14 millones de dólares en colectores de aguas lluvias durante los últimos años. A ese ritmo, al Estado le tomaría decenas de años construir la totalidad de los colectores requeridos para acabar con los problemas de inundaciones y anegamientos de áreas pobladas.


Indicó que, para este año 2003, la Dirección de Obras Hidráulicas espera invertir $ 12.476 millones (17 millones de dólares) en el programa de evacuación y drenaje de aguas lluvias.


Para el período 2003-2007, tiene comprometido invertir 52 millones de dólares en total.


Añadió que las concesiones viales urbanas en Santiago, ya adjudicadas aportan alrededor de US$ 120 millones para la construcción de colectores asociados a dichas obras viales. Se esperan otros US$ 84 millones con que las concesionarias podrían contribuir a la construcción de nuevos colectores, mediante convenios complementarios.


Dado lo anterior, el déficit sólo en Santiago sería de alrededor de 400 millones de dólares.

2.
¿Quién es el responsable de la evacuación de aguas lluvias?


Precisó que, hasta hace poco tiempo, la competencia y las funciones no estaban bien definidas en esta materia.


La ley que permitió la creación de Emos S.A. y Esval S.A., ley N° 18.777, de 1989, delimitó las funciones de las empresas sanitarias a las de producir y distribuir agua potable y recolectar, tratar y evacuar aguas servidas. Respecto de las aguas lluvias, sólo son responsables de la construcción y mantención de los colectores unitarios existentes a la época.


Agregó que la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, no contempla ningún artículo que atribuya alguna función específica al municipio respecto de los colectores de aguas lluvias. Sin embargo, los dictámenes Nos 11.777 y 20.828, de 1991, de la Contraloría General de la República, señalaron que, a falta de una regulación específica sobre esta materia, los municipios podían hacerse cargo de la habilitación de los sistemas de alcantarillado de aguas lluvias. Un ejemplo de esto lo constituye el colector de avenida Bilbao, en el límite de las comunas de Las Condes y La Reina, en Santiago.


Recordó que, en 1997, el Congreso Nacional aprobó la ley N° 19.525, la cual otorga facultades al Ministerio de Vivienda y Urbanismo en esta materia, si se trata de la red secundaria de colectores de aguas lluvias, y al Ministerio de Obras Públicas, si se refiere a la red madre o primaria de colectores de aguas lluvias.


Recalcó que el Instituto Libertad y Desarrollo considera que dividir la responsabilidad por la construcción y mantención de las redes de aguas lluvias en dos ministerios no es eficiente ni efectivo. Se requiere un sistema o solución integral a este problema.


Por otra parte, la citada ley N° 19.525 modificó el artículo 134 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, señalando que, para urbanizar un terreno, el propietario del mismo deberá ejecutar a su costa (...) los desagües de aguas lluvias. Sin embargo, dicho artículo no es exigible mientras no se haya aprobado el “plan maestro” correspondiente al área en que se encuentre situado el terreno que será urbanizado, debiendo emplearse otro sistema de evacuación de aguas lluvias.

3.
¿Por qué es un problema el financiamiento de los colectores de aguas lluvias?


Porque el escurrimiento o evacuación de las aguas lluvias es un bien público.

Planteó que la característica principal de los bienes públicos es la imposibilidad de excluir del beneficio de su consumo o uso a ciertos usuarios. Por eso, se hace difícil su financiamiento, ya que, independientemente del aporte individual que cada uno haga, una vez que el bien se provee, no es posible exceptuar a nadie del beneficio de utilizarlo.


En este contexto, debería ser deber del Estado, en primer lugar, proveer y financiar este tipo de bien público, entendiendo por Estado no sólo al Gobierno Central, sino también a los Gobiernos Regionales y a las municipalidades.


Indicó que el proyecto de ley contempla la posibilidad de que sea el sector público (MOP o Serviu) el que construya los colectores, o bien contrate su construcción con una empresa sanitaria, por ejemplo, por la vía del contrato de concesión. No obstante, el proyecto no incorpora la posibilidad de que su financiamiento se efectúe con recursos fiscales o regionales.

4.
Cobro de la tarifa sobre la base del avalúo fiscal.


Recordó que la propuesta del Gobierno es cobrar el costo de los colectores en base al avalúo fiscal de las propiedades. No obstante, no especifica una fórmula para determinar dicho cobro.


Esta propuesta equivale a un nuevo impuesto al patrimonio.


Nada justifica vincular dicho cobro con el valor de las propiedades. Por el contrario, este sistema puede crear enormes subsidios cruzados, pues propiedades con mayor superficie de pasto, que tienden a ser más permeables que propiedades más pequeñas y que evacuan menos aguas lluvias, tendrán que pagar más tarifa, pues su valor puede ser mayor que el valor de las segundas.


Tampoco es óptimo vincular dicho cobro a las contribuciones, o impuesto territorial, ya que también son un impuesto patrimonial. Además, el nivel de exentos alcanza al 80% de las viviendas (avaluadas en menos de 10 millones de pesos) y al 10% de las propiedades no habitacionales* (correspondientes a las exenciones específicas, como cementerios, escuelas, centros deportivos, edificios públicos, de las fuerzas armadas, etcétera). (*Ambos cálculos han sido realizados sobre la base del número de roles).

5.
Alternativas de financiamiento.


Las alternativas que plantea el Instituto Libertad y Desarrollo para financiar la construcción de colectores primarios y secundarios son las siguientes:


-Racionalizar los gastos públicos.


-Cobrar una tarifa fija e igual a los beneficiados por la obra, en un plazo de diez años.


-Financiarlas con recursos regionales.

6.
Otras soluciones necesarias.


La construcción de los colectores de aguas lluvias faltantes no soluciona todo el problema. En efecto, se necesitan normas y políticas que permitan internalizar las externalidades que el crecimiento de la ciudad genera en esta materia. En ese sentido, es positiva la norma del proyecto de ley que obliga a los urbanizadores a dar solución a este problema una vez que esté aprobado el “plan maestro” de la respectiva zona.


No obstante, eso no es suficiente. Existe un vacío legal en materia de vivienda social, ya que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, en el artículo 7.3.1, número 3, respecto del alcantarillado de aguas lluvias, señala que “deberá tratarse, en lo posible, que el escurrimiento de las aguas se haga en forma natural por calles y pasajes”.


El Estado no ha asumido su rol subsidiario, por cuanto no ha previsto -y la ley tampoco lo obliga a ello- la solución de este problema en los conjuntos de viviendas sociales de manera adecuada.


Una correcta solución de este problema supone la adopción de otras medidas de menor costo, muchas de ellas propuestas por la Universidad Católica, tales como: 


-La realización de lagunas de retención de aguas lluvias,


-La construcción de canales urbanos.


-La construcción de parques y lagunas inundables.


En otras palabras, se trata de respetar los cauces de drenaje naturales, de no construir en laderas de ríos o montañas, que son zonas de mayor riesgo.

-o-


El Gerente General de Aguas Andinas, señor Josep Bagué Prats, expuso la opinión de la empresa sobre el proyecto de ley en estudio, la que sistematizó en los siguientes puntos:

I. LA GESTIÓN DE LAS AGUAS LLUVIA.

A)
Aspectos técnicos.

1.
Las redes unitarias.


Las redes unitarias son aquellas que conducen, simultáneamente, aguas servidas y aguas lluvias. Más del 85% de las redes de saneamiento en el mundo son unitarias. Las redes unitarias tienen un costo de entre el 35% y el 40% inferior a las redes separadas.


Las redes separativas exigen un control estricto de conexiones el cual es prácticamente imposible. Además, ellas no resuelven por sí solas el problema de la contaminación de las aguas lluvias y son incompatibles con la normal realidad de la red unitaria preexistente. 

2.
El período de retorno.


Aclaró que el período de retorno de una infraestructura es el tiempo medio en que ésta va a ser suficiente 


El período de retorno usualmente usado en áreas urbanas es de diez años. Períodos de retorno más bajos no son percibidos como efectivos por la población.


Añadió que el incremento de la inversión para pasar de dos a diez años de período de retorno es de aproximadamente el 20%.


En los estudios costo-beneficio, generalmente se infravaloran los daños, no se considera la mejora de la calidad de vida, ni el crecimiento económico indirecto que un buen drenaje genera. 

3.
La contaminación de las aguas lluvias.


Planteó que las aguas lluvias están contaminadas y afectan apreciablemente a los medios receptores. En efecto, el lavado atmosférico y el lavado de calles generan una notable contaminación de las aguas lluvias. El vertimiento de aguas lluvias a los medios receptores produce episodios agudos de contaminación.


Por lo anterior, la planificación del drenaje urbano debe comprender la descontaminación de las aguas lluvias. Este proceso de descontaminación contempla: reducción de la escorrentía; laminación de la misma; uso de las plantas de tratamiento de aguas servidas, previa implementación en éstas de las modificaciones de infraestructura y operación que resulten necesarias; pretratamiento de aguas lluvias, etcétera.

4.
La necesidad de la explotación.


Mencionó que las redes de drenaje urbano requieren de una explotación permanente, ya que, a semejanza de las demás redes (agua, electricidad, gas), no funcionan solas. Por ende, hay que pensar en el concepto de explotación, además de los de construcción y mantenimiento.


La explotación moderna incluye un conocimiento continuo del estado de la red y una operación en tiempo real sobre ella.

5.
La gestión integrada.


Indicó que, actualmente, no se concibe una gestión no integrada de las aguas servidas, aguas lluvias, plantas de tratamiento de aguas servidas y medios receptores, ya que el ciclo continuo del saneamiento (alcantarillado, depuración y medios receptores) es indivisible.


Por lo tanto, la planificación y explotación de cualquiera de los elementos del saneamiento afecta a los otros.

6.
Estanques de aguas lluvias. La tipología actual.


Explicó que los estanques de aguas lluvias son un elemento ya de uso común en las redes de drenaje modernas, porque a) permiten incrementar el período de retorno de una red, sin modificarla; b) permiten laminar los caudales en tiempo de lluvia, limitando los desbordamientos, y c) permiten retener las aguas de lluvia contaminadas, para ser tratadas posteriormente en las plantas depuradoras, previa implementación en éstas de las modificaciones de infraestructura y operación que resulten necesarias.

Aspectos organizativos.

1)
La administración única.


Planteó que la administración pública responsable del saneamiento (aguas servidas, aguas lluvias, depuración) debe ser única, porque los distintos sistemas están interrelacionados, y no se pueden impulsar y controlar de forma independiente, además de que una responsabilidad pública no integrada conduciría a disfunciones y sobrecostos.


Por ende, en cuanto al modelo de regulación pública deseado, el control del regulador público debe ejercerse sobre los resultados del servicio. En efecto, la incidencia del control del regulador debe hacerse sobre los niveles de servicio obtenidos, promoviendo su mejoramiento continuo.


El control sobre los métodos de gestión interna produce desviaciones de recursos, distorsiona la gestión e impide la mejora de procesos y métodos, al burocratizarlos.

2.
El papel de las empresas sanitarias.


Destacó que las empresas sanitarias son, de forma generalizada en el mundo, las responsables de la gestión del drenaje urbano. Lo son, entre otras cosas, porque:


-La necesaria integración de las aguas servidas, aguas lluvias y depuración, la hace imprescindible.


-La asignación y exigencia de responsabilidades sería imposible e ineficaz en un esquema con otros concesionarios.


-La sinergia en gestión y la reducción de costos asociada, son un beneficio de la asignación de la gestión de drenaje urbano a las empresas sanitarias.

3.
La separación de las concesiones de inversión y de gestión.


Explicó que la inversión y construcción inicial se plantean de forma independiente de la gestión y explotación posteriores, pues las características financieras necesarias para una y otra son distintas.


La separación de inversión y gestión permite una mayor concurrencia de ofertantes y una disminución de precios.


Además, el conocimiento, experiencia y enfoque empresarial son diferentes.

PROPUESTAS DE AGUAS ANDINAS

1.
Establecer un modelo de red unitaria y considerar la existente como una parte de la misma, actualmente insuficiente.

2.
Separar la inversión-construcción de la gestión-explotación.

3.
Asignar a las empresas sanitarias la gestión, explotación, operación y mantenimiento de los sistemas de drenaje urbano.

4.
Distinguir la tarifa de gestión de la tarifa de inversión, a saber:.

a)
Respecto de la tarifa de gestión de la red unitaria (aguas servidas + aguas lluvias), se factura por la empresa sanitaria dentro de la boleta del agua y se calcula en función del agua recolectada, acorde con la actividad principal de la red unitaria propuesta.

b)
En cuanto a la tarifa para inversiones en infraestructuras del sistema unitario de drenaje, la recaudación se encarga a la administración, puede calcularse según el avalúo fiscal o según los metros cuadrados de superficie de la propiedad y la cobranza puede hacerse como un adicional en el cobro del impuesto territorial.

5.
Garantizar la protección económica de las actuales concesiones sanitarias.

6.
Instituir un calendario lento de aplicación, de manera de permitir una capacidad social de asumir los incrementos en la boleta de agua.

7.
Unificar la competencia administrativa, para que las mejoras de gestión y control se centren en una administración pública única.

8.
Establecer que las facultades necesarias de control de la Superintendencia de Servicios Sanitarios se centren en el control de los resultados obtenidos.

-o-


El Subdirector de Avaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, señor Ernesto Terán Moreno, emitió la opinión del Servicio de Impuestos Internos respecto de los avalúos de los bienes raíces urbanos a que se refiere el proyecto de ley como base para el cálculo de la tarifa.

1.
El proyecto que modifica la ley N° 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, establece, en el número 2 de su artículo único, que los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar una tarifa calculada sobre la base del avalúo fiscal del inmueble respectivo, determinada considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema, entendiendo como usuarios a los propietarios de los inmuebles emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por el sistema.

2.
Del texto de la disposición propuesta resulta que los inmuebles por los que deberá pagarse una tarifa serán aquellos ubicados dentro del área urbana de las comunas comprendidas en las respectivas cuencas hidrográficas, por lo que es necesario referirse, en primer lugar, a la forma como se clasifican los bienes raíces para efectos de la aplicación del impuesto territorial y, luego, a la metodología de determinación de los avalúos fiscales.

3.
Conforme a lo establecido en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, los bienes raíces se clasifican en agrícolas y no agrícolas, independientemente de su ubicación, por lo que, dentro del radio urbano, si bien la mayoría de las propiedades son no agrícolas, también puede haber predios agrícolas.

4.
La metodología de fijación del avalúo fiscal es diferente según se trate de bienes raíces agrícolas o no agrícolas, ya que, mientras para los primeros sólo se toma en cuenta el valor de los suelos y casas patronales, para los segundos el avalúo incluye el valor del terreno y de todas las construcciones existentes.


Además, la tasación o valoración fiscal de las propiedades se basa en definiciones, clasificaciones y valores unitarios de terrenos y construcciones que se fijan en los reavalúos. Los avalúos se reajustan semestralmente según la variación del IPC del semestre inmediatamente anterior.

5.
Los bienes raíces agrícolas se tasan considerando el valor por hectárea de cada clase de suelo, de acuerdo con su capacidad de uso y con la comuna en que se ubique el predio. A ello se debe agregar el valor de las casas patronales que exceda de $5.737.667, al segundo semestre del 2003.

6.
Para el caso de la tasación de los bienes raíces no agrícolas, que corresponden a la mayoría de los situados dentro del radio urbano, la determinación del valor del terreno considera ubicación, urbanización y equipamiento del sector, así como las características propias de cada predio, como superficie, forma, topografía u otros factores que incidan positiva o negativamente en su valor.


Por su parte, las construcciones se valorizan según su clase o estructura soportante, calidad, año de construcción, características especiales (mansarda, subterráneo, etcétera), destino, importancia de la comuna, y otros.


Por lo tanto, el avalúo total de cada bien raíz no agrícola es igual a la suma del avalúo del terreno más el de todas las construcciones.

7.
En este punto, planteó que, en general, cuando se estima la utilización del avalúo fiscal como base para el cálculo de una tarifa o derecho, es importante tener en cuenta factores como:

a)
Los avalúos de las propiedades se fijan con ocasión de los reavalúos o retasaciones generales, procesos en que, por lo general, se producen variaciones importantes de los avalúos. Así, por ejemplo, en el reavalúo no agrícola efectuado en el año 1995 se originó un incremento medio de los avalúos en el nivel nacional, del 80,4%, con aumentos muy superiores en algunos casos particulares.

b)
Con posterioridad a los reavalúos, los avalúos pueden ser modificados por diversas causales, las cuales implican aumentos o rebajas, las que pueden tener efecto retroactivo de hasta tres años, como ocurre por tasaciones de nuevas construcciones o ampliaciones, fusiones y divisiones de predios, demoliciones, siniestros, así como corrección de errores de clasificación u otros.

c)
En los sectores de expansión urbana existen grandes predios que dan origen a nuevas urbanizaciones, cuyos avalúos sumados no corresponden al avalúo total del predio original. Esto se debe a que, en el avalúo del predio original, por lo general se estiman coeficientes que rebajan su avalúo por condiciones de falta de urbanización, tamaño, forma, etcétera.


Lo anterior resulta relevante en aquellas comunas con alta dinámica inmobiliaria, donde se generan permanentemente nuevas urbanizaciones y divisiones.

d)
Los contribuyentes pueden, en cualquier momento, solicitar la revisión de los avalúos de sus propiedades, si consideran que hay un error en su determinación o hay bienes no tasados, lo que puede originar la modificación del avalúo.

e)
Es conveniente tener presente que, anualmente, el catastro nacional de bienes raíces se incrementa en aproximadamente 200.000 nuevos roles y, por otra parte, que los datos de otros 180.000 son modificados.


En resumen, la variabilidad de los avalúos es un factor importante de tener en cuenta en este análisis. Se trata de un proceso propio de la dinámica del mercado inmobiliario, que se refleja en los reavalúos, los que, de acuerdo con el proyecto de ley denominado “Rentas Municipales II”, deberán llevarse a cabo cada cinco años, con excepción de los sitios no edificados ubicados en áreas urbanas, los que habrían de ser reavaluados anualmente, así como las modificaciones de los avalúos por diversas causales y con distintas vigencias.

8.
En el caso de que se llegue a considerar un sistema de cálculo de tarifas en base a la información del Servicio de Impuestos Internos, es conveniente que los mecanismos que se ideen para materializar este cobro sean consultados previamente con este Servicio para ver la factibilidad de su implementación.


Por otra parte, la aplicación de un sistema de cálculo de tarifas en base a la información del Servicio de Impuestos Internos originaría costos para esta institución, por lo que, en caso de que llegare a adoptarse dicho procedimiento, sería necesario considerar en el proyecto la correspondiente asignación de recursos financieros para prestar este servicio adicional.

-o-


El presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Fernando Echeverría Vial, expuso el parecer de la Cámara respecto del proyecto de ley en estudio.


Señaló que, para la Cámara Chilena de la Construcción, es de mucho interés el financiamiento de los sistemas de colectores de aguas lluvias. En los últimos años, se han invertido alrededor de 5.500 millones de dólares en el sistema de concesiones, especialmente en carreteras urbanas e interurbanas. Esto ha permitido contar con una infraestructura de primer nivel, lo que se ha traducido en el 40% menos de accidentes y en el 50% menos de muertes.


Igualmente, gracias al sistema de concesiones, Chile cuenta con aeropuertos de primer nivel y sistemas de tratamiento de aguas servidas que alcanzan al 70%. Además, la inversión privada en infraestructura ha posibilitado focalizar mejor los recursos públicos.


Por todo lo anterior, se puede sostener que Chile cuenta con la mejor infraestructura de Latinoamérica. Sin embargo, el país se ha quedado atrás en la inversión en infraestructura de control y drenaje de aguas lluvias. En la actualidad se están invirtiendo cerca de 14 millones de dólares al año en aguas lluvias en todo el país. Según el “plan maestro” elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, se requieren 2.600 millones de dólares de inversión en todo el país. La inversión estimada para Santiago es de alrededor de 1.000 millones de dólares. Esta cantidad es imposible obtenerla con recursos generales de la nación.


Agregó que las inundaciones y anegamientos a que dan lugar las aguas lluvias producen pérdidas humanas y materiales, además de pérdidas de productividad, las que se calculan en 40 millones de dólares anuales, en promedio, en el nivel nacional.


Puntualizó que la Cámara Chilena de la Construcción está de acuerdo con los siguientes aspectos del proyecto de ley:

a)
Aplicación de la ley de Concesiones de Obras Públicas.

b)
Cobro obligatorio a través de la cuenta de otro servicio público mediante una cuenta única. Esta cuenta única podría ser la de agua potable, pero también la del servicio de electricidad. Esta última tiene una ventaja por sobre la anterior, y es que la cobertura de electricidad en las distintas ciudades del país es mayor que la de agua potable, por lo que sería más fácil cobrarla.

c)
Comisión por costos directos e indirectos de facturación fijados por reglamento del Ministerio de Obras Públicas y del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

d)
Cada cuenca hidrográfica financia su propia inversión. Sería absurdo que una ciudad del norte tuviera que pagar las inversiones en aguas lluvias de una ciudad del sur. Son los ciudadanos de cada cuenca los que deben decidir cuánto están dispuestos a pagar para resolver el problema de los anegamientos.

e)
Subsidio directo a las familias más pobres. Al respecto, existe la experiencia positiva del subsidio al consumo de agua potable.

Destacó que los puntos que debieran ser perfeccionados son los siguientes:

1)
Pago por servicio. Al respecto, opinó que debiera pagarse por las externalidades negativas que se producen (pago en proporción al daño generado) o en relación con el tamaño del terreno, y no según el avalúo fiscal de la propiedad, si bien reconoce que el avalúo tiene elementos y virtudes para usarlo como parámetro. No debe dejar de considerarse que quien adquiere una casa causa más externalidades que quien compra un departamento. Otro elemento que se puede tomar en cuenta es la permeabilidad del terreno

2)
Optimización de inversiones. Expresó que la rentabilidad social de los proyectos es de la máxima importancia, por lo que los proyectos comprendidos en los “planes maestros” del Ministerio de Obras Públicas, que arrojan la cifra de 2.600 millones de dólares deben necesariamente someterse al sistema de evaluación de proyectos que realiza el Ministerio de Planificación y Cooperación.


Mencionó que la Cámara Chilena de la Construcción tiene, además, los siguientes planteamientos sobre el proyecto: 

a)
Tarificar en base al avalúo no es más que un impuesto patrimonial (adicional).

b)
El mecanismo propuesto no discrimina adecuadamente quién es el que causa los daños.

c)
Es necesario acercarse a una solución en que se pague por el servicio recibido (es una empresa la que se debe encargar de que sus aguas no inunden a los demás).

d)
Cobrar en función de una medida simple del impacto negativo generado.

e)
En el marco de esta propuesta, una posibilidad es que el cobro se determine considerando para cada propiedad:


-el grado de impermeabilización, y


-la superficie total.


Al efecto, señaló que una alternativa ampliamente utilizada en Estados Unidos es cobrar en función de la impermeabilización del suelo. Para esto, se definen categorías de uso de suelo y se les asigna un coeficiente de impermeabilización (entre 0 y 1). Multiplicando este coeficiente por la superficie total de cada categoría de uso de suelo (al interior de la cuenca analizada) se obtienen los “m2 equivalentes” que impermeabiliza cada categoría. Luego, dividiendo los “m2 equivalentes” que aporta cada una por la suma total de “m2 equivalentes”, se obtiene la fracción de la inversión que debe financiar cada categoría de uso de suelo. Finalmente, esta fracción por pagar se divide por la superficie total de cada categoría, obteniendo así el pago por m2 de terreno, pagando el propietario según el tamaño de su predio.


Hizo presente que la Cámara Chilena de la Construcción tiene, además, las siguientes propuestas:


-Se deben priorizar aquellos proyectos que sean socialmente rentables.


-Falta un cronograma optimizado adecuadamente.


-La inversión programada para Santiago exigiría cobrar unos $3.500.- adicionales a la factura de agua (37% más).


-La disposición a pagar en promedio es de sólo $1.700 (18% más) y permitiría financiar el 49% de las inversiones estimadas.


-El concesionario debe tener plena libertad para incorporar las soluciones que estime pertinentes, respondiendo por los resultados de su gestión.


-Los estándares técnicos deben ser establecidos por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, los que pueden ser revisados con ocasión de cada nuevo contrato.


-Incentivar la incorporación de tecnologías que reduzcan la impermeabilización de los predios.


-Se deben explorar también técnicas alternativas, las que podrían complementar y redimensionar las costosas obras actualmente en carpeta.

-o-


El Secretario Ejecutivo de la Fundación para la Superación de la Pobreza, señor Leonardo Moreno Núñez, dio a conocer la posición de la fundación que representa.

Introducción


Planteó que es interesante abordar la solución de los problemas de anegamientos que cada cierto tiempo generan las aguas lluvias en las principales áreas urbanas del país, lo que constituye, sin duda, una necesidad cada vez más prioritaria de resolver. Las dificultades en el funcionamiento de la ciudad, y los daños a los bienes públicos y privados que se producen durante los inviernos, han puesto en evidencia lo urgente que es desarrollar soluciones de carácter más integral.


Por otra parte, los niveles de urbanización y de concentración urbana alcanzados por el país obligan a definir políticas de implementación y gestión de servicios urbanos que aseguren condiciones adecuadas de funcionamiento de la ciudad y de calidad de vida para sus habitantes. En este sentido, se valora la presentación de este proyecto de ley, en cuanto implica dar un paso más -luego de la promulgación, en 1997, de la ley N° 19.525, en la búsqueda de estas soluciones, reponiéndose la discusión respecto de un tema largamente postergado.


Señaló que, tal como lo muestra la experiencia de Santiago, el crecimiento de las ciudades provoca un aumento considerable de las aguas lluvias superficiales, generando inundaciones y la obsolescencia de los escasos sistemas de drenaje existentes. De esta manera, especialmente ante episodios de intensas precipitaciones, son afectadas negativamente las actividades urbanas, las personas, sus bienes y la infraestructura. Por otra parte, el aumento de la superficie urbanizada y el desarrollo de nuevas actividades urbanas provoca cambios que, desde el punto de vista de las aguas lluvias, se traducen en una modificación importante de los cauces naturales de drenaje, la pérdida de capacidad de infiltración de los suelos, la disminución del almacenamiento superficial y el aumento de contaminantes en el agua.


Así, el incremento constante de las áreas urbanizadas hace que las crecidas en zonas urbanas sean cada vez mayores, más violentas y más rápidas, debido a la impermeabilización del suelo y a las facilidades para que el agua escurra por las calles, lo cual crea flujos cada vez mayores para lluvias similares.


Explicó que, para resolver este problema -como ocurre en el caso de Santiago y de otras ciudades del país-, se requiere de inversiones en grandes obras para eliminar las inundaciones en zonas bajas. Pero el problema no termina ahí. Ejecutadas tales obras, es necesario tener presente también que, debido al dinamismo propio de los procesos de urbanización y al crecimiento constante de las zonas urbanas, aquéllas pueden verse sobrepasadas en el futuro, por lo que se hace necesario compatibilizar eficientemente políticas de crecimiento urbano con la prestación de servicios urbanos, como el de evacuación de aguas lluvias, entre otros, a fin de reducir al máximo posible las externalidades negativas que genera el proceso de urbanización.


Agregó que los sistemas de evacuación de aguas lluvias conllevan establecer una tremenda infraestructura urbana para enfrentar el tema de las inundaciones. Esta situación nos sitúa claramente en un problema de ciudad y, por lo tanto, con dimensiones sociales, económicas y ambientales.


Por lo tanto, el proyecto de ley propuesto debe entenderse en el marco de una “política de desarrollo urbano”, que va más allá de las medidas reactivas que se deben tomar, año tras año, frente a episodios estacionales críticos. Desde ese punto de vista, el proyecto responde a la necesidad de proceder en estas materias con una visión de “planificación para el desarrollo sustentable de los territorios”, donde el objetivo central no es la administración de los procesos y las relaciones que se dan en ellos, sino, en última instancia, el mejoramiento de la calidad de vida de las personas que los habitan.


Puso de relieve que las grandes ciudades y, en particular el área metropolitana, se han visto seriamente afectadas por un crecimiento inorgánico y muchas veces improvisado, que ha tensionado la gobernabilidad del territorio, dando origen a la emergencia de nuevas formas de inequidad territorial. A la creciente pérdida de áreas verdes y espacios que favorezcan la integración y el encuentro de los ciudadanos, se suma la segmentación socioeconómica y la concentración territorial de diversos condicionantes ambientales, que producen deterioro en las condiciones de habitabilidad de sectores medios y de escasos recursos. En ese sentido, la inversión en obras de infraestructura representa un avance significativo en el mejoramiento de las condiciones de vida de los ciudadanos residentes y transeúntes, a partir de una gestión de los territorios no sólo moderna, sino también “a escala humana”.


Por lo tanto, una iniciativa como ésta debe ser analizada en función de cuánto contribuye a mejorar la equidad socioespacial de las ciudades y cómo la planificación y el ordenamiento territorial se plantean en términos sustentables. Sin duda, el aporte de infraestructura ambiental en materias de agua, saneamiento, drenaje y gestión de desechos sólidos es un adelanto significativo para el desarrollo territorial, siempre y cuando se logren combinaciones virtuosas entre reglas de mercado, valoración de bienes públicos, colaboración público-privada para el fomento a la inversión y fórmulas de financiamiento que no resulten regresivas, cautelando como principio general la equidad y la protección de los sectores de menores recursos. Ello implica prever las externalidades negativas que podrían tener las fórmulas de cálculo y cobro de tarifas implicadas en las estrategias de financiamiento.


Así, es un hecho que los problemas de habilitabilidad de las ciudades, incluidos los efectos de las inundaciones provocadas por lluvias, se encuentran desigualmente repartidos. Por lo mismo, un “proyecto de ciudad”, donde están involucrados los proyectos de desarrollo urbano y sus obras de inversión en infraestructura, debe evitar a toda costa la generación de nuevas externalidades negativas, producidas esta vez por los sistemas de cobro definidas en las fórmulas de financiación, como aquéllas a las que hace referencia el mentado proyecto en comento.

Beneficios asociados.


La solución de los problemas que generan las aguas lluvias constituye una contribución relevante no sólo para el mejoramiento de la calidad de vida de los grupos que son directamente afectados por ellos, sino también un aporte a la creación de mejores condiciones de funcionamiento urbano en períodos de invierno, con los consiguientes beneficios sociales, económicos y ambientales para el conjunto de los habitantes y, en definitiva, también para el país


Destacó que, aunque no se cuenta con estudios acabados respecto de los costos directos e indirectos que generan los problemas de anegamiento por aguas lluvias en las principales ciudades del país, existen algunas aproximaciones que indican la relevancia de abordar su solución.


Indicó que un estudio realizado por el Instituto Libertad y Desarrollo en el año 2002 estimó entre 207 y 265 millones de dólares el costo que significó al país la lluvia producida durante dos días en el mes de junio de ese año. De acuerdo con este mismo estudio, se dañan anualmente “alrededor de 9.068 viviendas y se destruyen 1.394 viviendas como producto de los temporales”, lo que, según la Cámara Chilena de la Construcción, tendría un costo de 28,7 millones de dólares.


Por otra parte, se señala que “las inundaciones generarían un costo anual por damnificados que alcanza a US$ 2.2 millones, considerando un total de 80.000 personas damnificadas, de las cuales el 33% estaría en albergues alrededor de veinticuatro horas y el resto fuera de albergues”. A ello debería agregarse, además, el costo de personas fallecidas como consecuencia de los temporales.


Expuso que, entre los costos indirectos para dos días de lluvias como las ocurridas en ese mes se encuentran, por otra parte, los asociados al ausentismo laboral. Estos costos fluctuarían entre US$ 176 millones y US$ 264 millones para un ausentismo laboral de dieciséis horas, representando entre el 0,2% y 0,4% del PIB. 

SOBRE EL CONTENIDO DEL PROYECTO.

1.
Subrayó que, respecto del número 2 del artículo 1°, se señala que: “Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base del avalúo fiscal del inmueble respectivo, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias”. 


Advirtió que, si bien es cierto que la consideración de las tasaciones de los bienes raíces es un criterio de estratificación basado en la ordenación de las propiedades en función de su avalúo, también hay que tener en cuenta que éste no necesariamente se condice con el nivel de ingreso de sus residentes. Por lo tanto, el impacto tarifario de esta medida no puede obviar la existencia de hogares que, teniendo un cierto patrimonio, no tienen igual capacidad de pago y, por tanto, sus cuentas de agua más el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias y tratamiento de aguas servidas sí tendrán impacto en el presupuesto familiar más allá de lo que indique la valoración de la propiedad.


Al respecto, parece razonable revisar las fórmulas de cálculo de las tarifas, donde podría sobreestimarse este factor a la hora de fijar el valor asignado por concepto del nuevo servicio. 


Por lo tanto, cabe señalar que, aun cuando muchos de estos hogares pueden ser actualmente beneficiarios del subsidio al consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas (SAP), hay un delta de hogares que hasta ahora no habían necesitado de este beneficio, pero que, en virtud del impacto de la nueva tarifa en sus cuentas de agua, aumentadas por tratamiento de aguas servidas y evacuación y drenaje de aguas lluvias, deberán acogerse a este subsidio. Para ello, se recomienda establecer una estrategia anticipatoria que, cruzando las bases de datos del Sistema Nacional CAS y las de las empresas sanitarias, permita identificar a esas familias para proceder a su encuesta y asignar los subsidios correspondientes, de manera de no excluir de este beneficio a aquellos hogares que, por falta de información, no procederán espontáneamente a efectuar su postulación.

2.
Más adelante, se dispone que: “En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas o los Servicios de Vivienda y Urbanización, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el Ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema”.


Al respecto, llama la atención que se establezcan mecanismos diferenciados de fijación de tarifas, ya que, en un caso, éstas quedan sujetas a la potestad reglamentaria del Presidente de la República y, en el otro, a la reglamentación vigente para las concesiones, en circunstancias que ambas debieran regirse por ley. En cualquier caso, la vigencia de ambos sistemas debe mantenerse siempre y cuando se eviten discriminaciones arbitrarias. 

3.
En la misma sección, se establece que: “Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura que acredite la deuda emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal o la empresa de servicios sanitarios, según corresponda, tendrá mérito ejecutivo”.


Entonces, cabe preguntarse por la pertinencia de otorgar “mérito ejecutivo” a dicho cobro, ya que éste es un principio que suele regir para instrumentos contractuales de carácter bilateral y no para gravámenes impuestos unilateralmente por parte del Estado.

4.
En relación con la incorporación del artículo 2º bis permanente, que establece un subsidio para cubrir el pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias y determina los beneficiarios, cabe señalar lo siguiente:


4.1. Quiénes se beneficiarán con subsidios.


Explicó que, cuando los incrementos en la tarifa se originan por causa de variaciones en los precios unitarios del agua potable y del servicio de alcantarillado de aguas servidas, los ajustes se realizan a través de la metodología tradicional de cálculo del SAP. Es decir, son beneficiarios potenciales de este subsidio aquellos clientes que ven incrementado el porcentaje que destinan a su cuenta de agua, por concepto de agua potable y servicio de alcantarillado, y no por concepto de incorporación de sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


Recordó que, en el artículo 2º del decreto supremo Nº 195 (19.02.1998) “Reglamento de la ley de Subsidio al Consumo de Agua Potable y Alcantarillado”, se establece que, para los efectos de la aplicación de las disposiciones de ese reglamento, se entenderá por “subsidio al pago del consumo de agua potable y uso de alcantarillado de aguas servidas (en adelante subsidio al consumo) la parte del valor total de la cuenta por consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas que, en conformidad al beneficio que otorga la ley, le corresponde pagar a la municipalidad. Cuando el servicio incluya sólo el de agua potable, el subsidio será la parte del valor de la cuenta de consumo de agua potable”.


En consecuencia, se deduce que, con la actual metodología del SAP, sólo corresponde recomendar aumento en los subsidios por incrementos en la tarifa de agua potable y servicio de alcantarillado, y no por incorporación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias, por lo que únicamente es posible estimar demanda adicional de subsidios por este último concepto. La pregunta, entonces, es con qué instrumento subsidiar a aquellas familias cuya cuenta de agua representará más del 3% de su presupuesto familiar, a raíz del cobro de la tarifa por servicio de aguas lluvias para la cual no se aplica el beneficio del SAP.

Entonces, aun cuando los beneficiarios actuales del SAP quedan automáticamente subsidiados para efectos de las nuevas tarifas, será necesario aplicar el criterio de “incapacidad de pago” a los usuarios que hoy en día no reciben este beneficio y que verán aumentado ese margen del 3%. 


Por lo tanto, para este caso, habría que incorporar modificaciones en el reglamento del SAP, de manera que la tarifa aplicada por concepto de drenaje y evacuación de aguas lluvias sea también subsidiable y se considere dentro de la contabilización.


4.2. Número de subsidios por asignar.


Explicó que, para tal efecto, habría que hacer una modificación legal o reglamentaria, que permitiera considerar el valor del servicio de aguas lluvias del total de la cuenta de agua estimado para aplicar este subsidio. Se puede efectuar una simulación que permita estimar el número de subsidios adicionales que se deberá considerar en el presupuesto del Programa SAP para beneficiar a las personas de escasos recursos y/o con incapacidad de pago.


Añadió que el presupuesto del SAP comprende desde el año 2002, subsidios diferenciados según grupos tarifarios y, dentro del grupo tarifario, considera diferenciación del número de subsidios e intensidad del beneficio según grupos socioeconómicos. (Durante el año 2002, se inició en todas las regiones del país, con excepción de la Metropolitana, esta nueva modalidad de subsidios para el área urbana, que toma en cuenta subsidios diferenciados en dos tramos socioeconómicos, tanto en número de cupos como en intensidades del beneficio).


Aludió a que el número de subsidios en el nivel nacional, que para el año 2003 alcanza a 620.032 unidades, cubre al 21,91% de los clientes residenciales urbanos conectados al servicio de agua potable (2.830.067 clientes residenciales con conexión de agua potable en el nivel nacional, según información proporcionada por las empresas sanitarias a diciembre del 2000).


Para hacer sustentable la medida propuesta por el proyecto, desde el punto de vista de su presupuesto, es necesario estimar el universo potencial real de los subsidios que será necesario asignar a los deciles de menores ingresos, donde el impacto tarifario se traducirá en el aumento porcentual del presupuesto familiar que deberán destinar al pago de su cuenta de agua y que, según el SAP, no debe exceder el 3%.


Añadió que para ejemplificar la situación resultante de la incorporación de subsidios para los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, se analizó el caso de la Región Metropolitana. El resumen de la situación actual se presenta en el cuadro N° 1.

Cuadro N° 1

Situación Actual
	Tarifa Actual (Ago 2003)
	Región Metropolitana

	Empresa
	Aguas Andinas

	Grupo tarifario
	1

	Cargo fijo
	$ 472,00

	Variable no punta ($/m3)
	$ 223,46

	Variable punta ($/m3)
	$ 216,01

	Alcantarillado ($/m3)
	$ 129,70



Señaló que, una vez definidos los valores unitarios, es posible calcular una boleta promedio para diferentes niveles de consumo, según se detalla en el cuadro N° 2, cuyos valores corresponden a agosto de 2003.

Cuadro N° 2

Tarifa promedio para diferentes consumos

Región Metropolitana - Aguas Andinas

	Consumo
	15 m3
	17 m3
	20 m3

	Cargo fijo
	$ 472,00
	$ 472,00
	$ 472,00

	Variable punta
	$ 3.351,90
	$ 3.798,82
	$ 4.469,20

	Variable no punta
	$ 3.240,15
	$ 3.672,17
	$ 4.320,20

	Alcantarillado
	$ 1.945,50
	$ 2.204,90
	$ 2.594,00

	Total Punta
	$ 5.769,40
	$ 6.475,72
	$ 7.535,20

	Total No Punta
	$ 5.657,65
	$ 6.349,07
	$ 7.386,20



Precisó que los valores presentados anteriormente deben ajustarse a fin de considerar los incrementos tarifarios correspondientes. En el caso de la Región Metropolitana, los valores deben ajustarse para incluir la modificación por concepto de alza de IVA y ajuste tarifario por concepto de cobro de plantas de tratamiento de aguas servidas (14% sobre el valor anterior). Asimismo, este valor debe ajustarse para incluir el 17% adicional correspondiente al incremento de inversión por el concepto del sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias. El resumen se presenta en el cuadro N° 3.

Cuadro N° 3

Tarifa promedio para diferentes consumos con ajuste por sistema de aguas lluvias.

Región Metropolitana - Aguas Andinas

	Consumo
	15 m3
	17 m3
	20 m3

	Total punta ($/m3)
	$ 7.695,23
	$ 8.637,32
	$ 10.050,45

	Total no punta ($/m3)
	$ 7.546,17
	$ 8.468,39
	$ 9.851,71



Considerando la composición de los deciles socioeconómicos según información de la Encuesta Casen 2000, ajustada a diciembre de 2003 por el IPC, es posible estimar el ingreso promedio por decil para cada uno de los casos del ejemplo. El detalle se presenta en el cuadro N° 4.

Cuadro N° 4

Ingreso familiar y estimación del 3% - Región Metropolitana
	Región
	Decil
	Ingreso medio per cápita
	Ingreso

mínimo

per cápita
	Ingreso máximo per cápita
	Ingreso medio familiar
	3% ingreso medio del hogar

	RM
	I
	17.706
	0
	30.894
	148.291
	4.449

	
	II
	38.920
	30.906
	47.286
	148.348
	4.450

	
	III
	54.266
	47.299
	62.080
	233.342
	7.000

	
	IV
	70.013
	62.095
	78.496
	301.054
	9.032

	
	V
	88.550
	78.517
	99.615
	336.491
	10.095

	
	VI
	111.310
	99.622
	126.504
	422.977
	12.689

	
	VII
	145.399
	126.522
	169.052
	
	

	
	VIII
	204.163
	169.168
	249.515
	
	

	
	IX
	326.190
	249.542
	437.009
	
	

	
	X
	986.610
	437.192
	
	
	



Expuso que, cruzando la estimación de tarifas del sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias con la información de ingresos por decil, es posible estimar la demanda potencial de subsidios para cada caso. El detalle se presenta en el cuadro N° 5.

Cuadro N° 5

Tarifa incrementada e ingreso familiar y estimación del 3%.

Región Metropolitana
	Decil
	RM, 3% del ingreso medio

del hogar
	Tarifa estimada RM (*)

	I
	4.449
	

	II
	4.450
	

	III
	7.000
	$ 7,695.23

	IV
	9.032
	

	V
	10.095
	

	VI
	12.689
	

	VII
	
	

	VIII
	
	

	IX
	
	

	X
	
	


(*) Para caso total no punta 15m3 de consumo.


Señaló que, como se observa, los valores estimados corresponden a valores intermedios ubicados entre intervalos de ingreso familiar medio. Ello implica considerar los valores correspondientes al 3% del ingreso familiar mínimo y máximo para el decil respectivo. Los valores se presentan en el cuadro N° 6.

Cuadro N° 6

Estimación de ingreso familiar por decil - Región Metropolitana.

	
	RM

	Decil
	Mínimo
	Máximo

	I
	
	

	II
	
	

	III
	6.102
	8.008

	IV
	
	

	V
	
	

	VI
	
	

	VII
	
	

	VIII
	
	

	IX
	
	

	X
	
	

	Valor de Ref.
	$ 7.695.23



Explicó que, como se colige de lo anterior, en el caso de la RM la tarifa estimada se relaciona con la demanda de los deciles I, II y aproximadamente el 50% del III. Ello corresponde a alrededor del 25% del total de arranques.

De este modo, sobre el total de arranques, es posible determinar la demanda potencial. Contrastando este total con la oferta actual (subsidios otorgados), se obtiene la demanda incremental por subsidios. El detalle se presenta en el cuadro N° 7.

Cuadro N° 7

Oferta actual y estimación de demanda potencial de subsidios Región Metropolitana

	
	Arranques totales
	Demanda potencial
	Oferta actual
	Diferencia (demanda incremental)

	RM
	1.700.000
	425.000
	111.000
	314.000



Estimando el presupuesto demandado para satisfacer los requerimientos de fondos para financiar la demanda adicional de subsidios para el caso de la Región Metropolitana, los valores correspondientes son los siguientes, presentados en el cuadro N° 8.

Cuadro N° 8

Presupuesto incremental demandado- Región Metropolitana

	Presupuesto mensual
	267.487.000

	Promedio subsidio mensual
	2.409,79

	Alza Tarifaria (*)
	1.118,11

	Arranques Actuales
	111.000

	Presupuesto adicional mensual (111.000 arranques)
	124.110,179

	Presupuesto adicional anual (111.000 arranques)
	1.489.322,147

	Arranques potenciales
	425.000

	Arranques adicionales
	314.000

	Presupuesto adicional mensual (425.000 arranques)
	351.086.452

	Presupuesto adicional anual (425.000 arranques)
	4.213.037,425


(*) Sólo total punta y para 15 m3.


Por último, señaló que los valores presentados anteriormente (314.000 arranques y los presupuestos derivados) corresponden al diferencial de arranques / viviendas que quedan exentos del pago por avalúo fiscal. Expuesto de otro modo, este presupuesto adicional corresponde a los arranques adicionales a los cuales se estima oportuno subsidiarles el sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias, sin considerar los montos correspondientes al SAP propiamente tal.

-o-


El Jefe de la División de Inversiones del Ministerio de Planificación y Cooperación, señor Juan Cavada, explicó que la función del Ministerio de Planificación y Cooperación, en materia de inversiones, consiste en administrar el Sistema Nacional de Inversiones, lo que se concreta en generar metodologías que permitan hacer evaluación social de proyectos; dictar normas y procedimientos que posibiliten que los entes públicos sigan cierto orden y lógica, y revisar y emitir una recomendación técnica sobre la conveniencia o inconveniencia de ejecutar proyectos de inversión pública.


Señaló que, por otras diversas razones, le ha correspondido hacer lo mismo respecto de los proyectos de concesiones.


Agregó que la finalidad de la División de Inversiones es que las autoridades que tienen que decidir dispongan oportunamente de una cantidad suficiente de proyectos de calidad, de manera de asegurar el uso más eficiente de los recursos públicos. Esto facilita que las ideas se transformen en proyectos y que éstos puedan ser evaluados y definir si a la sociedad le conviene que el proyecto se ejecute o no se ejecute.


Expresó que en el caso particular de las aguas lluvias, es necesario plantear tres preocupaciones básicas de la División de Inversiones:

a)
Los proyectos de los “planes maestros” tienen que estar articulados con una visión integral de la ciudad y de su entorno. No es conveniente la evaluación de proyectos aislados de esa visión global. Por eso, no es posible desvincular la inversión en aguas lluvias de la inversión en otras áreas del desarrollo urbano.

b)
Es muy importante ampliar el análisis de posibilidades distintas de las tradicionales. De no hacerlo, se corre el riesgo de sobreinvertir.

c)
Es posible, aunque no es sencillo, evaluar proyectos individualmente considerados, en la medida en que tienden a resolver las situaciones más graves. Más allá de la gravedad de las situaciones que producen las inundaciones, las soluciones requieren el empleo de recursos extremadamente altos y tienen un costo de oportunidad que debe tenerse permanentemente presente ante el beneficio de cierto proyecto. Además, una mala solución puede afectar el ingreso de los sectores más modestos.


Por último, señaló que, en conjunto con el Ministerio de Obras Públicas ha desarrollado metodologías que tienden a estructurar estos proyectos de manera coherente, en el entendimiento de que se trata de una materia compleja.

-o-


La Analista de Inversiones del Departamento de Inversiones del Ministerio de Planificación y Cooperación señora Marcia Vallejos Ramos se refirió a la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias.

1.
Objetivos y alcances.


La ley Nº 19.525, establece que “El Estado velará por que en las ciudades y en los centros poblados existan sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias que permitan su fácil escurrimiento y disposición e impidan el daño que ellas puedan causar a las personas, viviendas y, en general, a la infraestructura urbana”. En ella se designó al Ministerio de Obras Públicas a través de la Dirección de Obras Hidráulicas, como la institución publica encargada de la construcción, reparación y mantención de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias; por su parte, la red secundaria quedó a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanización, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanismo.


En el marco de este cuerpo legal, se tienen planificadas importantes inversiones en proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias. En virtud de ello, Mideplán ha dispuesto la elaboración de una guía metodológica que establezca las bases para la formulación y evaluación de las diferentes tipologías de proyectos de evacuación de aguas lluvias y defina criterios para una adecuada priorización de este tipo de iniciativas de inversión.


Por lo tanto, la presente guía metodológica tiene por finalidad constituir un instrumento útil para el formulador y evaluador de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, de manera que, a través de su uso, se puedan preparar y evaluar proyectos que hagan un uso eficiente de los recursos disponibles para inversión en el sector. Su aplicación abarca tanto los proyectos pertenecientes a un “plan maestro” como los formulados para localidades que no cuentan con este instrumento. 

2.
Componentes de los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias.


Explicó que, para mitigar los efectos negativos causados por las inundaciones, se pueden diseñar y construir sistemas de evacuación para reducir o eliminar el agua en el sector inundado, o bien para evitar o retrasar la llegada de ésta al sector que se inunda, siendo los principales los siguientes:

a)
Sistemas de conducción.


Son sistemas “tradicionales” de gestión de aguas lluvias, que interactúan para evacuar los flujos hacia lugares donde su presencia no provoque problemas de inundación. Los más característicos son:


Redes de colectores de aguas lluvias: son tuberías, normalmente subterráneas, de diversas características en cuanto a material y diámetro, que transportan los flujos interceptados en los sumideros hacia su destino final en un cauce receptor.


Canales para drenaje urbano: son canales que interceptan las aguas lluvias superficiales, para descargarlas finalmente en un cauce natural.


Cauces naturales: corresponden a quebradas y esteros utilizados para mitigar los efectos de las inundaciones en centros urbanos.

b)
Sistemas de regulación u obras de almacenamiento.


Aclaró que los métodos basados en la regulación del agua se caracterizan por retrasar en el tiempo la alimentación del agua hacia las redes receptoras, lo cual disminuye los caudales que deben finalmente evacuarse, disminuyendo las demandas al sistema de conducción. Como obras de almacenamiento se consideran estanques y lagunas. En ambos casos, se trata de obras superficiales construidas aguas abajo de la zona a la cual sirven y de la cual reciben las aguas lluvias que escurren superficialmente o que son conducidas mediante colectores locales.

c)
Sistemas de infiltración.

Indicó que éstos son los métodos que se basan en la infiltración del agua, para con ellos disminuir los caudales y los volúmenes que deben evacuarse. Destacan:


Estanques de infiltración: son pequeños estanques de poca profundidad, ubicados en suelos permeables, que aprovechan la existencia de depresiones naturales en áreas abiertas o recreacionales, o bien excavados en el terreno, preferentemente en jardines y áreas verdes. Almacenan temporalmente el agua de la tormenta hasta que ésta se infiltra a través del fondo y hacia los lados.


Zanjas de infiltración: son obras longitudinales, con una profundidad recomendada del orden de 1 a 3 metros, que reciben el agua en toda su longitud, interceptando el flujo superficial de una tormenta y evacuándolo mediante infiltración en el subsuelo.


Pozos de infiltración: consisten en excavaciones normalmente cilíndricas, de profundidad variable, que pueden estar o no estar rellenas de material y que permiten infiltrar el agua de lluvia directamente en el suelo en espacios reducidos.

3.
Tipología de proyectos y criterios de evaluación.


Expuso que la tipología de proyectos se basa en la categorización tradicional de Mideplán, adaptada a las condiciones específicas del caso en estudio, a saber:

a)
Proyectos de construcción: corresponden a la materialización de un servicio que no existe a la fecha.

b)
Proyectos de mejoramiento: su objetivo es aumentar la calidad de un servicio existente, es decir, mejorar el nivel de protección que éste proporciona.

c)
Proyectos de ampliación: buscan aumentar la capacidad de servicio, es decir, la superficie protegida por el sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias existente, sin modificación de las obras actuales.

d)
Proyectos de reposición: implican la renovación parcial o total de un sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias ya existente, debido al término de su vida útil.

e)
Proyectos de reparación: es toda acción que tiene como finalidad recuperar el deterioro ocasional de la infraestructura de evacuación y drenaje de aguas lluvias ya existente

f)
Proyectos de conservación: son acciones tendentes a mantener los estándares que corresponden a un funcionamiento predeterminado de un sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias


Los proyectos de construcción, mejoramiento y ampliación se evalúan con un criterio de costo-beneficio, mientras que los proyectos de reparación, conservación y reposición, así como los de construcción inferiores a determinado monto, se evalúen con un criterio de costo-eficiencia.

4.
El ciclo de vida de los proyectos.


Dio a conocer que todo proyecto debe seguir una trayectoria que va desde el proceso de transformación de las ideas de inversión hasta su materialización y operación. Este proceso es conocido como ciclo de vida de los proyectos y está compuesto por los siguientes estados:

a)
Estado de preinversión: se prepara y evalúa el proyecto de manera de maximizar el excedente económico a lo largo de su vida útil. Comprende la generación y el análisis de la idea del proyecto, el estudio de perfil, el estudio de prefactibilidad, el estudio de factibilidad y la etapa de diseño.

b)
Estado de inversión: se realizan todas las acciones destinadas a ejecutar físicamente el proyecto tal como fue especificado en la preinversión, a fin de concretar los beneficios y costos estimados en la misma.

c)
Estado de operación: consiste en poner en funcionamiento los proyectos y concretar los beneficios netos estimados en el estado de preinversión.


Agregó que, en el caso de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, la ley establece la elaboración de un “plan maestro”. Este instrumento representa -desde el punto de vista del Sistema Nacional de Inversiones- un estudio básico, ya que permite, por una parte, la realización de un diagnóstico sobre la evacuación y drenaje de las aguas lluvias en un determinado territorio y, por otra, la identificación de un conjunto de proyectos independientes para resolver los problemas detectados, los que son evaluados en un nivel de perfil. Por lo tanto, el inicio del ciclo de vida de un proyecto de evacuación y drenaje de aguas lluvias depende de la existencia o inexistencia de un “plan maestro”.


Finalmente, es importante tener presente que algunos proyectos o tipologías incluidos en este sector deberían ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (Seia), de acuerdo con lo establecido en la ley de Bases Generales del Medio Ambiente y en su reglamento.

5.
Identificación, cuantificación y valoración de los beneficios y costos sociales del proyecto.

a)
Beneficios sociales.


Los beneficios asociados a los proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias están constituidos principalmente por la disminución de daños materiales, por la reducción de las molestias a las personas y de enfermedades, así como por la recuperación de terrenos baldíos anegadizos que causan los eventos de inundación, como producto de las lluvias. Los principales son:

i)
Beneficio por menor daño en propiedades.


Las inundaciones provocan daños materiales en las propiedades afectadas, molestias a sus moradores y lucro cesante a los dueños en el caso de inmuebles con fines comerciales o industriales. Los proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias disminuyen estos daños, por lo que el beneficio corresponde al perjuicio evitado. El beneficio dependerá del tipo de agente que se vea afectado, según se muestra en seguida:


Residenciales: corresponde a los menores daños que sufren las personas que viven en el sector afectado. Los perjuicios materiales corresponden a daños a la propiedad (deterioro de pisos y muros, jardines) y la pérdida o deterioro de enseres (muebles, electrodomésticos, entre otros). Para la estimación de los beneficios por menor daño en propiedades residenciales, se utiliza la metodología de Precios Hedónicos, la que valoriza el beneficio residencial a través del cambio en el precio de la vivienda, al mejorarse la condición de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Tal cambio en el precio se hace depender del Índice de Severidad, que resume la intensidad, duración y altura de inundación de la tormenta centenaria.


Señaló que el porcentaje de aumento en el valor de las propiedades se da en función del cambio -en valor absoluto- del índice de severidad de la lluvia.


Organismos públicos: corresponde a los menores daños en los edificios y equipamientos de instituciones públicas como Carabineros, consultorios, colegios, bomberos y otros, situados en áreas afectadas por inundaciones. Desde el punto de vista inmobiliario, las propiedades de organismos públicos se asemejan a las propiedades comerciales, en cuanto a su valoración e impacto por inundaciones, razón por la cual se aplica a este tipo de inmuebles la misma metodología de valorización de beneficios en propiedades comerciales.


ii) Beneficio por recuperación de terrenos baldíos anegadizos.


Los terrenos baldíos anegadizos tienen restricciones en términos de las actividades que pueden desempeñarse en dichos terrenos y, por lo general, están limitados a cumplir un rol de áreas verdes o equipamiento comunitario. El proyecto incrementa el potencial del terreno, permitiendo que se desarrollen actividades de mayor valor económico, lo que se refleja en un incremento de su precio de mercado. Por tanto, la valoración de beneficios utiliza la misma metodología que para la propiedad residencial, pero considerando solamente el cambio en el precio del terreno sin vivienda, ya que ésta no existe.


iii) Beneficio por menor deterioro de la infraestructura vial.


La infraestructura vial, específicamente la carpeta de rodadura, se daña durante las inundaciones como fruto de la infiltración del agua por grietas existentes en el pavimento. Esto implica adelantar los trabajos de conservación o, en un caso extremo, la reposición de la carpeta de rodadura dañada.


Aclaró que el proyecto, al mejorar la capacidad de escurrimiento superficial de las aguas, disminuye los efectos dañinos de las aguas lluvias sobre la carpeta de rodadura, por lo que se produce un beneficio por este concepto.


El beneficio por menor deterioro de la infraestructura vial se calcula como el diferencial del costo anual esperado de reposición de la infraestructura vial deteriorada en las situaciones sin proyecto y con éste.


El daño en la infraestructura vial se determina en función de la superficie inundada y la altura de inundación producida en las calles de interés, información proporcionada por el modelo de simulación computacional de las tormentas.


iv) Beneficio por disminución de los costos generalizados de viaje (CGV).


Manifestó que las inundaciones de calles y avenidas causan un impacto negativo sobre el tránsito vehicular de la red vial afectada, incrementando los CGV. En el caso de los usuarios de las vías no anegadas, se verán afectados por la reasignación de vehículos desde las vías anegadas, lo que incidirá negativamente en la velocidad de circulación por esas calzadas.


El proyecto, al mejorar la capacidad de escurrimiento superficial de las aguas, aumenta el nivel de servicio de las vías y, por lo tanto, permite un ahorro en los CGV.


Las variables claves para el cálculo del beneficio son la reducción de la velocidad, el aumento del consumo de combustible asociado a la menor velocidad y al flujo vehicular. Para las dos primeras variables, en la guía se incluyen cuadros que relacionan, por una parte, la altura de inundación con la reducción en la velocidad y, por otra, la reducción de la velocidad con el consumo de combustible.


Se debe resaltar el hecho de que el flujo vehicular es creciente en el tiempo calendario. 

v) Beneficio por menor ausentismo laboral.


Al inundarse los sectores residenciales, sus habitantes pueden tener problemas para desplazarse a sus lugares de trabajo, con el consiguiente ausentismo laboral. Esto tiene un efecto negativo sobre las actividades productivas desempeñadas, lo que se refleja en una pérdida de producción, lo cual es evitado por la ejecución del proyecto.


Este beneficio, en términos privados, está capturado por la metodología de precios hedónicos. En principio, no se observan diferencias entre la valoración social y la privada, por lo que los precios hedónicos captarían adecuadamente este beneficio.

vi) Beneficio por menores gastos de emergencia y limpieza de vías y sumideros.


Puntualizó que, como consecuencia de las inundaciones, las autoridades deben prestar ayuda a los afectados por ellas, mediante la entrega de enseres y la habilitación de lugares de albergue, así como realizar trabajos de emergencia para aliviar la situación de los sectores más perjudicados. Con posterioridad a las inundaciones, se debe efectuar una serie de trabajos para limpiar las vías y sumideros de los sedimentos arrastrados durante las lluvias. El proyecto, al reducir los efectos de las inundaciones, permite un ahorro en los gastos de emergencia y limpieza de vías y sumideros.


Sobre la base de las calles que se inundan de acuerdo con las simulaciones computacionales de las tormentas, para las situaciones sin proyecto y con éste, se debe estimar el número de cuadrillas adicionales a las normales (personal contratado especialmente o redestinado desde otras funciones) que intervendrán en las faenas de limpieza de calles después de cada tormenta en estudio. El costo por cuadrilla se obtiene de la municipalidad, Onemi, Serviu u otro organismo relacionado con el tema.

vii) Beneficio por menores enfermedades.


Planteó que las inundaciones por aguas lluvias provocan un aumento de las enfermedades respiratorias de las personas cuyas viviendas son afectadas. Esto produce mayores costos en consultas y tratamientos médicos, además de las molestias y sufrimiento de las familias perjudicadas. El proyecto, al reducir los efectos de las inundaciones, genera un beneficio por menores enfermedades. Este beneficio, en términos privados, está capturado por la metodología de precios hedónicos. En general, los costos privados de enfermedad son menores que los costos sociales, por existir importantes subsidios a través del sistema público de salud. En este sentido, los precios hedónicos estarían captando sólo parte de este beneficio desde el punto de vista social. Sin embargo, dadas las dificultades y el elevado costo de la medición y valoración de este diferencial de beneficio, queda en condición de intangible.

viii) Beneficio por menores molestias a las personas.


Señaló que las personas que viven en sectores afectados por inundaciones sufren molestias por la alteración temporal de la forma habitual de vida e incomodidades tales como mojarse los zapatos y la ropa al cruzar las calles, entre otras. Por su parte, las personas cuyas viviendas se inundan sufren molestias adicionales, debido a que deben trasladarse a residencias temporales en otros lugares (albergues, etcétera). El proyecto, al reducir los efectos de las inundaciones, genera un beneficio por menores contrariedades a las personas.


El uso de la metodología de precios hedónicos para apreciar los beneficios del proyecto en propiedades residenciales capta buena parte de las molestias que sufren los propietarios de las viviendas en las calles y sectores afectados por inundaciones, razón por la cual no deben volver a estimarse, ya que se produciría una duplicación. Las personas que habitan fuera del área de inundación experimentan molestias por circulación en vías pertenecientes al área de inundación, situación captada por los beneficios por la reducción de CGV que origina el proyecto.

b)
Costos sociales.


Planteó que los costos están constituidos básicamente, por las inversiones necesarias para la ejecución del proyecto y por los costos asociados a la operación y mantención posterior de las obras.


Teniendo presente que los precios o costos privados incorporan un conjunto de distorsiones, es preciso “limpiar” los datos, de modo de convertir los precios de mercado en precios sociales, que muestran el costo de oportunidad de su uso. Por ello, los precios de mercado deben ser depurados de impuestos y/o subsidios.


Por otra parte, en la evaluación social también se deben incorporar los costos o externalidades negativas que cause el proyecto. En el caso de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, es posible que, durante la etapa de construcción, se produzcan algunos impactos sobre el sistema de transporte, creándose un aumento en la congestión vehicular de las vías afectadas por los trabajos. Este tipo de impactos debe ser incorporado en la evaluación a través de su valoración directa, o bien a través de las medidas de mitigación o compensación necesarias.

6.
Indicadores económicos.

a)
Indicadores costo-beneficio.


Detalló que este tipo de indicadores es apropiado para proyectos en los cuales es posible y conveniente valorar tanto sus beneficios como sus costos. Los principales son:

i) Valor Actual Neto Social (Vans): representa el cambio en la riqueza del país como producto de la ejecución del proyecto. Si su valor es positivo, conviene ejecutar el proyecto, y si es negativo, es preciso desestimarlo.

ii) Tasa Interna de Retorno Social (Tirs): es la tasa de descuento que hace al VANS de un proyecto igual a cero. Si su valor es mayor que la tasa de descuento, el proyecto es rentable, y si es menor, no lo es.


El criterio de la TIRS presenta algunos inconvenientes en su utilización, tales como la existencia de proyectos con múltiples Tirs o en los cuales no existe Tirs, como también cuando no permite la comparación de proyectos mutuamente excluyentes.

iii) Ivans: cuando existe restricción de presupuesto y se dispone de una numerosa cartera de proyectos con Vans positivo, pero cuyo monto de inversión agregado excede la disponibilidad de fondos presupuestarios, puede resultar engorroso determinar las distintas combinaciones de proyectos que maximizan el Vans de la cartera seleccionada. Para evitar el análisis “caso a caso” del aporte de un proyecto al Vans de la cartera, se puede utilizar el indicador Ivans: Vans/Io.


El criterio de decisión consiste en elegir aquel conjunto de proyectos con mayor Ivans hasta copar el financiamiento disponible, lo que asegura la combinación de proyectos óptima, es decir, la que maximiza el Vans.

b)
Indicadores costo-eficiencia.


Este tipo de indicadores se utiliza en proyectos en que es difícil medir y valorar sus beneficios y en que se cumple que:


los beneficios del proyecto son altos desde el punto de vista de las necesidades sociales que deben ser satisfechas.


las alternativas del proyecto otorgan beneficios similares, pero difieren en sus costos.

i) Valor Actual de Costos Sociales (VACS): Cuando las alternativas de un proyecto, además de proporcionar beneficios similares, tienen igual vida útil o diferentes vidas útiles, pero los proyectos son no repetibles, entonces se requiere calcular el Valor Actual de Costos Sociales para cada una de ellas, eligiéndose el proyecto con menor VACS.

ii)
Costo Anual Equivalente (CAE): Cuando las alternativas analizadas tienen vidas útiles distintas y los proyectos sí son repetibles, se utiliza el Costo Anual Equivalente, que corresponde a un valor uniforme de costo anual (anualidad constante) y que es equivalente al flujo de costos de la alternativa de los proyectos analizada por un período infinito.

iii) Indicador de Costo-Eficiencia: El análisis costo-eficiencia se utiliza para comparar alternativas de proyectos que presentan beneficios distintos, los cuales no pueden ser valorados, pero sí cuantificados. Es decir, los beneficios no pueden ser expresados en unidades monetarias, pero sí en unidades físicas. El indicador de costo-eficiencia se expresa matemáticamente de la siguiente forma (en el numerador puede figurar el VACS o el CAE, según corresponda):
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7.
Momento óptimo de inversión.


Señaló que, en el caso de los proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, corresponde efectuar el estudio de momento óptimo para proyectos en sectores no consolidados y cuyo desarrollo inmobiliario futuro permita analizar la posibilidad de postergar la ejecución de los proyectos.


Si los beneficios son independientes del momento en que se construye el proyecto y si éste es de vida útil finita y repetible, y la inversión y la tasa de descuento son constantes en el tiempo, entonces el momento óptimo del proyecto (t) será aquél en que:


[image: image3.wmf]1

1

)

1

(

)

1

(

+

=

þ

ý

ü

î

í

ì

-

+

+

´

´

t

n

n

t

B

r

r

r

I



Se debe realizar el análisis de año en año, hasta encontrar el momento en que se cumpla la igualdad anterior o la primera vez en que el beneficio neto anual exceda la anualidad de la inversión.

8.
Tamaño óptimo del proyecto.


Explicó que el estudio del tamaño óptimo determina el nivel óptimo de protección contra inundaciones, el que corresponde al tamaño del proyecto que maximiza el Vans.


El tamaño del proyecto se puede expresar a través de la variable período de retorno (T), ya que la protección para eventos de mayor período de retorno o, lo que es lo mismo, de mayor importancia, requiere de proyectos de mayor tamaño y mayor inversión.


El análisis del tamaño óptimo es aplicable en aquellos proyectos que no pertenecen a un “plan maestro”, ya que en el caso de proyectos que forman parte de una red de colectores identificada en un “plan maestro”, el tamaño óptimo queda definido por el período de retorno para el que fue diseñado el sistema total de evacuación y drenaje de aguas lluvias, no justificándose en esta situación el estudio del tamaño óptimo para ese proyecto particular.

9.
Preparación de Proyectos.


Manifestó que, durante la etapa de preinversión de un proyecto, es posible pasar por diversos estados (perfil, prefactibilidad, factibilidad y diseño), los que difieren entre sí, básicamente por la calidad de la información disponible para la toma de la decisión sobre la ejecución o rechazo del proyecto.


Así es como puede darse el caso de que, en algunos proyectos, la información disponible en el “plan maestro” o en el estudio de perfil permita tomar la decisión de pasar directamente a la etapa de diseño, sin necesidad de completar las de prefactibilidad o factibilidad. Este puede ser el caso de proyectos de bajo monto, que representan la solución de un problema puntual y en los que no es posible encontrar otras posibilidades técnicas viables.


Las etapas clásicas de la formulación o preparación de un proyecto de evacuación y drenaje de aguas lluvias son:

a)
Recopilación de antecedentes:


Información sobre pluviometría e hidrología en la zona, estadísticas socioeconómicas, planes reguladores y demás información que permita conocer a fondo la zona en estudio.

b)
Diagnóstico:


Definición y caracterización del área de influencia: el área de influencia corresponde al área de inundación generada por una lluvia de período de retorno de cien años (tormenta centenaria) y se caracteriza por las variables población, nivel socioeconómico, número y tipos de vivienda, servicios públicos, industria y comercio existentes en el área de influencia.


Estudio de la oferta: consiste en realizar un análisis técnico del sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias existente, desde un punto de vista físico y operativo.


Estudio de la demanda: se debe realizar un estudio hidrológico que considere la pluviometría y fluviometría del área de estudio y calcular las curvas intensidad-duración-frecuencia (curvas IDF) para conocer la tormenta de diseño para los períodos de retorno de dos, cinco, diez, veinticinco y cien años. Esta tarea es de carácter técnico y previa al análisis económico, y ha de ser realizada por un especialista. Igualmente, se debe estudiar la recurrencia anual de las lluvias, con objeto de conocer el número de días al año en que se producen inundaciones.


Estimación del déficit: a partir de la información de oferta y demanda, se establecerán los problemas y déficit que enfrenta el actual sistema de evacuación de aguas lluvias. 

c)
Identificación del problema central.


A partir del diagnóstico realizado, se debe identificar el problema central que afecta la evacuación de las aguas lluvias, el que debe ser formulado como un estado negativo (por ejemplo, “deficiente servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias”) con sus causas y efectos, lo que facilita identificar posibilidades de solución.

d)
Optimización de la situación actual.


Esta corresponde a pequeñas inversiones o trabajos que eventualmente podrían mejorar la situación actual o sin proyecto, como trabajos de limpieza de sumideros y cauces naturales. 
La simulación computacional de la mancha de inundación debe efectuarse para la situación actual optimizada.

e)
Planteamiento de posibilidades.


En función de los daños que se pretende evitar, se debe plantear la mayor cantidad de posibilidades técnicas que den solución al problema. Es relevante identificar “proyectos independientes”, es decir, proyectos que constituyen soluciones de aguas lluvias que son independientes entre sí. Esta independencia debe darse tanto desde el punto de vista constructivo como operativo.

f)
Descripción de la situación sin proyecto y de la situación con proyecto.


Corresponde describir el efecto de las lluvias sobre el área de influencia, para la situación sin proyecto y la situación con proyecto, en términos de altura y extensión de las inundaciones.

g)
Evaluación del proyecto.


Es la determinación de los indicadores económicos del proyecto, de acuerdo con lo indicado en la metodología anteriormente descrita.


El horizonte de evaluación considerado es de treinta años.

-o-


El ingeniero civil de industrias de la Pontificia Universidad Católica de Chile señor Manuel Salas Guzmán se refirió a dos temas del proyecto: uno, los usuarios y las tarifas, y dos, la oportunidad de la iniciativa legal.

Señaló que su exposición tiene por objeto hacer tres recomendaciones:

1)
Efectuar las inversiones sobre la base de criterios de urgencia, que den prioridad a situaciones en los sectores más afectados, con cargo al presupuesto general de la nación, y asignar al MOP los montos que vayan resolviendo gradualmente las situaciones más dramáticas en el corto plazo y considerar una política de inversión en el largo plazo, que no vaya en desmedro de otras prioridades sociales.

2)
Considerar soluciones alternativas al drenaje y evacuación. Estas nuevas soluciones buscan resolver los problemas atacando sus causas más que los síntomas, manejando las aguas lluvias en los lugares donde se producen, manteniendo los cauces naturales y recuperando la capacidad de infiltración y almacenamiento previa a la urbanización.

3)
Modificar el artículo 1° de la ley N° 19.525, en el sentido de establecer que la responsabilidad de la planificación, estudios, construcción y mejoramiento de la red primaria y secundaria de evacuación y drenaje de aguas lluvias se radique centralmente en la Dirección de Obras Hidráulicas del MOP.

-o-


El ingeniero miembro de las comisiones de Medio Ambiente y Especialidad Civil del Colegio de Ingenieros de Chile señor Antonio García Varela inició su exposición señalando la necesidad de que el proyecto de ley no sólo se refiera al “plan maestro” como un hecho cumplido, sino que establezca ciertas condiciones básicas para incorporar soluciones alternativas, de modo que se consideren expresamente los parques inundables y la preservación de las quebradas que aún se encuentran disponibles.


Expresó que el proyecto de ley también debe estatuir criterios precisos en lo que dice relación a la urbanización de los terrenos, pues ella tiene un impacto muy importante en las inundaciones que producen las aguas lluvias. Además, debe disponer la prohibición de construir casas o poblaciones en quebradas.


Agregó que la iniciativa señala que, mientras no esté construida la red primaria, los urbanizadores no podrán evacuar, al sistema público de drenaje ni a terrenos colindantes, mayores caudales que los generados antes de urbanizar el terreno. A contrario sensu, una vez construida la red primaria, el urbanizador sí podría evacuar más caudal que el que producía antes de urbanizar. En su opinión, el proyecto debería decir que jamás podrán vaciar más agua que la que hoy evacuan. La finalidad de esa medida es que un terreno, una vez urbanizado, deberá seguir absorbiendo la misma cantidad de agua que embebía antes de ser urbanizado. O sea, deben crearse las condiciones para que quienes habitarán el terreno urbanizado no se transformen en usuarios del sistema público de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Además, si se permite que el terreno evacue más caudal cuando esté urbanizado, llevará a construir redes más grandes, para captar las aguas adicionales que despedirá ese terreno.


Manifestó que otro punto complejo del proyecto es que, si bien prohíbe que las redes de aguas lluvias y de alcantarillado sean unitarias, establece condiciones excepcionales para unirlas, lo cual otorga atribuciones discrecionales a la autoridad sanitaria. Al admitir que las redes podrán unirse en determinadas condiciones, se producirán algunos problemas que deben tenerse en cuenta. De hecho, reconoce la posibilidad de que las sanitarias arrojen aguas servidas a la red de aguas lluvias. Pero lo más serio es que no prohíbe taxativamente que la red de aguas lluvias expela agua a la red de servicios sanitarios. Por lo tanto, ha de establecerse con precisión que, en caso de que se unan las redes, deben diseñarse de manera tal que en ningún caso las aguas lluvias sean conducidas a la red de aguas servidas que son objeto de tratamiento. O sea, tiene que precaverse que las aguas sólo fluyan en una dirección, y no en ambas.


Dijo tener la sensación de que, con el proyecto de ley, se facilita que se entreguen en concesión las aguas lluvias. Al respecto, manifestó la inconveniencia de entregar en concesión este servicio, por diversas razones. La principal es que la ciudadanía ya tiene la carga del pago de altos montos de dinero por concepto de servicios básicos, cuyas tarifas han crecido fuertemente en el último tiempo. Por ejemplo, en Punta Arenas una cuenta mínima de gas es de $ 57.000. La facturación del agua potable experimentó un alza cuando se entregó en concesión, y luego vino otra alza, por el tratamiento de las aguas servidas. Si luego se añaden las aguas lluvias, los usuarios se verán en la imposibilidad de pagar el consumo. En consecuencia, la figura de la concesión de obra pública es tremendamente inconveniente. Agregó que, si se diseñara un “plan maestro” que considerara alternativas mixtas, se podrían ejecutar proyectos mucho más baratos con recursos del Estado.


Explicó que, al combinar las dos posibilidades que otorga el proyecto de ley -de concesionar este servicio y de unir las redes de aguas lluvias con las de alcantarillado-, se crearán condiciones que favorecerán la entrega de las concesiones a las empresas concesionarias que actualmente manejan las redes de agua potable y de alcantarillado de aguas servidas. Dijo merecerle una alta preocupación la posibilidad de que la evacuación de las aguas lluvias quede en manos de la empresa concesionaria de servicios sanitarios Aguas Andinas en la Región Metropolitana, pues esa compañía ha dejado en evidencia una política contraria a los intereses de los usuarios, ha establecido tarifas altas por servicios desregulados y se ha constituido en una empresa cuya elevada rentabilidad la ha llevado a elaborar una memoria anual altamente dispendiosa y a reducir capital, porque le sobra el dinero.


Finalmente, llamó la atención acerca de que la aplicación de las concesiones de obras públicas contribuye a que no haya interés en disminuir los volúmenes de tratamiento de aguas servidas. Por el contrario, de mantenerse este servicio en manos del Estado, éste buscará la forma de hacer las obras urgentes, necesarias y rentables.

-o-


El representante de la agrupación “Defendamos la Ciudad”, señor Patricio Herman Pacheco, dijo estar preocupado por el hecho de que la empresa Aguas Andinas obtenga la concesión de las redes de evacuación de aguas lluvias, pues sabe que actuará en perjuicio de los usuarios.


Manifestó que apoya íntegramente la presentación del arquitecto señor Jonás Figueroa sobre los parques inundables, pues se trata de una solución que aporta importantes externalidades positivas.


Por último, opinó que es fundamental que exista un solo ministerio a cargo de las redes primarias y secundarias, con el fin de evitar la burocracia. Además, no tiene sentido construir redes de evacuación y drenaje si otros sectores no observan los cuidados básicos para evitar seguir inundándose.

-o-


El arquitecto y académico de la Universidad de Santiago señor Jonás Figueroa Salas se refirió particularmente a la construcción de parques lineales inundables como una solución alternativa a la construcción de redes subterráneas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, así como a la necesidad imperiosa de restituir las quebradas naturales que han sido cubiertas por la urbanización.


Explicó que los parques inundables son una alternativa viable, pues en la Región Metropolitana nunca ha llovido más de diez días corridos. Además, no sólo sirven para atajar una catástrofe natural, sino que, a lo largo del año, sirven para cubrir el grave déficit de áreas verdes y recreativas en cada ciudad.


En el caso particular de la Región Metropolitana, Santiago está construido en un valle naturalmente inundable. Además, el propio modelo de urbanización, con el fin de resolver el problema de la vivienda, se ha instalado sobre una ciudad seca, a costa de cubrir los canales naturales y de riego.


Por último, señaló que la ciudad de Santiago tiene cinco grandes quebradas, de las cuales sólo una está despejada: la quebrada de Macul, que arroja sus aguas en el Zanjón de la Aguada. Las otras cuatro están cerradas por la urbanización: Apoquindo, San Ramón (que antiguamente vaciaba sus aguas sobre el parque intercomunal La Reina-Las Condes, hoy llamado Parque Padre Hurtado), Nido de Águilas y Lo Cañas.

-o-


El ingeniero civil de la Universidad de Santiago señor Alejandro Arrieta Sanhueza opinó que en el proyecto de ley debe establecerse siempre la posibilidad de recurrir a soluciones alternativas de mitigación en toda urbanización nueva, esté o no esté construida la red pública de evacuación de aguas lluvias, por tres razones:

a)
Suponiendo que el sistema está funcionando, hay que analizar lo que ocurre con los sectores aguas abajo del sistema de recolección y drenaje, especialmente en los sectores rurales. Los sistemas alternativos solucionan bien este problema.

b)
Los sistemas se diseñan con períodos de retorno de entre diez y doce años, que son bastante modestos, por lo que sus capacidades se verán superadas en forma frecuente, ante lo cual los sistemas alternativos pueden mitigar ese efecto.

c)
Si se incorporan nuevas técnicas de mitigación, los colectores de la red secundaria podrían ser de menor diámetro y más económicos.


Por último, señaló que es necesario hacerse las preguntas, de si el ciudadano resistirá el pago de una nueva cuenta, considerando que este año las empresas de servicios sanitarios han iniciado el cobro por el tratamiento de las aguas servidas, y qué ocurrirá desde el punto de vista del ciudadano en los tiempos de sequía. En conclusión, el proyecto de ley tiene poco sentido, ya que no representa una solución viable.

-o-


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez Errázuriz, recordó que se trata de una iniciativa de suma importancia, que tiene por objeto darle contenido a una ley que asigna responsabilidades en materia de colectores de aguas lluvias, pero que carece de financiamiento. En la práctica, eso significa que las obras dependen de dos ministerios y que la ejecución depende de la disponibilidad presupuestaria. No obstante ello, cree que no es justo que, con recursos de todos los chilenos, se construyan obras que beneficien sólo a determinadas ciudades del país. De hecho, en Santiago se han efectuado fuertes inversiones con recursos fiscales, a excepción de las que están a cargo de las empresas concesionarias viales.


Agregó que los daños que generan las aguas lluvias son considerables. Tanto la Cámara Chilena de la Construcción como el Instituto Libertad y Desarrollo así lo han demostrado.


Por eso, el proyecto de ley busca permitir que las obras se hagan por inversión pública cobrable a privados o por concesión, con lo que se solucionarán los inconvenientes que pudiera ocasionar la participación de dos entes públicos sobre el tema, y radicarlas sólo en la concesionaria.


Explicó que el cobro de la tarifa se hará directamente a los usuarios o mediante la cuenta del servicio de agua potable.


Señaló que, con motivo de los diferentes planteamientos que se han hecho en la discusión en general, tanto por los señores diputados como por las diferentes personas o instituciones que han dado su opinión sobre el proyecto, anunció que el Ejecutivo ha recogido una serie de proposiciones para modificar su texto. Por lo tanto, presentará las indicaciones correspondientes para:


-Corregir el proyecto de ley en lo tocante al factor de cobro. Cree que el avalúo fiscal de cada propiedad es el mejor indicador, pero se establecerá un parámetro de corrección para las viviendas de tres ó más pisos.


-Corregir deficiencias de texto.


-Regular la interconexión entre ductos de aguas lluvias y de aguas servidas, salvo para episodios de alta pluviosidad en que las aguas fluyan en una sola dirección.


Además, el Ejecutivo analizará las indicaciones propuestas por los diputados que requieran patrocinio del Presidente de la República.


Desde luego, dijo estar de acuerdo con que se construyan sólo las obras que son socialmente rentables y con dejar abierta la posibilidad de establecer soluciones alternativas de los ductos de recolección y drenaje, tales como pozos de infiltración o parques inundables.


Además, se acogerá la propuesta del diputado señor Luksic sobre extensión del subsidio del agua potable a los costos de las aguas lluvias.


También recordó que el principio que sustenta el proyecto de ley es que las obras de aguas lluvias sean financiadas por quienes serán beneficiados por las obras y por quienes son responsables de su escurrimiento, según cada cuenca. En definitiva, los colectores deben ser financiados por los habitantes de la ciudad en la que se construyan. Hay regiones en las cuales no se ha contemplado realizar obras de drenaje de aguas lluvias, por lo que no corresponde destinar parte del Presupuesto de la Nación a financiar esas obras en algunas regiones en particular.


Planteó que, en el caso de Santiago, los colectores de aguas lluvias atribuibles a determinada autopista en construcción forman parte del proyecto de autopista y, en consecuencia, los pagarán los automovilistas. De los 250 millones de dólares que en los años 2003, 2004 y 2005 se invertirán en ductos de aguas lluvias en Santiago, la tercera parte será financiada por los automovilistas, porque se trata de ductos que forman parte del proyecto de autopista y son necesarios para que ésta funcione bien. Los otros dos tercios son de cargo del Presupuesto de la Nación.


Añadió que muchas de las obras de aguas lluvias de los contratos de concesiones viales responden a convenios complementarios, en los que están comprometidos recursos del Ministerio de Obras Públicas.


Finalmente, señaló que sin la aprobación del proyecto de ley en estudio, los presupuestos de vialidad, de obras hidráulicas, de agua potable rural y otros se verán disminuidos, porque será necesario enfrentar las inversiones en aguas lluvias.

-o-


Durante la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión, existió amplio acuerdo entre sus miembros en legislar sobre la materia.


Sin embargo, varios señores diputados coincidieron en la necesidad de introducirle modificaciones a la proposición del Ejecutivo.


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la sesión, señores Hales, don Patricio (Presidente); Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto, y Luksic, don Zarko.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


El proyecto enviado por el Ejecutivo consta de un artículo único, por el cual se modifican los artículos 1° y 2° permanentes y el 2° transitorio de la ley N° 19.525, y se incorpora un artículo 2° bis permanente, nuevo. 


Antes de iniciar la discusión en particular del proyecto, es preciso hacer constar que, durante su tramitación, ha sido enriquecido con los valiosos aportes de los diputados integrantes de la Comisión. El Ejecutivo ha señalado, en el oficio por el que remitió una serie de indicaciones al proyecto, que tales proposiciones derivan de la contribución de los señores diputados. Añadió que tal situación es de gran relevancia y que la valora como un gran aporte hecho en beneficio de la iniciativa en informe.


El Ejecutivo agregó que estos aportes provienen de todos los sectores que componen la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones. En este caso, se expresan mediante varias indicaciones que se someterán a la consideración de esta Corporación y cuya autoría corresponde a los diputados señores Patricio Hales, Pedro Araya, Guillermo Ceroni, Roberto Delmastro, Fidel Espinoza, René Manuel García, Zarko Luksic, Fernando Meza, Iván Norambuena, Ramón Pérez, Edmundo Salas y Felipe Salaberry, quienes, después de efectuar un análisis serio y profundo sobre esta importante materia, han contribuido en definitiva, al desarrollo y progreso del país.

Artículo único (pasó a ser artículo 1°).


“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias:

1.
 (Modifica el artículo 1°, inciso segundo).

1.
En el artículo 1º, agrégase, al final del inciso segundo, pasando el actual punto y aparte (.) a ser punto y seguido (.), lo siguiente:


“Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.


-Modalidades de operación. En primer lugar, el proyecto permite que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través de dos modalidades. Por una parte, mediante el MOP o los Serviu. Por la otra, según el sistema de concesiones de obra pública. En esta segunda modalidad, el proyecto posibilita a las empresas de servicios sanitarios participar en las licitaciones para concesionar obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias, de acuerdo con la ley de Concesiones de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 164, del MOP, de 1991, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto supremo N° 900, del MOP, de 1996.

Indicación N° 1.


*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el número 1 del artículo único por el siguiente:


“1. Reemplázase el inciso segundo del artículo 1° por el siguiente:


“La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria y de la red secundaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. La Dirección de Obras Hidráulicas podrá contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley de acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa orgánica, pudiendo optar a tales contratos las empresas de servicios sanitarios. Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.”.

Indicación N° 2.


*Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de las redes primaria y secundaria de sistemas de evacuación de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. La Dirección de Obras Hidráulicas podrá contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley de acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa orgánica, pudiendo optar a tales contratos las empresas de servicios sanitarios. Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible, por versar sobre una atribución exclusiva del Presidente de la República, según lo preceptuado en el artículo 62, inciso cuarto, número 2, de la Constitución Política de la República.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Pérez, en relación con las indicaciones 1 y 2, señaló que ellas tienen por objeto radicar sólo en el Ministerio de Obras Públicas la responsabilidad por la evacuación y drenaje de las aguas lluvias, según se ha debatido y concordado en las sesiones anteriores. Es un planteamiento que ha surgido de esta Comisión y que el Gobierno comparte y apoya.


También precisó que este tema fue ampliamente debatido en la Comisión, con motivo de una indicación de los señores diputados; pero, como la materia es de iniciativa sólo del Presidente de la República, el Ejecutivo formuló la indicación correspondiente.

Indicación N° 3.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para introducir las siguientes enmiendas en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.525:

a)
Elimínase la frase: “construcción, reparación, mantención y mejoramiento”.

b)
Agrégase la conjunción “y”, entre las palabras “estudio” y “proyección”, y la frase “y de la red secundaria” a continuación de las palabras “red primaria”. 

c)
Elimínase la oración: “La red secundaria estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al cual le corresponderá, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.”

d)
Elimínase la frase “y los Servicios de Vivienda y Urbanización”.

e)
Reemplázanse las palabras: “Dichas obras podrán” por la frase “La solución global del problema de aguas lluvias de una determinada cuenca podrá”.

f)
Agrégase, al final del inciso segundo, la siguiente oración: “En estos casos, las empresas interesadas presentarán planes de inversión que deberán satisfacer los estándares de servicio requeridos en las bases de licitación, pasando dichos planes a ser parte del contrato de concesión y siendo la tarifa promedio a pagar por los usuarios del servicio la principal variable de licitación”.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Pérez, manifestó oposición a la indicación 
N° 3, puesto que, jurídicamente, el Estado no puede entregar en concesión lo que no puede realizar por su cuenta. Sobre ese presupuesto gira la ley de Concesiones de Obras Públicas. Además, si el Ministerio de Obras Públicas estuviera obligado a concesionar y no pudiera construir, todos los colectores que el MOP está construyendo mediante contratos a cinco o diez años quedarían en la ilegalidad.


El Estado no se puede ver impedido de construir colectores en los casos en que no se concesionarán, por no ser rentables.


En relación con la letra f) de la indicación, dijo que lo ahí propuesto ya está considerado en la ley de Concesiones de Obras Públicas, por lo que sería innecesario consagrarlo en la ley N° 19.525.


-Puesta en votación la indicación N° 1, fue aprobada por seis votos a favor y tres en 
contra.

-La Comisión acordó votar en forma separada la Indicación N° 3.


-Puestas en votación las letras a) y b), fueron rechazadas por dos votos a favor, seis en contra y una abstención.


-Puestas en votación las letras c), d) y e), fueron rechazadas por dos votos a favor, seis en contra y una abstención.


-Puesta en votación la letra f), fue rechazada por dos votos a favor, cinco en contra y una abstención.

2.
(Añade al artículo 1° los incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo, nuevos).

2.
Incorpóranse, en el artículo 1º, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo, nuevos:


“Se entenderá por usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios de inmuebles que se encuentren emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por este sistema, quedando radicada en dichos inmuebles la obligación de pago de la tarifa correspondiente.


Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base del avalúo fiscal del inmueble respectivo, considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas o de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el Ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.


La sociedad concesionaria de la obra pública fiscal deberá efectuar las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Sin embargo, podrá contratar dichas funciones con la empresa de servicios sanitarios que preste servicios en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Dicha empresa, una vez requerida, estará obligada a realizarlas.


Por su parte, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas o de los Servicios de Vivienda y Urbanización, las funciones de facturación y cobranza de la tarifa deberán ser efectuadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado a rentas generales de la nación dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente.


La empresa de servicios sanitarios que ejecute las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberá remitir al usuario una cuenta única e indivisible que comprenda todos los servicios correspondientes. Las tarifas a percibir por la empresa de servicios sanitarios por dichas funciones serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura que acredite la deuda emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal o la empresa de servicios sanitarios, según corresponda, tendrá mérito ejecutivo.


El plan y el programa para la ejecución de las obras y la operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias serán aprobados mediante decreto supremo, firmado por el Ministro de Obras Públicas, previa consulta al Gobierno Regional correspondiente.

La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá requerir a la sociedad concesionaria de la obra pública, en la que tenga participación directa o indirecta una empresa de servicios sanitarios, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.”


-Usuarios (inciso tercero). Define como usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios de inmuebles situados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por el sistema de evacuación y drenaje de aguas lluvias y radica en tales inmuebles la obligación de pago de la tarifa respectiva.


-Tarifa (incisos cuarto y quinto). El proyecto dispone que, para financiar los costos de inversión, mantención y operación del sistema, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar una tarifa única, calculada en base al avalúo fiscal de los inmuebles y en la que se consideren tales costos.


En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del MOP o de los Serviu, la tarifa por el servicio será determinada por decreto supremo del MOP, el que deberá llevar, además, la firma de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En cambio, cuando las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.


-Facturación y cobranza (incisos sexto y séptimo). El proyecto establece que, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del MOP o de los Serviu, las funciones de facturación y cobranza deberán ser realizadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado en arcas fiscales dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente.


En el caso de las obras que se ejecuten por el sistema de concesiones de obra pública fiscal, las funciones de facturación y cobranza de la correspondiente tarifa deberán ser ejecutadas por la sociedad concesionaria, la que podrá contratar dichos servicios con la empresa de servicios sanitarios que opere en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje. Una vez requerida, ésta estará obligada a prestar este servicio.


-Cuenta única (inciso octavo). El proyecto añade que la empresa de servicios sanitarios que ejecute la facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias estará obligada a remitir al usuario una cuenta única e indivisible que incluya todos los servicios correspondientes. Asimismo, las tarifas a cobrar por la empresa de servicios sanitarios y demás condiciones de facturación y cobranza serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción.


-Mérito ejecutivo (inciso noveno). Para efectos del cobro judicial de las tarifas, se otorga mérito ejecutivo a la boleta o factura que acredite la deuda emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal o la empresa de servicios sanitarios, según corresponda.


-Plan y programa de obras (inciso décimo). El proyecto establece que el plan y el programa para la ejecución de las obras y la operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias se elaborarán con la aprobación del Ministro de Obras Públicas y con la participación de los Gobiernos Regionales. 


-Facultades a la Superintendencia de Servicios Sanitarios (inciso undécimo). Se faculta a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para requerir información de las sociedades concesionarias de la obra pública de evacuación y drenaje de aguas lluvias en las que tenga participación, directa o indirecta, una empresa de servicio sanitario, que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


-La Comisión acordó dividir la votación de este número por incisos.

Inciso tercero.


“Se entenderá por usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios de inmuebles que se encuentren emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por este sistema, quedando radicada en dichos inmuebles la obligación de pago de la tarifa correspondiente.”

Indicación N° 4.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para modificar el inciso tercero de la siguiente forma:

a)
Intercálanse las palabras “o copropietarios” a continuación de las palabras “los propietarios”.

b)
Agrégase, al final del inciso tercero, la siguiente frase: “sólo en aquellos casos en que las obras sean ejecutadas por el sistema de concesión de obra pública fiscal”.


El diputado Alvarado, patrocinador de la indicación, explicó que la letra b) de la indicación persigue que sólo deba pagarse tarifa por las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias construidas por el sistema de concesión de obra pública. Las que construya el Estado se financiarán con rentas generales de la nación y no se cobrará tarifa al usuario.


-Puesta en votación la indicación N° 4, letra a), fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los diputados presentes.


-Puesta en votación la indicación N° 4, letra b), fue rechazada por dos votos a favor, cinco en contra y una abstención.


-Puesto en votación el inciso tercero con la indicación aprobada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Inciso cuarto.


“Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base del avalúo fiscal del inmueble respectivo, considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.”

Indicación N° 5.


*Los diputados señores Hales, Araya, Ceroni, Delmastro, Espinoza, Luksic y Meza formularon una indicación para agregar, en el inciso cuarto, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo: “No obstante lo anterior, la tarifa podrá incorporar factores de aminoramiento basados en el tipo de edificación, el aporte a la escorrentía directa o la existencia de infraestructura privada con técnicas alternativas de evacuación u otros con los que se dé solución a la evacuación y drenaje de aguas lluvias al interior de los predios. Las fórmulas tarifarias, la metodología de cálculo, con los factores de aminoramiento mencionados y los mecanismos de reajustabilidad deberán ser fijados en un reglamento de tarifas para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias, el que deberá ser dictado por el Ministerio de Obras Públicas en forma previa a la licitación de la concesión o ejecución de las obras por dicho Ministerio, según corresponda.”


Los proponentes de la indicación señalaron que ella persigue introducir los coeficientes de aminoración en la determinación de la tarifa, tema que ha sido debatido largamente en sesiones de la Comisión. Recordaron que la iniciativa para introducir variables en la determinación de las tarifas ha nacido en el seno de esta Comisión. Agregaron que el Ejecutivo ha estado de acuerdo con ese planteamiento, por lo que ha presentado la indicación N° 7, que recoge de manera más elaborada la propuesta inicial de los diputados.

Indicación N° 6.


*De los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, para reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:


“La tarifa correspondiente se calculará sobre la base de la superficie impermeabilizada por el inmueble respectivo, considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias de la cuenca o área geográfica en que se encuentre el inmueble. La superficie impermeabilizada se calculará como un porcentaje del terreno en que se encuentre emplazada la propiedad, considerando el 100% para edificaciones no habitacionales, el 50% para viviendas unifamiliares y el 15% para terrenos agrícolas y sitios eriazos. En el caso de edificaciones colectivas de tres o más pisos de altura y cuya propiedad esté sometida al régimen de copropiedad, la superficie impermeabilizada corresponderá al 75% del terreno en que se encuentre emplazada dicha edificación y la tarifa se cobrará a la comunidad como un todo, pagando cada copropietario de acuerdo con los metros cuadrados proporcionales del total edificado.”


Uno de los patrocinadores de la indicación señaló que ésta instituye una nueva metodología de cálculo de la tarifa.

Indicación N° 7.


Del Ejecutivo, para reemplazar el nuevo inciso cuarto del artículo 1º de la ley N° 19.525 por los siguientes:


“Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base de un cargo por beneficio a la plusvalía del inmueble más un cargo por el aporte del inmueble a la escorrentía superficial, considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


El componente tarifario asociado al beneficio a la plusvalía del inmueble se determinará multiplicando un cargo tarifario, expresado en porcentaje, sobre el monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo.


Por su parte, el componente de la tarifa asociado al aporte del inmueble a la escorrentía superficial se determinará como la multiplicación de un cargo tarifario, expresado en unidades monetarias por unidad de área, la superficie del terreno en el cual se emplace el inmueble y un factor asociado al tipo de inmueble. Dicho factor será igual a la unidad tratándose de inmuebles no habitacionales y viviendas colectivas de tres o más pisos, y a cero coma cinco en el caso de viviendas de uno o dos pisos. En el caso de viviendas colectivas de tres o más pisos, el valor así determinado se prorrateará entre cada copropietario en igual proporción a la utilizada para la distribución de los gastos comunes.


Con todo, la recaudación total por concepto de este servicio en la cuenca respectiva deberá provenir en no más del 60% ni en menos del 40% del componente asociado al avalúo fiscal. El porcentaje antes señalado será fijado en el decreto supremo o en las bases de licitación, según corresponda.”


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Pérez, recordó que en el proyecto de ley se establece que la tarifa que pagarán los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias se calculará en base al avalúo fiscal del inmueble. Esta forma de tarificar tiene la gran ventaja de ser de aplicación sencilla y objetiva. Sin embargo, también presenta algunas deficiencias, fundamentalmente respecto de la relación entre precio y beneficio obtenido por el usuario del servicio. Para superar estas deficiencias, mantener la facilidad de cálculo y mejorar la correlación entre el beneficio obtenido y el pago efectuado, después de haber analizado diversas fórmulas tarifarias, se propone una estructura polinómica simple de dos componentes: 

1.
El primer componente refleja el costo a pagar por aumento en la plusvalía del inmueble, al estar protegido contra inundaciones provocadas por las aguas lluvias. 

2.
El segundo refleja el costo a pagar por el usuario, por su contribución a la escorrentía superficial en el área de operación del sistema.


El primer factor -cargo por aumento en la plusvalía- depende del avalúo fiscal del inmueble.


El segundo factor -cargo por contribución a la escorrentía superficial- depende de la superficie del terreno y del tipo de edificación. Este factor permite reflejar el hecho de que los edificios contribuyen menos a la escorrentía superficial que las viviendas de un piso.

Por último, explicó que el último inciso de la indicación del Ejecutivo da un rango de flexibilidad para que las bases de licitación o el reglamento consideren los factores de avalúo fiscal de la propiedad y de aporte a la escorrentía entre el 60% y el 40%.


-Puesta en votación la indicación N° 7, fue aprobada por seis votos a favor y una abstención.


-Puesta en votación la indicación N° 5, fue rechazada por mayoría de votos.

-Puesta en votación la indicación N° 6, fue rechazada por un voto a favor y seis en contra.

Inciso quinto (pasa a ser octavo).

“En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas o de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el Ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, las firmas de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.”

Indicación N° 8.


*Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para eliminar, en el inciso quinto, la expresión “o de los Servicios de Vivienda y Urbanización”.


Los proponentes de la indicación explicaron que ella es concordante con lo aprobado en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.525, en el sentido de que toda la red de evacuación y drenaje de aguas lluvias quedará en manos del Ministerio de Obras Públicas. En consecuencia, no resulta armónica la mención de los Servicios de Vivienda y Urbanización.

Indicación N° 9.


*De los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, para reemplazar el inciso quinto por el siguiente:


“En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, su financiamiento deberá efectuarse con rentas generales de la nación.”


Los patrocinadores de la indicación explicaron que ella persigue que no haya tarifa, o sea, que no se cobre nada al usuario por las obras de aguas lluvias cuando las inversiones las haga el Ministerio de Obras Públicas. Es la situación actual.


-Puesta en votación la indicación N° 8, fue aprobada por cinco votos a favor y tres abstenciones.


-Puesta en votación la indicación N° 9, fue rechazada por tres votos a favor y cinco en contra.


-Puesto en votación el inciso quinto (que pasó a ser octavo) con la indicación aprobada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Inciso sexto (pasa a ser noveno).


“La sociedad concesionaria de la obra pública fiscal deberá efectuar las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Sin embargo, podrá contratar dichas funciones con la empresa de servicios sanitarios que preste servicios en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Dicha empresa, una vez requerida, estará obligada a realizarlas.”


-Puesto en votación este inciso, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Inciso séptimo (pasa a ser décimo).


“Por su parte, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas o de los Servicios de Vivienda y Urbanización, las funciones de facturación y cobranza de la tarifa deberán ser efectuadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado a rentas generales de la nación dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente.”

Indicación N° 10.


*Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para eliminar, en el inciso séptimo, la expresión “o de los Servicios de Vivienda y Urbanización”.

Indicación N° 11.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar el inciso séptimo.


-Puesta en votación la indicación N° 10, fue aprobada por cinco votos a favor y tres abstenciones.


-Puesta en votación la indicación N° 11, fue rechazada por tres votos a favor y cinco en contra.


-Puesto en votación el inciso séptimo (que pasó a ser décimo) con la indicación aprobada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Inciso octavo (pasa a ser undécimo).


“La empresa de servicios sanitarios que ejecute las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberá remitir al usuario una cuenta única e indivisible que comprenda todos los servicios correspondientes. Las tarifas a percibir por la empresa de servicios sanitarios por dichas funciones serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción.”


-Puesto en votación este inciso, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Inciso noveno (pasa a ser duodécimo).


“Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura, que acredite la deuda, emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal o la empresa de servicios sanitarios, según corresponda, tendrá mérito ejecutivo.”

Indicación N° 12.


*Del Ejecutivo, para suprimir, en el inciso noveno, nuevo, del artículo 1º de la ley 
Nº 19.525, que se propone agregar por el proyecto, la expresión “o la empresa de servicios sanitarios”.


-Puesta en votación la indicación N° 12, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

-Puesto en votación el inciso noveno (que pasó a ser duodécimo) con la indicación aprobada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes, conjuntamente con la eliminación de la expresión “según corresponda”.

Inciso décimo (pasa a ser decimotercero).


“El plan y el programa para la ejecución de las obras y operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias serán aprobados mediante decreto supremo, firmado por el Ministro de Obras Públicas, previa consulta al Gobierno Regional correspondiente.”

Indicación N° 13.


*Los diputados señores Hales, Araya, Ceroni, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, 
Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para sustituir, en el inciso décimo, nuevo, las palabras “El plan” por la expresión “El plan de inversiones”.


Los diputados proponentes de la indicación señalaron que ella tiene por objeto permitir que no tenga necesariamente que construirse todo el “plan maestro”, sino sólo aquellas obras de éste que se contemplen en el plan de inversiones.

Indicación N° 14.


*El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir, en el inciso décimo, nuevo, del artículo 1º de la ley Nº 19.525, que se propone agregar por el proyecto, la expresión “El plan” por la siguiente: “El plan de inversiones”.

Indicación N° 15.


*Los diputados señores Hales, Araya, Ceroni, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para sustituir, en el inciso décimo, nuevo, la expresión “consulta al” por la expresión “aprobación del”.


Esta indicación fue declarada inadmisible, por versar sobre una atribución exclusiva del Presidente de la República, según lo preceptuado en el artículo 62, inciso cuarto, número 2, de la Constitución Política de la República.

Indicación N° 16.


*Los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry formularon una indicación para agregar, en el inciso décimo, nuevo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo:


“El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo.”


Esta indicación fue declarada inadmisible, por versar sobre una atribución exclusiva del Presidente de la República, según lo preceptuado en el artículo 62, inciso cuarto, número 2, de la Constitución Política de la República.


-Puesta en votación la indicación N° 13, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.


-Se dio por desechada la indicación N° 14, por ser idéntica a la N° 13.


-Puesto en votación el inciso décimo (que pasó a ser decimotercero) con la indicación aprobada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.
Indicación N° 17.


*De los diputados señores Hales, Araya, Delmastro, Espinoza, García, Luksic, Meza, Norambuena; Pérez, don Ramón, y Salaberry, para agregar el siguiente inciso undécimo, nuevo, a continuación del inciso décimo, pasando el inciso undécimo a ser duodécimo:


“Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del “plan maestro” o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, el conjunto de obras que formen parte del plan de inversiones indicado deberá ser evaluado de acuerdo con las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación.”

Indicación N° 18.


*Del Ejecutivo, para agregar, a continuación del inciso décimo, nuevo, que pasa a ser inciso decimotercero, los siguientes incisos, nuevos:


“El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo.


Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del “plan maestro” o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, el conjunto de obras que formen parte del plan de inversiones antes señalado deberán ser evaluadas de acuerdo con las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación.”


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Pérez, explicó que, durante el debate de este proyecto de ley, los señores diputados miembros de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de esta H. Cámara han propuesto que el plan y el programa para la ejecución de las obras y la operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias sean aprobados por parte del Gobierno Regional. Sin embargo, el Ejecutivo ha estimado conveniente no introducir tal modificación, por cuanto el plan antes señalado significa un proceso técnico de definición compleja desde el punto de vista de la ingeniería y, lo que es más importante, porque supone un control del ejercicio presupuestario de la Secretaría de Estado que esté a cargo de estos temas. En ese sentido, se debe tener presente que un plan de inversiones sobre estos asuntos implica tomar decisiones respecto al momento oportuno y posible del gasto, y que, en materia de infraestructura pública, ésta debe quedar radicada en la entidad encargada de ello.


Añadió que, en atención a lo anterior, es necesario destacar que, en la letra b) del artículo 17 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, expresamente se prevé dentro de las funciones del Gobierno Regional en materia de ordenamiento territorial, su participación, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de obras de infraestructura y de equipamiento en la Región. El artículo 21 de la misma ley establece que “Los órganos y servicios de la Administración Pública Nacional, las empresas en que tenga intervención el Fisco por aportes de capital y los servicios públicos deberán informar oportunamente a los Gobiernos Regionales acerca de las proposiciones de planes, programas y proyectos que vayan a ejecutar en la Región”.


En conformidad con las normas indicadas precedentemente, el espíritu de la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional es que la participación del Gobierno Regional en los planes y programas, que son de responsabilidad del nivel central, sea de coordinación y no de subordinación.


Por último, expresó que, en el mismo espíritu, se propone que el plan y el programa para la ejecución de las obras y la operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias sean consultados al Gobierno Regional.


-Puesta en votación la indicación N° 18, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.


-Se acordó dar por desechada la indicación N° 17, por estar la materia tratada en ella en la indicación N° 18.

Inciso undécimo (pasa a ser decimosexto).


“La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá requerir a la sociedad concesionaria de la obra pública, en la que tenga participación directa o indirecta una empresa de servicios sanitarios, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.”


-Puesto en votación este inciso, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

3.
(Introduce modificaciones en el artículo 2°).
3.
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2º:

a)
Elimínase de su texto la frase “ser unitarias o”, que sigue a la expresión verbal “podrán”, situada en el segundo párrafo después de la coma que sigue a “Sin embargo”.

b)
Agrégase, después del punto y aparte (.) con que termina el inciso, el cual pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo, nuevo: “No obstante lo anterior, las interconexiones de ambas redes deberán ser diseñadas para operar en forma eventual en situaciones de emergencia originadas por aguas lluvias.”

c)
Agrégase el siguiente inciso final:


“En el caso de que la autoridad competente autorice a una empresa sanitaria para interconectar sus redes de alcantarillado de aguas servidas a las redes de evacuación y drenaje de aguas lluvias, los costos asociados a la construcción de las interconexiones y a su mantención y reposición serán de cargo de la empresa de servicios sanitarios. Sin embargo, el uso eventual de las redes de evacuación y drenaje de aguas lluvias, para descarga y conducción de excedentes de aguas servidas en situaciones de emergencia ocasionadas por aguas lluvias, será sin costo para las empresas de servicios sanitarios."


-Separación de redes (letras a y b). El proyecto elimina completamente la posibilidad de que la red de evacuación y drenaje de aguas lluvias sea unitaria con la de alcantarillado, suprimiendo la facultad que el actual texto le otorga a la autoridad para así disponerlo. Además, establece que la interconexión entre ambas redes, que puede disponer la autoridad, deberá diseñarse para operar en situaciones de emergencia ocasionadas por las aguas lluvias.

b)
Interconexión de redes (letra c). Las redes de alcantarillado de aguas servidas, previa autorización de la autoridad competente, pueden interconectarse a las de aguas lluvias, con el fin de descargar excedentes de aguas servidas, en situaciones de emergencia ocasionadas por aguas lluvias. En tal caso, los costos de la interconexión y de su mantención y reposición los deberá asumir completamente la empresa de servicios sanitarios. El uso eventual por interconexión de las redes de evacuación y drenaje de aguas lluvias, para descarga y conducción de excedentes de aguas servidas en situaciones de emergencia ocasionadas por aguas lluvias, no tendrá costo alguno para las empresas de servicios sanitarios.

Indicación N° 19.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para intercalar, en el inciso primero del artículo 2°, entre las palabras “artículo anterior,” y la expresión “el Ministerio de Obras Públicas”, las palabras “y sólo a título indicativo”.

Indicación N° 20.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar el inciso tercero del artículo 2°.


-Puestas en votación las indicaciones Nos19 y 20, fueron rechazadas por dos votos a favor, cuatro en contra y una abstención.


-Puesto en votación el número 3 del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

4.
(Incorpora un artículo 2° bis permanente, nuevo).

4.
Incorpórase el siguiente artículo 2º bis permanente:


“Artículo 2° bis.- Establécese un subsidio para cubrir el pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Serán beneficiarios de éste todos los usuarios favorecidos con el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado establecido en la ley Nº 18.778. Dicho subsidio será determinado, en lo que resulte pertinente, conforme al procedimiento, condiciones y modalidades dispuestas en dicho cuerpo legal.”


-Subsidio. El proyecto establece un subsidio, que cubre el pago del servicio para todos aquellos usuarios favorecidos con el subsidio de agua potable creado por la ley Nº 18.778, el cual será determinado, en lo que resulte pertinente, conforme al procedimiento, condiciones y modalidades dispuestas en dicho cuerpo legal. El mayor gasto que implique este subsidio durante el año 2003 se financiará con cargo al erario nacional.

Indicación N° 21.


*Del Ejecutivo, para reemplazar el párrafo final del artículo 2º bis, que comienza con la expresión “Dicho subsidio”, por el siguiente: “y su reglamento; y será igual en porcentaje al determinado para el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado.”, pasando el punto y seguido (.) a ser coma (,).


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Pérez, manifestó que, respecto de esta materia, se propone que el monto del subsidio al pago de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias sea igual, en porcentaje al determinado para el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado que establece la ley N° 18.778, de 1989.


-Puesta en votación la indicación N° 21, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.


-Puesto en votación el número 4 del artículo único con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

N° 5, nuevo.

Indicación N° 26


*De los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, para eliminar el artículo 4° de la ley N° 19.525.


-Puesta en votación la indicación N° 26, fue rechazada por dos votos a favor, cuatro en contra y una abstención.

5.
(Sustituye el artículo 2° transitorio)

5.
Reemplázase el artículo 2º transitorio por el siguiente:


“Artículo 2°.- Aprobado el “plan maestro” correspondiente al área en que se encuentre ubicado un terreno que será urbanizado, los urbanizadores deberán construir los colectores de aguas lluvias de la red respectiva. Mientras no esté construida la red primaria o secundaria, según corresponda, el urbanizador no podrá evacuar al sistema público de drenaje ni a terrenos colindantes, mayores caudales que los generados antes de urbanizar dicho terreno, para la lluvia de diseño que considere el respectivo plan. A tales efectos, deberá emplear técnicas alternativas para la evacuación de aguas lluvias.”


El Presidente de la Comisión explicó que la finalidad de esta norma es que, mientras no esté construida la red primaria, el urbanizador no podrá evacuar al sistema público las aguas lluvias, por lo que deberá resolver el problema dentro de su loteo.


-Puesto en votación el número 5, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

N° 6, nuevo.

Indicación N° 27.

*Del Ejecutivo, para incorporar el siguiente artículo 4° transitorio en la ley N° 19.525:


“Artículo 4° transitorio.- Mientras en una determinada cuenca o área geográfica la concesión de obra pública fiscal para la evacuación y drenaje de aguas lluvias no haya sido licitada y adjudicada, la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas, y la red secundaria respectiva estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al que le corresponderá, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.”


El presidente de la Comisión hizo presente que lo que propone la indicación ha sido debatido ampliamente en la Comisión. En mérito de ello, el Ejecutivo acogió el planteamiento de los diputados integrantes de ella en el sentido de radicar en un solo órgano del Estado -el Ministerio de Obras Públicas- la responsabilidad sobre las aguas lluvias, en especial para encargarse de su concesión. Se había acordado mantener en una norma transitoria la situación actual, en la que la red primaria se encuentra a cargo del Ministerio de Obras Públicas y la secundaria, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-Puesta en votación la indicación N° 27, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

Número, nuevo (pasa a ser artículo 2° del proyecto).

Indicación N° 22.


*Del Ejecutivo, para incorporar el siguiente número nuevo:


Incorpórase, en el artículo 3º de la ley Nº 19.525, que modifica el decreto supremo 
Nº 294, del MOP, a continuación de la letra m) que agrega el artículo 13 del aludido decreto supremo, la siguiente letra n), nueva, pasando las actuales letras n) y o) a ser letras o) y p), respectivamente:


“n) La planificación, estudio, proyección, construcción, operación, reparación, conservación y mejoramiento de las obras disipadoras de energía y control de aluviones, destinadas a la protección de poblaciones e infraestructura pública.”

Indicación N° 23.


*Los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, formularon una indicación para eliminar, en el artículo 3°, número 2, letra m), la frase: “construcción, reparación, mantención y mejoramiento”.

Indicación N° 24.


*De los diputados señores Alvarado y Pérez, don Ramón, para agregar, en el artículo 3°, número 2, letra m), la conjunción “y”, entre las palabras “estudio” y “proyección”, y los vocablos “y de la red secundaria” a continuación de las palabras “red primaria”. 


Acerca de la modificación propuesta por el Ejecutivo respecto del artículo 3° de la ley 
N° 19.525, mediante la indicación signada con el N° 22, la Secretaría de la Comisión explicó que dicho artículo 3° modificó la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas con objeto de conferir al Director General de Obras Públicas la atribución de planificar, estudiar, proyectar, construir, operar, reparar, conservar y mejorar las obras de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, hasta su vertimiento en cauces naturales. Agregó que la enmienda se hizo en el decreto supremo N° 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que contenía el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, orgánica del MOP.


Por lo tanto, cabe advertir que, en el momento de publicarse la ley N° 19.525, el 10 de noviembre de 1997, ya había sido promulgado (el 12 de septiembre de 1997) el decreto con fuerza de ley N° 850, que incluía el nuevo texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, el que luego fue publicado en el Diario Oficial del 25 de febrero de 1998.


En razón del alcance de fechas, el nuevo texto de la ley orgánica del MOP no comprende la modificación introducida por la ley N° 19.525, por lo que se entienden vigentes ambos cuerpos normativos, con los consiguientes efectos de inseguridad jurídica que ello provoca.


En mérito de lo anterior, la Secretaría de la Comisión ha estimado que la enmienda que propone el Ejecutivo debe hacerse en el texto del decreto con fuerza de ley N° 850, del MOP, de 1998.

Indicación N° 25.


*Los diputados señores Alvarado, Ceroni, Delmastro, Hales, Meza; Pérez, don Ramón, y Salas formularon una indicación para introducir las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, de 1964, orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, sobre Construcción y Conservación de Caminos:

1.
Sustitúyense, en el artículo 13 y en todos aquellos artículos en que aparecieren, las palabras “Dirección de Riego” por “Dirección de Obras Hidráulicas”, y 

2.
Intercálanse, en el artículo 17, a continuación de la letra d), las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) La planificación, estudio, proyección, construcción, operación, reparación, conservación y mejoramiento de las obras de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, hasta su evacuación en cauces naturales.

f)
La planificación, estudio, proyección, construcción, operación, reparación, conservación y mejoramiento de las obras disipadoras de energía y control de aluviones, destinadas a la protección de poblaciones e infraestructura pública.”


-Puestas en votación las indicaciones Nos23 y 24, fueron rechazadas por dos votos a favor, cuatro en contra y una abstención.


-Puesta en votación la indicación N° 25, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes. En consecuencia, se dio por desechada la indicación N° 22, del Ejecutivo.


-Además, la Comisión acordó, por la unanimidad de los diputados presentes, contemplar esta norma como artículo 2°, nuevo, del proyecto y que al artículo único pase a ser artículo 1°. 

Artículo transitorio.


“Artículo transitorio.- Durante el año 2003, el mayor gasto fiscal que representen los subsidios a que se refiere el artículo 2° bis permanente se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público de dicho año.”


-Puesto en votación el artículo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


-El número 2 del artículo 1° contiene disposiciones de ley de carácter orgánico constitucional. En efecto, sus incisos decimotercero y decimocuarto tratan materias a que se refieren los artículos 100 a 104 de la Constitución Política de la República y la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 291, de 1993, del Ministerio del Interior.


-Los artículos 1°, N° 4, y transitorio del proyecto deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


-No hay artículos rechazados, pero hay 16 indicaciones rechazadas.


-El proyecto fue aprobado en general, por la unanimidad de los diputados presentes.

IX. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor diputado Informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.525:

1.
Reemplázase el inciso segundo del artículo 1° por el siguiente:


“La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria y de la red secundaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. La Dirección de Obras Hidráulicas podrá contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley de acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa orgánica, pudiendo optar a tales contratos las empresas de servicios sanitarios. Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.”.

2.
Incorpóranse, en el artículo 1º, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto, decimoquinto y decimosexto, nuevos:


“Se entenderá por usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios o copropietarios de inmuebles que se encuentren emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por este sistema, quedando radicada en dichos inmuebles la obligación de pago de la tarifa correspondiente.


Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base de un cargo por beneficio a la plusvalía del inmueble más un cargo por el aporte del inmueble a la escorrentía superficial, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


El componente tarifario asociado al beneficio a la plusvalía del inmueble se determinará multiplicando un cargo tarifario, expresado en porcentaje, por el monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo.


Por su parte, el componente de la tarifa asociado al aporte del inmueble a la escorrentía superficial se determinará por la multiplicación de un cargo tarifario, expresado en unidades monetarias, por unidad de área, por la superficie del terreno en el cual se emplace el inmueble y por un factor asociado al tipo de inmueble. Dicho factor será igual a la unidad, tratándose de inmuebles no habitacionales y viviendas colectivas de tres o más pisos, y a cero coma cinco en el caso de viviendas de uno o dos pisos. En el caso de viviendas colectivas de tres o más pisos, el valor así calculado se prorrateará entre cada copropietario en igual proporción a la utilizada para la distribución de los gastos comunes.


Con todo, la recaudación total por concepto de este servicio en la cuenca respectiva deberá provenir en no más del 60% ni en menos del 40% del componente asociado al avalúo fiscal. El porcentaje señalado será fijado en el decreto supremo o en las bases de licitación, según corresponda.


En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el Ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, las firmas de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.


La sociedad concesionaria de la obra pública fiscal deberá efectuar las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Sin embargo, podrá contratar dichas funciones con la empresa de servicios sanitarios que preste servicios en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Dicha empresa, una vez requerida, estará obligada a realizarlas.


Por su parte, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, las funciones de facturación y cobranza de la tarifa deberán ser efectuadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado a rentas generales de la nación dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente.


La empresa de servicios sanitarios que ejecute las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberá remitir al usuario una cuenta única e indivisible que comprenda todos los servicios correspondientes. Las tarifas a percibir por la empresa de servicios sanitarios por dichas funciones serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura que acredite la deuda, emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal, tendrá mérito ejecutivo.


El plan de inversiones y el programa para la ejecución de las obras y operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias serán aprobados mediante decreto supremo, firmado por el Ministro de Obras Públicas, previa consulta al Gobierno Regional correspondiente.


El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo.


Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del “plan maestro” o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, las obras que formen parte del plan de inversiones indicado deberán ser evaluadas según las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación.


La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá requerir de la sociedad concesionaria de la obra pública, en la que tenga participación directa o indirecta una empresa de servicios sanitarios, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.”.

3.
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2º:

a) Elimínase, en el inciso tercero, la expresión “ser unitarias o”.

b) Agrégase, en el inciso tercero, después del punto y aparte (.), que pasa a ser punto y seguido (.), el siguiente párrafo: “No obstante lo anterior, las interconexiones de ambas redes deberán ser diseñadas para operar en forma eventual en situaciones de emergencia originadas por aguas lluvias.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En el caso de que la autoridad competente autorice a una empresa sanitaria para interconectar sus redes de alcantarillado de aguas servidas a las redes de evacuación y drenaje de aguas lluvias, los costos asociados a la construcción de las interconexiones y a su mantención y reposición serán de cargo de la empresa de servicios sanitarios. Sin embargo, el uso eventual de las redes de evacuación y drenaje de aguas lluvias, para descarga y conducción de excedentes de aguas servidas en situaciones de emergencia ocasionadas por aguas lluvias, será sin costo para las empresas de servicios sanitarios.”

4. Incorpórase el siguiente artículo 2º bis permanente, nuevo:


“Artículo 2° bis.- Establécese un subsidio para cubrir el pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Serán beneficiarios de éste todos los usuarios favorecidos con el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado establecido en la ley Nº 18.778 y en su reglamento, y será igual, en porcentaje, al determinado para el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado.”.

5.
Reemplázase el artículo 2º transitorio por el siguiente:


“Artículo 2°.- Aprobado el “plan maestro” correspondiente al área en que se encuentre ubicado un terreno que será urbanizado, los urbanizadores deberán construir los colectores de aguas lluvias de la red respectiva. Mientras no esté construida la red primaria o secundaria, según corresponda, el urbanizador no podrá evacuar al sistema público de drenaje ni a terrenos colindantes, mayores caudales que los generados antes de urbanizar dicho terreno, para la lluvia de diseño que considere el respectivo plan. A tales efectos, deberá emplear técnicas alternativas para la evacuación de aguas lluvias.”

6.
Agrégase el siguiente artículo 4° transitorio, nuevo:


“Artículo 4°.- Mientras en una determinada cuenca o área geográfica la concesión de obra pública fiscal para la evacuación y drenaje de aguas lluvias no haya sido licitada y adjudicada, la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas, y la red secundaria respectiva estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, al que le corresponderá, directamente, su planificación y estudio y, a través de los Servicios de Vivienda y Urbanización, la proyección, construcción, reparación y mantención de la misma.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, de 1964, orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, sobre Construcción y Conservación de Caminos:

1. Sustitúyense, en el artículo 13 y en todos aquellos artículos en que aparecieren, las palabras “Dirección de Riego” por “Dirección de Obras Hidráulicas”, y 

2. Intercálanse, en el artículo 17, a continuación de la letra d), las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) La planificación, estudio, proyección, construcción, operación, reparación, conservación y mejoramiento de las obras de la red primaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, hasta su evacuación en cauces naturales.

f)
La planificación, estudio, proyección, construcción, operación, reparación, conservación y mejoramiento de las obras disipadoras de energía y control de aluviones, destinadas a la protección de poblaciones e infraestructura pública.”.


Artículo transitorio.- Durante el año 2003, el mayor gasto fiscal que representen los subsidios a que se refiere el artículo 2° bis que se introduce en la ley N° 19.525 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público de dicho año.”.


Se designó diputado informante al señor Patricio Hales Dib.

Sala de la Comisión, a 27 de noviembre de 2003.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas respectivas en las sesiones de fechas 12 y 26 de agosto; 2 de septiembre; 7, 14 y 28 de octubre, y 4, 11 y 18 de noviembre de 2003, con la asistencia de los diputados Hales, don Patricio (Presidente); Alvarado, don Claudio; Araya, don Pedro; Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; Luksic, don Zarko; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pérez, don Ramón; Salaberry, don Felipe, y Salas, don Edmundo.


Además, se hace constar que, en la sesión de fecha 18 de noviembre de 2003, la diputada señora Mella, doña María Eugenia, reemplazó al diputado señor Luksic, don Zarko.


Se adjunta texto comparado.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

12. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.525, que regula sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias. (boletín Nº 3264-09)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


La indicación del diputado señor Alvarado para reemplazar el inciso cuarto propuesto del numeral 2) del artículo 1°.

3.
Indicaciones declaradas inadmisibles


-La indicación del diputado señor Alvarado al inciso tercero propuesto del numeral 2) del artículo 1°.


-La indicación del mismo señor diputado al inciso cuarto propuesto del numeral 2) del artículo 1°.


-La indicación de los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Saffirio, Tuma y Von Mühlenbrock al inciso decimotercero del numeral 2) del artículo 1°.

4.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


El numeral 1) del artículo 1°; los incisos cuarto, quinto a decimotercero, decimoquinto y decimosexto propuestos del numeral 2) del artículo 1° y el artículo transitorio.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Jaime Ravinet, ministro de la Vivienda y Urbanismo; Javier Etcheberry, Ministro de Obras Públicas; Clemente Pérez, Subsecretario de Obras Públicas; los Asesores de esta última Cartera Sergio Arévalo y la señora Catherine Cumming, y Claudio Juárez, Asesor del Ministerio de Hacienda.


El propósito de la iniciativa consiste en perfeccionar el Sistema de Evacuación y Drenaje de aguas lluvias, regulado en la ley N° 19.525, definiendo su financiamiento y la participación del sector privado a través del sistema de concesiones. Según se señala en el Mensaje, el principal aspecto no tratado en esta ley dice relación con la forma en la cual se abordarían las grandes necesidades de inversión requeridas para dar solución a la evacuación y drenaje de aguas lluvias en los centros urbanos afectados en forma recurrente por fenómenos de inundaciones o anegamientos.


Antecedentes entregados a la Comisión dan cuenta de un requerimiento de inversión total en el Gran Santiago, en la red primaria, cercano a los 690 millones de dólares, de los cuales 267 millones de dólares ya se estarían materializando con recursos de la Dirección de Obras Hidráulicas y a través de concesiones viales. El monto estimado de las inversiones en redes primarias en el conjunto del país asciende a 1.704 millones de dólares.


En el debate de la Comisión el señor Jaime Ravinet relacionó la apertura de nuestro país y la integración a grandes bloques comerciales, como Europa y Estados Unidos, con la necesidad de disponer de mejores estándares de calidad en múltiples ámbitos, entre los cuales estaría la calidad de vida en las ciudades. Afirmó que, según el censo del año 2002, el 87% de la población vive en las ciudades, lo que ha exigido al Estado abordar el tema de la descontaminación y el tratamiento de las aguas servidas, entre otras importantes cuestiones. No obstante, uno de los aspectos pendientes es el de las aguas lluvias, puesto que en los meses de invierno suelen provocar inundaciones en la mayoría de las grandes ciudades, generando pérdidas económicas importantes y, por sobre todo, afectando a la población más vulnerable.


Sostuvo que en la actualidad corresponde a la Cartera de Obras Públicas la responsabilidad en los colectores primarios y a la de Vivienda y Urbanismo la de los secundarios. Puntualizó que el Gobierno considera que las obras a realizar deben ser financiadas por los habitantes de las ciudades beneficiadas, por cuanto el financiamiento con fondos generales conllevaría un importante efecto regresivo para las regiones.


El señor Clemente Pérez puso de relieve que el costo por los daños causados por los anegamientos y demás desastres producidos por las aguas lluvias asciende según estudios de la Cámara Chilena de la Construcción a 42 millones de dólares al año; para otros análisis que incorporan también los retrasos en el mundo laboral y enfermedades relacionadas, los costos ascenderían a los 250 millones de dólares.


Diversas inquietudes se plantearon en la Comisión por sus integrantes acerca de los sectores que quedarán afectos al pago de la tarifa por la construcción de colectores dentro de la respectiva cuenca y la lógica que tendría efectuar una consulta a nivel regional que no tenga poder vinculante.


El señor Javier Etcheberry precisó que el concepto de cuenca urbana persigue no tener que distinguir para cada municipio el tratamiento que se da al manejo de las aguas lluvias y que, idealmente, exista una sola concesión.


Manifestó por otra parte que, según la iniciativa, la responsabilidad recaerá exclusivamente en el Ministerio de Obras Públicas, por lo que una consulta vinculante para éste debilitaría ese aspecto. Mencionó que las tarifas se comenzarán a cobrar una vez ejecutados los trabajos, lo que ocurrirá cerca del año 2010 ó 2012, de modo que la población no tenga un aumento inmediato en sus gastos por el tratamiento de aguas lluvias.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, señala que el costo del subsidio para cubrir el pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias que establece el numeral 4 del artículo 1°, se estima en los siguientes montos:

	Año
	Monto M$/Año

	2010
	 965.250

	2015
	1.036.750

	2020
	1.115.400



Supuestos:


Monto de inversión: US$ 690 millones.


Plazo de inversión: 5 años.


Número inicial de beneficiarios (2002): 115.000 inmuebles.


Porcentaje de subsidio: 50%.


Plazo de la concesión: 35 años.


Tasa de descuento del concesionario: 12%.


La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 1° N° 4 y transitorio del proyecto aprobado por ella. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento los numerales 1) y 2) del artículo 1° del proyecto aprobado por la Comisión Técnica, en conformidad al numeral segundo del artículo 220 del Reglamento.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 1° del proyecto, se introducen diversas modificaciones en la ley N° 19.525:


En el numeral 1), se reemplaza el inciso segundo del artículo 1° por el siguiente:


“La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red primaria y de la red secundaria de sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. La Dirección de Obras Hidráulicas podrá contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, de acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa orgánica, pudiendo optar a tales contratos las empresas de servicios sanitarios. Dichas obras podrán ejecutarse por el sistema de concesión de obra pública fiscal, contenido en el decreto supremo Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991. Las empresas de servicios sanitarios que participen en dichas obras deberán cumplir con la referida normativa.”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por 9 votos a favor y una abstención.


Por el numeral 2), se incorporan en el artículo 1º, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto, decimoquinto y decimosexto, nuevos:


“Se entenderá por usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios o copropietarios de inmuebles que se encuentren emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por este sistema, quedando radicada en dichos inmuebles la obligación de pago de la tarifa correspondiente.


Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberán pagar la tarifa correspondiente. Ésta se calculará sobre la base de un cargo por beneficio a la plusvalía del inmueble más un cargo por el aporte del inmueble a la escorrentía superficial, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


La componente tarifaria asociada al beneficio a la plusvalía del inmueble se determinará multiplicando un cargo tarifario, expresado en porcentaje, por el monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo.


Por su parte, la componente de la tarifa asociada al aporte del inmueble a la escorrentía superficial se determinará por la multiplicación de un cargo tarifario, expresado en unidades monetarias, por unidad de área; por la superficie del terreno en el cual se emplace el inmueble y por un factor asociado al tipo de inmueble. Dicho factor será igual a la unidad, tratándose de inmuebles no habitacionales y viviendas colectivas de tres o más pisos, y a cero coma cinco en el caso de viviendas de uno o dos pisos. En el caso de viviendas colectivas de tres o más pisos, el valor así calculado se prorrateará entre cada copropietario en igual proporción a la utilizada para la distribución de los gastos comunes.


Con todo, la recaudación total por concepto de este servicio en la cuenca respectiva deberá provenir en no más del 60% ni en menos del 40% del componente asociado al avalúo fiscal. El porcentaje señalado será fijado en el decreto supremo o en las bases de licitación, según corresponda.


En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el Ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma de los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.


La sociedad concesionaria de la obra pública fiscal deberá efectuar las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Sin embargo, podrá contratar dichas funciones con la empresa de servicios sanitarios que preste servicios en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Dicha empresa, una vez requerida, estará obligada a realizarlas.


Por su parte, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, las funciones de facturación y cobranza de la tarifa deberán ser efectuadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado a rentas generales de la Nación dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente.


La empresa de servicios sanitarios que ejecute las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberá remitir al usuario una cuenta única e indivisible que comprenda todos los servicios correspondientes. Las tarifas a percibir por la empresa de servicios sanitarios por dichas funciones serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura que acredite la deuda, emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal, tendrá mérito ejecutivo.


El plan de inversiones y el programa para la ejecución de las obras y operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias serán aprobados mediante decreto supremo, firmado por el Ministro de Obras Públicas, previa consulta al Gobierno Regional correspondiente.


El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo.


Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del “plan maestro” o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, las obras que formen parte del plan de inversiones indicado deberán ser evaluadas según las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación.


La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá requerir de la sociedad concesionaria de la obra pública, en la que tenga participación directa o indirecta una empresa de servicios sanitarios, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.”.


El diputado Alvarado, don Claudio, manifestó su preocupación con relación al hecho que las familias que son beneficiarias de los subsidios de agua potable podrían perjudicarse al tener que agregar este nuevo factor por la tarifa por aguas lluvias, toda vez que podría ocurrir que con esta nueva variable no califiquen para el beneficio, así como, expresó opinión en el sentido que si el Estado realiza las obras no debería cobrarse una tarifa a la población por ellas.


El señor Jaime Ravinet argumentó que las obras deben cobrarse a los beneficiados por ellas, puesto que, de lo contrario, si el gasto es sólo de cargo fiscal iría en desmedro del resto de las ciudades del país que no perciben beneficio alguno.


Los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Saffirio y Tuma presentaron una indicación al inciso tercero propuesto para eliminar las palabras “de la cuenca hidrográfica”.


Los mismos señores diputados presentaron una indicación para intercalar en el inciso tercero propuesto después de la palabra “sistema”, eliminando la coma (,) y la palabras “quedando”, la siguiente frase: “y que tengan la calidad de usuario de los sistemas de abastecimiento de agua potable.”.


El diputado Alvarado, don Claudio, presentó una indicación para agregar al final del inciso tercero la siguiente oración “, sólo en aquellos casos en que las obras sean ejecutadas por el sistema de concesión de obra fiscal”.


Sometida a consideración de la Comisión la inadmisibilidad de esta indicación fue declarada inadmisible por 5 votos a favor y 4 votos en contra.


Puesto en votación el inciso tercero propuesto con las dos indicaciones precedentes fue aprobado por unanimidad.


El diputado señor Alvarado presentó una indicación para agregar en el inciso cuarto propuesto la siguiente oración: “En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, su financiamiento deberá efectuarse con rentas generales de la Nación.”.


El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación precedente por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en conformidad con el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución.


El mismo señor diputado formuló una indicación para reemplazar el inciso cuarto propuesto, por el siguiente: “La tarifa correspondiente se calculará sobre la base de la superficie impermeabilizada por el inmueble respectivo, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias de la cuenca o área geográfica en que se encuentre el inmueble. La superficie impermeabilizada se calculará como porcentaje del terreno en que se encuentre emplazada la propiedad, considerando un 100% para edificaciones no habitacionales, un 50% para viviendas unifamiliares y 15% para terrenos agrícolas y sitios eriazos. En el caso de edificaciones colectivas de 3 o más pisos de altura y cuya propiedad esté sometida al régimen de copropiedad, la superficie impermeabilizada corresponderá al 75% del terreno en que se encuentre emplazada dicha edificación, y se cobrará a al comunidad como un todo, pagando cada copropietario de acuerdo a los metros cuadrados proporcionales del total edificado.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 3 votos a favor y 5 votos en contra.


Sometido a votación el inciso cuarto propuesto fue aprobado por 6 votos a favor y 2 abstenciones.


Puestos en votación los incisos quinto y sexto propuestos fueron aprobados por 5 votos a favor y 3 abstenciones.


Los diputados señores Jaramillo y Tuma formularon una indicación para reemplazar en el inciso séptimo propuesto las palabras “en la cuenca respectiva” por “en cada área urbana servida por el sistema”.


Puesto en votación el inciso séptimo con la indicación precedente fue aprobado por 5 votos a favor y 3 abstenciones.


Puesto en votación el inciso octavo fue aprobado por 5 votos a favor y 3 votos en contra.


Puestos en votación los incisos noveno al décimo segundo fueron aprobados por 5 votos a favor y 3 abstenciones.


Los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Saffirio, Tuma y Von Mühlenbrock formularon una indicación para intercalar en el inciso decimotercero después de la última coma (,), entre las palabras “consulta” y “al”, la palabra “vinculante”.


El diputado Tuma, don Eugenio, argumentó que la consulta debiera tener el carácter de vinculante, por cuanto de otro modo el Ministerio de Obras Públicas podría desechar el resultado de ella y efectuar las obras pese a las opiniones en contrario.


El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Puesto en votación el inciso decimotercero fue aprobado por 5 votos a favor, 1 voto en contra y 3 abstenciones.


Los diputados señores Lorenzini y Tuma formularon una indicación para reemplazar en el inciso decimocuarto propuesto la palabra “deberá” por la expresión “podrá”.


Puesto en votación el inciso decimocuarto con la indicación precedente fue aprobado por unanimidad.


Puestos en votación los incisos decimoquinto y decimosexto fueron aprobados por 6 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones.


Por el numeral 4, se incorpora el siguiente artículo 2º bis, nuevo:


“Artículo 2° bis.- Establécese un subsidio para cubrir el pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Serán beneficiarios de éste todos los usuarios favorecidos con el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado establecido en la ley Nº 18.778 y su reglamento; y será igual, en porcentaje, al determinado para el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado.”.


Puesto en votación el numeral 4) fue aprobado por unanimidad.


En el artículo transitorio, se establece que durante el año 2003, el mayor gasto fiscal que representen los subsidios a que se refiere el artículo 2° bis que se introduce en la ley 
N° 19.525, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público de dicho año.


Puesto en votación el artículo transitorio fue aprobado por 5 votos a favor y 4 abstenciones.


Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2003.


Acordado en sesiones de fechas 2 y 3 de diciembre de 2003, con la asistencia de los diputados señores Jaramillo, don Enrique (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don 
Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel; Saffirio, don Eduardo; Tuma, don Eugenio y Von 
Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Álvarez, don Rodrigo.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, constituida en investigadora del destino que tuvieron los dineros declarados irrecuperables para el Indap y para el fisco.
“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión pasa a informaros acerca de la investigación que le fue encomendada en virtud de un proyecto de acuerdo aprobado por la Corporación en la sesión 82ª, celebrada el día 20 de mayo de 2003.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.


La honorable Cámara de Diputados aprobó, por mayoría de votos, el proyecto de acuerdo N° 208, patrocinado por los diputados señores Urrutia, Recondo, Hernández, Barros; Galilea, don José Antonio; Álvarez, Meza, Von Mühlenbrock, Prieto y Bauer, por el cual mandató a la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural para que se constituyera como investigadora a fin de que informara a la Corporación sobre el destino que tuvieron los siete mil ochocientos millones de pesos ($ 7.800.000.000) en capital que, junto a los dos mil millones de pesos ($ 2.000.000.000) de interés, se transformaron en dineros irrecuperables para el Indap y para el Fisco.


Se fundamentó tal encargo, principalmente, en el hecho de que la Cámara de Diputados aprobó, en general, un proyecto de ley que faculta al Ministro de Agricultura para autorizar al Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario a liberar, remitir o renunciar a las cauciones constituidas por personas naturales que garantizan créditos otorgados por ese instituto a organizaciones integradas por beneficiarios del mismo y que, a la fecha de publicación de la ley, se encuentren morosas, siempre que los proyectos financiados con estos créditos hayan tenido un resultado económico adverso, no atribuible a dolo o culpa de los referidos garantes.


Esta situación y otras más fueron analizadas por una Comisión Investigadora hace algún tiempo, precisamente para indagar y realizar una amplia y exhaustiva investigación de los créditos concedidos a numerosas organizaciones de pequeños campesinos, muchos de los cuales se otorgaron de manera irregular y significaron una enorme pérdida para el Indap, toda vez que, en la mayoría de los casos, fue imposible su recuperación.


No obstante que este proyecto de ley venía a dar una solución justa a aquellos pequeños agricultores que de buena fe se constituyeron en aval de dudosas operaciones comerciales, es indesmentible que un porcentaje relevante de empresas agrícolas que obtuvieron créditos por parte del Indap -entre los años 1995 a 2000- por un valor de siete mil ochocientos millones de pesos ($ 7.800.000.000) han fracasado, por lo que no cabe duda de que, a pesar de los resguardos que el proyecto contenía en orden a no beneficiar a deudores que pudieran haberse visto involucrados en actos dolosos o culpables, hay un perjuicio evidente al Fisco, por lo que se hizo necesario realizar una investigación acuciosa en este sentido.

II. TRABAJO DE LA COMISIÓN.

1. Sesiones realizadas.


En cumplimiento de la labor que le fue encomendada por la Honorable Cámara, la Comisión celebró un total de seis sesiones durante el período comprendido entre el 3 de junio y el 2 de diciembre de 2003.


Contó, asimismo, con la participación del Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, señor Ricardo Halabí Caffena, acompañado por los señores Jorge Peluchonneau Cádiz, Fiscal; Pablo Coloma Correa, Jefe de Asistencia Financiera, y Luis Conejeros Saavedra, Jefe de Gabinete.
2. Antecedentes recibidos.


Vuestra Comisión, en cumplimiento de diversos acuerdos adoptados en relación con los hechos materia de esta investigación, dispuso de los siguientes antecedentes, aportados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario.

a.
Nómina de empresas morosas del INDAP, desglosada por regiones.

b.
Lista de las empresas con créditos avalados por personas naturales.

c.
Registro de empresas con deudas morosas al 31 de diciembre de 2002 y sus avales.

d.
Presentación en “power point” del Instituto de Desarrollo Agropecuario, en sesión del 26 de agosto de 2003.

e.
ORD. N° 545 de fecha 25 de agosto de 2003, del Director Nacional del INDAP, por el cual anexa informe complementario a la información de avales y socios de empresas.

f.
ORD. N° 596, de fecha 16 de septiembre de 2003, del Director Nacional del INDAP, por el cual adjunta informes de las empresas que han recibido créditos del INDAP respaldados con la garantía de avales o fiadores y codeudores solidarios.

g.
Minuta síntesis de créditos otorgados a empresas con garantía de aval o fiador y codeudor solidario.

3. Oficios enviados.


Durante el curso de la investigación, la Comisión envió diversos oficios, cuyo contenido y respuestas recibidas se reseñan a continuación.

a.
Oficio N° 73/2003, de fecha 3 de junio de 2003, dirigido al Ministro de Agricultura, para que se sirviera remitir los siguientes antecedentes, relativos al proyecto de acuerdo N° 208:


-Lista de empresas cuyos garantes puedan ser objeto del beneficio que contempla el proyecto de ley que autoriza la liberación de cauciones constituidas por personas naturales para garantizar créditos otorgados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario.


-Antecedentes relativos a las mencionadas empresas, en particular: domicilio, representantes legales, socios, escritura social, monto de la deuda, monto de las garantías y programa productivo, junto a su evaluación.


-Nómina completa de avales y sus características, en especial, si califican o no como pequeños productores agrícolas; situación actual de las empresas, y procedimiento interno mediante el cual el Indap, concedió los respectivos créditos.


-Se recibió respuesta en sesión de fecha 26 de agosto de 2003.


b. Oficio N° 76/2003, de fecha 18 de junio de 2003, dirigida al Director Nacional del Indap, para hacerle presente la necesidad de que la información solicitada por la Comisión, constituida en Investigadora en conformidad con lo dispuesto en el proyecto de acuerdo N° 208, sea remitida, a más tardar, dentro de la fecha propuesta, esto es, en la cuarta semana del mes de junio de 2003, a fin de que la Comisión Investigadora, en conocimiento de los referidos antecedentes, pueda dar inicio a su cometido con brevedad y, en definitiva, dar cumplimiento a su mandato dentro del plazo fijado por la Corporación.


-Se recibió respuesta mediante ORD. N° 394, de 27 de junio de 2003.

c.
Oficio invitación, de fecha 12 de agosto de 2003, dirigido al Director Nacional del Indap, para solicitarle que remitiera a la Comisión un cuadro estadístico que contuviera la lista de avales eventuales beneficiarios de la normativa que autoriza la liberación de cauciones constituidas por personas naturales para garantizar créditos otorgados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario, asociada a las empresas a las que ellos avalaron, los montos adeudados por éstas al Instituto y los rubros productivos a los cuales se dedicaban las mencionadas empresas.


-Se respondió mediante ORD. N° 596, de 16 de septiembre de 2003.

III. MARCO REGULATORIO.

1.
Ley N° 18.910, orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


Esta ley dispone que el INDAP es un servicio funcionalmente descentralizado, de duración indefinida, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con plena capacidad para adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, el cual estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Agricultura.


Su objeto es promover el desarrollo económico, social y tecnológico de los pequeños productores agrícolas y de los campesinos, con el fin de contribuir a elevar su capacidad empresarial, organizacional y comercial, su integración al proceso de desarrollo rural y optimizar, al mismo tiempo, el uso de los recursos productivos.


Sus principales funciones son otorgar asistencia crediticia a sus beneficiarios; otorgar asistencia crediticia a las organizaciones de sus beneficiarios, con personalidad jurídica, que desarrollen actividades o programas productivos que impliquen beneficio directo a los sectores rurales, y proporcionar asistencia técnica y capacitación a sus beneficiarios, tanto en los aspectos productivos como en todos los que constituyen sus objetivos propios.


Asimismo, está facultado para formular, coordinar y ejecutar programas de desarrollo rural o prestar asistencia técnica y crediticia en la formulación o ejecución de los mismos y, especialmente, en lo relativo al mejoramiento de los canales de comercialización, acceso a los insumos o industrialización; otorgar los subsidios que la ley disponga para fines productivos, obras de desarrollo rural o para atender situaciones de emergencia en el sector rural y, en general, efectuar todos los actos y celebrar todas las convenciones necesarias para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que le fijen las leyes.


La misma normativa define al pequeño productor agrícola como aquel que explota una superficie no superior a las 12 hectáreas de riego básico, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 unidades de fomento, cuyo ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola y que trabaje directamente la tierra, cualquiera que sea su régimen de tenencia.


Por campesino se entiende aquella persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, cuyos ingresos provengan fundamentalmente de la actividad silvoagropecuaria realizada en forma personal, cualquiera que sea la calidad jurídica en que la lleve a cabo, siempre que sus condiciones económicas no sean superiores a las de un pequeño productor agrícola, y las personas que integran su familia.

2.
Reglamento General de Créditos del INDAP.


Por su parte, este reglamento, contenido en la resolución N° 181, de 1990, define a los beneficiarios de créditos del INDAP, establece las normas para optar a estos créditos y lo relativo a la tramitación, aprobación y modificación de los mismos.


Determina que son beneficiarios de créditos los pequeños productores agrícolas, los campesinos, y las organizaciones legalmente constituidas con personalidad jurídica, formadas mayoritariamente por ellos.


La tramitación de un crédito se inicia con la presentación de la solicitud respectiva en la Agencia de Área en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el predio, agroindustria o explotación donde se desarrolle la actividad.


Con el informe técnico del crédito y el informe sobre el estado de la deuda del beneficiario, la solicitud pasa al Comité de Créditos del Área, organismo que recomienda a la instancia resolutiva la aprobación, modificación o rechazo del préstamo y sus garantías.


Si la solicitud es aprobada, se dicta una resolución donde se especifican el monto y las condiciones del crédito y el tipo de garantía que debe caucionar la obligación.


Si la solicitud es rechazada, se dicta una resolución que así lo indique, se informa al solicitante y los antecedentes son devueltos al interesado.


Las solicitudes favorablemente recomendadas, que exceden el monto máximo permitido aprobar en el nivel de Agencia de Área, son remitidas al Comité Regional de Créditos.


En el nivel regional, la Unidad de Crédito del Departamento de Operaciones revisa la documentación y antecedentes que respaldan cada solicitud, además de coordinar y agilizar el trámite general de estudios de este tipo de operaciones.


Una vez que la unidad revisa la solicitud, ésta debe ser puesta en conocimiento del Comité Regional de Créditos, la que recomienda al Director Regional su aprobación, modificación o rechazo. Las solicitudes favorablemente recomendadas que exceden el monto máximo permitido aprobar en el nivel regional son remitidas al nivel central.


En el nivel central, el Departamento de Desarrollo Agrícola informa al Comité Nacional de Créditos sobre las solicitudes propuestas para su aprobación por las Direcciones Regionales.


En los distintos niveles de competencia, las unidades que intervienen en el estudio y aprobación de los créditos son las siguientes:


El Comité de Créditos de Área, que tiene por finalidad asesorar al Jefe de Área, para lo cual debe informar y recomendar la aprobación, modificación o rechazo de las solicitudes de créditos, ampliaciones, prórrogas y renegociaciones y sugerir el tipo y condiciones de las garantías que considere adecuadas para cada préstamo en particular.


Asimismo, le corresponde declarar fundada y nominativamente que determinados beneficiarios reúnen condiciones de idoneidad técnica, solvencia, seriedad y han constituido garantías suficientes a favor del INDAP y eximir sus nuevas solicitudes de crédito del trámite de revisión del mismo Comité. En este caso, las solicitudes de crédito pueden ser resueltas directamente por la instancia del Área, hasta el monto de sus facultades.


Este Comité está constituido por el Jefe de la Agencia de Área, quien lo preside, el Técnico de Área responsable de la “Cartera de Beneficiarios” a la que corresponda la solicitud tratada y el Oficial Administrativo del Área, que actúa como Secretario Coordinador.


El Comité Regional de Créditos es la unidad asesora y consultora del Director Regional, encargada de estudiar, informar y recomendar la aprobación, modificación o rechazo de todas las solicitudes de préstamos que sometan a consideración del Director Regional las Agencias de Área respectivas y de sugerir el tipo y condiciones de las garantías que estime adecuadas a los préstamos analizados.


Este Comité está integrado por el Director Regional, quien lo preside, el Jefe del Departamento de Operaciones, el Jefe del Departamento de Finanzas y Administración, el Abogado Regional y el Jefe de la Unidad de Crédito Regional, que actúa como Secretario Coordinador.


El Comité Nacional de Créditos es la unidad asesora y consultora del Director Nacional, encargada de estudiar, informar y recomendar la aprobación, modificación o rechazo de las solicitudes de crédito y sus garantías, cuyos montos superen el valor máximo permitido aprobar por parte de la Dirección Regional.


La unidad está constituida por el Director Nacional, quien la preside, el Subdirector Nacional, el Jefe del Departamento de Fiscalía, el Jefe del Departamento de Desarrollo Agrícola, el Jefe del Departamento de Finanzas, el Jefe del Departamento de Créditos y un coordinador, designado por el Director Nacional, quien actúa como Secretario Ejecutivo.


Las instancias de resolución sobre las solicitudes de crédito son, en el nivel de la Agencia de Área, el Jefe de Área, para aquellos créditos cuyos montos no excedan lo que está autorizado aprobar; en el nivel de la Dirección Regional, el Director Regional, para aquellos créditos cuyos montos no excedan los límites autorizados para los Directores Regionales y, en el nivel central, el Director Nacional, para aquellos créditos cuyos montos excedan los límites autorizados para los Directores Regionales.


Una vez aprobado oficialmente el préstamo, la Agencia de Área debe requerir al usuario la constitución de las garantías que haya acordado exigir la autoridad que aprobó la operación.


En cuanto a los sistemas de créditos, el reglamento señala que estos últimos están destinados al financiamiento adicional que requieran los beneficiarios para sus explotaciones y para utilizar racionalmente sus recursos disponibles, con objeto de mejorar sus ingresos, elevar su nivel de vida y el de su grupo familiar y, en general, promover su integración activa en el proceso de desarrollo nacional.


Atendiendo a la naturaleza y cuantía de las necesidades de financiamiento, el INDAP opera el sistema de créditos corrientes, el sistema de créditos básicos y el sistema de créditos a organizaciones.


El sistema de créditos corrientes se encuentra destinado a personas naturales, pequeños agricultores, que dispongan de mayores recursos productivos, dentro del estrato de beneficiarios que le corresponde atender al INDAP. Está formado por los subsistemas de crédito de corto plazo y de crédito de largo plazo.


El sistema de créditos básicos está orientado a personas naturales del sector más deprimido del estrato de beneficiarios a quienes le corresponde atender al INDAP. Está compuesto por los subsistemas de crédito de producción básica y de crédito de capitalización básica.


El sistema de crédito a organizaciones está destinado a financiar una amplia gama de proyectos específicos de inversión agrícola agroindustrial, tanto de incidencia local como de importancia regional. Está integrado por los subsistemas de crédito de corto plazo a organizaciones y de crédito de largo plazo a organizaciones.


En otro orden de materias, el reglamento dispone que el mismo organismo que intervino en la aprobación, ampliación, prórroga o renegociación del crédito debe ordenar las acciones de cobranza de la obligación, cuando el beneficiario actúa con negligencia culpable en el manejo de los recursos crediticios otorgados por el INDAP, o de no cumplimiento satisfactorio de cualquiera de las cláusulas establecidas en los documentos a través de los cuales se haya formalizado y concedido el préstamo. Asimismo, el Director Regional debe arbitrar todas las medidas necesarias para dar fiel cumplimiento a lo establecido en este ámbito.


Los funcionarios que participen directamente en el proceso de estudio, tramitación, formalización, entrega, asistencia y supervisión técnica, control administrativo y contable, y cobranza de los créditos otorgados por el Instituto, deben observar estrictamente lo dispuesto por este instrumento.


El Director Nacional puede ordenar investigaciones técnicas y administrativas cuando, a su juicio, resulten necesarias para el adecuado cumplimiento del reglamento, haciendo efectivas las responsabilidades que eventualmente resultaren comprometidas.

3.
Ley N° 19.901, que autoriza la liberación de cauciones constituidas por personas naturales que garantizan créditos que indica.


Esta normativa, en su artículo único, faculta al Ministro de Agricultura para autorizar al Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario para liberar, remitir o renunciar las cauciones constituidas por personas naturales que cumplan con los requisitos legales para ser beneficiarias del INDAP a fin de garantizar los créditos que indica.


Prescribe que dichos créditos tendrán que haber sido otorgados a organizaciones integradas por beneficiarios del mismo que, a la fecha de publicación de la ley, se encontraren morosos. Además, para que pueda operar dicha facultad, los proyectos financiados con tales créditos deben haber tenido un resultado económico adverso, no atribuible a dolo o culpa de los referidos garantes.


A continuación, la norma excluye del beneficio a aquellas personas que hayan actuado como garantes y tenido responsabilidades en la administración de las respectivas organizaciones, en tanto estén siendo procesadas o tengan la calidad de imputadas, por una causa vinculada a esa materia, ante los tribunales de justicia.


Asimismo, en los casos en que se haya pactado solidaridad con el propósito de asegurar el cumplimiento de las obligaciones, el Ministro autorizará al Director Nacional del INDAP para renunciar a la solidaridad.


Del mismo modo, permite a los garantes de los créditos, que los estuvieran sirviendo, impetrar al Indap la liberación de las cauciones constituidas para seguridad de aquéllos.


Dispone que las Direcciones Regionales elaboren un informe circunstanciado para cada caso, el que, junto a sus antecedentes, ha de ser remitido a la Dirección Nacional del Indap. Sobre dicha base, la mencionada Dirección confeccionará una nómina de las personas susceptibles de ser beneficiadas, que elevará al Ministro de Agricultura, quien dictará el acto administrativo correspondiente.


Faculta a quienes hubieran sido omitidos en los informes de los Directores Regionales a reclamar ante el Ministro de Agricultura.


En el debate de esta normativa, realizado en el seno la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, hubo consenso en orden a compartir la necesidad de legislar sobre la materia, por cuanto resultaba indispensable dar solución a la difícil situación por la que atravesaban muchos pequeños agricultores que avalaron a su organización, sin haber tenido responsabilidad alguna en el fracaso de la misma, y que, además, se veían impedidos de acceder a créditos individuales por parte del Instituto.


Asimismo, hubo también acuerdo en torno a la necesidad de que la Comisión fuera informada respecto de la nómina de garantes cuya caución se liberara, con el propósito de realizar un seguimiento del proceso, de manera de evitar que pudieran beneficiarse personas que hubieran actuado con dolo o culpa en el resultado económico adverso de su respectiva organización.


Además, se hizo notar, por parte de varios señores diputados, su aprensión respecto de aquellos casos en que hubo un beneficio personal para los dirigentes de la organización o tuvieron responsabilidad en el fracaso de la misma.


Del mismo modo, algunos señores diputados argumentaron que, en ocasiones, los funcionarios de las Direcciones Regionales del Indap entusiasmaron a los pequeños agricultores con negocios interesantes, pero no han asumido su responsabilidad en el fracaso de éstos.

IV. DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN.


El señor Ricardo Halabí, Director del Indap, señaló que, con objeto de facilitar el análisis de la información relativa a los créditos otorgados con la garantía de avales o fiadores y codeudores solidarios, dejaría a disposición de la Comisión un informe con las principales categorías de problemas que afectaron el desarrollo de los proyectos financiados con los referidos créditos.


Destacó que se desprende del mencionado documento que el fracaso de las iniciativas tuvo su origen en un conjunto de factores que se detallan en ese informe. Sin embargo, resaltó también que no se han detectado casos en que los recursos de crédito hayan sido utilizados en fines distintos para los cuales fueron solicitados.


Finalmente, hizo presente que, desde febrero del año 2002, se ha limitado a 3.000 unidades de fomento el monto máximo de los créditos a empresas, no aceptándose las garantías de fiadores y codeudores solidarios, para evitar que las personas naturales comprometan su patrimonio en proyectos en cuya administración no participan activamente.


El señor Pablo Coloma, Jefe de Asistencia Financiera del INDAP, analizó, en primer lugar, las colocaciones y recuperaciones de créditos entre los años 1994 y 2002, tanto de deudores individuales como de organizaciones.

	Análisis de colocaciones y recuperaciones 1994-2002

(cifras en miles de $ junio 2003)

	
	Individuales

	
	Corto plazo
	Largo plazo
	Total individual

	Créditos
	428.305
	195.406
	623.711

	Colocación
	154.440.165
	119.074.267
	273.514.432

	Ya recuperado
	141.343.586
	96.545.686
	237.889.272

	Saldo capital
	17.689.825
	30.555.782
	48.245.607

	Recuperable
	9.380.373
	21.079.713
	30.460.086

	Total recuperación
	150.723.959
	117.625.399
	268.349.358

	% Recuperado
	92%
	81%
	87%

	% Recuperable
	98%
	99%
	98%


	Análisis de colocaciones y recuperaciones 1994-2002

(cifras en miles de $ de junio 2003)

	
	Organizaciones

	
	Corto plazo
	Largo plazo
	Total organiz.
	TOTAL

	Créditos
	1.374
	2.384
	3.758
	627.469

	Colocación
	16.873.888
	32.741.101
	49.614.898
	323.129.421

	Ya recuperado
	12.430.251
	17.566.911
	29.997.162
	267.886.434

	Saldo capital
	7.427.231
	22.726.377
	30.153.608
	78.399.215

	Recuperable
	1.634.705
	8.778.170
	10.412.875
	40.872.961

	Total recuperación
	14.064.956
	26.345.081
	40.410.037
	308.759.395

	% Recuperado
	74%
	54%
	60%
	83%

	% Recuperable
	83%
	80%
	81%
	96%



Explicó que los créditos individuales, en el período 1994-1999, ya arrojaron una recuperación del 92% y que los de organizaciones, en el mismo período, muestran una recuperación del 62%.


En seguida, se refirió a la situación de deuda de las empresas, con avales, que se encuentran en estado de morosidad.

	Situación de deuda de empresas con avales morosas (actualizada al 30/04/2003, en miles de pesos)

	Saldo capital vigente
	2.576.888

	Saldo intereses vigentes
	102.665

	Total vigente
	2.679.553

	Saldo capital moroso
	6.901.461

	Saldo intereses morosos
	1.605.717

	Total moroso
	8.507.178

	TOTAL DEUDA
	11.186.731

	Abonos recaudados
	1.777.063

	Condonaciones
	326.852



Luego, identificó la situación de las empresas, a través del siguiente cuadro, en el que se desglosan los problemas de las 322 empresas con deuda morosa, que contaban con avales, detallando, al mismo tiempo, el monto involucrado en cada una de las dificultades, tanto de gestión, como de tipo técnico, comercial, climático y otros.

	Problema
	Empresas
	Monto

	
	N°
	%
	(M $)
	%

	Gestión
	138
	42,9
	6.075.740
	53,6

	Técnicos
	26
	8,1
	991.748
	8,7

	Comercial
	67
	20,8
	2.316.587
	20,4

	Climático
	24
	7,5
	643.780
	5,7

	Otros
	67
	20,8
	1.317.991
	11,6

	Total
	322
	100
	11.345.846
	100



Por otra parte, analizó los principales rubros desarrollados por las empresas deudoras, atendido que los créditos fueron concedidos para financiar proyectos o rubros específicos.

	Problema
	Empresas
	Monto

	
	N°
	%
	(M $)
	%

	Prod. y com. queso de cabra
	11
	3,4
	577.442
	5,1

	Producción de leche bovina
	49
	15,2
	1.425.292
	12,6

	Producción en invernadero
	38
	11,8
	774.414
	6,8

	Créditos forestales
	16
	5,0
	847.855
	7,5

	Maquinaria agrícola
	38
	11,8
	1.195.840
	10,5

	Otros
	170
	52,8
	6.525.003
	57,5

	TOTAL
	322
	100
	11.345.846
	100



En conclusión, sostuvo que la gestión crediticia del INDAP presenta resultados mucho mejores de lo que se ha dicho. Por su parte, la situación de la deuda de organizaciones muestra cifras de recuperación más bajas que el promedio; sin embargo, dicha recuperación se estima en el 81% de lo prestado.


Asimismo, señaló que la situación de empresas morosas con avales constituye un subconjunto de la deuda de organizaciones que presenta la situación crediticia más desfavorable.


En todo caso, afirmó, los análisis realizados por el INDAP respecto de esta deuda, muestran que los créditos sí fueron utilizados para los fines comprometidos.


Resaltó que los malos resultados de estas empresas tienen su origen en un conjunto de causas que se incluyen en el riesgo de cualquier actividad productiva y que estas deudas se originaron con el propósito de apoyar la asociatividad en el mundo campesino para el desarrollo de negocios más rentables.


Finalmente, estimó que, desde el punto de vista financiero, es claro que hubo sobrevaloración de las capacidades de las empresas apoyadas y que, con el afán de contribuir a su desarrollo, se tomó un riesgo excesivo.


Consultado respecto de si se evalúan como responsabilidad, en algún grado, por parte del Indap, los problemas de gestión y técnicos sufridos por las empresas, explicó que la responsabilidad del Indap radica en haber impulsado un proceso de créditos a organizaciones tomando demasiados riesgos.


El señor Halabí (Director del INDAP) da lectura al editorial de “El Mercurio” del día 21 de agosto de 2003, que señala:


“La institución de la quiebra en los negocios es de enorme importancia, porque la evidencia muestra que las empresas, con facilidad, entran en estado de insolvencia. Estas fallas acompañan a los seres humanos desde siempre, pero en el mundo moderno se han acentuado, porque la creciente competencia, nacional y global, y el persistente cambio tecnológico crean en diversos sectores situaciones nuevas, con la obsolescencia correspondiente. Estudios recientes, en los más variados países donde se practica la libre empresa, indican que más de la mitad de los emprendimientos concluyen en graves problemas financieros, en períodos tan cortos como el de apenas cinco años.


“Esta situación sólo cambia en economías cerradas o de monopolios y privilegios estatales, pero al costo de un desarrollo nulo, casi sin innovación y de generalizada pobreza. La libertad de emprender es la clave para el crecimiento, pero ella supone riesgos, errores y fallas; cuando se desea evitar estos últimos mediante leyes y regulaciones, lo que se consigue es un estado estacionario de subdesarrollo.


“Asimismo, las quiebras se multiplican en períodos recesivos o de complejas decisiones oficiales de política, ligadas, por ejemplo, a los tipos de cambio y a las tasas de interés, situaciones que escapan al control del emprendedor. Algunas falencias pueden, igualmente, tener elementos de estafa o de mala fe, que deben sancionarse, pero es absurdo elaborar la legislación sobre la base de suponer que esto es lo normal. En realidad, desde el punto de vista social, lo que debe interesar con prioridad es resolver los problemas con agilidad, tratando de lograr la continuidad de las empresas productivamente viables. Esto es socialmente tanto o más prioritario que la recuperación de las deudas, objetivo, por supuesto, también muy deseable.


“Nuestra legislación, aunque modificada a diversos respectos hace dos décadas, es ya demasiado antigua -dado el ritmo de evolución del mundo de los negocios- y aún prioriza los aspectos dolosos y de pago de las obligaciones, antes que la normalización de los emprendimientos económicamente viables. Más aún, el quebrar es socialmente mal mirado, hasta el extremo de que muchos no consideran esta opción, prefiriendo arruinar sus vidas y las de sus familias antes que reconocer una situación financiera imposible de resolver normalmente.


“Siendo así, la reforma a la ley de quiebras que ahora se discute en el Congreso parece estar bien orientada en lo referente a dar más eficacia y transparencia a la labor de los síndicos y un papel mayor a los acreedores, que son los más afectados. En adelante, éstos propondrían -de aprobarse esta nueva normativa- a los administradores de las quiebras, que continuarían siendo designados por los tribunales. Junto al poder de los acreedores, aumentarían las facultades de la Superintendencia para fiscalizar a los síndicos, los que, al parecer, tienen algunas atribuciones inadecuadas, que se han prestado para designaciones y decisiones discutibles; son, además, de alto costo.


“Se espera, también, avanzar en la despenalización de aspectos en los que se ha exagerado y, en general, modernizar los procedimientos, considerando fórmulas más automáticas de corte extrajudicial. Parece razonable facilitar los acuerdos y flexibilizaciones, sobre la base de crear instancias ágiles que contribuyan a salvar las empresas viables, reduciendo los riesgos de penalización sólo a los indispensables.


“En estas materias no hay fórmulas mágicas ni precisas y todas tienen defectos. La ley no debe privilegiar la operación de la empresa fallida respecto de la competencia, como parece ser el caso norteamericano, pero tampoco dificultar su funcionamiento. Para ello, es conveniente que la normativa facilite la liquidación de activos que proceda y la recuperación de deudas, en un ambiente que reconozca las quiebras como algo habitual y no necesariamente de carácter delictivo.”


Consultado respecto de la necesidad de dilucidar las causales por las cuales se perdieron, al ser irrecuperables, 11 mil millones de pesos, hizo presente que las responsabilidades son de tres tipos: administrativa, penal y civil. La Contraloría General de la República ha determinado la existencia de responsabilidad administrativa de algunos funcionarios, pero la única forma de determinar la existencia de un delito es que sean calificados por el tribunal competente, lo que hasta ahora no ha ocurrido en ninguno de los casos investigados.


Además, es necesario partir del principio básico de la buena fe y de la inocencia, mientras no se pruebe lo contrario; de lo contrario, se prejuzga. Por otra parte, si bien es necesario reconocer los errores cometidos, también hay que dejar en claro que se hizo una apuesta por la asociatividad, una política de Estado, que no fue exitosa.


El señor Coloma (Jefe de Asistencia Financiera del INDAP) aclaró que el proyecto de ley sólo tuvo por objeto alzar las cauciones y liberar a los avales de las empresas asociativas. En ningún caso se trató de condonar la deuda de estas empresas ni tampoco la de las personas naturales.


Por otra parte, sostuvo que los proyectos se desarrollaron en el mundo del riesgo, del crédito y, simplemente, no funcionaron. No se ha comprobado, en ningún caso, la existencia de irregularidades, como tampoco el desvío de dineros a otros fines.


Finalmente, hizo una reseña, año por año, de los créditos otorgados a organizaciones, explicando que en 1994 ascendieron a 3.500; en 1995, a 6.400; en 1996, a 9.700; en 1997, a 10.100; en 1998, a 8.700; en 1999, a 6.300; en el 2000, a 4.500; en el 2001, a 2.000, y en el 2002, sólo alcanzaron a los 986.


A continuación, el señor Halabí dejó a disposición de la Comisión un documento denominado “Análisis de los créditos a empresas otorgados con garantía de aval o fiador y codeudor solidario”, que se transcribe a continuación.


“Con el propósito de apoyar el desarrollo de las empresas como una forma efectiva de solucionar los problemas de la pequeña escala de operaciones de los productores individuales usuarios del Indap, a partir del año 1993 y hasta el año 2000, se aplicó una política de fomento y apoyo a las empresas de productores que se enmarcó en las políticas gubernamentales destinadas a reducir los efectos de la participación en el Mercosur. Dicha política contempló, como uno de sus instrumentos, el apoyo crediticio expresado en créditos de corto y de largo plazo a este tipo de organizaciones para el financiamiento de inversiones y actividades de comercialización, que alcanzó a M$ 36.000.000 aproximadamente.


Dadas las restricciones que tenían esas empresas para respaldar los créditos con garantías reales, se resolvió aceptar la garantía de avales o fiadores y codeudores solidarios. Dichos créditos se evaluaron con los procedimientos habituales del Instituto y el otorgamiento se decidió ajustándose estrictamente a la normativa vigente, es decir, con la participación de los Comités de Crédito de la Agencia de Área, Regional o Nacional, dependiendo del monto de los créditos o del endeudamiento de los solicitantes.


A partir de 1995 se puso en vigencia el Concurso Nacional de Proyectos, programa diseñado con objeto de favorecer la focalización y lograr mayor eficiencia en el uso de los recursos financieros, al establecerse la concursabilidad de las diferentes iniciativas. Esto significó la incorporación del Comité Técnico Regional, instancia encargada de resolver la aprobación de los proyectos, los cuales fueron elaborados y evaluados por agentes externos al INDAP, con objeto de agregar mayores capacidades técnicas al proceso del crédito, mejorar la oportunidad de la entrega de los recursos y, a la vez, operar con mayor transparencia y objetividad en el proceso de selección.


Los créditos fueron destinados a financiar una serie de proyectos de empresas que operaban en todas las regiones, con excepción de las de Tarapacá y Antofagasta, alcanzándose en el período 1992-2001 la cifra de 472 proyectos financiados y beneficiándose a un total de 322 empresas.


En el período analizado, los proyectos se vieron afectados por diversas situaciones que iban desde los factores internos, como poca participación e interés de los socios por apoyar sus empresas, factores técnicos que redujeron la productividad, causaron deficiente gestión, y factores externos, como problemas climáticos y factores comerciales, como la competencia entre las mismas empresas, bajos precios de los productos y el no pago de los deudores.


Con el propósito de facilitar el análisis causal de las diversas situaciones que explican el actual estado financiero de los proyectos y empresas, se presentan las siguientes categorías que representan el mayor número de casos y montos de créditos con algún grado de morosidad.

Problemas de gestión.


Uno de los problemas más recurrentes que afectó la ejecución de los proyectos fue la deficiente capacidad de gestión de los administradores a cargo de las empresas, expresada en gestión organizacional, administrativa, comercial, técnica, financiera y de recursos humanos. Estos problemas perjudicaron a un total de 138 empresas e implicaron a 195 proyectos con un monto de M$ 6.075.740, equivalentes al 54,5 % del total.


Se debe dejar establecido que este factor es uno de los más difíciles de evaluar ex ante y controlar, porque, por una parte, tiene una estrecha relación con las habilidades y conductas de los ejecutores y administradores de los proyectos y, por otra, el INDAP estaba impedido de participar directamente en la gestión de las empresas, ya que se trataba de agentes privados, independientes para adoptar las decisiones que estimaran más convenientes. No obstante lo anterior, se tomaron medidas para apoyar a estas empresas financiándoles la realización de estudios específicos y la contratación de gerentes, cuya selección fue de la exclusiva responsabilidad de sus propietarios. Pese a ello, los resultados no fueron los esperados, dadas las limitaciones que existían para encontrar personas competentes e interesadas en trabajar en la pequeña agricultura.


Es necesario señalar que, en la totalidad de los casos, los recursos del crédito fueron utilizados en los fines para los cuales fueron solicitados.


En cuanto a las acciones realizadas por el INDAP para recuperar los créditos, en el 89,2% de los casos se ha optado por la cobranza o la cobranza judicial, habiéndose cumplido con las conversaciones tendentes a ofrecer a los deudores mayores plazos para cumplir con sus compromisos. Al día de hoy, un 10% de los casos se encuentran en proceso de renegociación o novación.


Con respecto a la recuperación de los créditos, se estima que las posibilidades son escasas, dado que una elevada proporción de los proyectos (75,4%) no se encuentra operando, de manera que la recuperación, total o parcial, sólo sería factible a través de la cobranza judicial y la liquidación de los bienes propios de las empresas o del patrimonio de los fiadores y codeudores solidarios. Las garantías propias de las empresas que respaldan estos créditos alcanzan a la suma de M$ 1.785.129.


Por otra parte, en muchos casos ocurrió que, además de los problemas de gestión, también se agregaron los problemas de asociatividad, climáticos, de comercialización o problemas técnicos que contribuyeron a agravar la situación y a dificultar la búsqueda de alternativas de solución.

Problemas técnicos.


En la ejecución de los proyectos también se presentaron problemas de carácter técnico que afectaron el resultado productivo y financiero de las empresas en las regiones V, VI y VII. Estos problemas perjudicaron a un total de 26 empresas e implicaron a un total de 46 proyectos, con un monto de M$ 991.748, equivalentes al 8,9 % del total. En esta categoría deben destacarse los créditos otorgados a siete empresas productoras de tomate bajo invernadero de la Región del Maule, cuyas plantas sufrieron una intoxicación con cobre mientras se encontraban en la etapa de almácigo en dependencias de la empresa proveedora, por lo que su ocurrencia escapa a la responsabilidad de los productores.


La deuda de estos agricultores asciende a M$ 714.020, cifra que representa el 72,0% del monto involucrado en esta categoría y afecta a siete empresas. Dada la rentabilidad del rubro, se estima que, al menos, el 67% de la deuda podría recuperarse en el mediano plazo. El Indap ha efectuado las acciones reglamentarias correspondientes para recuperar estos créditos, incluso aceptando realizar una condonación parcial que considere el perjuicio económico que sufrieron las empresas.


En cuanto a la situación operativa, 16 empresas no se encuentran operando, mientras que 10 sí lo están haciendo, lo cual involucra montos de deuda de M$ 684.587 (69%) y 
M$ 307.161 (31%), respectivamente.

Problemas comerciales.


En el desarrollo de los proyectos también se presentaron problemas de carácter comercial que afectaron el resultado financiero de las empresas en las regiones IV, V, VI, VII, VIII, IX, X y Metropolitana. Estos problemas perjudicaron a un total de 67 empresas e implicaron a un total de 89 proyectos, con un monto de M$ 2.316.587, equivalentes al 20,8% del total. En esta categoría deben destacarse los créditos que fueron afectados, esencialmente, por problemas de bajos precios, como es el caso de la leche bovina, viñas y hortalizas, o por el no pago por parte de algunos clientes, lo cual redujo los ingresos y la rentabilidad de las empresas. Las regiones más afectadas por esta situación son la Región Metropolitana, con el 24,4% del monto, el 7,5% de las empresas y el 6,7% de los créditos, seguida por la Región del Maule, con el 23,1% del monto, el 40,3% de las empresas y el 37,1% de los créditos.


En atención a que el 68,7% de las empresas no se encuentra operando, el Indap ha optado por la cobranza y la cobranza judicial, condición en que se encuentran el 38,2% y el 25,8% de los créditos, respectivamente.

Problemas climáticos.

En algunas regiones, como la III, IV, V, VII, IX, X y Metropolitana, algunos créditos fueron afectados por factores climáticos, como heladas y sequía, alcanzándose la proporción de monto más alta en la Región Metropolitana, con un 45,7%, seguida por la Región de Valparaíso, con el 25,0%. El monto involucrado en esta situación asciende a la suma de 
M$ 643.780, lo que representa el 5,8% del total, mientras que el número de empresas y créditos siniestrados alcanza al 7,5% y al 10,0% respectivamente. Los rubros más perjudicados fueron las hortalizas, el forestal y los frutales menores.


Se debe señalar que, en gran parte, estos problemas pudieron haberse evitado; pero, en el momento del otorgamiento del crédito, no existía en el país un seguro que cubriera este tipo de riesgo, instrumento que sólo está disponible desde septiembre del año 2000.


A la fecha de este informe, el 54,2% de las empresas afectadas por fenómenos climáticos no se encuentra operando, lo cual involucra al 61,7% de los créditos y al 76,7% del monto de los créditos.


Por otra parte, considerando que los créditos fueron concedidos para financiar proyectos o rubros específicos, a continuación se proporciona un análisis de los principales rubros 
desarrollados por las empresas deudoras.

Producción y comercialización de queso de cabra.


Con el propósito de apoyar a los productores de queso de cabra de las regiones IV, V y Metropolitana, entre 1994 y 1999 se otorgaron 12 créditos para dotar a este sector del equipamiento y capital de trabajo necesario para procesar la producción de leche caprina y colocarla en el mercado. El monto de la deuda asciende a la suma de M$ 577.442, que representa el 5,2% del total.


La principal causa que explica la situación actual fue la competencia del queso artesanal, que, por tener menores costos y precio de venta, contaba con mayor aceptación en el mercado. Además, hubo deficiencias de gestión, una marcada estacionalidad en la producción y varios años de sequía, que incidieron en la reducción de la producción y pérdida de mercado.

Producción de leche bovina.


En esta situación se encuentran 49 empresas que recibieron un total de 59 créditos. En términos del número de empresas se distribuyen en las regiones IV, V, VII, VIII, IX, X, y Metropolitana con el 45%, 14%, 10%, 10%, 8%, 8%, 2% y 2%, respectivamente.


El monto total de la deuda es de M$ 1.425.292, que representa el 12,8% del total y su mora asciende a M$ 737.778, es decir, al 51,7%. El saldo promedio de la deuda por empresa es de M$ 29.088.


En cuanto al destino de los créditos concedidos, se puede concluir que la totalidad de éstos fue destinado a los fines para los cuales fueron solicitados.


Al relacionar los problemas que tuvieron las empresas y ponderar la importancia de estos sobre el saldo total de la deuda, se obtiene que el 31% tuvo problemas de gestión y el 35% de tipo comercial. En otros casos, hubo más de un factor que afectó los resultados, como es el caso de la comercialización más la disolución de la organización, lo cual representa el 8%; la comercialización más la gestión, el 5%; el incumplimiento de sus socios, el 4%; el 2%, la gestión y el compromiso de sus socios; el 2%, la disolución de la organización, el 2%, los problemas técnicos y de gestión; el 2%, el abastecimiento de materias primas más la gestión, y el 9%, otros motivos.


De acuerdo con la información enviada por los jefes de las oficinas locales, 42 de las 49 empresas no se encuentran en funcionamiento, lo cual representa el 85,7% de los casos.


El Indap está realizando una serie de acciones con el objetivo de dar una solución a la deuda morosa de estas 49 empresas. Las acciones realizadas según su importancia sobre el saldo de la deuda comprometida, son las siguientes: el 36% se encuentra en cobranza prejudicial, el 26% se está estudiando la alternativa de castigar contablemente, el 32% se encuentra en cobranza judicial y el 6% en otras situaciones.


En cuanto a las garantías constituidas por las empresas analizadas, éstas alcanzan al monto total de M$ 732.796, lo que equivale al 51% del saldo de la deuda. De esta cifra, 
M$ 426.730 corresponden a garantías propias de las empresas y M$ 306.065, a garantías específicas constituidas por algunos avales. Del total de empresas estudiadas, 21 sólo cuentan con la garantía del patrimonio global de los avales.

Producción en invernadero.

Estos créditos se otorgaron en 19 Agencias de Área, distribuidas desde la III a la X Región, incluida la Región Metropolitana, con los cuales se benefició a 38 empresas, que recibieron un total de 57 créditos por un monto, al 30 de abril de 2003, de M$ 774.414. Esta deuda se encuentra morosa en el 93%, lo que equivale a M$ 723.647, estimándose que es posible recuperar alrededor del 28%.


Las causas que han afectado a las empresas para llegar a este nivel de morosidad han sido las siguientes: 11 empresas fueron afectadas por mala gestión, 11 por problemas de comercialización, 7 fueron perjudicadas por factores climáticos, 4 se vieron afectadas por disolución de la organización y 5 por otros factores (problemas de salud de los socios, retraso en la puesta en marcha del proyecto, etc.).


Las causas indicadas han influido para que, de las 38 empresas que desarrollaron este tipo de proyectos, sólo 15 siguen operando y 23 han dejado de hacerlo.


Las medidas reglamentarias que el INDAP ha realizado para enfrentar esta situación han sido las siguientes: a 21 empresas se le está haciendo la cobranza prejudicial, con 9 empresas se han renegociados los créditos, 5 se encuentran en cobranza judicial, 2 están en proceso de novación de deuda o vigente por reciente pago y, en un caso, se está estudiando la posibilidad de efectuar el castigo contable.

Análisis de créditos forestales.


En el marco del decreto ley N° 701, sobre fomento forestal, a comienzos de la década de los 90, el Indap inició el otorgamiento de créditos de enlace forestal a usuarios individuales y organizaciones. Con la modificación del decreto ley N° 701, realizada en 1998, el Indap tomó un papel protagónico en el fomento de las plantaciones entre los pequeños agricultores y sus organizaciones, con el propósito de proporcionarles financiamiento para efectuar la plantación y de que dispusieran de un recurso económico (bosque) que, en el futuro, les permitiera obtener ingresos complementarios a su actividad agropecuaria. El pago del crédito debía realizarse con la bonificación que concedía el Estado.


En esta situación se encuentran 16 organizaciones, que realizaron plantaciones entre los años 1995 y 2000, entre las regiones IV y X. La deuda actual, asociada a 29 créditos, es de M$ 847.855, de los cuales el 96,7% está moroso, es decir, M$ 836.734.


El no pago de los créditos se debe a que no fue posible cobrar la bonificación por forestación, debido, entre otras razones, a la deficiente gestión de las propias empresas, al vencimiento legal para el cobro de la bonificación, a la sequía que afectó negativamente el prendimiento (años 1996, 1997 y 1998), a problemas técnico-legales (por ejemplo: se plantó en terrenos no aptos, el agricultor falleció o vendió el terreno), a deficiente asesoría técnica y a demora en la modificación del decreto ley N° 701, lo que se tradujo en la imposibilidad de cobro de la bonificación en el período que duró la discusión de la modificación.


A causa del incumplimiento en los pagos por parte de las empresas, el INDAP realizó varias acciones tendentes a obtener el pago de los préstamos. Adicionalmente a las acciones de cobranza que se debieron realizar, el Instituto contrató, entre 1996 y 2001, varias asesorías profesionales, que permitieron recuperar algunas de las bonificaciones, las que fueron abonadas a las respectivas cuentas corrientes.


Finalmente, en atención a que la garantía de los créditos era el endoso del certificado de bonificación, las posibilidades de recuperación de aquellos son escasas, especialmente para los créditos de 1998 y años anteriores, debido a que el decreto ley N° 701 fija plazos perentorios para hacer uso del derecho a la bonificación.

Créditos para adquisición de maquinaria agrícola.


El análisis involucra a 38 organizaciones, de las regiones III a la XII, las que, entre los años 1992 y 2000, solicitaron créditos que se destinaron a la adquisición de diferentes maquinarias y equipos agrícolas, principalmente para la prestación de servicios. La deuda actual, asociada a 41 créditos, es de M$1.195.840, de los cuales el 76,7% está moroso.


El no pago de los créditos se debe principalmente a una deficiente gestión de la empresa (el 70% de los proyectos fracasaron por este aspecto), lo que se debió a la incapacidad de los administradores, que en la mayoría de los casos eran los propios agricultores.


Otra razón que explica el incumplimiento es la alta competencia que existe en este mercado, lo cual perjudicó al 12% de los proyectos.


Otras razones fueron la disolución de la organización (5%), los atrasos en la puesta en marcha de la empresa de servicios (2%) y el no pago de los servicios prestados (2%).


A causa del incumplimiento en los pagos por parte de las empresas, el INDAP se ha abocado, principalmente, a realizar las acciones de cobranza correspondientes, lo que se traduce en cobranza prejudicial (5% de los créditos) y cobranza judicial (76%). Además, se han llevado a cabo procesos de renegociación (2%), que incluyen la alternativa de la novación de la deuda (2%).


Dada la situación de endeudamiento de las empresas, el hecho de que el 66% de ellas no está operando (incluso 2 de ellas se disolvieron), las perspectivas de desarrollo de las restantes, en este giro, no son buenas, salvo en 2 de ellas, que se encuentran con sus créditos vigentes.


Por último, respecto a la recuperación de los créditos, se puede señalar que existen maquinarias y equipos que están dados en garantía, cuyo valor comercial se estima en 
M$ 375.402, monto que equivale al 31,4% de la deuda total.


Como conclusión del análisis anterior, se tiene que, además de las causales señaladas, el problema se debió a que el Indap, en su ánimo de contribuir a reducir rápidamente las limitaciones de la pequeña agricultura para competir e insertarse en forma estable en los mercados, sobreestimó las capacidades propias para evaluar adecuadamente los proyectos por financiar y su riesgo asociado, como también la capacidad de los usuarios para gestionar negocios de magnitudes muy superiores a las que estaban habituados, todo ello en un escenario de alta variabilidad e incertidumbre.


A diferencia de lo que ocurre con los créditos a empresas que se han considerado en el análisis anterior, que incluye a 322 casos, en la cartera de este tipo de créditos hay otras 611 empresas que están desarrollando sus proyectos en forma normal y por tanto, sirviendo regularmente sus créditos.


Se debe hacer presente también que, con el propósito de evitar que las personas naturales comprometan su patrimonio personal al actuar como fiadores y codeudores solidarios de sus empresas, desde febrero del año 2002, el INDAP no está aceptando este tipo de garantías. Por otra parte, desde esa misma fecha, el monto máximo de los créditos a empresas se ha limitado a UF 3.000.


Adicionalmente, se han adoptado otras medidas destinadas a mejorar la capacidad de análisis de los equipos encargados del otorgamiento de financiamiento a los clientes, como, por ejemplo, incorporar a dichas funciones a un significativo número de profesionales; realización de cursos de capacitación en materias de análisis financiero y evaluación de proyectos para todos los ejecutivos de cuenta; selección de los Agentes de Área (jefes de las oficinas locales) mediante concurso; creación de los Comités de Financiamiento, en los cuales ahora participan ejecutivos del Departamento de Fomento en la labor de aprobación de créditos, mejoramiento de los sistemas de control de gestión y perfeccionamiento de los sistemas de la información que se proporciona a los usuarios de los programas del Instituto.


Finalmente, es necesario mencionar que, si bien el número de empresas que tuvieron dificultades es elevado, la proporción de empresas en esta situación es similar al que se presenta en otros sectores de la economía en los primeros años del desarrollo de los proyectos, con la agravante de que, en el período analizado, la economía del país pasó por una seria crisis que afectó a las empresas campesinas con gran intensidad.


A modo de resumen, en el cuadro siguiente se da una síntesis de los casos analizados.

Resumen de problemas de empresas con créditos con aval

	Problemas
	Empresas
	Monto

	
	N°
	%
	(M $)
	%

	Gestión
	138
	42,9
	6.075.740
	53,6

	Técnicos
	26
	8,1
	991.748
	8,7

	Comerciales
	67
	20,8
	2.316.587
	20,4

	Climáticos
	24
	7,5
	643.780
	5,7

	Otros
	67
	20,8
	1.317.991
	11,6

	Total
	322
	100
	11.345.846
	100


	Problemas
	Empresas
	Monto

	
	N°
	%
	(M $)
	%

	Prod. y com. queso de cabra
	11
	3,4
	577.442
	5,1

	Producción de leche bovina
	49
	15,2
	1.425.292
	12,6

	Producción en invernadero
	38
	11,8
	774.414
	6,8

	Créditos forestales
	16
	5,0
	847.855
	7,5

	Maquinaria agrícola
	38
	11,8
	1.195.840
	10,5

	Otros
	170
	52,8
	6.525.003
	57,5

	TOTAL
	322
	100
	11.345.846
	100”


V. CONCLUSIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN.


Como consecuencia de las opiniones vertidas en el seno de la Comisión, del examen de la documentación recopilada, considerando, en especial, los antecedentes contenidos en el informe emitido con fecha 6 de marzo de 2002, relativo a la investigación que la Comisión efectuó respecto de los créditos otorgados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario, a partir del año 1994 en adelante, tanto a sus beneficiarios como a las organizaciones de éstos y, en atención a que la Cámara de Diputados mandató a esta Comisión para constituirse como Investigadora e informar sobre el destino que tuvieron diversos créditos concedidos por el Indap y que se transformaron en recursos irrecuperables para el Fisco, vuestra Comisión ha llegado a las siguientes conclusiones:

1.
La aplicación de la ley que autoriza la liberación de cauciones constituidas por personas naturales para garantizar créditos otorgados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario (ley N° 19.901) puede significar una perdida patrimonial para esa institución de alrededor de $ 11.000 millones, en la medida en que los créditos concedidos no puedan ser cobrados a las empresas deudoras y los garantes o avales se beneficien de la mencionada ley.

2.
Los antecedentes investigados confirman que, en numerosos casos, el Indap, al otorgar créditos a empresas campesinas, sobrestimó los proyectos por financiar y su riesgo asociado, así como también la capacidad de los deudores para administrar negocios de mayor envergadura que la habitual. De igual modo, en su afán por estimular la asociatividad campesina, no evaluó debidamente los riegos y la viabilidad de los negocios emprendidos.

3.
La Comisión estima que un significativo número de empresas que obtuvieron créditos del Indap no pudieron hacer frente a su endeudamiento, por cuanto se vieron afectadas por causas no atribuibles necesariamente a las instituciones. Factores de orden técnico, que redujeron la productividad de los proyectos, deficiente gestión y administración, y otros vinculados a elementos externos, como problemas climáticos y comerciales, explican en parte la imposibilidad de dar cumplimiento a los compromisos contraídos.

4.
No obstante lo anterior, la Comisión ha alcanzado la convicción de que, durante el período analizado, en algunos casos, el INDAP otorgó créditos sin sujeción a sus normas reglamentarias e incurrió en falta de control y de seguimiento de los créditos otorgados, entre otras causas.


El informe aprobado unánimemente por esta misma Comisión el 6 de marzo de 2002 y, luego de una exhaustiva investigación, que cubrió el período 1994-2000, da debida y detallada cuenta de estas y otras irregularidades.

5.
La Comisión hace presente que precisar el monto de los recursos públicos que puedan resultar irrecuperables dependerá del éxito o fracaso de las acciones que el propio INDAP lleva adelante para cobrar esos créditos. Sólo hasta que esas acciones estén concluidas y se produzcan los efectos de la ley 19.901, será posible determinar con exactitud la pérdida y las empresas campesinas que la originaron.

6.
Finalmente, la Comisión valora que, a partir de la investigación concluida en el año 2002, el Indap inició un proceso de modernización institucional que entre otros objetivos, apunta a evitar que los errores e irregularidades que la investigación permitió establecer vuelvan a ocurrir.


-Sometidas a votación las conclusiones, fueron aprobadas por unanimidad.


En consecuencia, vuestra Comisión recomienda remitir este informe a S. E. el Presidente de la República y al Ministro de Agricultura, para su conocimiento y fines pertinentes.

-o-


Se designó diputado informante al señor Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 2 de diciembre de 2003.


Acordado en sesiones de fechas 3 de junio, 12 y 26 de agosto, 14 de octubre, 18 de noviembre y 2 de diciembre de 2003, con la asistencia de los diputados señores Quintana Leal, don Jaime (Presidente); Álvarez-Salamanca Büchi, don Pedro Pablo; Barros Montero, don José Ramón; Galilea Vidaurre, don José Antonio; Hernández Hernández, don Javier; Letelier Norambuena, don Felipe; Meza Moncada, don Fernando (Robles Pantoja, don Alberto); Ojeda Uribe, don Sergio; Pérez Arriagada, don José; Recondo Lavanderos, don Carlos; Sánchez Grunert, don Leopoldo; Sepúlveda Orbenes, doña Alejandra (Villouta Concha, don Edmundo), y Urrutia Bonilla, don Ignacio.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

14. Moción de los diputados señores Bayo, Bertolino, Delmastro, García, Hidalgo y Vargas.


Establece que en los delitos contra la propiedad no procederá la libertad condicional ni las medidas alternativas a las penas privativas de libertad, mientras no se restituya el valor de lo hurtado, robado o defraudado. (boletín N° 3430-07)

“Considerando:

1
Existe consenso en nuestro país del aumento progresivo de los delitos contra la propiedad. Es así, como día a día nos enteramos, a través de la prensa, de hurtos y robos, tanto en las ciudades como en las zonas rurales. Últimamente, existe en el campo un gran incremento del robo o hurto de animales, delito conocido comúnmente como abigeato.

2.
La ciudadanía ve con desazón que los delincuentes que son detenidos y encausados, son puestos en libertad en poco tiempo y vuelven a cometer los mismos delitos.

3.
Aún más, la desazón de las víctimas de estos delitos se transforma en impotencia al ver no sólo en libertad a los delincuentes, sino también al saber que éstos ni siquiera han restituido lo hurtado, robado o defraudado.

4.
En efecto, las penas que se aplican a estos delitos son sustituidas por penas alternativas de las privativas de libertad, como lo son la libertad condicional, reclusión nocturna o libertad vigilada, justificados especialmente por limitaciones en los establecimientos penitenciarios y por el temor arraigado en nuestros Jueces de que el castigo impuesto quita toda esperanza al condenado de reinsertarse en la sociedad.

5.
Bajo estas premisas, la política del Estado en materia criminal se ha centrado en la reinserción del penado, en la tutela de sus derechos y en la protección de su persona, y esto ha llevado en la práctica a que estos delincuentes puedan estar en libertad sin haber resarcido el daño causado a las víctimas.

6.
Evidentemente, en ello existe un error que se hace necesario corregir. En efecto, la pena no sólo debe tener un fin socializador; también debe tener un fin disuasivo, tanto para el delincuente como para todos los ciudadanos, a fin de que éstos no se vean tentados por la facilidad y rentabilidad del crimen.

7.
Desde antiguo los Ingleses y Norteamericanos han tratado de precaver que el crimen sea rentable y, en general sus leyes tienden a impedir que la delincuencia se transforme en una forma de vida o en un negocio tentador. Esta filosofía tiene poco desarrollo en Chile y de hecho cada día vemos con mayor preocupación cómo se forman pequeñas bandas y asociaciones criminales que reditúan enormes beneficios a sus cabecillas, al no tener que devolver aquello que han robado, hurtado o estafado. De ahí que el aspecto económico de los delitos deba ser en lo futuro una especial preocupación del legislador.

8.
Estimamos que es imprescindible establecer por medio de la ley, como una forma de desincentivar a los delincuentes, que las personas que cometen delitos contra la propiedad no puedan conmutar las penas y obtener su libertad sin haber antes cancelado el monto de lo hurtado o robado.


Por lo cual venimos en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°: Incorpórese en el artículo 2° del Decreto Ley N° 321, del 10 de Marzo de 1925, sobre Libertad Condicional, el siguiente número 5 ° nuevo:


"5° Tratándose de crímenes o simples delitos contra la propiedad, y en especial en los previstos en el Título IX del Libro II del Código Penal, se requerirá además, haber pagado la totalidad de las indemnizaciones y costas a que fue condenado en virtud de la sentencia que dispuso su condena.".


Artículo 2°: Sustitúyase en el artículo 5° de la Ley N° 18.216 que Establece Medidas Alternativas a las Penas Privativas o Restrictivas de Libertad la letra d) por la siguiente:


"d) Satisfacción de la indemnización civil, costas y multas impuestas por la sentencia. El Tribunal no podrá prescindir de esta exigencia, tratándose de crímenes o simples delitos 
contra la propiedad, especialmente los previstos en el Título IX del Libro II del Código 
Penal. En los restantes delitos sólo podrá prescindir de esta exigencia por motivos calificados que expresará circunstanciadamente en el fallo.".


Artículo 3°: El Reglamento de la Ley sobre Libertad Condicional de fecha 30 de Octubre de 1926, establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito establecido en el nuevo N° 5 del artículo 4°, del Decreto Ley N° 321 del 10 de Marzo de 1925 sobre Libertad Condicional.".

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� El artículo 296 sanciona al que amenazare seriamente a otro con causar a él mismo o a su familia, en su persona, honra o propiedad, un mal que constituya delito, siempre que por los antecedentes aparezca verosímil la consumación del hecho, con:


 1° con presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años) si hubiere hecho la amenaza exigiendo una cantidad o imponiendo ilegítimamente cualquiera otra condición y hubiere conseguido su propósito.


 2° con presidio menor en sus grado mínimo a medio ( 61 días a 3 años) si hecha la amenaza bajo condición, el culpable no consiguiere su propósito.


 3° con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) si la amenaza no fuere condicional, a no ser que el hecho consumado merezca mayor pena, caso en el cual se impondrá ésta.


Cuando la amenaza se hiciere por escrito o por medio de emisarios, éstas se considerarán como circunstancias agravantes.


El artículo 297 señala que las amenazas de un mal que no constituya delito, hechas en la forma expresada en los número 1° ó 2° del artículo anterior, serán castigadas con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio. ( 61 días a 3 años).








2 Artículo 5°.- Corresponde a la jurisdicción militar el conocimiento:


1° De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales los contemplados en este Código, excepto aquellos a que dieren lugar los delitos cometidos por civiles previstos en los artículos 284 y 417, cuyo conocimiento corresponderá en todo caso a la justicia ordinaria, y también de las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.
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